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Se escriben muchos, pero se encuentran pocos li- 
bros apropósito para la jurisprudencia práctica. Y la 
razón es obvia. Rara vez estos libros se escriben por 
personas que reúnan á la ciencia y la doctrina, la ex- 
periencia y la práctica consumadas, y ni tiene útil ni 
fecunda aplicación una obra de . teorías vagas y abs- 
tractas, ni un conjunto de casos prácticos hacinados» 
sin filosofía ni profundo conocimiento del derecho. 

La práctica de juzgar con el hábito del estudio, son 
elementos muy convenientes para la enseñanza, y estas 
son las dotes que sobresalen en esta libro importantísi- 
mo, que con el modesto título de Práctica de los Juaga- 
dos de Pass, dá á luz su insigne autor, el Sr. D. Eduardo 
Alonso y Colmenares. En él encontrarán seguramente 
los nuevos Jueces de Paz una guia segura para el des- 
empeño de sus trascendentales funciones, en él verán to- 
dos lainterpretacion sencilla, sana é inteligente de la ley. 
' El método empleado para llevar á cabo este traba- 
. jo no puede ser mas discreto ni provechoso, ni ha podi- 
do desempeñarse con mas acierto y claridad. El texto 
de la ley está acompañado de amplias explicaciones 
que lo hacen inteligible á todo el mundo, y en su lugar 
correspondiente se hallan las decisiones del Tribunal 
Supremo de Justicia» recaídas sobre diferentes artículos 
que han sido ya objeto del debate judicial, terminando 
la obra con un cuadro completo de excelentes formu- 
larios. Su parte literaria está á la altura de la persona 
dedicada á escribir, y para la que no son extrañas las 
bellas letras, y se encuentran además en este libro el 
tono y la unción que le imprimen la severidad de prin- 



cipios y las intachables prácticas judiciales del Sr Alon^ 
so Colmenares, que ejerce la Magistratura no como se 
desempeña un cargo ó destino cualquiera, sino como 
un sacerdocio augusto, que es lo que en realidad viene 
á ser la misión de hacer justicia. Para otro cualquier 
puesto bastarán la aptitud y la ilustración, el Juez y 
el Magistrado necesitan además de la vocación. Los 
Tribunales no son una oficina donde se despachan ex* 
pedientes de mejor ó peor manera, sino el templo sa- 
grado de la justicia, donde el hombre se atribuye fun- 
ciones casi divinas, y en que se reparten el bien y el 
mal sin distinción de consideraciones ni castas. 

Grande utilidad tendrán los Jueces Paz con este 
libro, y su publicación á raiz del planteamiento de ins- 
titución tan importante, es una garantía del éxito que la 
iñísma debe alcanzar en esta hermosa provincia empa- 
lióla, que hia anhelado siempre la posesión de reformas 
Judiciales, y en la que un gran número de letrados dis- 
tinguidos han estudiado desde su publicación en la Pe- 
nínsula la ley de Enjuiciamiento civil, que un Ministro 
ilustrado y enérgico ha tenido el valor de hacer aplica- 
ble á Cuba y Púerto-Rico. 

Terminaremos este ligerísimo prólogo, inspirado 
solamente por el sentimiento de la convicción mas pro- 
funda, dando la enhorabuena al Sr. Alonso Colmenares 
por este nuevo servicio qué presta á su patria. Todo 
lo que tienda á asegurar en Cuba una excelente admi- 
nistración de Justicia, es lo mas eficaz que puede hacer- 
se en el camino de la asimilación y de la fraternidad. Un 
gran escritor ha observado que nunca ha tenido desa- 
sosiego ni inquietud un pueblo en que se administrara 
rectamente la justicia. 

Emilio Brabo. 
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TITULO I. 

ÜE LA ORGANIZACIÓN, JüBISDICCION Y ATRIBUCIONES DE LOS 
JUZGAirOe DE PAZ. 

CAPITIJL.O 1. 
De los Jra<;ce8 Áe Paz. 

En todos los pueblos de las Islas de Cuba y Puerto-Rico 
en que hubiere Ayuntamientos ó Juntas municipales, habrá 
Jueces de paz, con las atribuciones que se determinan en la ley 
de Enjuiciamiento civil. En los pueblos donde haya Alcaldes 
mayores, habrá otros tantos Jueces de Paz, y en los demás pue- 
blos uno solo^ También habrá dos suplentes para cada uno de 
los Juzg^idos de Paz. (1) , 

Para ser *Juez de Paz ó suplente se necesita: 

1. ^ Ser español. 

2. ^ Tener mas de veinticinco años. 

3. '^ Ser vecino del pueblo. ' 

4. ® Saber leer y escribir. 

5. ® Estar en el ejercicio dé los derechos civiles. 

6. ^ Reunir las "cuafidades t][ue se requieren para desempe- 
ñar el cargo de Alcalde ó Teniente. 



(1). DispoBÍcion 1? de 1a Real orden de 9 de Diciembre de 1865. 
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Los nombramientos se harán en el mes do Diciembre cada 

I 

dos años, y siempre que en el intermedio resulte vacante, por 
los Regentes de las Audiencias, y los nombrados entrarán en 
el ejercicio de sub cargos el dia 1 ? de Enero siguiente, previo 
juramento que prestarán ante el Alcalde mayor del distrito, de 
desempeñar bien y lealmente su cargo con arreglo á las leyes. 

Los Jueces' de Paz y suplentes nombrados para pueblos 
donde no hubiere Alcalde mayor, podrán ser autorizados poF 
los Regentes para prestar el juramento ante el Ayuntamiento 
6 Junta municipal respectiva, en cuyo caso se remitirá certifi- 
cado del acto al Alcalde mayor del partido. (1) 

Para hacer estos nombramientos, los Regentes pedirán á 
los Gobernadores Superiores civiles respectivos un{i lista de 
los vecinos de los pueblos en que haya Ayuntamientos ó Jun- 
tas municipales, que reúnan las condiciones necesarias para ser 
Alcaldes ó Tenientes, con expresión de los que fueren letrados, 
y con cuantas noticias estimen conducentes al mas acertado 
nombramiento de los Jueces de Paz. 

Los Alcalde» mayores remitirán á los Regentes una nota 
de los sugetos avecindados en sus partidos respectivos que reú- 
nan las condiciones necesarias para ser Jueces de Paz, expre- 
gando los que sean letrados y Ips que á su juicio merezcan 
preferencia para obtener estos cargos. 

Con presencia de tales datos y de cuantos otros estimen 
adquirir, los Regentes nombrarán Jueces de Paz y suplentes 
á los que consideren mas dignos, prefiriendo, siempre que el 
buen servicio lo consienta, á los que sean abogados. Los nom- 
bramientos se comunicarán á los electos por medio de los refe- 
ridos Alcaldes mayores» y se publicarán en la Gaceta del Go- 
bierno Superior civil en los primeros quince días del mes de 
Diciembre. (2) 

No pueden ser Jueces de Paz ni suplentes: 
1.^ Los deudores á los fondos públicos generales ó muni- 
cipales. 



(I) Disposiciones 6? ^ 7? de la Beal orden de 9 de J3iciembre de 1865. 
(9> Disposiciones 8* y 9? de la Beal orden de 9 de Diciembre de 1Ó66. 
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2. ® Los que hayan hecho suspensión de pagos, sin haber ob- 
tenido rehabilitación. 

3. ^ Los que se hallen procesados criminalmente con auto 
de prisión, y los que estén inhabilitados para obtener cargos 
públicos. 

4. ^ Los ordenados in saoris. 

5. ® Los impedidos física y raoralmente. 

6. ® Los mayores de setenta años. 

7. ® Los que hayan sufrido penas aflictivas. 

8. *^ Los subalternos de las Alcaldías mayores ó Juzgados, 
y los Promotores fiscales sustitutos de los mismos. (1) 

Pueden eximirse voluntariamente del cargo de Juez de Paz: 

1. ® Los mayores de sesenta años. . j 

2. ® Los que hayan desempeñado el cargo y sean de nuevo 
nombrados sin mediar un bienio. (2) 

En unas y otras circunstancias habrán de fundarse, los nom- 
brados, para pretender eximirse del cargo de Jueces de Paz. 
Las escusas que alegaren los electos, en los últimos quince dias 
del mes de Diciembre, y las reclamaciones que puedan dirigir- 
se á los Regentes contra los nombramientos hechos, por care- 
cer lop nombrados de los requisitos necesarios para serlo, las 
resolverá la Audiencia plena, oyendo al Fiscal, según lo que 
creyere justo y conveniente sin ulterior recurso. Si hubieren 
quedado sin efecto los nombramientos, por cualquiera de di- 
chas causas, los Regentes procederán á nueva elección; pero 
mientras no se resuelva sobre las escusas ó reclamaciones de- 
ducidas, deberán los primeros nombrados entrar (> continuar en 
el ejercicio de sus Cargos, y no cesarán en ellos hasta que , se 
les haga saber formalmente que aquellas fueron estimadas. (3) 

El cargo de Juez de Paz ó suplente durará dos años y es 
lionorífico, gratuito é incompatible con los municipales ó cual- 
quier otro del orden económico ó administrativo, y los que lo 
ejerzan disfrutarán de la misma consideración, exenciones y 



(1) Disposición 4? de la R«al orden de 9 de Diciembre de 1865. 

(2) Disposición 5? de la citada Real orden de V) de Diciembre. 

(3) Disposiciones 10, 11 y 12 de la propia Real orden de 9 de Diciembre. 

2 
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distintivos que los Alcaldes de loa pueblos, contrayendo en su 
fiel y exacto desempeño méritos especiales que se tendrán pre- 
sentes en sus respectivas carreras, siendo además de abona 
para jubilaciones la mitad del tiempo de su ejercicio. (1) 
Compete á los Jueces de Paz: 

1. ® Conocer de los actos de conciliación. 

2. ® De los juicios verbales. 

3. *^ De los embargos preventivos en los pueblos que no 
sean cabeza de partido. 

4. ® De las primeras diligencias preventivas de un ab-inter 
tato, ó del juicio de testamentaria, en los pueblos donde no hu- 
biere Alcaldía mayor. 

5.^ De todas las diligencias civiles que les encomienden 
los Alcaldes mayores. 

6. ® Ejercer en sus juzgados la jurisdicción disciplinaria. 

7. ^ Suplir á los Alcaldes mayores en casos^de ausencia, en- 
fermedad ó vacante, ó cuando se abstengan de conocer (2), en 
cuyos casos desempeñarán los Juzgados de Paz los suplentes. 
La atención principal de estos consiste en reemplazar á los 
Jueces de Paz respectivos, por impedimentos, ausencias y va- 
cantes. 

En los pueblos en que hubiere mas de una Alcaldía ma- 
yor, cada uno de los Jueces de Paz tendrá asignado un distrito, 
dentro del cual ejercerá su jurisdicción, conforme á las reglas 
generales del derecho. 

Las apelaciones se elevarán al Alcalde mayor del distrito 
respectivo. (3) 

Donde hubiere mas de un Alcalde mayor, cada Juez de 
Paz suplirá al de su distrito, mas si este Juez estuviere inca- 
pacitado, por cualquier motivo, para entender como Alcalde 
mayor, uno de los suplentes ejercerá la jurisdicción ordinaria, 
prefiriéndose siempre el que sea letrado, y si los dos lo fueren 
el mas antiguo en la profesión. Si ninguno de los suplentes 

(1) Disposiciones 2? y 22 de la Real orden de 9 de Diciembre de 1865. 

(2) Casación n? 83 de 1860. 

(3) Disposición 13 de dicha Real orden de 9 de Diciembre. 
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fuere letrado, entrará á ejercer la jurisdicción el que tenga la 
denominación de primero. (1) 

Guando este caso acontezca en poblaciones que tengan mas 
de una Alcaldía mayor, se harán los llamamientos por el orden 
siguiente : 

1. ® Los demás Jueces de Paz que sean letrados, prefirien' 
do al mas antiguo en la profesión, si hubiere varios. 

2. ® Los suplentes que sean letrados, en la misma forma. 

3. ® Los Jueces de Paz no letrados, según denominación nu- 
mérica. 

4. ^ Los suplentes no letrados, empezando por los del Al- 
<;alde mayor á quien ha de sustituirse, según el mismo orden 
numérico. 

A falta de Juez de Paz y suplentes, pasará la jurisdicción 
á los Alcaldes ordinarios y Tenientes por su orden, con igual 
preferencia de los que sean letrados. (2) 

Estas sustituciones no obstan para que las Salas de Gobier- 
no de las Audiencias ejerzan la facultad de nombrar Alcaldes 
mayores interinos, en la forma dispuesta por las disposiciones 
vigentes, y los nombrados desempeñarán las Alcaldías con 
esclusion de los sustitutos, que vendrán á serlo de estos 
Alcaldes, en los casos de sustitución que se dejan determi- 
nados. 

Cuando los Jueces de Paz, siendo letrados, sustituyan por 
mas de un mes á los Alcaldes mayores, percibirán el sueldo se- 
ñalado á la Alcaldía mayor,. si no lo disfrutare el propietario, ó 
la mitad si este lo cobrase, computándoles, en el que deban per- 
cibir, el que les corresponda por cesantía ó jubilación, si la tu- 
vieren. No siendo letrados, percibirán en el mismo caso con 
su asesorfios derechos de arancel. (3) 

Los Jueces de Paz y sus suplentes, deben residir en los 
puntos donde, hayan de ejercerse las funciones de sus cargos. 
Para ausentarse de ellos deberán obtener licencia del Alcalde 



(1) Disposiciones 14 y 15, Eeal orden de 9 de Diciembre de 1865.] 

(2) Disposiciones 16, 17 y 18 de la Real orden citada de9'de Diciembre. 

(3) Disposición 19 de la misma Real orden de 9 de Diciembre. 
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mayor respectivo, cuando el plazo no esceda de quince días, y 
de los Regentes si excediere de este término. (1) 

En la consideración de que los cargos de Jueces de Paz 
son gratuitos, y en la muy atendible de que por ellos se desem- 
peñan funciones publicad, concernientes al orden judicial, des- 
cansa la concesión que se les ha hecho del uso de sellos de 
correo para su correspondencia de oficio, con sujeción á las 
disposiciones vigentes. (2) Estas previenen que para considerar 
como oficial, y permitir que la correspondencia circule franca, 
con los sellos que su peso reclame^ es indispensable: 

1. ® Que se entregue á mano en las dependencias de correos. 

2. ® Que las cartas ó pliegos los dirija una autoridad ó de- 
pendencia del Gobierno á otra. 

3. ® Que los sobres vayan dirigidos al cargo público, y no al 
nombre de la persona que lo ejerza. 

4. ® Que se justifique la procedencia del pliego, estampando 
en el sobre el sello que debe usar la autoridad que lo dirija. 

La entrega de esta correspondencia, debe hacerse acompa- 
ñada de dos facturas iguales, arregladas en forma de eatado y 
que expresen: 

' 1. ® La autoridad que hace la entrega, y el dia en que esta 
se verifica. 

2. ^ El número de pliegos y las autoridades ó funcionarios á 
quienes se dirigen. 

3. ® El número y clase de los sellos que contienen. 

De estas facturas, que irán fechadas y firmadas por la auto- 
ridad remitente, una quedará en la Administración de correos y 
"la oitra se devolverá con el conforme del Administrador. Los 
diás en que no se dirija correspondencia alguna, se pasará á 
este una nota expresándolo asi. (3) 

Los Jueces de Paz se acomodarán á «stas reglas, en el uso 
de k>s seUosde la correspondencia oficial que les está concedido ^ 
y tendrán presente que para la adquisición de dichos sellos le» 



(1) Disposición 21 de la Beal orden de 9 de Diciembre de 1865. 

(2) Beal orden de 9 de Diciembre último. 

(3) Beal orden de 23 de Enero de íB^l. 
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bastará dirigirse, con la anticipación conveniente, por medio de 
oficio á las oficinas de Hacienda respectivas^ especificando el nú- 
mero que de cada clase calculen necesario para un tiempo dado . 
A los Jueces de Paz en el ejercicio de su cargo auxilian: 

1. ® Los Secretarios de los juzgados y porteros. 

2. ^ Los asesores y peritos. 

Auxilian además á los litigantes los procuradores ó apode. 



De todos estos agentes de la administración de justicia, nos 
ocuparemos con separación. 

CAPITIJI.O n. 
De lo9 Secretarios y Porteros ée los Mnx^aAos de Paz. 

En cada Juzgado d e Paz habrá un Secretario y un portero. 
Ambos serán dé nombramiento del Juez de Paz y amovibles á 
su voluntad. 

Para ser Secretario se necesita: 

1. ® Ser mayor de 25 años. 

2. ® Saber leer y escribir. 

3. ® Estar en el ejercicio de los derechos civiles. 

Serán preferidos para este cargo, lo» que hubieren seguido 
la carrera del notariado. 

Para s^r portero se requiere: 

1. ^ Tener mas de 20 años. 

2* ^ Saber leer y escribir. (1) 
Los Jueces de Paz daf^ui cuenta á los Alcaldes mayores 
del nombramiento y remoción de los Secretarios (2). 
Es obligación del Secretario: 
i. ® Hacer por si ó por persona de su delegación, las noti- 
.£cacioiiie8 y citaciones necesarias pftra la celebración de los ac- 
tee;de i^oiieiliaeion, y de los juicios verbales. 

2. ^ 'Extender todos los oficios y órdenes que les prescriban 



<4) DiBpondones 34 y 25 de la Beal orden de 9 de Diciembre de 1865. 
(2) DifpoBieioii líééoU dtftdft Real orden de 9 de DideiiKbre. 
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loB Jaeces de Paz, las actas de conciliación y de los juicios ver- 
bales, y cuantas otras diligencias ó actuaciones atribuye <i aque- 
llos la ley de Enjuiciamiento civil, ó les encomienden los -Al- 
caldes mayores, y autorizarlas con su firma. 

3. ® Llevar un libro re/fistro^ en papel sellado, en que se 
asienten las actas de conciliación: otro en el mismo papel» Ha^ 
mado de exhortoSy en que se anoten todos los que se reciban de 
otros jueces, asi como los despachos y oficios de los Alcaldes, 
mayores, con expresión del Juez exhortante, de la fecha del 
exhorto, de la de su recibo, de los nombres de los interesados, 
del objeto del exhorto, y de las fechas de su cumplimiento y 
devolución : otro titulado de mvUaa en que se anoten todas 
las impuestas por los Jueces de Paz, con expresión de las 
personas á quiénes se impusieron, de la fecha de la imposición 
y pago, del motivo que las produjo, de la cantidad en que con- 
sistieron, y del número, serie y valor del pliego 6 pliegos en 
que se abonaron: otro titulado de resguardos ^ que podrá ser 
como los dos últimos de papel de oficio, en que pe hagan cons- 
tar todas las remisiones de autos, oficios ó diligencias á otros 
juzgados ó autoridades^ manifestando el asunto sobre que 
versaron, las personas á quienes interesaran, las fechas de su 
incoación y terminación, y las de su remesa, y el número de 
folios de que se componian: otro en papel común, que se lla- 
mará copiador, en que se escriban literal é integramente todas 
las Leyes y Reales disposiciones, asi como las órdenes de las 
autoridades y tribunales superiores, cuando unaa y otras sean 
de observarse por los Juzgados de Paz; y otro en igual papel, 
que se denominará registro, en que se tomará razón, por orden 
alfabético, cronológico ó de localidades, de todos los papeles^ 
expedientes, legajos y efectos del juzgado. 

4. ® Conservar, bajo su responsaBilidad, los libros expresa- 
dos y las actuaciones, correspondencia y cualesquier otros par 
peles que pertenezcan al juzgado, ordenándolos, enlegajándo- 
los y formando con ellos un archivo de fácil investigación. (1) 

5. ® Al fin de cada bienio, hacer entrega en la Alcaldía ma- 

( 1 ) Dúpofiicion 27 de la Real orden 9 de Diciembre de 1865« 
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yor respectiva, de dichos libros y documentos, recogiendo res- 
guardo, sin el cual no quedará exento de responsabilidad. (1) 

6. ® Subvenir á todos los gastos que ocasioné el desempeño 
de la Secretaria. (2) 

7. ^ No percibir mas derechos que los establecidos en los 
aranceles vigentes, ó los que se establezcan en lo sucesivo, para 
los actos en que funcione, y fijar en su despacho un ejemplar 
de aquellos. (3) 

8. ^ Dar á loa Jueces de Paz cuenta inmediata de todas las 
demandas y peticiones que le fueren presentadas, y á las per- 
sonas que las pidan cuantas noticias necesiten, salvo en aque- 
llos asuntos en que, por su naturaleza y estado, deba guardarse 
reserva. 

Es obligación de los porteros: 

1. ® Hacer que se guarde el orden debido, en los actos pú- 
blicos de los Juzgados, 

2. ^ Llevar á efecto las citaciones y demás diligencias, que 
les confien los Jueces de Paz. 

3. ^ Obedecer y cumplir cuantas órdenes lep dicten estos, 
en el círculo de sus atribuciones. 

4. ® Arreglarse, como los Secretarios, en la percepción de 
derechos, á los aranceles vigentes ó que en adelante se esta- 
blezcan. 

5. ^ Tratar con urbanidad á cuantas personas se acerquen á 
los Juzgados, é introducirlas en las Secretarías y despachos de 
fos Jueces de Paz, cuando asi lo pretendan y no tengan instruc- 
ciones en contrario. 

€APITVI.O m. 

Be los Asesores y Peritos. 

La ley exige en determinados negocios que los Jueces de 
Paz, cuando no fueren letrados, procedan con acuerdo de ase- 

(1) Disposición 27 de la Reü orden de 9 de Diciembre de 1863- 

(2) ídem 26 de Ídem. 
(3} ídem Ídem de idem. 
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sor. Asi sucede en las primeras diligencias de un ab-intestato' 
y en los embargos preventivos, y deberá entenderse lo mismo* 
según nuestra opinión, en todos aquellos casos en que sea ne- 
cesario el conocimiento del derecho, para proceder y resolver. 

Los asesores son letrados cuyo dictamen impetran los jue- 
ces para dar providencia. Los Jueces de Paz pueden nombrar 
libremente los asesores, siempre que sea necesario su acuerdo» 
y tienen obligación de desempeñar este cargo, todos los abo-, 
gados con estudio abierto, aunque fueren cesantes de la carrera 
judicial, siempre que ejercieren la profesión. 

Si en el pueblo de la residencia del Juez de Paz existen 
letrados ó cesantes con las circunstancias expresadas, en estos 
deberá recaer el nombramiento de los Jueces. Si no los hubie- 
re en el pueblo de su residencia, ni en otro que esté anejo á 
su municipalidad para los efectos administrativos, deberán ser 
nombrados los que residieren en los pueblos mas próximos del 
partido judicial, y no existiendo otros que los de la capitalidad 
del mismo, á estos deberá nombrarse. 

El Juez de Paz ha de tener en cuenta, que la responsabili- 
dad de las providencias que dicte, previo dictamen de asesor, 
no es de este sino suya. Por tal razón no está obligado á con- 
formarse con su dictamen. Cuando asi se verifique, antes de 
dictar una providencia contraria, le aconsejamos que consulte 
el parecer de otro letrado, ó someta la duda á su superior in- 
mediato que, en el orden gerárquico establecido, es el Alcalde 
mayor del distrito. 

Llegado el caso de suplir á este funcionario para el des- 
pacho de la Alcaldía por razón de su ausencia, enfermedad ó 
incompatibilidad, siempre será necesario el nombramiento y la 
dirección de asesor. 

« Varios son los peritos de que tienen que valerse los /ue" 
ees en muchos casos, que ocurrirán con poca frecuencia á los 
de Paz, por la limitación de sus funciones. Dentro del ejerci- 
cio de estas se ofrecerán, sin embargo, algunos y por lo mismo 
deben estar enterados de las disposiciones legales que á ellos 
Se refieren. 
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Son los peritos personas def conocimientos especíales que, 
autorizadas con título legitimo ó con su práctica, intervienen 
«n los asuntos judiciales para dar su opinión sobre los puntos 
dudosos, que lós Jueces y Tribunales ofrecen á su examen. 
Se enumeran como peritos, profesores, funeionariosi artífices, 
artesanos y menestT*ales, ásabet: facultativos forenses, intér- 
pretes de lenguas, revisores de letras y firmas, contadores de 
particiones, contadores ó escribanos de hipotecas, escribanos 
públicos que autorizan los contratos y testamentos^ profesores 
veterinarios, químicos y profesores científicos, arquitectos y 
^ maestros alarifes, agrimensorefs y peritos de labranza, fieles 
contrastes, ensayadores de oro y plata y tasadores de .joyas, 
fieles de almotacén, ó de pesas y medidas, y maestros cerraje- 
ros, armeros, ebanistas y carpinteros. 

Estos y loa- demáa peritos de que tengan q«ie valerse los 
Jueces de Paz serán nombrados, uno por cada parte litigante, 
á no ser que una y otra se pusieren de acuerdo respecto del 
nombramiento de uno solo, en cuyo caso este será* el que deci- 
da el punto sometido á su determinación. 

Si fueren mas de dos los litigantes, nombrarán uno los 
que sostuvieren unas mismas pretensiones y otro los que las 
contradigan, y cuando para este nombramiento no pudieren 
ponerse de acuerdo, elJuez insaculará los que se propongan y 
el que designe la suerte practicará la diligencia. 

Los peritos deberán tener el título de tales en la ciencia ó 
arte á que pertenezca el punto áobre que ha de oírse su juicio, 
si la profesión ó arte estuviese reglamentada por las leyes ó 
por el Gobierno, y si con semejante in vestidura? no los hubiere 
en el pueblo del juicio, podrá el Juez de Paz hacerlos venir de 
los inmediatos. Si la profesión 6 arte no estuviesen reglamen- 
tados ó estándolo, no hubiese peritos de ellos en los pueblos 
inmediatos, podrán ser nombradas cualesquiera personas enten- 
didas, aun cuando no tengan titulo. 

Cuando los peritos nombrados discordaren en su juicio, el 
Juez de Paz hará saber á las^ partes que se pongan de acuerdo 
para el nombramiento de un tercero, y si no lo hicieren, sor- 
teará el que haya de dirimir la discordia entre los seis 6 mas 

3 
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que paguen mayores cuotas de subiádio de la clase Á que los 
peritos correspondan. (1) Cuando no los hubiere en el pueblo 
del juicio, podrá también recurrirse á los de los inmediatos; 
mas si en ellos no se encontraren, el Juez podrá nombrar por 
tercero á cualquiera persona entendida en el asunto de que se- 
trate, aun cuando no tenga titulo. En estos casos el nombre^ 
del designado por la suerte ó del elegido por el Juez, se bará^ 
saber á las partes. (2) 

Del modo en que deben practicarse las diligencias peri- 
ciales y de la apreciación que de su resultado debe hacerse, 
nos ocuparemos en otros lugaxes de este libro. 

CAPITirrO IV. 

f 

Be los proeuradores ó apoderados. 

Solo pueden comparecer en juicio los que estén en el ple-^ 
no ejercicio de sus derechos civiles. De esta regla están ex- 
cluidos por consiguiente: 

1. ® El loco ó demente. 

2. ® Los menores de veinticinco años. 

3. ® Los hijos de familia. . 

4. ® Las mujeres casadas. 

5. ® Los que estuvieren privados judicialmente de la admi- 
nistración de sus bienes. 

Cuando todas estas personas tengan que presentarse en 
juicio, comparecerán por ellas sus representantes legítimos, & 
los que deban suplir su incapacidad con arreglo á derecho. (3) 

Comparecerán en su consecuencia: 
1, ® Por el loco ó demente su curador. 



(1) Hemos trasladado la disposición de la ley á pesar de qne, por la 2* 
transitoria de la Instrucción de 9 de Diciembre último, se suspende el cuoipli' 
miento de los artículos 183 en su declaración 4? y 300 en la 2?, hasta que se 
lleve á cabo la reforma del sistema económico en esta Isla 7 en la de Puerto- 
Bico, por que cuando esta reforma se verifique se regularizará la contribucioii»^ 
de subsidio. • 

(3) Art. 303 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(3) Art. 12 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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2. ® Por los menores de veinticinco años, sus tutores ó cu- 
radores, y si no los tuvieren, los curadores ad-litem de que le» 
proveerá el Juez de Paz, si ñieren menores de catorce años: 
fiiendo mayores de esta edad, al Juez tocará aprobar el nom** 
bramiento hecho por los interesados. 

3. ® Por los hijos de familia, aunque sean mayores de vein- 
,ticinco años, sus padres, excepto: 

I. Si se tratare de sus peculios castrense ó cuasi castrense, 
esto es, los que adquieren los hijos sirviendo en la milicia, ejer- 
ciendo una profesión 6 las ciencias y artes liberales, ó^ sirvien- 
do algún destino ó empleo, porque la propiedad, el usufructo 
y la administración de estos peculios pertenecen exclusiva- 
mente á los hijos. 

II. Si los padres estuvieren ausentes, sin que haya espe- 
ranza de BU próxima vuelta, ó en parajeignorado, ó se negaren 
á representar en juicio al hijo. En estos casos deberá obtener- 
se habilitación judicial. 

4. ® Por la mujer casada su propio marido, pero podrá com- 
g)arecer por sí: 

I. Guando el marido la autorice y conste asi de un modo 
indudable. (1) 

II. Cuando el marido esté ausente ó en paraje desconoci- 
do', ó se niegue á representarla, y se le conceda habilitación 
judicial. 

5. ® Por los que estuvieren privados judicialmente de la 
administración de sus bienes, Ips que los administren por nom- 
bramiento judicial. 

La comparecencia puede ser directa ó personal: 

1. ® En los actos de jurisdicción voluntaria. 

2. ® En los actos de conciliación* 

3. ^ En los juicios verbales. (2) 

Cuando los interesados ó representantes no quieran com- 
parecer por si, lo harán por medio de apoderado ó procurador. 
En este caso, deberá hacerse el nombramiento por medio de 



(1 ) Casación número 216 de 1861. 

(2) Art, 13 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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peder en forma que, para k comparecencia en juicio, deberá 
ser dédarado bastante por un abogado. 

El procurador puede aceptar el poder expi'esa ó tácita- 
mente. Expresamente, cuando manifiesta á continuación del 
mismo, bajo su firma, su admisión: tácitamente, cuando hace uso 
de él; Una vez aceptado de cualquiera de estas maneras el 
poder, estará obligado el procurador: 

1.'^ A seguir el juicio mrientras no haya cesado en su en- 
cargo, por alguna de las causas legales que ponen término á su 
representación. 

2. ^ A pagar los gastos que se causen á su instancia. 

3. ^ A practicar, bajo la responsabilidad que las leyes im- 
ponen al mandatario, cuanto sea necesario para la defensa de 
su poderdante, arreglándose al efecto á las instrucciones que 
este le hubiere dado, y si no las tuYÍere, haciendo lo que re^ 
qtiieraii la naturaleza é índole del litigio. (1) 

El poder produce el efecto de que. mientras continúe el 
procurado!* en su encargo, los emplazamientos, citaciones y no- 
tificaciones de todas clases que se le hagan, inclusa la .de, las 
sentencian, tengan la misma fuerza qué si se lucieran ¡al po- 
derdante, sin que le sea permitido pedir que se entiendan con 
este. (2) 

Las causas por las cuales cesa la representación del prc-r 
curador son: , 

1* La revocación del poder debidamente acreditada. 

2* El desistimiento del procurador, hecho saber judicial- 
mente á su representado. 

3* El apartamiento del poderdante, de la acción ü oposición 
que hubiere formulado. 

4* La trasmisión hecha á otro. por el mandante de sus de- 
rechos sobre la cosa litigiosa, luego que acuella haya sido re- 
conocida por ejecutoria con audiencia de la otra parte. 

5? La terminación de la personalidad con que litigaba su 
poderdante. 



(1) Art. 14 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
<2) Art. 15 de idem. 
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6* . La conclusión ,deL negocio para que se dij6 el poder* si 
fuese para él determinadamente. 

7* La muerte del poderdante ó del procurador. (1) 
La ley no ha marcado diferencia alguna, entre los poderes, 
con que pueden ser representadas en juicio las personas inte- 
resadas, y este es un vacio muy notable tratándose de algunos^ 
actos judiciales como el de la conciliación. ^I reglamento de 
21 de Febrero de 1853, lo mismo que el provisional para la ad- 
ministración de justicia de 26 de Setiembre de 1835, adoptado 
en este punto por los autos acordados de 21 de Mayo de 1841 
y 19 de Energ.de ISiíJ, exigieron que las j)artes estuviesen re- 
presentadas por medio de poder' bastOiTite; mag el artículo 10 
del decreto de las Cortes de 18 de Mayo dej. 1821 dispuso que 
los apoderados, para celebrar juicios de paz, lo fuesen en poder 
espeeial al efecto, es decir, conferido expresamente para tales 
actos. Su naturaleza exigia este específico otorgamiento, por 
el influjo que ejercen en estos actos el arbitrio, voluntad ó dis- 
creción de los que se presentan á celebrarlos. Estos podian 
antes avenirse y transigir el negocio, en los términos que en la 
comparecencia acordasen: y tuvieran por conveniente, confor- 
marse con la determinación del Juez conciliador, 'y someter el 
asunto á la decisión de arbitros ó amigables componedores. 
Hoy pueden también llegar á un acomodamiento, y á esto se 
dirige exclusivamente la comparecencia, y una vez efectuado, 
obliga al poderdante lo mismo que si en persona lo hubiese 
ajustado. [¿No sería esto irritante, si al apoderado no se hubie- 
sen dado en ej poder facultades para transigir y obligarse? . 

Por otra parte, el otorgamiento y aceptación del poder, su- 
ponen entre el poderdante y apoderado la celebración del con- 
trato de mandato, y nuestras leyes de Partida, al ordenar esta 
convención, previenen que el mandatario no pueda exceder los 
límites del mandato y, por tanto, evacuarle con condiciones 
mas onerosas, ni liacer cosa. distinta de la que se le encargó. 

El Tribunal Supremo de Justicia, acorde en sus resolucio- 
nes con esta doctrina, tipne. declaradp que el Procurador no ' 



(1) Art. 17 de la ley do fiojniclsipieiitp civil. ' 
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puede comprometer en arbitros, arbitradores y amigables com- 
ponedores, los derechos y negocios pendientes en juicio, sino 
•n el solo caso de que, el dueño del pleito, le hubiere otorgado 
poder especial al efecto: que este es indispensable para que el 
apoderado pueda vender, permutar y por consiguiente transi- 
gir y obligarse; y que con tal poder no pueden contraerse mas 
obligaciones valederas que las marcadas en el mismo de un 
modo expreso. (1) 

Debe, por consiguiente, exigirse poder especial para los 
actos de conciliación, y en general para toda transacción que en 
juicio se ejecuté, so pena de exponerse á causar nulidades; por 
que la ley, al determinar que la comparecencia «?n juicio debe 
ser por medio de procurador, con poder declarado bastante 
por un abogado, no ha desconocido la Índole de los actos á que 
Ée contraiga el apoderamientd. 

TITULO II. 

DE LAS RECUSACIONES. 

CAPITITIiO I. 

De la recasacion de los Jueces de Paz y sus subalternos. 

La ley de Enjuiciamiento civil no ha comprendido en las 
recusaciones á los Jueces de Paz, y á los subalternos de estos 
juzgados. Ha determinado solamentcla de casi todos los fun- 
cionarios y subalternos de los Tribunales superiores y supre- 
mos, y de las Alcaldías mayores. 

Este silencio de la ley, demostrativo tal vez de que aque-. 
líos Jueces y subalternos no deban ser recusados por la infe- 
rioridad de sus funciones, y por la forma breve y sumaria en 
que conocen de los asuntos de su incumbencia, no está en ar- 
monía con el principio de que se derivaron las recusaciones 
establecidas: asegurar la imparcialidad y el justo rigor de las 



(1) Casaciones númrof 141 y 389 del Año 1663. 
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determinaciones judiciales. Los Jueces de Paz resuelven asun- 
tos, cuya entidad se extiende á cuatrocientos escudos, y conocen 
de otros en que, la parcialidad y las pasiones, pueden causar el 
trastorno y hasta la ruina de las familias. 

Preciso será, por tanto, ya que la ley no lo prohibe, que 
las recusaciones se apliquen también á los Jueces de Paz y sus 
subalternos,|]y cuando esto no se considere equitativo, pruden- 
te y aun necesario para salvar el decoro y merecido renombre 
de la administración de justicia, hasta en sus mas ínfimos en- 
cargados de aplicarla, que se consideren como motivos de in- 
compatibilidad, las causas de recusación marcadas para los fun- 
cionarios á quienes está declarada esta limitación de ejercicio. 

Dichas' causas para Magistrados, Jueces y subalternos de 
tribunales y juzgados son las siguientes: 

1* La consanguinidad ó afinidad, dentro del cuarto grado 
civil, con cualquiera de los litigantes. 

2* Haber sido defensor de alguno de los litigantes, ó emi- 
tido dictamen sobre el juicio como letrado. 

3* Tener interés directo ó indirecto en el juicio ú otro se- 
mejante. 

4* Tener el Juez ó alguno de sus consanguíneos ó afines 
dentro del cuarto grado civil, directa participación en cualquier 
sociedad ó corporación que litiguen. 

5* Tener pleito pendiente con el litigante que recuse. 

6* Ser ó haber sido denunciador ó acusador del litigante 
que recuse. 

7* Estar acusado ó haberlo sido por el mismo. 

8' Haber sido denunciado por el mismo como autor de 
cualquiera falta 6 delito. 

9* Amistad íntima. 

10* Enemistad manifiesta. (1) ' 

Estas causas son las que deben producir la separación de 
los Jueces y los Secretarios del conocimiento y actuación de 
los juicios y diligencias judiciales en que, por razón de las per- 
sonas en ellos interesadas, concurran. Siempre que fuere po- 



(1) Axtícnlos 121 j 146 de la ley de £njaiciamiento civill 
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sible, no debe darse lugar á que, sobre tales causas, se funde 
un artículo de recusación, encomendando unos y otros la inter- 
vención que respectivamente les esté concedida, á los que de- 
ban suplirlos con arreglo á derecho y práctica, en el momento 
en que, conocidas las personas interesadas, abriguen intimo 
convencimiento de la existencia de alguno de los moítivos ex- 
puestos. De este modo se salvará su independencia y delica- 
deza, y se evitarán las contiendas, siempre enojosaá, de los 
incidentes de recusación. 

No es difícil trazar á loa Jueces de Paz la forma en que 
esta debe proponerse, el modo con que ha de sustanciarse y 
determinarse, y los tribunales ó juzgados que hayan de conocer 
de los recursos que, contra sus resoluciones, se interpongan. 
La organización especial de sus juzgados y la manera de cono- 
cer que les está señalada, no consienten la tramitación estable- 
cida por punto general. Del estudio de todas las prescripciones 
de la ley, deduciremos la práctica que conviene establecer, en 
armonía con la índole de la jurisdicción ejercida por los Jue- 
ces de Paz. 

Conviene ante todo consignar, que los Jueces de Paz pue- 
den ser recusados* ünícamente con causa, y sin causa ó con ella 
los Secretarios, únicos subalternos á quienes debe alcanzar la 
recusación, y que esta nunca puede hacerse después de termi- 
nados y llamados el juicio ó autos para sentencia, que será en 
el verbal, por ejemplo, después de concluida la comparecencia 
y extendida y firmada la oportuna acta. 

La recusación deberá intentarse: 

1. ® En el primer escrito, solicitud ó presentación de las 
partes, cuando la causa en que se funde fuere anterior al prin- 
cipio del juicio, acto ó diligencias. El que pretenda citación 
para acto conciliatorio ó juicio verbal, y quiera recusar por cau- 
sa conocida con anterioridad á esta solicitud, debe en la misma 
formalizar la recusación. 

2. ® En cualquier estado del acto, juicio 6 diligencias, antes 
de su resolución ó conclusión para sentencia, cuando la causa 
fuere posterior á su incoación, ó cuando, si bien anterior, no 
hubiere llegado antes á noticia del recusante. 
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En los actos de conciliación y juicios verbales, no deberá 
ser necesario que la recusación se haga en escrito autorizado 
con firma de letrado, pero si con la del interesado, cuando se 
exponga antes de la comparecencia; ejecutándose verbalmente 
cuando se interponga en esta misma. Siempre será, sin embar- 
go, precis'R escrito firmado por letrado, y por el interesado, si 
estuviere presente, en el juicio de abintestato y en los embar- 
gos preventivos. De todos modos^ la causa de la recusación 
tleberá expresarse con la mayor determinación y claridad. 

Si el Juez recusado reconociere la certeza de la causa ale- 
gada, se separará del conocimiento del negocio y lo pasará al 
suplente, sin que contra esta determinación se dé recurso de 
ninguna especie. 

Cuando la causa que provoque esta resolución sé hubiere 
alegado antes de la comparecencia en juicio y el- Juez la esti- 
mare, no habrá necesidad de esperar la presentación de la par- 
te demandada, por que la ley, además de negar, á la providencia 
en que se haga esta estimación, toda clase de recursos, no dis- 
pone que se oiga previamente á dicha parte. 

Cuando expuesta antes de la comparecencia, el Juez no 
la estimare , resistiéndose por consiguiente á separarse del 
negocio, se hará la citación y presentes las partes ante el Juez, 
si el recusante insistiere en la recusación, se le oirá verbal- 
mente y también á la otra parte, y practicadas las pruebas que 
se propongan, dictará aquel sentencia en el acto, ó á lo mas al 
dia siguiente, estando en suspenso el juicio sobre lo principa! 
hasta que el incidente dé recusación quede ejecutoriado. 

La resolución ó sentencia decidirá: 

1. ^ Que se accede á la recusación. 

2. ® Que se deniega la recusación. 

En el primer caso no es apelable, y desde luego pasará el 
Juez recusado los antecedentes al suplente para que celebre el 
acto ó juicio, ó continúe las diligencias interrumpidas. En el 
segundo es apelable en ambos efectos, pero si no se interpusie- 
re apelación, continuarán su curso las actuaciones según su 
estado. 

lia apelación interpuesta se deberá entender para ante la 

4 
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Alcaldía mayor del distrito, tribunal de alzada para los Jueces: 
de Paz en los asuntos de su privativo conocimiento. A dicha 
Alcaldía se remitirán, por tanto, los autos con citación y empla- 
zamiento de las partes, en la' misma forma que se practica con 
las apelaciones ordinarias de los juicios verbales, y se esperará 
la devolución de aquellos con certificación del fallíT, para su . 
seguimiento por el Juez recusado 6 por el suplente. 

La forma de sustanciari estos artículos, cuando no recaen 
sobre actos verbales, difiere tan solo en que debe oírse á la par^ 
te con quien litiga el recusante por escrito y^término de terce- 
ro dia, y que las pruebas se han de^practicar dentro del de ocho, 
pasados los cuales habrán de llevarse á la vista para dictar sen- 
tencia. 

Cuando se denegare la recusación, se condenará siempre 
en costas al que la hubiere intentado, y además se le impondrá 
• una multa divisible por mitadjentre el Fisco y el colitigante 
que, habida proporción con la graduación creada para las Al- 
caldías mayores y Tribunales Superiores y Supremo, no debe- 
rá bajar de veinte y cinco escudos ni exceder de setenta y 
cinco. 

Los Secretarios de los Jueces de Paz tan pronto como sean 
recusados sin causa, se separarán de toda intervención en el 
negocio. Loa respectivos Jueces nombrarán sin dilación los 
que hayan do sustituirles, y con ellos continuarán las actuacio- 
nes; mas no por esto dejarán aquellos de percibir sus dere- 
chos, que deberá pagar integramente el recusante, además de 
la parte que les corresponda de los que devenguen los que les 
hubieren reemplazado. 

Ningún litigante podrá hacer mas de dos recusaciones sin 
causa, ni á los Secretarios deberá recusárseles en ninguna for^ 
xna, durante la práctica de cualquiera actuación, como estando 
haciendo una notificación, extendiendo una acta y otras seme- 
jantes. 

La recusación con causa deHos Secretarios, sigue la misma 
tramitación que la de los Jueces y produce los mismos efectos 
con la sola variación de que aquellos no pueden intervenir en 
la smtanciacion y fallo del articulo: las actuaciones á que este 
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<lé lugar se practicarán por los que el Juez designe para reem- 
plazarlos. 

Las sentencias en que se admita la recusacio^ de los Se- 
cretarios, son apelables en un . sólo efecto, lo que quiere decir 
que no se suspende el curso del negocio en lo principal y que 
para la decisión de la alzada ó apelación, se remitirán á la Ai- 
<;aldia mayor, previa citación y emplazamiento de las partes, 
los autos en compulsa. 

La sentencia en que se deniegue la recusación, es apela- 
ble libremente y en ambos efectos, y en su virtud los autos 
habrán de remitirse íntegros y originales. 

Se condenará en costas: 
L ^ Al Secretario recusado si se admitiere la recusación. 
2. ^ Al recusante si se desestimare. 

Consentida ó ejecutariada la sentencia en que se admita 
la recusación del Secretario, quedará este separado de toda in- 
tervención en el asunto que la dio origen, y no percibirá dere- 
chos de ninguna especie desde que aquella se hubiere hecho, 
continuando en su reemplazo el funcionario que le sustituyó 
durante la sustanciacion del articulo; pero consentida ó ejecu- 
toriada la sentencia en que se desestime la recusación, volverá 
el Secretario á ejercer sus funciones, cesando el que interina- 
mente le reemplazare, y el recusante deberá abonar á uno y 
á otro los derechos correspondientes á las actuaciones del ar- 
ticulo. (1) 

CAPITUIiO II. 

De las recusaciones de los Asesores y peritas* 

Tampoco se ocupa la ley de Enjuiciamiento civil de la ri^- 
<5usacion de los Asesores. Estos, en nuestro concepto, deberán 
ser recusados con causa ó sin ella como los Secretarios de los 
juzgados y por los mismos motivos que estos y los Jueces de 
Paz. Los recursos de esta clase que, contra los mismos se en- 
tablen, deberán acomodarse á las reglas expuestas en el capitu- 



(1) Artículos 122 al 155 de la ley de Enjuiciamiento ciyil. 
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lo anterior y producirán el efecto de suspender los recusado» 
sus consejos legales ó dictámenes, definitivamente ai aceptan 
la causa de la recusación, ó hasta que un tallo ejecutoriado 
les permita continuar asesorando, cuando no se separen espon- 
táneamente. 

La ley establece la recusación de los peritos, aunque limi- 
tada á los que sirvan de terceros dirimidores. 

La reQusacion de estos puede hacerse: 

1. ® Con causa en todos los juicios. 

2. ® Sin causa, únicamente en el procedimiento de apre- 
mio. (1) 

Cada parte no podrá recusar mas que dos peritos, y la re- 
cusación deberá hacerse dentro de los dos dias siguientes al en 
que se hubiere hecho saber el nombre del sorteado ó elegido. 
Son causas legitimas de recusación de peritos: 

1' Consanguinidad dentro del cuarto grado civil. 

2' Afinidad dentro del mismo grado. 

3* Haber prestado servicios como tal perito al litigante con- 
trario. 

4* Tener interés directo ó indirecto en el asunto, ó en otro 
semejante. 

6* Tener participación en sociedad, establecimiento, ó em- 
presa, contra la cual litigue el recusante. 

6* Enemistad manifiesta. 

7* Amistaá intima. (2) 

Admitida que sea la recusación, porque asi lo aconseje la 
justificación de la causa alegada, será reemplazado el perito en 
la misma forma de sorteo ó elección judicial en' que se hubie- 
re hecho el nombramiento. 

Si la recusación se hiciere en un juicio verbal, no deberá 
oDservarse el término de dos dias concedido á los litigantes 
para hacer la recusación, porque se prolongarla demasiado la 
terminación de un acto á que la ley ha dado la mayor breve- 
dad y sencillez. 



(1) Artículos 303, 451, 453 7 98 de la ley de Enjmdamiento civil. 

(2) Artículo 303 citado. 
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Aquel término está concedido para las recusaciones que 
se hacen en juicios escritos, amplios y solemnes, y no se con- 
traria ni destruye la disposición legal dejando de observarlo en 
otros juicios de mas reducidas formas, antes se presta á esta 
interpretación, que la naturaleza especial de estos juicios ávi- 
damente reclama. 



TITULO ni. 

DE LAS CUESTIONES DE COMPETENCIA. 

CAPITULO I. 

Be las competencias entre juzgados ordinarios. 

Sobre la competencia para conocer de un negocio pueden 
los Jueces de Paz sostener cuestiones: 

1. ® Con otros Jueces que ejerzan jurisdicción ordinaria, 

2. ^ Con Tribunales, JueCes ó Autoridades que ejerzan ju-. 
risdiccion especial. 

De las cuestiones de competencia con los Jueces compren- 
didos en el numero 1? nos ocuparemos en este capítulo, y las 
que versen con los señalados en ej numero 29 serán materia 
del siguiente. ,\ 

La ley en sus prescripciones sobre competencias, ofrece 
dificultades insuperables en su aplicación á los Juzgados de 
Paz y á los asuntos que en ellos se ventilan por medio de com- 
parecencias. Los Juzgados de Paz no están dotados de todos 
los fiíncionarios, que llama la ley en determinados casos, para 
la mejor ilustración *y defensa de las jurisdicciones. Carecen 
de un agente del Ministerio fiscal á quien oir, cuando la com- 
petencia se proponga por inhibitoria y el Juez que se crea in- 
competente ejerza jurisdicción de diferente clase. 

Los actos conciliatorios reconocen distintas causas deter* 
minadoras del fuero de competencia que los verbales y que 



los restantes asuntos en que deben entender los Jueces de Paz, 
y la forma en que estos conocen de las comparecencias, no se 
presta á las solemnidades con que han de sustanciarse, por pun- 
to general, las polémicas jurisdiccionales. 

Al exponer la doctrina legal, nos permitiremos introducir 
las variaciones que estas atendibles circunstancias exigen, y 
sin las cuales no hallarían los Jueces una pauta segura á que 
arreglarse. 

Las cuestiones de competencia en asuntos civiles no pue- 
den promoverse de oficio, ni sobre el modo de conocer. Su 
objeto es determinar la jurisdicpion, y en la duda decidir cual 
haya de ser el Juez que deba conocer de un asunto. (1) 

La forma para promover estas cuestiones, será: 

1. ® Por inhibitoria. 

2. ® Por declinatoria. 

El litigante que hubiere optado por uno de estos, modos, 
no podrá abandonarlo y recurrir á otro, ni emplearlos sucesi- 
vamentei Deberá pasarse por el resultado de aquel á que se 
hubiere dado la preferencia. En el escrito ó exposición verbal 
en que se promueva la cuestión de competencia de . uno de 
aquellos dos modos, deberá asegurarse que no se ha usado el 
otro; y cuando, á pesar de esta manifestación, resultare lo con- 
trario, se condenará al que la hiciere, por este solo hecho, en 
las costas, ya se decida á su favor la cuestión de competencia, 
ya la abandone en lo sucesivo. 

La inhibitoria se intentará ante el Juez que se crea com- 
petente, pidiendo que dirija oficio al que estime no serlo, para 
quQ se inhiba y remita los autos. En los actos de conciliación 
y juicios verbales, como que no se siguen por escrito, no se 
exigirá que se proponga la inhibitoria en escrito firmado por 
letrado; pero en esta forma se intentará, en los demás asuntos 
de que conocen los Jueces de Paz. En aquellos casos, siguien- 
do la naturaleza ó índole de los actos de que son incidencias 
las cuestiones de competencia, bastará que estas se provoquen 
en papeleta ó memorial firmado por el interesado. 

Provocada de este modo la cuestión, el Juez mandará des- 



(1) Decisiones del Tribunal Supremo de Justicia números 168 y 227 de 1860. 



—31— 
de luego librar oficio inhibitorio, ó declarará no haber lugar a 
ello. Esta última providencia será apelable en ambos efectos. 

Es de suponer que para preparar esta inmediata resolu- 
ción, el que proponga la inhibitoria debetá acompañar á su es- 
crito el documento en que se funde, y no constando por este 
medio la circunstancia determinante, es también obvio que, an- 
tes de decidir, podrá el Juez admitir sumariamente, y tan solo 
en lo que baste, información de testigos. 

Al oficio de inhibición que se libre al I Juez que se supon- 
ga incompetente, acompañará certificación del escrito en que 
se hubiere pedido, del auto dictado én su virtud y de lo demás 
que el Juez estime necesario para fundar su competencia. 

Recibido este oficio por el Juez exhortado, suspenderá el 
acto, juicio ó diligencias á que se refiera la cuestión y oirá á la 
parte que ante él litigue, citándola al efecto á una comp^re^ 
cencia si fuere sobre acto" conciliatorio ó juicio verbal, y en vis- 
ta de lo que exponga y pruebe en el acto, dictará sentencia en 
que ó se inhiba ó se niegue á hacerlo. Esta sentencia, cualquie- 
ra que ñiere su sentido, es apelable en ambos efectos. 

Si sé accediere á la inhibición, consentida ó ejecutoriada 
la sentencia, se remitirán los autos ó antecedentes al Juez que 
la propuso, con emplazamiento de las partes para que compa- 
rezcan ante él á usar de su derecho. 

Esta será ordinariamente la resolución de las inhibitorias 
propuestas por actos de conciliación. Las cuestiones á que es- 
tos darán lugar serán muy raras, toda vez que, en defecto de 
sumisión de las partes, están llamadas á celebrarlos, con exclu- 
sión de todo fuero, los Jueces de Paz de los domicilios de lo» 
demandados, á prevención con los de sus residencias habituales. 
No pudiendo suponerse cuestiones de competencia entre estos 
Jueces, porque ambos son igualmente competentes, aquellas se^ 
provocarán por los que, no siendo domiciliados ni residentes 
del lugar en que ejerce sus funciones el Juez que los citó, re- 
chacen la citación por medio de la inhibitoria, la cual será una 
manifiesta negación á someterse, que no podrá ni deberá resis- 
iir el Juez oficiado. 

Cuando se denegare la inhibitoria, se comunicará esta re- 
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solución al Juez de quien proceda, acompañando al oficio co- 
pia cei:tifícada de lo expuesto por la parte que litigue ante el 
que la dictó, extrayéndola de la acta de comparecencia en que 
debió comprenderse sucintamente, con lo demás que se crea 
necesario para apoyar la competencia, y en dicho oficio se exi- 
girá contestación, para continuad actuando si se deja en liber- 
tad al oficiante, ó para remitir los autos á quien corresponda á 
fin de que se decida la cuestión. 

Recibido este oficio por el Juez que la provocó, proveerá 
sin mas audiencia lo que estime justo, y mandará notificar su 
providencia á la parte interesada, que podrá apelar de ella en 
ambos efectos. Si este Juez desistiere, inhibiéndose á su vez, 
tan pronto como semejante decisión adquiera firmeza ó se con- 
sienta, la comunicará al Juez que resistió la inhibición, al cual 
remitirá lo ante él actuado para que lo una á los autos ó ante- 
cedentes; pero si insistiere en la inhibitoria, lo participará del 
mismo modo, para que el Juez referido remita sus autos al su- 
perior correspondiente, y él por su parte remitirá también á 
este los de su Juzgado. 

La declinatoria se presentará aiite el Juez que el litigante 
considere incompetente, pidiéndole se separe del conocimiento 
del negocio y remita los autos al que tenga por competente. 

La ley no desenvuelve este recurso en el título de com- 
petencias, sin duda porque lo considera comprendido en los in- 
cidentes á que dan lugar las excepciones dilatorias del juicio 
ordinario, entre las cuales se cuenta la incompetencia de juris- 
dicción. A nuestro propósito conduce tratar de la declinatoria 
en este lugar. 

Propuesta que sea por una parte verbalmente ó por escri- 
to, según la naturaleza del negocio, se suspenderá el progreso 
de este y se oirá á la parte, si en juicio verbal ó acto concilia- 
torio, de palabra en la misma comparecencia en que se provocó 
la cuestión, y si fuere otra clase de negocio, previo traslado 
por tres dias en escrito de que se entregará copia al demanda- 
do. En uno y otro caso, se recibirá á prueba el incidente si las 
partes lo pretendieren ó el Juez lo estimare necesario, en los 
actos de conciliación y verbales en el mismo de la comparecen- 
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•cia, y en el segundo caso por ocho dias improrogableg», pasa- 
dos los cuales se pondrán, durante dos mas, de manifiesto en la 
Secretaría las pruebas practicadas, para que las partes puedan 
enterarse. En los actos de comparecencia, practicadas que sean 
las pruebas, se extenderá y firmará la acta y se dictará por el 
Juez sentencia fundada, como han de ser todas las que recaigan 
en cuestiones de jurisdicción, dentro de las primeras veinte y 
cuatro horas. 

En los demás casos, después de enteradas las partes de las 
pruebas, ó no habiéndolas, después de dada la contestación por 
el actor, llamará el Juez los autos á la vista señalándola, si den- 
tro del dia siguiente pidieren las partes que se oiga á sus de- 
fensores, para el dia inmediato. Oidas las defensas, ó pasado sin 
solicitarlo el dia en que puede pedirse el señalamiento para 
vista, llamará el Juez los autos para su examen y dictará sen- 
tencia, precisamente dentro de tercero dia á contar desde el si- 
guiente al de la vista, si la hubiere habido, y en otro caso desde 
^1 siguiente al auto de llamamiento. Esta sentencia será apela- 
ble en ambos efectos. 

La ley de Enjuiciamiento civil y la Real instrucción de 9 
de Diciembre último, han señalado los Tribunales á cuya deci- 
sión deben someterse las cuestiones de competencia, determi- 
nando que sea el Superior común, cuando lo hubiere, y cuando 
no la Audiencia de la Habana y el Supremo de Justicia. Los 
Jueces de Paz fueron también olvidados en esta designación. 
Por razones de analogía les aconsejamos que, para la resolu- 
<;ion de las cuestiones de que tratamos en este capítulo, obser- 
ven las reglas siguientes: 

1* Cuando la competencia se empeñe entre dos Jueces de 
Paz de un mismo distrito judicial, las remisiones de autos de , 
ben entenderse con el Alcalde mayor de dicho distrito, superior 
común de^ ambos contendientes y Juez de apelación en el or- 
den gerárquico y de funciones. 

2* Cuando verse entre Jueces de Paz de distintos partidos 
judiciales pero del territorio de una misma Audiencia, á esta 
deben elevar los autos, lo cual también harán cuando cuestio- 
nen con Alcaldes mayores del propio territorio, ó con Juzga- 
<los y Tribunales especiales del mismo. 
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3* Cuando se soatengpa la contienda jurisdiccional entre Jue- 
ces de Paz, ó con Alcaldes mayores ó Tribunales y Juzgados 
especiales de este territorio y del dé Puerto-Rico, las decisio- 
nes corresponderán á la Audiencia de la Habana. 

4* Cuando la cuestión de competencia se suscite entre Jue- 
ces de Paz del territorio de esta Audiencia ó de la de Puerto- 
Rico, y Jueces y Tribunales de la Península, la decisión del 
conflicto corresponderá al Tribunal Supremo de Justicia. (1) 

Omitimos el procedimiento correspondiente á la instancia 
de apelación, por no ser de interés para los Jueces de Paz. Re- 
suelta que sea, el Tribunal diriraidor les dará conocimiento de 
la resolución, y cumpliendo con su tenor, ó continuarán cono- 
ciendo del negocio suspendido, si fuere ftivorable á su juris- 
dicción, ó dejarán ^expedita la del Juez que se declare compe- 
tente. 



CAPITUIiO II. 

De las competencias entre Jueces de Paz y Jueces 
especiales. 

Las autoridades administrativas no promoverán competen- 
cias sobre los juicios encomendados á los Jueces de Paz; pero 
las militares y eclesiásticas pueden hacerlo, porque ^u juris- 
dicción está restringida por la ley de Enjuiciamiento civil so- 
lamente: 

1. ® En el juicio de desahucio. 

2. ® En los interdictos. 

3. ® En los juicios verbales. 

4. ® En los actos de jurisdicción voluntaria. 

En los cuales corresponde exclusivamente conocer í la ju- 
risdicción ordinaria con derogación de todo fuerg. (2) 

Para que los Jueces de Paz puedan evitar las cuestiones 
de competencia ó sostenerlas debidamente con jurisdicciones 



• (1) Artí<^i]lo9 82 ál 100 y 241 al 247 de la ley de Enjaiciamiente «ivil» - 
7?. 7 8? de la iQ^traccion de 9 de Diciembre de 1865. 

(2) Artículos 636, 692, 1162 y 1208 de la ley de Enjulclaraiento éiriL. 
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especiales, deben tener presente á qué personas, se concede 
fuero privilegiado, cuándo, ha de considerarse este decaido y 
en qué forma han de ventilarse aquellas cuestiones. 

FUERO MILITAR. 

Gozan de este fuero: 

1. ^ Todos los individuos del ejército en activo servicio, y 
sus mujeres, hijos y criados, entendiéndose respecto de las pri- 
meras, cuando aquellos hubieren fallecido, hasta que las mismas 

-ó sus hijas tomen estado, en cuanto á los segundos hasta que 
lleguen á la edad de 16 años y en cuanto á los terceros desde 
que entran hasta que cesan en el servicio de los militares. 

2. ® Los retirados con uso de uniforme y goce de fuero, li- 
mitado 6 íntegro, según el tiempo que hubieren prestado en 
servicio ' activo, á no ser que sirvieren en otra carrera dos ó 
mas años. 

3. ® Los Ministros y Fiscales del Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina, el Secretario, oficiales de Secretaria, aboga- 
dos fiscales, relatores, esdribanos de Cámara y demás subalter- 
nos y dependientes, sus mujeres, hijos y criados con la limita- 
ción explicada en el níimero 19 

4. ® Los Auditores de Guerra, los Fiscales, los Escribanos 
principales, un escribiente por cada escribanía y los Alguaci- 
les mayores* 

5. ® Los dependientes de Juzgados castrenses, sean ecle- 
siásticos ó militares, con titulo correspondiente y fija y precisa 
plaza. 

6. ® Los Secretarios de las Capitanías ó Comandancias ge- 
nerales y sus dependientes, mujeres, hijos y criados, mientras 
los sirvan. 

7. ® Los médicos, cirujanos y farmacéuticos que formen el 
Cuerpo de Sanidad Militar, sus mujeres, hijos y criados. 

8. ^ Los Intendentes, Comisarios y demás funcionarios del 
Cuerpo de Administración militar y sus familias y sirvientes. 

9.® Los asentistas de víveres, pertrechos y provisión de 
Hospitales del ejército y armada, en todo lo relativo al cum- 
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yile^io se halla otorgado en las ordenanzas ó reglamentos mi- 
litares (1); y por último, que la jurisdicción de Artillería no 
tiene declarada terminantemente por la ley la atracción en lo 
civíli por lo cual solo goza en log^pleitos de sus subordinados . 
de conocimiento privativo, cuando ison demandados, de dpnde se 
infiere que siéndolo ante la jurisdicción real ordinaria, en con- 
currencia con otra ú otras porsonas del fuero .común, debiendo 
litigar todas anteima.de estas jurisdicciones, á fin de no dividir 
la continencia de la causa y no.habiendo disposición legal que 
fije en este caso la preferencia entre ellas, deberá prevalecer 
como general la jurisdicción ordinaria, toda vez que cuando me- 
nos seria dudoso cual de ellas debería ceder. (2) También debe 
recordarse que los fueros privilegiados no aprovechan respec- 
to de hechos anteriores al tiempo en que empezó á disfrutarse 

de ellos. (3) . 

Todas las personas á quienes corresponden los fuerqs ex- 
presados, tienen derecho á que los juicios y pleitos á que sean 
provocados se celebren, sustancien, y determinen por los Tri- 
bunales militares. Quedarán, sin embargo, sujetas á los Jueces 
ó Tribunales ordinarios, no solo en los juicios de deshaucio y 
en los interdictos, sino también: 

1. ® En los actos de conciliación y en los juicios verbales: 

2. "^ En los pleitos sobre mayorazgos en posesión y pro- 
piedad. 

3. ® En las particiones de bienes, no provenientes de testa- 
mentos miKtares. 

4. ® En los abintestatós de militares. 

5. ® En pleitos sobre contratos mercantiles. 

6. ® * En los que versen contratos celebrados antes de adqui- 
rir el fuero especial. 

7. ® En las reconvenciones. 

8. ® En las testamentarías, cuando los herederos se encuen- 
tren en la Península. 

9. ® En los actos de jurisdicción voluntaria. 

(1) Decisiones del Tribunal Supremo números 296 de 1860, 121 de 18«1, 
y 45 de 1862. 

(2) Decisión del mismo Tribunal núm. 5, Col. Lepr., Tomo 70 p/ig. III. 

(3) Declíion del propio Tribunal núm. 17. La misma Col. Tomo 72. 
pág. VI. 
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lyUEJRO BC^iESIA^TICO. 

Este fuero eoii:q)ir^Bde: 

1.^ A loB or4$nado» m.socrís. 

2. ^ A los clérigps. de órdenes meaoresi $ie2Q|)ire qu^,Ueven 
covona «.bieríUju y hábito clerical y< tengan I;^^D^fiqip ^^]^ááAt^co, . 
ó sirvan en alguna iglesia^ con aatork9>^iou á/i]f^ai)dato.d^}. pre- 
lado, algún oficio ó ministerio preciso en ella*. 

3;^ A. loa tonwradx>a que estudien' en Uni,yer«ídp^d<6 Semi- 
nario, para pasar á órdenes mayores. 

Las personas comprendidas eu los utilero» ant^c^riore^, se- 
rán demandadas ante los Jueces y Tribwial^s eclesiásticos, sal- 
vo en los citados juicios de de^hs^ucio, ei^ ]o» ii^texdictp^ en. las 
conciliaciones, e» loa ¿uicioa verbales, en los a^í^ dej^uri^dic- 
ciomj^oluntari^ y además: . 

1. ® En. las testamentaría^ procedentes de legos, y por con- 
siguiente en los abinteatatos. 

2. ^ En los juicios sobre propiedad. 

3. ® En los de vinculaciones ó mayorazgos. 

4. ® En las reconvenciones. 

Las competencias de j*urís(iiccion con las Autoridades mi- 
litares, se provocarán y sustanciarán en la misma forma que las 
promovidas con Jueces ordinarios, con la diferencia de que 
siempre que provocare la competencia un Juez que ejerza ju- 
risdicción especial ó diferente del de Paz, ó se le promoviese 
por éste, deberá ser oido el Ministerio fiscal, lo cual es imprac- 
ticable en los Juzgados de Paz, en donde no está representado 
este ministerio, á, no ser qu,^ parailenar los ^rec^ptp^ de la ley 
se oiga á loa regidores sindicQs, que son &U9 agente^ cérea de 
los Alcaldes. (1) , 

Cuando los Jueces de P^ sean requ^idps de inhibición 
por los eclesiásticos, examinai^n; piiévia. smdi^nqia fiacsd, si á 
estos corresponde el conocimiento de los asuntoa ^eda^ados. 
En caso sifirnRalívo, d^j^uj^n aquel expeditp, al^ateíiiéwdose de 



(1) A^culo 100 4e la tey de EnjuSciami/enío civil. 
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continuar entendiendo en tales asuntos; pero cuando se per- 
suadan de que la reclamación es infundada é improcedente, se 
negarán á la inhibición y requerirán á su vez la remisión de 
autos y el ejercicio exclusivo de la jurisdicción. 

Si el eclesiástico se allanare se habrá evitado la interposi- 
ción del recurso de fuerza en conocer, que es el qué tiene por 
objeto la fijación de competencias; pero si se opusiere, reunirá 
' los datos demostrativos de la fuerza, 6 sea, del indebido ó in- 
competente conocimiento tomado por el eclesiástico, y los re- 
mitirá ál Promotor fiscal del partido ó al Fiscal de S. M. en la 
Audiencia del territorio, que es quien debe entablar el recurso, 
en su respectivo Tribuínal. 

La resolución de este recurso, que le será comunicada por 
, la Audiencia, demostrará al Juez de Paz si ha de continuar 
conociendo ó ha de dejar que el eclesiástico lo ejecute. 

En igual forma procederá, pero sin hacer intimación algu- 
na al Juez eclesiástico, cuando tenga noticia de que se ha avo- 
cado negocio de la competencia del Juzgado de Paz. 



TITULO IV. 

DE LA CONCILIACIÓN. 

CAPITVI^O I. 

Del Juez de Paz competente. 

^ Los Jueces de Paz son los únicos competentes para auto- 
rizar los actos conciliatorios. (1) Su competencia para la cele- 
bración de tales actos se determina: 
1.^ Por la sumisión de los litigantes. 

2. ® Por el domicilio del demandado. 

3. ^ Por su residencia.' (2) 

Lá sumisión consiste eñ éncoittendar á Juez que ño sea 



(1) Tribunal Supremode Justicia, Decía, núm. 18, primer semestre de 1864. 

(2) Artículo 204 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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'el competente por razón del domicilio 6 residencia del deman- jj 

<lado, el conocimiento del acto de conciliación. De la voluntad jjl 

de los litigantes depende que se atribuya de tal manera juris^ 
dicción á Juez que carece do ella. 

Es indispensable, sin embargo, para que la sumisión tenga 
efecto, que se verifique en favor de Juez que ejerza igual cla- 
se de jurisdicción que aquel de cuyo conocimiento se separa 
el negofcio. A un Alcalde mayor no podrá, por consiguiente, so- 
meterse nunca la celebración de las conciliaciones. Su jurisdic- 
ción no se extiende á estos actos: la sumisión á que den lugar 
sola puede referirse á Jueces de Paz. 

También es preciso tener presente que la sumisión ha de 
ejercerse dentro del procedimiento y trámites autorizados por 
las leyes, y subordinarse- á lo que determinan las instaticias y- 
reaursos de los juicios, toda vez que la voluntad ó el ^ consenti- 
miento de las partes solo puede prorogar jurisdicción cuaaido ' 
esta es prorrogable, de ningún modo legalizar instaticias y re- 
cursos extraordinarios, na autorizados poi* las leyes. (1) 

La sumisión puede ser : ' 
1. ® Expresa;- 
2.® Tácita. 

Se reputa expresa la sumisión, cuando los interesados re- 
nuncian clara y terminantemente al fuero propio, designando 
con toda precisión el Juez á quien se someten. Fuera de este » 

caso la sumisión sé considera siempre tácitamente manifestada. 

La sumisión tácita se rebelaen el demandante por distin- 
tos actos que en el demandado. 

El primero se entiendo sometido tácitamente, por el he- 
cho de recurrir al Juez interponiendo su demanda. 

El segundo por liJicer, después de personado en los autos, 
cualquiera gestión que no sea la de proponer en forma laí de- 
clinatoria. (2) 

Los términos en que esta determinación legal éi^á conce- 

bidaí podrán- producir dudas que conviene desvanecer. Ta- 
les, son: 



(1) Tribunal Supremo, Cas. número 214 do 1830. 

(2) Artículos 3? y 4? d3 la ley de Enjuiciamiento civil. 






—42— 

IT ¿Se considerará prevenida, la jurisdicción respecto del 
demandado, ó sometido este tácitamente al Juez que le citó,. 
por d mero hecho de la citddon? 

2* ¿Podrá resistir la demanda conciliatoria por razón de in- 
competencia, después de haber oido la citación despachada por 
Juez distinto del de su domicilio ó residencia? 

Actos posteriores á su presentación en autos exige la ley 
para que el demandado se entienda tácitamente sometido. El 
rigor literal de este precepto no cuadra sino á los juicios es- 
critos, y para aplicarlo convenientemente, es preciso buscar la 
equivalencia del acto de quje parten los demostrativos de la su-^ 
misión, consultando al efecto la naturaleza y estructura de 
cada ramo judicial. La, ritualidad de las conciliaciones no per- 
mite que el demandado se persone en los autos, sino por medio 
de su comparecencia para la celebración del acto. Las gestio- 
nes que practique, después de su comparecencia, serán por 
tanto las que le califiquen de so^letido. 

Si contestó la demanda sin oponer la excepción dilatoria 
de incompetencia, si se avino con el demandante, lá sumisión 
será notoria: mas si por el contrario en vez de contestar la de- 
manda, propuso en forma la declinatoria de jurisdicción, no 
podrá nunca considerársele sujeto al Juez ante quien se per- 
sonó, el cual deberá dirigir los litigantes al del domicilio ó re- 
sidencia del demandado, si la declinatoria fuere fundada y pro- 
cedente. 

La mayor dificultad que en este punto podrá presentaTse 
consistirá, sin duda, en la consideración que merezca el de- 
mandado no compareciente. Hecha la citación y llegados el día y 
hora señalados para la comparecencia, no se presenta el deman- 
dado que tiene su domicilio ó residencia en demarcación dife- 
rente de la del Juez que le citó, ni manifiesta causa justa para 
no concurrir. ¿Se le considerará tácitamente sometido para el 
efecto de que se dé por terminado el acto, con la condenación 
en multa y costas? ¿Podrá oponer á la demanda escrita que en 
su virtud se formule ante el Juez que correspoilda, la excep- 
ción dilatoria de contener defecto legal en el modo de interpo- 
nerse, por la incompetencia d.el Juez de Paz qiie dio el certifi^— 
cado negativo? 
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La excepción de incompetencia en tanto aprovecha, en 
cuanto se utiliza en el juicio en que se ejerce la jurisdicción 
que con su interposición se rechaza, y no compareciendo el 
demandado ante el Juez de Paz que despachó la citación, no 
pudo declinar en forma su incompetente jurisdicción. 

La falta de comparecencia es un acto negativo posterior al 
tiempo én que la presentación del demandado debió tener lu- 
gar, y sobre ser equivalente en sus efectos á las gestiones del • 
que compareció y no se opuso al conocimiento tomado por el 
Juez de Paz, lleva consigo la presunción legal de aquiescencia 
á la jurisdicción de dicho Juez. La omisión en el ejercicio de 
los derechos concedidos á los litigantes y esta presunción, no 
consienten al demandado la repulsión de la demanda escrita, 
porque de lo contrario se le facultaría para utilizar en su pro- 
vecho y en daño de su adversario, hechos voluntarios que pudo 
-evitar y en que tal vez incurrió con el deliberado propósito de 
hacei* ilusorios ó tardíos, los derechos del demandante. La 
ley supone incapaz de ^venencia á la persona que, citada ante 
cualquier Juez de Paz, no responde á la citación. . 

Fuera de los casos de sumisión expresados, entran á fijar la 
competencia, el domicilio ó la residencia del demandado, pro- 
cediendo á la celebración del acto conciliatorio el Juez de uno 
ú otro punto á prevención, ó sea el primero de ambos á quien 
se acuda pidiendo la citación. (X) ^ 

Puede suceder que los demandados sean varios y de di- 
versos domicilios y residencias. La ley no ha tenido presente 
este frecuente caso. ¿Deberá el demandante provocar tantos 
juicios cuantos sean los domicilios de los demandados? ¿Se fija- 
rá el domicilio de alguno de ellos como el lugar competente 
para la celebración del acto con todos? 

El silencio de la ley en punto tan importante debe suplir- 
se por 4as disposiciones de analogía que la misma contenga. 

Al tratar de la acumulación de autos, dispone la de Enjui- 
ciamiento civil que se decrete cuando de seguirse separada- 
mente los pleitos, se divida la continencia de la causa. (2) 

(1) Tribunal Supremo de Justicia, Decía, num. 13, prímei semestre de 1864. 
{2) Aitículo 157 de la ley de Enjuiciapiiento civil. 



Se entiende dividirse la continoncia de esta: 

1. ° Cuando haya entre los dos pleitos identidad de perso- 
nas, cosas y acción. 

2. ® Cuando haya idcntidiid de personas y cosas, aun cuan- 
do la acción sea diversa. / 

3. ^ Cuando haya identidad de ¡personas y acciones, aun 
cuando las cosas sean distintas. 

4. ^ Cuando las acciones provengan de una misma causa, 
aunque se den contra muchos, y haya por consiguiente diver- 
eidad de personas. 

5. ® Cuando las acciones provengan de una misma causa 
aunque sean diversas las personas y cosas. 

6. ^ Cuando haya identidad de acciones y de cosas, aunque 
las personas sean diversas. (1) 

Siempre que ocurre la necesidad de la acumulación, por 
estas causas y otras que la ley tiene presentes y no importan 
á nuestro propósito, si los pleitos fo siguen en juzgados di- 
ferentes, dispone que pueda solicitarFe ante cualquiera de los 
Jueces que conozcan de ^llos y verificarse la acumulación 
uniendo el pleito maia moderno al mas antiguo, «alvo el caso 
del juicio universal que es atractivo. Es decir, que la prioridad 
en tiempo ó la mayor antigüedad de la demanda, produce com- 
petencia en favor del Juez á quien se presentó, respecto de ne- 
gocios que en otro caso serian del conocimiento x\e otro Juez. 

Apliqúese, pues, esta doctrina á los actos conciliatorios y 
se hallará resuelta la cuestión propuesta. 

Por uno de los motivos que producen la división de la 
continencia de la causa se propone, ante determinado Juez de 
Paz, una demanda conciliatoria, coritra personas de distintos 
domicilios ó residencias. Se ordena la citación y naturalmente 
se practica, antes que otra alguna, la de las personas domicilia- 
das ó residentes en la demarcación en que el Juez'deí'az que 
manda citar ejerce sus funciones, porque son las mas próximas.. 

Este acto, anterior á la citación de los demandados que re- 
siden ó tienen su domicilio en demarcaciones diferentes, es una 



(3) Articalo 158 de la ley de Enjaiciamieoto civil. 
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Yerdadera incoación del acto conciliatorio, que ha puesto ya en ' 
ejercicio la competencia del Juez de Paz (obsérvese que no se 
trata' del caso de sumisión de los primeros citados, sino de loa 
demás motivos necesariamente productores de la jurisdicción), 
y debe producir el efecto análogo á la acumulación de pleitos 
en los Juzgados y Tribunales, Quedarán, por tanto, sujetos al 
Juez de Paz que consiguió la primera citación con indudable 
competencia, los demandados de distinto domicilio ó .residen 
cia, á pesar de su oposición á prorogar jurisdicción ó some- 
terse al Juez que les citó. 

Solo de esta manera se facilitará el ejercicio de sus accio- 
nes á la peí £ona que se vea precisada a demandar, evitándole 
los menoscabos, incomodidades y gastos, que le ocasionaría la 
malicia de las que, le estuvieren obligadas por cualquier con- 
cepto. 

Téngase presente, sin embargo, que esta doctrina, si puede 
ser aceptable para el caso de intima conexión entre las perso- 
nas, cosas y acciones que jueguen en un litigio, según las di- 
versas combinaciones en que la ley las acepta, no puede de 
ninguna manera tener aplicación ni en los juicios, ni en los ac- 
tos de conciliación, cuando ninguna relación ni enlace tengan 
entre sí, ya porque las acciones que ha de ejercitar el deman- 
dante sean distintas, ó aunque de igual naturaleza, provengan 
de diferentes causas ü orígenes, ya porque sean diversas las 
cosas que traten de reclamarse, y varias las personas contra las 
cuales se han de dirigir las reclamaciones. 

En el caso en que un Juez de Paz haya de demandar á 
uno de sus suplentes, ó vice-versa, á juicio de conciliación ó 
Verbal, y no hubiere mas jueces de Paz en ^1 pueblo, corres- 
ponderá al otro suplente el conocimiento del asunto; y en su 
defecto al Alcalde y los Tenientes del mismo, con sujeción á las 
reglas establecidas eii la ley de Enjuiciamiento civil. Donde 
hubiere mas de un Juez de Paz, deberá el demandante acudir 
primero al mas antiguo de la misma clase, según el orden nu- 
mérico, después á los dos suplentes, en la misma forma,, y por 
último á los Alcaldes ó Tenientes. (1) 

(1) Disposición 20 de la Real orden de 9 de Diciembre de 1665. 
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' Esta disposición explica que, cuando el mismo Juez de Paz 
sea demandado para conciliación por un particular, y no por 
sus suplentes, estos serán quienes, por el orden de su numera- 
ción, conozcan de ella: que si no hubiere suplentes ó fueren 
también demandados, ó aun cuando no lo fueren, tuvieren mo- 
tivo legal de incompatibilidad 6 recusación, corresponderá co- 
nocer del acto al Alcalde del pueblo y en su defecto á los 
Tenientes del mismo; y que si esto tuviere lugar donde hu- 
biere mas de un Juez de Paz deberá recurrirse al que no 
fuere demandado y á los suplentes de uno y otro, según el or- 
den numérico, antes de acudir á los Alcaldes y Tenientes. 

Difícil será que estén impedidos de conocer, en las conci- 
liaciones intentadas contra el único Juez de Paz de un pueblo, 
los suplentes y el Alcalde y Tenientes del mismo pueblo; pe- 
ro si en alguna localidad se presentare este caso ¿quién ejerce- 
rá las funciones de conciliador? El Alcalde del año ultimo 
tratándose de intereses particulares, y el del pueblo mas inme- 
diato cuando el juicio tuviere por objeto un negocio de interés 
común al pueblo, cuya corporación municipal fuese deman- 
dante ó demandada, estaba determinado en las antiguas leyes, 
que conociera de la conciliación, si la incapacidad legal alcan- 
zaba no solo á los Jueces de Paz sino á los Alcaldes y Regi- 
dores de sus demarcaciones. 

Siguiendo esta última regla, no vemos inconveniente en 
que el caso propuesto se resolviese llevando la competencia al 
Juez de Paz del pueblo mas próximo. 

Suprimidos los Juzgados de avenencia, que hoy existen 
con arreglo á las disposiciohes del Código de Comercio y de 
la ley de ^u Enjuiciamiento especial , es evidente que Loa 
Jueces de Paz deben celebrar las comparecencias, que hasta 
ahora han venido verificándose en negocios mer-cantiles ante 
los jueces avenidores. En este supuesto, un distinguido escri- 
tor presenta como grave, la cuestión de si los Jueces de Paz . 
deberán sujetarse á la tramitación marcada en el titulo prime- 
ro de la ley de Enjuiciamiento sobre los negocios y causas de 
comercio, ó si ejecutarán las comparecencias con arreglo ala 
ley común que ahora ] o es la de Enjuiciamiento civil, aun cuan" 



I 
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éo sean actos mercantiles y comerciantes los que comparezcan 
ante su autoridad. Resuélvese esta cuestión en el único senti- 
do en que puede hacerse con acierto, esto es, teniéndose como 
derogados ó modificados todos los artículos de la ley mercantil 
que en punto á comparecencias marcan las funóiones de los 
Jueces avenidores, ó que hacen relación á la manera de efec- 
tuarse las citaciones y á la tramitación del acto conciliatorio, y 
reemplazados por los equivalentes de la ley de Enjuiciamiento 
civil, quedando vigentes los d.emás. Téngase presente esta re- 
gla en los diversos lugares de esta obra que contendrán las 
derivaciones que de ella han de hacerse, al hablar de las per- 
sonas y causas exceptuadas de la conciliación y de los efectos 
de la misma. 

CAPITIJL.O II. 

Be los asunlos sujetos á conciliación. 

La conciliación debe preceder, por regla general, á toda 
demanda ó acción ordinaria que haya de proponerse por per 
sonas sujetas, no solo á la jurisdicción común y para pleitos 
que hubieren de seguirse ante ella, sino también por las que 
lo estén á las especiales ó privilegiadas y para los negocios qué 
deban tratarse en las mismas. 

Los eclesiásticos y militares están sometidos por tanto á 
los Jueces de Paz para este efecto. Asi lo declara concluyen- 
temente el Reglamento de 21 de Febrero de 1853, determi- 
nándolo también de un modo implícito el artículo 1414 de la 
ley de Enjuiciamiento civil, al disponer que todos los Jueces 
y Tribunales, cualquiera que sea su fuello, se arreglen á sus 
disposiciones en los pleitos y negocios civiles de que conozcan, 
cuando no tengan ley especial para sus procedimientos. 

Los pleitos'de divorcio, como meramente civiles, requieren 
también el acto de conciliación. (1) 

En igual caso se encuentran los asuntos de minas cuando 
las cuestiones sobre propiedad, participación y deudas que ha- 



(1) Artículo 2? del Reglamento de 81 de Febrero de 1853. ^ 
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gau necesario el litigio, versen entre particnlares, y no con el 
Estado, ó sobre punto gubernativo ó contencioso administrati- 
vo, porque entonces, como veremos en el capítulo siguiente, 
estarán exceptuados de aquel requisito. (1) 

En los asuntos mercantiles es tan terminante la disposi- 
ción legal que previene no tenga curso acción alguuta, sin que 
se presente la certificación que acredito haberse celebrado la 
comparecencia ó intentado . sin efecto, que se declíiran nulas 
todas las diligencias obradas sobre demanda á que no haya 
precedido ese acto. En estos negocios obliga la concurrencia: 

1. *^ A los administradores de negocios correspondientes á • 
establecimientos públicos, corporaciones ó sociedades. 

2. ® A los factores ó administradores de personas particula- 
res en representación de las mismas, cuando tengan poder pa- 
ra contestar demandas y. la acción se dirija contra los bienes 
comprendidos en la administración, respecto de los contratos 
que hubieren celebrado en dalidad de administradores, mien- 
tras lo fueren; y respecto de los celebrados por sus anteceso- 
res en la administración, cuando hubieren tomado parte en su 
ejecución. 

3. ® A los factores que dirijan establecimientos mercantiles 
ó fabriles, sobre todos los negocios pertenecientes al estableci- 
miento confiado á su administración. 

4. ^ A los hijos de familia, mayores de veinte años que, reu- 
niendo las circunstancias exigidas en el artículo 4? del Código 
de Comercio, están habilitados para ejercerlo, porque se les 
considera como mayores de edad. 

Cuando hubiere de seguirse pleito sobre reclamaciones de 
tanteo, retracto y cualquiera otra urgente y perentoria por su 
naturaleza, se exigirá el acto conciliatorio ó la certificación de 
haberse intentado sin efecto. (2) 

Acaso dude algún Juez de Paz sobre si podrá conocer de 
los actos de conciliación cuando sean producto de un hecho pe- 
nado por la ley, ó si por el contrario habrá de reservar su co- 

(1) Articulo 89 del Real decreto de 13 de Octubre de 1863;y 67 del Bor 
glamento para su ejecución de 4 de Junio siguiente. 

(2) Articulo 202 de la lej de Eajaiciamlento civil. 



nocimiento á los Alcaldes, autoridades á quienes continúan en- 
comendadas todas las atribuciones judiciales en materia crimi- 
nal, que entrarán en el círculo jurisdiccional de los Juzgados 
de Paz cuando se consiga una buena ley de organización. 

Nosotros creemos que los Alcaldes no pueden ya celebrar 
ningún acto conciliatorio, y que todos los que ocurran, cual- 
quiera que sea su origen, caen bajo la competencia de los. Jue- 
ces de Paz. Los actos de conciliación, como los recursos de 
fuerza, pueden tener origen en negocios civiles ó criminales; 
pero ni unos ni otros son de fisonomía determinada,* de índole 
civil ni criminal. Su naturaleza es especial, porque no se pro- 
ponen ni la declaración de un derecho, ni la imposición de una 
pena: su objeto es siempre el mismo, en unos avenir, armoni- 
zar, conciliar á. las partes interesadas: en otros fijar la com- 
petencia ó jurisdicción, cuidar de que se observen las reglas 
ó trámites del procedimiento establecido, hacer que se admi- 
tan los recursos de apelación, indebida ó injustamente dene- 
gados. 

Por esto la sustanciacion de los actos conciliatorios y de 
los recursos de fuerza, ha estado siempre subordinada á las 
mismas respectivas reglas, asi cuando el hecho que les dio 
existencia era meramente civil, como cuando era marcadamen- 
te criminal; y por esto también no se ha hecho distinción algu- » 
na en la nueva ley. 

La colocación que en ella se ha dado á loa actos de con- 
ciliación no les atribuye el carácter general de la misma ley, 
porque no siendo por su objeto, como conocidamente no son, de 
carácter criminal ni aun misto, y no habiéndose de formar pa- 
ra ellos un código ó ley especial, en la de Enjuiciamiento civil 
y no en otra han debido comprenderle, porque á esta corres- 
ponde todo lo que no sea pura y distintamente criminal. 

Es, pues, indudable que los Jueces de Paz son competen- 
tes para entender de los indicados actos de conciliación, exclu- 
yendo absolutamente á los Alcaldes. 

Sin hacer constar que se ha intentado sin efecto la con- 
ciliación, no pueden promoverse ciertos juicios criminales, 
como los de meras injurias en que, sin detrimento de la jus- 

7 V 
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ticia, se repara la ofensa con solo la condonación del oferi 
dido. (1) 

La disposición del Reglamento provisional para la admi- 
nistración de justicia de 26 de Setiembre de 1835, de donde se 
tomó la del Reglamento de esta Isla, dio lugar á dudas que des- 
vanecieron con sus escritos distinguidos jurisconsultos. Trató- 
se de deslindar cuales eran las injurias en que se reparaba la 
ofensa, con sola la condonación del ofendido, y cuales por tanto, 
las que para deducirse en juicio hacían necesaria la celebra- 
ción previa del acto conciliatorio. 

Para señalarlas con determinación dividieron las injurias 
en livianas, leves y graves. De las primeras debia conocerse 
en juicio verbal , las terceras daban motivo al procedimiento de 
oficio, y aquel acto venia de este modo á hacerse necesario so- 
lamente en las injurias leves, respecto de las cuales debia pro- 
cederse á instancia de la parte agraviada, que era arbitra de 
condonar la ofensa y repararla sin detrimento xie la justicia. 

El precepto sancionado en el artículo 391 del Código pe- 
nal vigente en l^a Península, disponiendo que nadie sea penado 
por calumnia ó injuria sino á querella de la parte ofendida-, 
salvo cuando la ofensa se dirija contra la Autoridad publica,, 
corporaciones ó clases determinadas del Estado, deslindó con 
precisión los casos en que debe tener lugar la disposición del 
» Reglamento y los en que no cabe su observancia. 

El Código reconoce dos clases de calumnias é injurias, se- 
gún que se dirijan contra personas particulares, ó se refieran 
á la Autoridad pública, corporaciones ó clases determinadas j 

del Estado. 

Con las de esta últi^ia clase no se comete simplemente el I 

delito de calumnia ó injuria, no se ofende tan solo á la persona j 

particular que desempeña cargos públicos, se ofende á la enti- \ 

dad moral que representan, y lá ofensa tiene intima conexión j 

con el desempeño ó ejercicio de las funciones que les son pro- 
pias. La ofensa, pues, altera la especie del delito, y la calum- j 

nia ó injuria se convierten en un delito nuevo que se llama i 



(O Artículo 2 del* Reglamento c'tado de 21 de Febrero de 1853. 
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MÍesacato contra la Autoridad, y este delito se persigue de ofi- 
cio y no necesita prepararse con el acto de conciliación, per- 
eque la entidad moral ofendida no puede aquietarse, avenirse, 
ni condonar la ofensa que refluye esencialmente en el cuerpo 
£ocia]. , 

Por el contrario las de la primera clase, esto es, las ca- 
lumnias ó injurias dirigidas ala. persona particular, sin conside- 
ración á cargo alguno ni á funciones qiie emanen del mismo, 
no pueden perseguirse de oficio sino á querella de la parte 
ofendida, de cuyo libre y absoluto arbitrio depende la condo- 
nación de la ofensa, y consiguientemente la extitícion completa 
<le la. acción penal. 

Pero no en todas las injurias contra particulares es preci- 
«sa la celebración del acto conciliatorio. Divididas en graves, 
leves y livianas, y conociéndose de estas últimas en juicio ver- 
bal criminal ó de faltas, sin que preceda la conciliación, esta 
será necesaria únicamente cuando haya de deducirse enjuicio 
la acción de calumnia ó la de injuria grave ó leve. (1) 

Al desenvolver esta doctrina, ocurre preguntar ¿será ne- 
cesario el requisito de la conciliación para la persecución de 
los delitos de adulterio y estupro, y para los demás en que se 
extingue la acción penal por el perdón de la parte ofendida? 

Si se consulta la razón de la ley para exigir aquel requi- 
sito en las querellas sobre injurias, se hallará resuelta la cues- 
tión en el sentido afirmativo. 

La razón de la ley no fué otra que la susceptibilidad de 
avenencia que en los asuntos de injurias 6 calumnias se reco- 
noció, por virtud del arbitrio de condonarlas concedido al ofen- 
dido, y esta razón milita en los delitos de adulterio y estupro. 

En el primero, no es licito imponer pena sino en virtud 
de querella del marido agraviado, el cual en cualquier tiempo 
puede remitir la que se aplicare á su consorte y perdonar á 
esta y al culpable con ella de adulterio. 

En el segundo, no puede precederse sino á instancia de la 
agraviada ó de su tutor, padres ó abuelos, y el ofensor se libra 



(1) Decisión del Tribunal Supremo de Justicia nútn. 270 de 1863. 
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de toda pena en el momento en que se case con la persona, 
ofendida. 

¡Cuántas consideraciones iiTíluirán en la avenencia á que 
den lugar semejantes delitos! 

El marido agraviado condonará no pocaa veces la ofensa^ 
si no en fuerza de su cariño á la mujer desleal con quien se vé 
unido indisolublemente, por el estimulo del arrepentimiento,.. 
por los clamores de una familia desolada, por el aguijón de su 
honra, próxima á ser juguete de la maledicencia, como lo «erfa 
con la publicidad consiguiente á un debate jurídico. 

El culpable de estupro, puede ceder á las reflexiones y ex- 
citaciones siempre autorizadas del Juez avenidor, y allanarse 
á borrar con un enlace inmediato la mancha que imprimió en 
el honor de uña persona, las mas veces inconsiderada ó desva- 
lida: puede, sin que se haga del pudor una infame grangeria^ 
obtener la remisión de su exceso, evitando en uno y otro caso, 
que contra él se formalice acusación. 

Estas reflexiones nos mueven á opinar por la celebración 
del acto de avenencia, no solo en los delitos dé injuria y calum- 
nia, sino en los de adulterio y estupro, y aconsejar á los Jueces 
de Pa;z que no rehusen su otorgamiento en cuantos casos se 
les solicite. , 

Asi se practica ya generalmente, y asi estaba dispuesto en 
el Reglamentó de 21 de Febi-ero de 1853, y no debe desdeñarse 
sistema tan beneficioso y tan conforme con las disposiciones- 
que ordenaron la conciliación, en los asuntos injuriosos á los 
particulares. . , . 

Deberá, sin embargo, tenerse muy presente en estos casos, 
que las reglas establecidas paTa la conciliación en la ley de En- 
juiciamiento civil, no son aplicables á las demandas de injurias, 
calumnias, adulterios y estupros, toda vez que para su decisión 
legal, han de observarse las prescripciones ordinarias relativas 
á las causas criminales, causando, por tanto, fuero de preferen- 
cia el lugar en que tales delitos se cometieren. (1) 



(1) Decisión del Tribunal Supremo de Justicia núm. 163, 2? semestre^ 
de 1864. 
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CAPITVL.O III. 
De lofl asuntos no si^etos A conciliación. 

De la regla general sentada en el capítulo anterictt*, se ex- 
ceptúan varios asuntos, á los cuales se ha dispensado de la con- 
ciliación, ya por razones de urgencia, ya por no ser suscepti- 
bles de avenencia. r 

Son los siguientes: 

1. ® Los juicios verbales- 

2. ® Los juicios ejecutivos y sus incidencias. 
3.*^ Los interdictos. 

4. ^ Los juicios de sucesión testamentaria, abintestato, vin- 
cular, y los de capellanías colativas, 6 sus bienes ó incidencias 
de estos juicios. * <> 

5. ® Los de concurso de acreedores y sus incidencias. 

6. ® Los juicios en que esténHnteresados la Hacienda públi- 
ca, los pósitos, propios, comunes, ó cualquiera- otra das^^de 
bienes de establecimientos públicos, de pueblos, de provincias, 
ó del Estado. , »' ' 

Como establecimientos públicos cuenta un ilustrado prác- 
tico/ consiiltandó la inteligencia común y la jurisprudencial ^ue 
hasta ahora ha regido, todosl?^ inátitutos y establecithii&ntíos si- 
guientes: 1.9 Las iglesias^ ó en su nombre los cabildos eclesiásti- 
cos, curas párrocos, beneficiados, administradores 6 hermandades 
que las representen: 2? las cofradías, oftras pías ó manos muer- 
tas: 3? los bancos nacionales: 4? las Universidades literarias, 
colegios ú otras casas de enseñanza pública, costeados en el 
todo ó parte por el Gobierno ó por los fondos en que este tie. 
ne intervención: y 5? los hospitales, hospicios, Juntas de cari- 
dad ó de beneficencia, casas de expósitos y demás estableci- 
mientos de esta clase, que dependan de rentas públicas y estén 
bajo la inspección de la Autoridad. » 

7. ® Los juicios en que estén interesados los menores y los 
incapacitados. 
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8. ® Los juicioa contra ausentes quo no tengan residencia^ 
conocida, ó qne residan fuera del territorio de la Audiencia á que 
corresponda el Juzgado en que deba entablarse la demanda. (1) 

9. ® Las demandas de tanteo, de retracto y de cualquiera 
otra clase que sea urgente y perentoria por su naturaleza, pe- 
ro con- la limitación expresada en el capitulo precedente. (2) 

10. Los negocios cuyo conocimiento corresponde á los Con- 
sejos de Administración. Son estps los que enumera el Real 
decreto de 4 de Julio de 1861 6 sea !os asuntos de la Adm.i- 
nistracion que tengan carácter contencioso y señaladamente los 
que versen: 

1. ® Sobre la desigualdad de los repartimientos individuales 
de toda clase de contribuciones. 

2. ^ Sobre el cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos 
de los contratos y remates celebrados con la Administración en 
todos los ramos del Estado, para cualquiera especio de servicio 
ü obra pública. 

3. ® Sobre el resarcimiento de los daños y perjuicios oca- 
sionados por la ejecución de obras piiblicas, asi como por la 
infracción de los trámites de la ley ó Reglamento en las expro- 
piaciones. 

4. ^ Sobre inobservacia de las formalidades, prescritas por 
la ley ó por Reglamentos, acerca de los esfciblecimientos peli- 
gi'osos, incómodos 6 insalubres. 

5. ^ Sobre • el deslinde, amojonamiento y posesión de los 
montes y terrenos pertenecientes al Estado ó á los pueblos, ó 
estíiblecimientos públicos, sin perjuicio de que las cuestiones 
de propiedad se ventilen en los Tribunales. 

6. ® Sobre los negocios de minas, en los casos previstos por 
la ley. 

7. ® Sobre el cumplimiento, inteligencia, rescisión, efectos 6 
incidencias de los arrendamientos, ventas y mercedes de los 
bienes del Estado, cuando en estos dos últimos casos se trate 
rdel acto primitivo de adquisición, y . salvo el pleito de pro- 
piedad. 

(1) Artículo 291 do la ley do Enjiiicíamíctito civil. 

(2) Artículo 202 do idem y Casación iiúm. 4 de 1660. 
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8. ® Sobre la aplicación de las ordenanzas ó reglamentos 
generales de policía de aguas, caminos, ferro-carriles, montes 
y demás objetos de policía urbana ó rural, y también sobre su 
parte penal, mientras el hecho no constituya delito. 

9. ® Sobre la caducidad de concesiones de privilegios in- 
dustriales, y sobre la revocación do licencias otorgadas por las 
Autoridades para la construcción de obras, fábricas y artefac- 
tos. (1) . 

La ley mercantil no reconoce las excepciones de la común» 
Estas se limitan á los juicios verbales de menor cuantía, y las 
acciones que se intenten por incidencia de un juicio pendiente 
en el mismo proceso, y contra personas que hagan parte en él 
ó hayan sido emplazadas para su seguimiento. (2) Nadie, pues^ 
está exceptuado de celebrar el acto conciliatorio antes de enta- 
blar la demanda correspondiente, bien sea esta ordinaria, bien 
ejecutiva: los menores, las manos muertas, las corporaciones^ 
los establecimientos públicos, todos han de acreditar que no 
pudieron transigir sus diferencias. (3) , 

CAPITUI.O tV. 
De la eitacion. 

El que intente el acto de la conciliación, acudirá al Juez 
de Paz, presentando dos papeletas ñrmadas por él, ó por un 
testigo á su ruego, si no pudiere firmar. 

En estas papeletas se expresará: 

1. ® El nombre, profesión y domicilio del demandante y de- 
mandado. 

2. ® La pretensión que se deduzca por el primero. 

3. ^ La fecha en que se presentan en el Juzgado. (4) 

Si la persona que presente las papeletas, no es la misma 
demandante, sino un procurador ó apoderado, un curador ó 



(1) Artículo 27 del Keal decreto de 4 de Julio de 1861. 

(2) Artículo 3? de la ley de Enjuiciamiento mercantil. 

(3) Cod. de Comercio concordado y cnDtado por Lascrna y Heus. 

(4) Artículo 205 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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guardador, administrador ó representante, deberá hacerse cons-. 
tar en ellas su nombre, profesión y domicilio, y la representa- 
ción en que demande, y presentar al Juez de Paz el titulo ó 
documento que acredite su personalidad. 

Ocurre la duda de si las papeletas de citación presentadas 
por el demandante, deberán extenderse en papel común 6 del 
sello correspondiente. En ambos sentidos hemos visto resuelta 
esta cuestión. 

Apóyase la primera opinión en que el nombre de papele- 
tas que usa la ley, las excluye de la consideración de actuacio- 
nes judiciales, siendo tan solo un preliminar, exigido actual- 
mente para hacer por escrito la citación que, con anterioridad, 
se pedia y ordenaba verbalmente. 

Fúndase la opinión contraria en que, la forma dada á la 
citación, solemnizándola, la ha distinguido perfectamente de la 
citación que todavia hacen el alguacil ó portero, que sé le ha 
atribuido la naturaleza propia de las notificaciones, igualándo- 
la á las mismas, y que, como ellas,, son actuaciones judiciales 
muy importantes que deben escribiese, en la papeleta original 
cuando menos, en el papel sellado que prevengan las leyes y . 
Reglamentos. 

Si la ley tuviera el pensamiento, como asegura en sus co- 
me9i^rios el Sr. Hernández de la Rúa que lo tuvieron sus re- 
dactores, de que las papeletas se extendieran eji papel simple ó 
común, debió significarlo con mas claridad que puede darlo á 
conocer el nombre de papeletas puesto á las solicitudes de ci- 
tación, el cual nada resuelve, toda vez que su denominación no ' 
se opone al uso del papel sellado correspondiente. 

La ley, en sus disposiciones generales, prescribió que to- 
das las actuaciones j;udic¡ales debían extenderse en el papel 
sellado prevenido por las leyes y Reglamentos, y siempre que 
quiso exceptuar de este requisito á algunos documentos lo ex- 
presó clara y categóricamente. No lo hizo asi al tratar de las 
papeletas para la conciliación^ y á no negar á estas y á las pro- 
videncias y diligencias que, á su continuación se extiendan y 
autoricen, la importancia y considersicion de actuaciones judi- 
ciales, nó podrá sostenerse con éxito la opinión primeramente 
sentada. 
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Aunque se convenga en que la papeleta no constituye por 
tBi sola una verdadera actuación judicial, no será fácil descono- 
cer que lo son la providencia en que el Juez de Paz mande 
citar al demandado, con señalamiento de dia y hora para la 
comparecencia, y la notificación de tal proveido. Esto supues- 
to, ó la papeleta original debe estar extendida en el papel que 
corresponda usarse para la extensión de la providencia de ci- 
tación y su notificación, ó el demandante, que la extienda en 
papel común, deberá presentar el sellado en que hayan de es- 
cribirse tales diligencias, lo. cual vendría á contrariar el pre- 
cepto de la ley de que el demandado firme el recibo de la co- 
pia en la misma papeleta original. Parece, pues, necesario que 
«sta se extienda en papel sellado, y la copia que ha de entre- 
garse al demandado en papel común, que es el señalado para 
las copias de las demandas ordinarias. (1) 

La papeleta original deberá extenderse en pliego entero. 
•De esta manera ofrecerá espacio suficiente para la providencia 
y notificaciones. Si el número de los demandados ó los acci- 
dentes de las citaciones exigieren la agregación de otro ü otros 
pliegos, los facilitará el demandante. 

Un escritor aconseja que, cuando el demandado se halle 
ausente del pueblo en que se solicite la conciliación, se haga 
expresión de esta circunstancia en las papeletas, y se pida que 
se le llame por medio de oficio. Parece que con expresar el 
primer extremo, bastará para que el Juez de Paz mande des- 
pachar el oficio. 

Cuando sean mas de uno los demandados ¿habrá de presen- 
tar el demandante una sola copia ó papeleta en papel común? 
Si la notificación de la providencia en que se manda citar se 
ha de hacer, como luego veremos, á todos los demandados, pre- 
ciso será que se presenten tantas copias cuantos estos sean, 
pues de otro modo el Secretario del Juzgado de Paz, ó la per- 
sona que por delegación suya notificara, tendría que exten- 
derlas. 

Siempre es indispensable la presentación de un número de 



(1) Articulo 225 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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papeletas copias igual al de los demandados, pero la necesidad 
será mas remarcable cuando sus residencias ó domicilios sean 
diferentes ó cuando, á pesar de ser los mismos, no se les en- 
cuentre reunidos. 

El dia en que se presente el demandante ó en el siguiente 
hábil, mandará el Juez citar al demandado, señalando el dia y 
hora en que ha de tener lugar 1^ comparecencia, procurando 
que se verifique á la brevedad posible. Sin embargo, entre la 
citación y. la comparecencia deberán mediar al menos veinte y 
cuatro horas, á no ser que al demandante asistieran justas cau- 
sas para la reducción de este término, en cuyo caso, expresán- 
dolas en la papeleta para la citación, podrá el Juez apreciarlas 
y señalar un plazo mas breve. (1) 

La providencia del Juez de Paz mandando citar ^\ deman- 
dado, se extenderá á continuación de la papeleta original. Pre- 
guntase si será válida esta providencia cuando se dictare en 
dia ü hora inhábil. Por mas que la naturaleza del acto que 
produce dicha providencia parezca permitir lo contrario, nos- 
otros resolvemos este punto en sentido negativo. La ley dis- 
pone que las actuaciones judiciales han de practicarse en dias 
y horas hábiles, bajo pena de nulidad. Siendo dias hábiles, todos 
los del año menos los domingos, fiestas enteras, religiosas ó* ci- 
viles y los en que esté mandado ó se mandare que vaquen los 
Tribunales, y horas hábiles las que median desde la salida 
hasta la puesta del sol, no cabe duda que, no haciéndose en la 
ley ninguna excepción en favor de los actos conciliatorios, es- 
tas disposiciones deben aplicarse á ellos rigorosamente. 

En su virtud, ninguna pl*ov¡dencia de citación podrá dic- 
tarse en dias ni horas inhábiles. Cuando el Juez de Paz encuen- 
tre causa urgente que lo exija, expedita tiene la facultad de 
habilitar tales dias y horas. 

Esta duda conduce naturalmente á otra, á saber: si en 
el término señalado para la comparecencia podrá contarse el 
tiempo inhábil. Pero esta observación está satisfecha por la 
ley, al establecer que en ningún término se cuenten los dias 



(1) Artículo 206 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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en que no puedan tener lugar actuaciones judiclalesá. Asi cuan- 
do un Juez de Paz mande despachar una citación á horadetei- 
minada de un dia hábil, que inmediatamente preceda á otro 
inhábil por ser fiesta religiosa ó civil ó dia de vacación, la com- 
parecencia no podrá fijarse sin habilitación para una hora que 
no sea posterior á aquella, en el dia hábil siguiente al inhábil 
intermedio entre la citación y la comparecencia. 

En este sentido resolvió la Audiencia de Sevilla una con- 
sulta de los Jueces de Paz de la misma capital, acerca de si les 
seria licito celebrar las conciliaciones después de la puesta del 
sol, como venian en costumbre de hacerlo los Alcaldes, atendi- 
dos el arbitrio que la antigua legislación concedía y la mayor 
comodidad de los litigantes ocupados generalmente en las tareas 
de sus respectivos oficios, ó artes durante las horas del dia. 

No expresa la ley cuales son las causas de urgencia por 
las cuales puede reduciiise el término de la comparecencia, ó 
concederse la habilitación de dias y horas inhábiles. El Juez 
laa apreciará prudencialmente, expuestas que sean por el de- 
mandante, evitando con su discreción que ni se imposibilite á 
este de ejercer provechosamente su acción por no aceptarlas, 
ni se atropello al demandado, admitiéndolas sin verdadera ne- 
cesidad. Causas legitimas y atendibles de reducción serán: 

1* La perentoriedad de un viaje á que estén próximos el 
demandante ó el demahdado. 

2* El temor fundado de que por este se intenten enajenar 
ü ocTiltar bienes para presentarse en insolvencia. 

En este ultimo* caso el Reglamento provisional y el de 21 
de Febrero de 1853 (1) permitían a los acreedores un remedio 
contra la malicia de los deudores. Consistía en la retención 
previa de los efectos que se intentaran sustraer. 

Esta justa medida, en muchos casos necesaria, dice un dis- 
tinguido práctico, no es permitida en nuestro concepto según 
la nueva ley de Enjuiciamiento civil, pues aunque esta nada 
dice sobre este punto al tratar del acto de la conciliación, pro- 
hibe al hablar de los medios preparatorios que pueden prece- 



(1) Articulólo. 
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der á las demandas, que se acceda á ninguno que no se halle 
expresamente enumerado en el artículo 222, y en este no está 
comprendido ni el secuestro, ni la intervención,- ni el embargo» 
provisional. Y no pudiendo ejecutarse ninguna de estas dili- 
gencias antes de entablarse la demanda, mucho menos podrá 
verificarse antes de intentarse la conciliación. Verdad es, con- 
tinúa, que la ley permite el embargo preventivo, lo cual equi- 
vale ala retención, pero- es solo en el caso de que el que lo- 
pretenda tenga título ejecutivo, y entonces* no es preciso que 
preceda el acto de la conciliación. 

Extendida quesea en la papeleta original la providencia 
de citación, el Secretario del Juzgado, ó la persona que éste 
delegue, la notificará al demandado, acomodándose á la forma: 
general de las notificaciones, esto es, leyendo íntegramente di- 
cha providencia, entregando copia, aunque el demandado no 
la pida, haciendo expresión de lo uno y de lo otro en la dili- 
gencia, firmando esta y cuidando de que aquel la firme por sí. 
mismo, ó por un testigo á su ruego si no supiere ó no pudiere, 
ó por dos testigos requeridos al efecto por el notificante si bI . 
notificado no quisiere firmar ó presentar testigo que lo haga 
por él. (1) 

En estas notificaciones, en lugar de la copia de la provi- 
dencia que generalmente se dá, se entregará al demandada 
una de las papeletas presentadas por el demandante, que será 
la extendida en papel común, en la cual se expresará: 

1. "^ El Jue^de Paz, que manda citar. 
~ 2. ® El dia, hora y lugar de la comparecencia. 

En la papeleta original se extenderá la diligencia de notir 
ficacion y además firmará el citado el recibo de la copia, ó uñ 
testigo á su .ruego si no pudiere. (2) 

Esta es la disposición legal, pero como el recibo de la co- 
pia es uno de los extremos que debe comprender la notifica- 
ción, no vemos necesidad de que además de esta se extienda y 
finne por separado el recibo de la copia. La firma del notificada, 



(1) Artículos 21 y 22 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Artículo 207 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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pnesta al fin de aquella diligencia, comprenderá también este 
recibo. 

La papeleta original, asi cumplimentada, se archivará des- 
pués eji la Secretaria del Juzgado. 

La notificación del demandado, no ofrecerá dificultad algu- 
na cuando se encuentre, pero si no fuere habido ¿cómo tendrá 
lugar la diligencia? La ley no lo expresa. ¿Será por que haya 
querido que la notificación sea personal? Si tal fuese su pen- 
samiento lo hubiera revelado, mayormente siendo como seria 
una excepción de la regla general establecida. Ni puede supo- 
nerse que esta sea la intención de la ley pues si se penetra 
en su espiritu y en su filosofía se advertirá que, lejos de fa- , 
vorecer la mala fé de los demandados, ha querido facilitar el 
ejercicio de sus acciones al que tiene la desgracia de entablar 
reclamaciones judiciales. Atribuimos á olvido, y no á intencio- 
nal omisión, el silencio de la ley en este punto. 

Por tal razón no vacilamos en aconsejar á los Jueces de 
Paz que, cuando á la primera diligencia que se practique en 
su busca, no fuere habida la persona á quien se deba notificar, 
hagan que los Secretarios ó personas delegadas por los mis- 
mos, practiquen la notificación por Qédula, sin necesidad de 
mandato judicial, entregando la copia de la papeleta original á 
la mujer ó hijos del demandado, á los parientes que vivan en 
su compañía, y en su defecto á sus criados ó vecinos íhas in- 
mediatos, y expresando en la diligencia el nombre, calidad y 
ocupación de la persona á quien se entregue, que deberá fir- 
mar el recibo, un testigo á su ruego si no supiere, ó dos reque- 
ridos por el Secretario 6 su delegado si no quisiere. (1) 

Se ha dicho que el Secretario está facultado para enco- 
mendar á otra persona la notificación. ¿Es ilimitado este arbitrio, 
6 la delegación habrá de hacerse en persona de determinadas 
circunstancias? 

Si la ley, dando á las funciones del Secretario la importan- 
cia que verdaderamente tienen, ha eiigido como garantía de 
acierto que ese auxiliar de los Jueces de Paz esté adornado de 



(1) Aitícnlo 23 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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ciertas cualidades que revelen su actitud y moralidad, parece 
que no se satisfacen sus justas exigencias si las personas que 
han de suplir á aquel funcionario en casos dados, no reúnen 
iguales condiciones. 

Creemos, por tanto, que los Secretarios solo pueden co- 
misionar para hacer notificaciones á escribanos ó notarios, ó ¿ 
sugetos que cuenten veinticinco años de edad, sepan leer y es- 
cribir, y estén en el ejercicio de los derechos civiles. 

No expresa la ley si la providencia de citación ha de noti- 
ficarse también al demandante. En ella se señalan el dia y 
hora en que la comparecencia ha de tener efecto y á nadie inte- 
resan estos detalles como al demandante, el cual no adquirirla 
su conocimiento sino por medio de la notificación. 

Esta diligencia se entenderá por consiguiente con él, y se 
practicará antes ó después que con el demandado y entregán- 
dole copia de la providencia de citación. 

Los ausentes del pueblo en que se solicite la conciliación, 
serán llamados por medio de oficio dirigido al Juez de Paz del 
lugar en que residan. 

En el oficio se insertará integramente el contenido de la 
papeleta presentada por íbI demandante. 

El Juez de Paz del pueblo de la residencia del demanda- 
do devolverá diligenciado el oficio, el cual se archivará con las 
demás'papeletas. (1) 

¿Es aceptable el método escogido para la citación del au- 
sente? exclama un escritor. ¿Es armónico á las otras prescrip- 
ciones de la ley? Ni lo uno ni lo otro, añade: no ge atina á des- 
cubrir por qué ha de insertarse en el oficio el contenido de la 
papeleta presentada por el demandante, y no acompañarán al 
mismo oficio las dos papeletas que aquel debe presentar á fin 
de que el Juez oficiado ordene que se haga la citación, como 
se hubiera hecho estando presente el demandado, entregándole 
una de las papeletas y haciendo constar la notificación en la 
otra. 

No estamos conformes con esta opinión. Comprendemos 



(1) Artícnlo 208 de la ley de Enjaiciamieiito cítíI. 
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que la ley ha ordenado la inserción integra del contenido de la 
papeleta en el oficio que debe dirigirse al Juez de Paz del pue- 
blo en que se encuentre el demandado, con el fin de evitar la 
remisión de la papeleta original, la cual debe conservarse 
en el Juzgado que mandó citar, para que nunca falte este 
necesario antecedente en el caso de extravio ó destrucción 
del. oficio. 

Con el inserto prevenido, el oficio hará veces de papeleta 
original, y por eso deberá extenderse en la misma clase de pa- 
pel que esta; y si además se comprende en él, como no podrá 
menos de hacerse, el literal tenor de la providencia de citación 
y se le acompaña la papeleta copia con la nota del dia, hora y 
lugar en que la comparecencia haya de verificarse, se podrá 
hacer la notificación como se haria estando presente el deman- 
dado: esto es, entregándole la papeleta y firmando su recibo y 
la notificación en la diligencia que al efecto se arregle íí conti- 
nuación del auto de aceptación del Juez exhortado. 

Entiéndase, pues, que á lo prescrito por la ley solo debe 
agregarse la inclusión en el oficio de tantas papeletas en papel 
común, cuantas sean las personas cuya notificación ^e encargue 
al Juez de Paz del pueblo de su residencia. 

Ocurrirá frecuentemente que el Juez requerido retarde 
el cumplimiento del oficio, que este se devuelva al Juzgado 
que lo despachó después de trascurrido el término señalado 
para la comparecencia, y también que el ausente no se encuen- 
tre en el lugar de la residencia del Juez oficiado. 

¿Se celebrará en estos casos la comparecencia en el dia y 
hora que se señalaron en la providencia de citación, no obstan- 
te la no devolución del oficio? ¿Se dará el acto por concluido 
condenando al ausente, citado por cédula, en las cqstas y en la 
multa que la ley previene? 

En el primer caso, si el demandado compareciere el dia 
y hora señalados para la celebración del acto, no habrá dificul- 
tad en que este se verifique, toda vez que su presencia será la 
prueba mas evidente de que la citación se practicó. Pero si no 
se presentare, el acto no deberá tener lugar hasta el recibo del 
oficio, porque serla ineficaz si del mismo resultara que la cita- 
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cion no estaba hecha, ó aunque lo estuviere que se había in- 
currido en vicios legales bastantes á producir su nulidad. 

En el segundo caso, si resultare de la citación por cédula 
ó de las manifestaciones de los parientes, familiares, ó vecinos 
del demandado á quien se entregó la copia, su ausencia y la 
imposibilibad de darle aviso de la citación con tiempo bastante 
para su concurrencia en el dia prefijado, parece que existirá 
una razón indeclinable, no solo para que no se le condene en 
la multa y costas de la contumacia, sino ni aun para dar por 
terminado el acto. 

Entendemos que asi en este caso y en el semejante de im- 
posibilidad física de exponer justa causa para no concurrir, 
como en el de rio haberse recibido con su diligenciado el oficio 
de citación, deberá suspenderse la celebración del acto, enterar 
al demandante de los motivos de equidad y justicia que im- 
piden la comparecencia, y á su instancia despachar otra cita- 
ción con señalamiento de nuevo dia. De otra manera podria 
molestarse deliberadamente á algún demandado con la provo- 
cación y sostenimiento de un litigio, que tal vez pudiera evi- 
tarse en la comparecencia. 

CAPITUI.O V. 

De la comparecencia. 

Los demandantes y demandados están obligados á compa- 
recer en el dia y hora señalados para la celebración del acto 
conciliatorio. Este es el principal efecto de la citación. 

Si alguno de aquellos no lo hiciere, ni manifestare causa 
justa para no concurrir, se dará el acto por terminado, conde- 
nándole en las costas, y en una multa de 1, 50 á 15 escudos 
que hará efectivos el Juez de Paz, en cuyo caso se extenderá 
en el libro destinado á l^s actas de conciliación, diligencia que 
lo acredite, según expondremos mas adelante. 

Este es el precepto legal, el cual ofrecerá algunas dudas 
que vamos á presentar y resolver. 

Primera duda. ¿Qué conducta observará el Juez de Paz 
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cuando sean varios los demandados y el no compareciente uno 
solo? Figúrese una obligación sin mmcom anidad y que el de- 
mandante dirija su acción contra todos los obligados, citados á 
un mismo juicio, pero exigiendo de cada uno el cumplimiento 
de lo que según el contrato le fuere respectivo. ¿Se dará por 
terminado el acto p£^ra con todos por la falta de presentación 
de uno solo? 

Desde luego se comprende que la ley no ha querido dis- 
ponerlo asi, cuando la 'conciliación pueda celebrarse con los 
comparecientes y producir avenencia. 

Debe indudablemente, en el caso propuesto y en cualquier 
otro análogo, celebrarse el acto con Ips presentes y darse por 
terminado con el ausente que no expuso causa justa para no 
concurrir^ 

Pero entonces ¿será este condenado en las costas y en la* 

multa prevenida para los rebeldes? Injusto sería que las costas 

de un acto que se habia celebrado produciendo resultados be- 

'neficiosos para los concurrentes, se abonáraij por el ausente. 

En otro caso, ¿qué costas deberá pagar? 

En nuestra opinión, asi cuando el acto con los presentes 
produzca avenencia, como cuando no dé estQ resultíldo, nunca 
podrán imponerse al ausente mas costas que las producidas 
por su citación. Mas teniendo presente que soí-á necesario ex- 
tender, con separación del acto de conciliación con los presen- 
tes, la diligencia de no haber comparecido el ausente, ni ex- 
puesto para ello causa legitima y de haberse dado respecto de 
él por terminado el acto, las costas de esta diligencia las paga- 
rá también el que dejó de concurrir. 

Segunda duda. ¿Qué se hará cuando el demandante no 
comparezca, y cuando ni este ni el demandado se presenten? 
La ley, como se ha visto, no distingue entre la falta de . con- 
currencia del demandado y la del demandante. Cuando algu- 
no de ellos no se presente se dará por terminado el acto: este 
es su mandato. La razón de la ley e^ muy clara y no debe 
oponérsele la práctica muy generalizada de despedir al de- 
mandado, sin formalizar diligencia alguna,, á titulo de que la 
falta del demandante impide la celebración del acto. 

9 
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Si al demandante interesa que se declare este terminado* 
para poder formalizar dedde luego el litigio, al demandado im- 
porta también que no se le vuelva á molestar con nuevas cita- 
ciones. 

Por lo mismo siendo el demandante quien no compareció^ 
deberá darse por terminado el acto y condenársele en todas ' 
las costas y en la multa, como se ejecuta cuando el demandado 
es el no concurrente. 

Lo propio debe decirse del caso en que ni demandante ni 
demandado comparezcan; pero en él habrá de imponerse á ca- 
da uno la mitad de las costas. 

La ley está concluyente, porque si bien alguna vez pare- 
ce referirse á la inconcurrencia de alguno y no de todos los- 
interesados, con repetición expresa en otros lugares que su 
disposición alcanza á la falta de presentación de los interesa- 
dos, ó de alguno de ellos. Y esta determipaclon es justa si se 
atiende á que el demandante incurrió en la responsabilidad 
que le afectaba, sin conocer que por su parte incurría en la 
suya el demandado. 

Si antes de la comparecencia se avinieron uno y otro, de- 
bieron manifestarlo al Juez de Paz en el dia y á la hora seña- 
lada para el acto conciliatorio, y de todos modos el acto debe 
darse por terminado con esa manifestación y sin ella. 

Tercera duda. ¿Qué causas se estimarán como justas para 
no concurrir al acto conciliatorio? ¿Qué efecto producirán? 

Serán juntas todas las cansas que impidan racionalmente 
la «oncurreneia del demandado ó demandante, personalmente 
ó por medio de apo<lerado ó procurador. En este número -por 
drán contarse las siguientes: 

1* Una enfermedad grave, que incapacite para el otorga- 
miento de poderes. 
- 2* La ausencia que no permita adquirir con oportunidad 
noticia de la citación. ^ 

V: La concurrencia inescusable, preferente y simultánea á 
otro ptinto, y la carencia de oficio público en que formalizar 
apoderumiento; 

4* Los aceideQteS) siniestros y casos fortuitos 6 de fuerza. 
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imayor, como la detención por malhechores, la interceptación 
en las vias de comunicación por caucas naturales ó extraordi- 
narias, y otras de la misma especie. 

El efecto de tales causas deberá ser, según lo deja entrever 
la ley, el (^ue se verifique nuevo señalamiento para la compa- 
recencia, concediendo el término que se contemple necesario 
para que la concurrencia pueda verificarse. 

Esta providencia se extenderá á continuación de las noti- 
ficaciones puestas en la papeleta original, relativamente á la 
del primer señalamiento. Será necesario además hacer otras 
notificaciones en la forma que se hicieron las primei»as, y el 
demandante tendrá que presentar nuevas papeletas copias para 
su entrega á quien corresponda. 

Cuarta duda. ¿Por qué medios se harán efectivas la mul- 
ta y costas en que fuere condenado el no compareciente? ¿Po- 
drán los Jueces de Paz emplearlos directamente contra las 
personas que gocen de fuero especial ó privilegiado? 

Cuando el condenado, al ser requerido de pago por el Se- 
cretario del Juzgado que le condenó, ó por el de su residencia 
á virtud de oficio dirigido al respectivo Juez de Paz se allana- 
re, se percibirán las costas en metálico, incluyendo las cauca- 
das para la exacción, y en el papel correspondiente la multa, 
que si se cobrare de otro modo haria incurrir en la responsa- 
bilidad criminal declarada en Ips artículos 317 y 318 del Códi- 
„go penal de la Península. 

Oportuno parece prevenir aquí que, presentados los plie- 
gos de papel necesarios á cubrir la cuantía de la multa, se cor- 
tarán en dos partes iguales, una superior y otra inferior. Bu el 
de mayor precio de la primera, ó en el ¿nico, cuando solo se 
presente uno, se designarán por nota que firmará el Jui^z 
de Paz: 

1. ^ La autoridad que impuso la multa. 

2. ^ El motivo é importe de ella. 

3. ® La ley, decreto íi orden en cuya virtud se imponga. 

4. ^ La fecha de la providencia. 

5. ® El nombre del multado. 

6. ^ Él número que corresponda á la. multa. 
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A esta mitad se unirán las de los demás pliegos, poniendo 
en ellos una referencia al primero, y se entregarán á la parte 
interesada para su resguardo. 

Las segundas mitades, con iguales notas, se unirán al ex- 
pediente ó autos como comprobante. 

Por separado debe llevar el Secretario del Juzgado de 
Paz un registro, en que se asienten las multas por rigorosa nu- 
meración. 

Si el condenado en multa y costas se negare á satisfacer- 
las, el Juez de Paz hará uso del procedimiento de apremio- 
En su consecuencia mandará embargar, en cantidad suficiente, 
bienes muebles de fácil enajenación y en su defecto semovien- 
tes y raices. Se justipreciarán por peritos nombrados por las 
partes y en su defecto por el Juez, y tercero caso de discordia, 
sacado por suerte de entre los seis que paguen mayores cuotas 
de subsidio, no llegando á este número de entre los que hubie- 
re, y no habiendo ninguno designándose por el Juez de Paz y 
se pondrán á pública subasta por el término de ocho dias, sien- 
do de las dos primeras clases y por veinte siendo de la terce- 
ra, fijándose edictos en los sitios públicos é insertándose en los 
periódicos oficiales, si los hubiere en el pueblo en que se si- 
guiere el juicio ó en el en que se hallaren situados los bienes 
embargados, y señalándose dia, hora y sitio para el remate. 

Verificado este por medio de posturas que cubran las dos 
terceras partes del avalúo de los bienes, se entregarán al com- 
prador previa la consignación de su precio, del cual se inver- 
tirá inmediatamente en papel de multas lo que corresponda á 
la cuantia de lá impuesta, cumpliéndose con lo que se deja ex- 
preisado en punto á su división, anotación, entrega de la mitad 
al interesado y unión de la otra mitad á los autos. 

En estos se hará liquidación cuando «el producto en venta 
de los bienes fuese superior al importe de la multa y al de las 
costas del acto conciliatorio y de la exacción, y se entregará al 
ejecutado el sobrante. (1) 

Antiguamente cuando el demandado no asistía á pesar de 



(1) Artículos 979 y 932 da la ley de Enjuiciamiento civil. 
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las dos citaciones que entonces se hacían, quedaba fenecida 
el juicio y se declaraba á aquel incurso en una multa de vein- 
te á cien reales. Pero el Juez conciliador, si la persona asi con- 
denada gozaba de fuero privilegiado, mandaba fijar testimonia 
de la condena y lo remitía al Juez competente por razón del 
filero de dicha persona, para que procediera á la exacción, no sa- 
lo de la multa sino de las costas de la citación y acta del juicio. 

Este procedimiento se fundaba en que la ejecución era un 
acto que supqnia jurisdicción, y no podia practicarse sino por 
el Juez que la tuviese sobre el demandado. 

La nueva ley; encarga á los Jueces de Paz la efectividad^ 
de las multas y costas que impusieren por la incomparecencia 
de los interesados en la conciliación. Esto indica la derogación 
de fueros para la exacción, y si se considera que esta no es ma» 
que una incidencia de aquel acto, para la cual son absoluta- 
mente competentes los Jueces de Paz, se convendrá en que 
aun contra eclesiásticos y militares puede enderezarse directa- 
mente el procedimiento de apremio. 

CAPITlJIiO VI. 

Del i|Cto de conciliación. 

Presentes demandantes y demandados, con sus respecti- 
vos hombres buenos, se celebrará el acto de conciliación en la 
forma siguiente: 

Comenzará el demandante exponiendo su reclamación y 
manifestando los fundamentos en que la apoya. 

Contestará el demandado lo que crea conveniente, y po- 
drá hacer también manifestación de cualquier documento en 
que funde sus excepciones. ' 

Después de la contestación, podrán los interesados repli- 
car y contra replicar si quisieren. 

Si no hubiere avenencia entre ellos, los hombres buenos y 
el Juez de Paz procurarán avenirlos. Si no pudieren conse* 
•guirlo se dará el acto por terminado (1). 

(1) Artículos 210 y 212 de la ley de* Enjuiciamiento civil. 
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BadicaSi ha sido la reforma obrada en la antigua jurispru- 
dencia, en punto al modo en que han de celebrarse las conci- 
liaciones. El procedimiento de la nueva legislación, solo admi- 
te la discusión necesaria para fijar la cuestión legal, objeto de 
la comparecencia y la manifestación de documentos. Ya no es 
licito practicar pruebas, exhortar á las partes á la sumisión en 
arbitros ó amigables componedores, ni dictar sentencia. 

De oate modo queda reducida la comparecencia á lo que 
realmente debe ser, á una amistosa y templada conferencia 
ante la autoridad pública, con el fin de cortar en su raiz los li- 
tigios, producto mas de una vez de susceptibilidades ó de erró- 
neas inteligencias. 

Notaráse, sin embargo, la necesidad de dar en algunos ca- 
sos amplificación al taxativo precepto de la ley. Mas de una 
vez hemos visto depender una avenencia de la manifestación 
hecha bajo juramento por una de las partes. Este es un medio 
de probar reconocido por el derecho con el nombre de jura- 
mento decisorio. ¿Se negará este extremo cuando las partes lo 
propongan como fundamento de una transacción? 

La ley no ha podido prever los casos particulares, ni su 
generalidad debe excluirlos. No faltan además recursos para 
introducir en la práctica la jurisprudencia que mas favorezca 
el pensamiento intimo de la ley. El que preside á las concilia- 
ciones es la avenencia y para procurarla^ además del ánimo y 
voluntad de los interesados, se ha exigido la concurrencia y 
mediación de los hombres buenos y del Juez de Paz. 

Pudiera la avenencia concertarse sobre la promesa de pa- 
sar por lo que uno de ellos declarase bajo juramento, y este 

♦ prestarse después del acto conciliatorio, como principio de la 
f ejecución de lo convenido; pero pudiera también exigirse la 

prestación del juramento y declaración consiguieate, en el acto 
mismo de, la conciliación. 

Entonces debe aceptarse y practicarse esta diligencia, no 
como medio probatorio, sino como preliminar y aun parte de 

• la convención. Con todo, los Jueces de Paz deben ser sobrada- 
mente parsimoniosos y discretos, en casos como el propues- 
to, para que á la sombra del benéfico pensamiento de la ley. 
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no se introduzcan en los actos de conciliación dañosas corrup- 
telas. 

Los hombres buenos y el Juez de Paz, procurarán ser efi- 
caces, imparciales y solícitos en la intervención que les está 
concedida en los actos de conciliación. Sus persuasión esT deben 
llevar el sello de la templanza y de la justicia. ¡Cuántas veces 
dependerá de sus excitaciones el éxito de la comparecencia! 

Los hombres buenos son de lihte elección de las partes que 
los presentan, y pueden serlo todos los españoles que estén en 

I el pleno ejercicio de sus derechos civiles (1), de manera que 

I no será necesaria la mayor edad de veinticinco años, cuando 

se adquiera antes de ella ese ejercicio por los medios legales 

I establecidos. 

j General ha sido hasta ahora la costumbre de admitir en 

calidad de hombres buenos á los porteros 6 alguaciles de los 

I Jueces conciliadores, v si bien parece que no debe privárseles 

de este derecho concedido á todo ciudadano que reúna la ple- 
nitud de sus derechos civiles, será conveniente que no se per^ 
mita á los porteros concurrir al acto conciliatorio con aquellli 
cualidad, ya porque durante su celebración tienen que cuidar 

i del mantenimiento del orden en las audiencias del Juzgado, 

I que es una de sus primeras obligaciones, ya por consideracio- 

nes de respeto y subordinación á los Jueces. 

Lo mismo decimos de los Secretarios que habrán de figu- 
rar en concepto de tales, en los actos de que tratamos, siendo 
por consiguiente imposible que á este carácter se les agregué 
otro tan distinto y opuesto. 

Cuando loa hombres buenos que se presenten con' las par^ 
tes no estén en el ejercicio de los derechos civiles ¿podrán ser 
rechazados por las mismas parttes y por el Juez de Paz? No 
dudamos qué asi deberá hacerse antes de entrar á pro{>ónerse 
y discutirse la demanda conciliatoria, y en su caso también sé 
admitirá alguna ligera justificación que sobre el particular se 
oneciere. Debe en su virtud exigirse el ac^mpañiamiéntx) de 
otros hombres buenos/ cuando los presentados no reúméren las • 



(1> Artieulo 211 de la \ey d# Enjuiciamiento cítíI. 



—72— 

condiciones de la ley, suspendiendo por un brevísimo tiempo 
la celebración de la comparecencia. 

Civiles se consideran todos los derechos que correspon- 
den á los ciudadanos, ya con relación á su condición social, ya 
respecta á la familia y ya á la propiedad y están garantidos 
por las leyes. Se dirá por tanto que está en el ejercicio de 
aquellos derechos: 

L ® El que sea español y no extranjero. 

2. ^ El que se halle fuera de la patria potestad. 

3. ® El que tenga capacidad para ser tutor, curador, ó para 
contratar, testar, adquirir por titulo hereditario ó para otros 
actos semejantes. 

Un distinguido práctico,, ocupándose de los hombres bue- 
nos exigidos también para los antiguos juicios de paz, afirma 
que estos podian válidamente celebrarse cuando las partes re- 
nunciaban su acompañamiento, y se hacia constar en el acta tal 
renuncia. Solo dando á los hombres buenos un carácter dife- 
rente del que la ley lea dá, pudiera admitirse semejante opi- 
nión; pero si ^e les considerase como defensores de las partes 
que los eligen, se convertirían en sostenedores de sus derechos 
6 pretensiones, y alejarían con sus esfuerzos, siempre parciales, 
la terminaxíion de las diferencias que promoviesen el acto con- 
ciliatorio. 

Su misión es mas alta y bueno será que los Jueces de Paz, 
cuando vean necesidad, les hagan entender que solo les incum- 
be armonizar ó avenir á los interesados. Este fin solo podrá 
lograrse con su acompañamiento, que consideramos tan preciso 
é inescusable que por su falta debe el Juez negarse á celebrar 
i a conciliación. , , 

Cuando á esta dé origen un negocio que por su entidad 
4eba ser objeto de \Ln juicio verbal ¿será válido ó nulo el acto? 
La legislación derogadg, no estableció apenas diferencia entre 
las solemnidades y formas de los juicios de paz y los verbales. 
Así, cuando en los primeros concurrían hombres buenos, cuan-» 
do las palotes alega))an y probaban cuanto les convenia y era 
necesario para preparar la resolución judicial, y cuando esta 
^e pronunciaba, el juicio era válido y surtía sus efectos, una 
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vez consentido el fallo por las partea, como bí hubiere recibido 
el nombre de verbal. 

Ahora no cabe eata resolución, porque Jas formas del acto 
de conciliación y del juicio verbal son muy distintas, tan dife- 
rentes como no pueden menos de ser una conferencia y )un 
verdadero juicio. 

La ley, sin embargo, no prohiba absolutamente que el jui- 
cio verbal so prepare con el acto conciliatorio: exceptúa sola- 
jnente á aquel del deber prévio' de su provocación. No ocurri- 
rá frecuentemente, pero acaso algún demandante que no esté 
muy seguro de su derecho, 6 que carezca de suficientes medios 
de justificación y tema la contingencia de la resolución judicial, 
, prefiera provocar el acto de conciliación para transigir con el 
demandado; No vemos inconveniente en que el acto se verifique. 

Si los interesados se avienen, ya no tendrán necesidad del 
juicio verbal, y en otro caso ningún inconveniente les impide 
celebrarlo. La nueva le yestá concebida en este mismo sentidoy 
al prevenir que el Juez de Paz lleve á efecto lo convenido én 
el acto de^ conciliación cuando no exceda de la cantidad prefija- 
da ^ara los juicioá Verbales (1), lo cual no ha debido disponerse 
solamente J)ata el ca^o de que, siendo de mayor cuantía la de- 
manda ctincHíátóriíi, sa convinieas el pago de cantidad menor 
•de 4'(]K) esctidós. •• • ^ . • 

Propio dé este tugar es, hacer á los Jueces de Paz las pre^ 
Tenciones ioportünia para cuando los actos conciliatorios ten- 
gan por objeto |it*eparafr una querella de calumnia, ó injuriai ó 
una ^demandíi dé dlvoffció, ó cuando sean consecuencia de la; 
comisión de los delitos de adulterio y estupro. ► 

Sí laídá;ltímtiiáÓ^ injuria fueren muy calificadas y hubie- 
ren pt^oiíiicfido gr'an itrititbiKdad en la persona ofendida, puede» 
esta exigir eti la avéHtencia la aplicación de lina multa ó deL 
destierro; y'jiü'ede él demandado, auftquenoes lo regular, acó»- 
modarse i sufrir estas penas, por creer que asi^se libra de ma- 
yor Wgór legíá y dé multiplicados gastos y disgusto^. En este 
casó"¿débé él Jdez dé Paz Consentir tal avenencia? ¿Tiene me* 
ídids híbil'és para llevaría áéfécíf o? • •• •' .. ; 

(1) Artículo 218 de la ley «Ío EnjuicíamieDto civil. 

10 
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Las cainmnias ó injurias son delitos á que se imponen por 
las leyes, penas cuya aplicación y efectiva ejecución, requieren 
esencialmente el uso de la jurisdicción criminal* El Juez de 
Paz no tiene jurisdicción de esta clase: la que ejerce está li- 
mitada á los asuntos civiles que le atribuye la ley de Enjui- 
ciamiento. 

Por otra parte, para que las penas establecidas por la ley 
puedan ejecutarse, han de proceder de sentencia ejecutoria dic- 
tada, en la instancia á que la naturaleza del delito y de la pena « 
dieren lugar, por los Jueces y Tribunales que tienen ñicultad 
para conocer de negocios criminales. En tal concepto, es evi- 
dente que ni las partes pueden concertar ni los Jueces de Paz 
llevar á efecto penas de ninguna clase. 

Lbs Jueces de Paz y los hombres buenos, en esta clase de 
negocios, deben disuadir á las partes de su avenencia, hacién- 
doles conocer su ineficacia, y procurar la tranquilidad del 
( fendido por medio de explicaciones y decorosas á la par que 
tuficientes satisfacciones del ofensor. 

Lo mismo decimos del. adulterio y de los demás, delitos, 
cuya acción penal se extingue por la condonación de la perso- 
na ofendida. La consideración de que á esta, ha de perjudicar 
doblemente la publi<;idad de un juicio, es una arma poderosa 
con la cual podrán los Jueces de Paz lograr no pocas avenen- 
cias, procurando excitar el honor y caballerosidad de loa ofen- 
sores, á cuya vista deberán presentar el triste espectáculo de 
la perdida paz conyugal» y de la mancillada honra de la mujer 
á quien^ sedujeron^ para condenarla á la humillación y< ala. 
vergüenza. 

Las demandas de divorcio^ ^i^n se funden eninfideJidíad de 
los fiónyuges, en el temor.de que peligre la vida.^S la^ud de 
alguno de ellesi.ó en el riesgo de que el uno quiera, separar al 
oteo de la fó católica, tienw por objeto la separacíon^ del lecboí 
y vida.>ooayugaL 

Semegante sepsuraeion no puede producirla la voluntad, de 
los consortes; es. preciso que se decrete por la Autoridad ecler 
siástica. En este concepto el Juez de Paz no puede aconsejar^ 
ni tolerar que se convenga en la separación por los compare- 
cientes. 
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Demandas de esta especie, solo en un sentido pueden ser 
isusceptibles de avenencia: desistiendo el demandante, particu- 
larmente en el caso de malos tratamientos y de distracción de 
la fé religiosa: dando palabra el demandado de respetar su per- 
sona y sus creencias. 

A este único fin debe el Juez encaminar sus excitaciones, 
y para conseguirlo ha de poner de su parte cuanto tienen de- 
recho á esperar las leyes que le han confiado el honroso patro- 
nato de la paz, el sosiego y la tranquilidad de las familias. 

CAPlTVIiO TU. 

Be la acia j del libro de conciUacion. 

La conciliación se hará constar sucintaniente en una acta 
•que se extenderá en un libro que al efecto llevará el Secreta- 
rio del Juzgado. Esta acta será fírmiada por todos los concur- 
rentes, haciéndolo por los que no sepan ó no puedan firmar un 
testigo á su ruego. (1) 

Aunque la ley previene que la acta se redacte sucinta- 
mente, no daba sacrificarse su claridad á un laconismo mal en- 
tendido. 

La acta deberá por consiguiente expresar: 

1. ^ El nombre del Juez ante quien se celebró el acto de 
•«conciliación, y el cuartel ó distrito á que corresponda, cuioido 
aean varios en una misma población. 

2. ^ El dia, mesy año en que el acto tuvo lugar. 

3. ^ El nombre, profesión y domicilio del demaiidaiite y de- 
mandado. 

4. ® El nombre, profesión y domicilio de los hombres bue- 
nos, con expresión del interesado á quien acompañaren. 

5. ^ La pretensión que deduzca el demandante, determinán- 
dola bien, asi enlo principal como en lo accesorio. 

6l ^ La contestación dada por el demandado, consignando con 
Igual especificación todas las excepcipnes que hubiere opuesto. 

(1) Articitlo 213 de la ley de Enjuiciamiento cirll. 
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7. ® La réplica del demandante y la contraréplica del de- 
mandado. : 

8. ^ La clase y número de los documentos que por una y 
otra parte se presentaren, relacionando brevemente su con- 
tenido. 

9.^ La expresión de 6Í hubo avenencia entre los interesa- 
dos consignándola, caso afirmativo, en. los precisos términos 
que la concluyeren, sin omitir ningún detalle, base ó accidente 
cuya falta pueda crear di$<jjaltades, dudas ó tergiversaciones 
al tiempo de su ejecución. 

10. ® Si entre los interesados no se logró avenencia, la ex- 
presión de que los hombres 'buenos y el Juez de Paz procura- 
ron avenirlos y con qué rasultido. 

11. ® Y' pdr 41ti)no, la mmifersticion de -quQ el Juez de Paz 
dio por terminado el acto, y la indicación de los concurrentes 
que firmién lii acta ó q\íé dejen de hacerió' po!» lió^feaber ó no- 
p'ódéi*, y del Sééretarío que 'totórlce. ' ^ ' • ' • ■ ' ' ' 

' "Cuando por tío concurrir los intéíeáaVlós óalgüíiode eli'óB 
deba'darsé' por" terminado él attodé coneiliaiciioiií áé'^téndetó 
en vez de acta una diligencia que suscribirán él Jtiez de Paz 
y lóá coñcüri^éhtés y áütoritárá él Sééretári'o. - " " ' 

En tífá,''ádémáfe de lo'cóhtemdó en ío'á' cinéo primerósf-y 
. en el último de los números anteriores! omitiendo el Wómbre, 
profesión y domicilió del hóriíferér'büérid qué ' ttó cbtíéurra, de- 
•berá"éxpres'ársé: "' '" ' ' ' "• ^' ' " "' "'í-i'-'f '* 
' ' • 1 .' ® Cü?ál dié lós interesados dejó dé préseritarséi • ' ' • : ¡ ' * < • * 

2. ® Si para ello alegó áíl^ilá ííslvlíÜ qtie él Jü'ezi 'de Paz no. 
calificase de justa y cuál fuere éri su '¿íásó. "' " '' 

' 3. ® 'La'fehíídad de la nítiitá *inl;frtieá;tá;' poí^^íá' falta de asis- 
tencia al interesado ó interesados que incurran en ellü;' "-'"' 
"''' Ellibtó eii 'que háyáW 'de éitahdéfsé la ^i¿fe"y' diligencia 
referidas séi*á* dfe^pel del selló tercero.' 'AM lo 'éstátílécerilbs 
Reglamentos dé 21 de Febrero dié 1858 (1); dispbhiehdo qtie se 
forme con cliádérhílloa/ de cintró pííég^óá de fápelcolácá'dos 'tina 
'deriti'b Hé óífo, cómdos'y foliMbá eri fóií-niíi dé? libro que em- 
pezará en él prinlero y acibara eii eríliltím^b'dfe üladá'áiib. ' ' 

(1) Artículos 10 del dejaíeias) Yierbales j 6?. del de oeoLeiliacion. 
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Esta circunstancia no impedirá» seguir el prudente consejo 
de un conocido escritor, acerca de los requisitos que deben Ile- 
Birse en esta clase de libros y de la forma en que hayan de 
custodiarse, recomendando como muy conveniente el que es- 
tén, foliados y rubricados por el Juez de Paz: que las actas se 
extiendan unas tras otras sxn dejar hueco ¡alguno en blanco, de 
juanera que la última se escriba en el mismo folio en que con- 
cluya la anterior si no lo ocupa, todo; y por fin^ que concluido 
un libro se deposite á disposición del Juez para cuando hayan 
de expedirse certificaciones de años anteriores. 

Si las disposiciones citadas no consienten que los libros de 
aztas de cpnciliacion se foniíen de ima vez, para el efecto de 
podejr ser rubricados y foliado^ por ^1 Juez de Paz, precau- 
ción que consideramos muy oportuna, cpmp lo seria la de es- 
tampar en la primera hoja cortificacion del número á que 
ascendiesen todas las del libro, forzoso será sin duda que, al 
propio tiempo que se celebren los actos de conciliación, se ex- 
tiendan las actas en los cuadernillos que se vayan formando 
con los pliegos de papel que presenten las partes, de manera 
que se enlacen unos con otros por medio de las actas mismas: 
que á medida que se vayan agregando cuadernillo^ proceda el 
Jaez de Paz alfoliarlos y rubricarlos; y queá fin de c^ada a^o 
se cierren dichos libros, estampándose la indicada CQFtificaci(9n 
del número de folios, que autorizará el Secretaírio y visará el 
Jtiezr. ■.■■•.■■•• ^ «'• •■. 

El Secretario' extraerá de este libro las Qertlíi<?acÍQni^s que 
los interesados le pidieren, loa ouale» abonarán, los g^stQ^ que 
produzcan. Lo» que ocasione la conciiiacionii aeran de <;uier)yta 
■del que la: promueva. . : , ; i 

Puede ser este un pobre de solemnidad. ¿Qui^n. pagsjirá 
entonces los gastos de la conciliación? ¿En quéipapel sjb exten' 
derá la acta? Al demandado no podrán exigii'^er gastos ni papel 
de ninguna clase, porque la ley le deckira lOxento de est^ de- 
ber. El que obtuvo el tratamiento de pobreza, .tampoco viene 
obligado á satisfacerlos ni á usan otroipape} que el de su clase, 
porque estos son los efectos de semejante beneficio legal. 

No hallamos inconveniente alguno en que ¿T Secretario y 
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el portero dejen de percibir sus derechos porque, como los 
funcionarios de los demás Juzgados y de los Tribunales, tie- 
nen precisión de ejercer gratuitamente sus funciones con los 
pobres para litigar, y tampoco lo hallamos en que la acta se 
extienda en papel de pobres, por mas que la generalidad de los 
escritos de la misma clase que contenga el libro sean de otro 
sello. Esto se observa en los juicios escritos y no hay razón 
alguna para que deje de observarse en los actos de conciliación, 
preliminar inescusable para la promoción de aquellos. 

Sin embargo, cuando se conviniere que el demandado que 
no esté en la clase de pobre, satisfaga los gastos de la concilia- 
ción, deberán hacerse efectivos y reintegrar el papel invertido 
en la extensión de la acta, y cobrarse también del demandante 
pobre cuando en virtud del convenio hubiere de percibir algu- 
nas cantidades. 

€APITi;i.O TIII. 

De las causas de nulidad de los convenios. 

Contra lo convenido en el acto de conciliación, solo se ad- 
fnitirá la demanda de nulidad, la cual procederá únicamente 
por las cau!sas que dan lugar á la nulidad de los contratos. (1) 

No vamos á desenvolver la tramitación de este recurso, 
que debe seguir la del juicio ordinario, toda vez que habiendo 
de interponerse ante los Juzgados de. primera instancia, á es- 
tos incumbe solamente su conocimiento. Vamos á enumerar 
las causas que dan lugar á la nulidad de los contratos para que, 
teniéndolas presentes los Jueces de Paz, eviten que se incar- 
ra en ninguna de ellas al avenirse las partes. 
La nulidad de los contratos puede emanar: 
1.^ Del consentimiento. 
2.^ De la capacidad para contratar. 

3. ® Del objeto de los contratos. 

4. ^ De la causa de los mismos^ 



(1) ÁTtícnlo 217 de la ley de Enjuiciamiento civil y deelamcion del Tribu- 
nal Supremo en recurso de apelación núm. 110 de 1861. 
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El consentimiento es la expresión espontánea, deliberada 
y Ubre de la voluntad. No existirá por consiguiente: 

1. ^ Cuando sea dado por error. 

2. ® Cuando se arranque por fuerza ó miedo* 

3. ^ Cuando se obtenga por dolo. 

Para que el error sea causa de la nulidad del convenio, es 
preciso que recaiga sobre la sustancia ó esencia de la cosa y no 
sobre sus accidentes, como si se vendiera latón por oro, estaño 
por plata ó un metal cualquiera por otro. No podrá reputarse 
haber error de hecho en un convenio, cuando este se celebre 
con pleno conocimiento por ambas partes de los antecedentes 
del mismo; y si le hubiere deberá ser imputable al perjudi- 
cado. (1) 

Existen la fuerza ó el miedo, para los efectos legales de 
que tratamos, siempre que sean tales que coarten la libertad 
de un varón fuerte y animoso, ó como dice una ley de Parti- 
da (2) "cuando á alguno aducen contra su voluntad, ó le pren* 
den ó ligan, cuando el miedo fuese fecho de tal manera, que 
todo home maguer fuesse de gran corazón se temiesse del, co- 
mo SI viese armas, ü otras cosas con quél quisiesen ferir ó ma- 
tar, ó le quissiesen dar algunas penas, ó si fuesse manceba vir- 
gen é la amenazasen que yacerian con ella." — El temor, pues, 
de un peligro inminente y de consideración, y no de un peli- 
gro lejajoo y pueril, debe ser lo que constituya la causa de nu- 
lidad del contrato ó convenio. 

El dolo puede ser: 
1.® Causa del contrato. 
2. ® Incidencia de la obligación» ^ 

El primero consiste en inducir fraudulentamente con en-. 
g^uoS) seduccÍQuea ó supuestas ventajas, á contraer al que de 
otra modo no lo ejecutaría. 

El aegvindo se verifica cuando el que contrae espontánea 
7 libremente, ea engañado en la misma obligación. 

El dolo que dá causa al contrato, produce su nulidad. (3J, 

(1) Tríbnnal Supremo, Cáb. nám. 23? de 1890. 
(3) Tnboaaji Supremo, Casac« nOm. 14a áp 1864. 
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el que incide en la oWigacIoíi na la anala, pero sujeta al resar- 
cimiento del daño ó perjuicio causado por el engaño. Máscuan^ 
• do este intervino conociéndolo el engañado, no podrá fundar 
en él demanda de nulidad ó de indemnización, asi como tatn- 
poco cuando, sabedor del doló y libre de la fuerza ó miedo, 
cumpliese la obligación contraida bajo la influencia de tales 
restricciones de la voluntad. 

No podrá decirfee que existe dolo si obrando de buena 
fé y con el objetó de conseguir el mayor beneficio posible 
de la obligación, sé produce daño en menos de la mitad del 
justo precio de la cosa sobre que verse. En este caso, no se in- 
validará el contrato ni habrá derecho á reclamar resarcimiento, 
que solo seria procedente, cuando excediere, por medio de las 
acciones cíe lesión enorme y enormísima de que nos ocupare- 
mos en otro lugar. 

La capacidad para contratar se determina: 
i. ^ l'or el discernimiento, 
á. ® Por íá independencia. 

Carecen dé disceriiimiento: 
i. c» Él loco ó fatuo. 

2. ® El menor ác siete años. 

3. ® Éi pródigo asi declarado ejecutoriamente. 
No tienen independencia para contratar. 

1. ®' Los mayores de siete años, menores dé veinticinco. 

2. ® Los hijos de familia que estén bajo la patria potestad. 

3. ^ Las mujeres casadas. 

Por unos y por otros deben obligarse los tutores, curado- 
res, padres ó maridos en la forma y con las salvedades marca- 
das al tratar del' apoderáriiiento. ' ' 

Los contratos que dé otra niaherá se contrajeren, serán 
nulos en todo lo que perjudiquen á lá^ personas enumeradas. 

' El objeto ó materia de los contratos ó convenios debe ser 
lícito, honesto y posible. Serán nulos por tanto: 

1. ^ Los qué sehíi contra íéy.' 

2. ® Los que se hagan CQintra las ¡buena? cpstumbres- 

3. ^ Los que versen sobre cosas no susceptibles de enaje- 
nación, como las que dejaron de 'existir antes de que elcontra* 
•lo se celebrase. 



—81— 
En la causa del contrato se comprende: 

1. ® El beneficio de uno de los otorgantes. 

2. ® La utilidad de los que contraen. 

Siempre debe expresarse en. el contrato la causa que le dé 
erigen cuando \erse sobre deuda de dinero, pues de otro mo- 
do, y á pesar de que la ley de Toro (1) declara que, en Qual- 
-quier manera que parezqa que uno quiso obligarse quede obli- 
gado al cumplimiento de lo que prometió, no tendrá el docu- 
mento en que aquel conste fuerza ejecutiva, ni perjudicará al 
otorgante que, si no quisiere, no podrá ser apremiado al pago, 
á no ser que por el beneficiado en el contrato se expusiere y 
probare razón justa para que se hiciere. * 

Esta viene á ser la opinión de los reformadores de Febre- 
ro que, desconociendo la necesidad de expresarse la causa de 
debela, salvan al demandado el derecho de pedir que el deman- 
dante declare, bajo juramento, si la obligación fué hecha con 
c^usa, señalándola en su caso, á fin de que el demandado pueda 
probar su falsedad, presumiendo si no lo hace ser una dona- 
ción, salva la prueba en contrario que ofreciere dicho deman- 
dado. 

A estas sencillas indicaciones pueden reducirse, en su ge- 
neralidad, las causas de nulidad de los convenios. Su inteligen- 
cia es bien palpable para que nos detengamos á explanarlas: 
solo añadiremos que cuando se termina por medio de transac- 
'cion cualquier duda ó diferencia, todas la& cuestiones que 
después se susciten, deben resolverse con arreglo á lo pactado, 
si no se presentare prueba legal contra su validez (2). 

Concluiremos notando, en cuanto á los negocios mercan- 
tiles: 

!• ^ Que los convenios hechos en las comparecencias por 
personas que tengan capacidad legal para ejercer actos de co- 
mercio, tienen fuerza ejecutiva entre las partes obligadas, como 
'43Í se hubieran contratado en escritura pública, sin admitirse 
mas excepciones contra ellos, que las que proceden según de- 
recho en la misma via ejecutiva. 

(1) Ley \% látalo 1?, Lifo. 10 de la Novísima Becopilacion. 

(2) Tribanal Supremo, Casación nám. 15 de 1S61. 
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2. ^ Que cuando los intereses, sobre que recayere la tran- 
sacción, pertenezcan á menores, manos muertas, bienes comu- 
n33, establecimientos públicos & otra propiedad cuyos adminis- 
t.udores no tengín facultad para transigir por si, no será eficaz^' 
la transacción hasta que se evacúen las diligencias prevenidas 
por ddrecho para la validicion de lo transigido, y su aproba- 
ción por el Juez, autoridad ó persona á quien competa darla (1). 

TITULO V. 

D3 LA BJSCUCIOX DB LO CO:^VENIDO EN BL ACTO I>B 
CONCILIACIÓN. 

CAPITVI.OI. 

De la ejecución del cdnvenio coasistente en la sumisiodoi 
Á arbitros 6 amisrables componedores» 

Lo convenido en el acto de conciliación se llevará á efecto 
por el Juez de Paz, si no excediere de la cantidad prefijada 
para los juicios verbales; pero si excediere, lo ejecutará el Al- 
calde mayor del distrito, de la manera y en la forma prevenir 
das para la ejecución de las sentencias (2). 

Esta disposición de la ley no deja la menor duda en cuan- 
to á la competencia exclusiva de la jurisdicción ordinaria para 
llevar á efecto los convenios celebrados en las conciliaJciones: 
asi lo ha declarado el Tribunal Supremo de Justicia en varias 
decisiones, (3) determinando en una de ellas que está deroga- 
da la facultad de llevar á efecto las avenencias de los aforados 
de guerra, concedida á la autoridad militar por el articulo 8? del 
decreto de las CtSrtes de 18 de Mayo de 1821 y restablecida 
en 18S7 (4). 

(1) AitÍQillflis SKX jr SI 09 Ifv ley <íb £^iclieíIllliMlto liMPcatttik 

(2) Articnlo 2J8 de la ley de £nj[aicin«iien¿to ^ilf'ú j áeqmon 4^. Trilni^ 
nel Sopreimo nám. 33 de 1861. 

(3) TribunaJt Sapremo, E^aeísíoa náv. 51^ TdmoTé, Oeleo. Ie|^^ 

(4) IdMQ Dec. uám. 33 de ISJI. 



Bu esta raísina forma se procederá por los Jueces á¡d Fas 
á la ejecución de lo convenido en el caát> que lea corresponda 
llevarlo á efecto, aunque con las variaciones propia» de lá ín- 
dole de su limitada jurisdicción qu3 tendremos présenles al 
exponerla, si bien cuidando de que no deje de llevarse á eféc* 
to lo pactado ni sirva de pretexto para promover un litigio, ta 
iüdeeision de algan punto incidental que pueda reiíoiverse al 
ejecutar el convenio concluido en la coneiliaekm (1). 

* Infinitos pueden ser los convenios qnese ajtístéri en los 
actos de conciliacioD, como serán multiplicadas: y t'áíHas^ lás jV^ 
tieiones y excepciones que los produzcan. Los princi^iáles con- 
ffistííán sin embargo: 

L ^ Bn flometer la cuestión á la decisión de áiMlro^ ó' atÉii-^ 
.¿pdiles eompon^ores. 

2. ^ ]fo el pago de cantidades liquidas. 

2. ^ Eh el pago de csntidadea ilíquidas, procedentes dé {m^ 
toso perjuicios. 

4.^ Bn el pago de una cantidad liquida y otra üíquidá. 

5.^ Bn hacer ó no hacer ó entregar alguna cosa detét^ 
minada. 

De cada uno de estos convenios y de su; ejécudion, nos 
^ocupa3temó».en fes oi^tulos é& este tituto. 

Aunque, como m ha risto en su lugar correspót^diente, los 
Jueces de Paz no deben exhortar á las partes á* qué sometan 
«US diferencias en arbitros ó amigables comp6nédorefs, coiáo 
antes de la nueva ley teniaa precisión de hacerlo^, comprende- 
rán muchas veces y también los interesados la necesidad y 
^>portunidad de convenir en este medio de poner término á sus 

üfies y otros deben saber pcnr lo miimié qué Soto lai^ per* 
fioilaii qne tiraen aptifciid para obligarse, y sé¡ enumeran en otr(> 
lugar, pueden celelnraor este convenio, eom§ tód<>s loéi dé que 
«(Na^iiaceptibles k» aetoa conciliatorios; y que en el juiélo de 
:árltttroB todo se somete y cede á la voluntad de lalsi partesi las 
•cnales pueden atribuir la facultad de conocer á cualquiera per- 



(1) Tribunal Supremo, Casac. núm. S37 de 1860. 
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sona de sa confianza (1) que reúna las necesarias circunstan- 
cias de aptitud y moralidad exigidas por el derecho. . 

No pueden comprometerse en arbitros ni amigables com- 
ponedores: 

1. ® Las cuestiones que versen sobre el estado civil de las- 
personas. 

2. ^ Aquellas en que deba intervenir el Ministerio fiscal,, 
con arreglo á las leyes. 

3. ^ Las que provengan de delitos ó faltas, como no ^b, res- 
pecto de la responsabilidad civil declarada en favor de tercero. 

4. ® Las causas de divorcio. 

La diferencia entre los Jueces arbitros y los amigables 
componedores consií§te en que, los primeros (}eben ser personas 
peritas en el derecho, al cual y á lo alegado y probado han de 
arreglarse en sus fallos, y los segundos pueden no ser letra- 
dos y terminar el compromiso, según su leal saber y entender, 
sin sujetarse á las disposiciones del derecho. 

Pueden ser nombrados arbitros los que reúnan las cir* 
cunstancias siguientes: 
1* Ser letrados. 

2* Tener mas de veinticinco años. 
3^ Estar en el pleno ejercicio de los derechos civiles (2)» 
Para ser amigable componedor se requiere: 

1. ® Ser varón. 

2. ® Tener mas de veinticinco años. 

3. ® Hallarse en el pleno goce y ejercicio de los derechos 
civiles. » 

4. ® Saber leer y escribir (3). 

La nueva ley ha reformado la legislación anterior, que- 
permitía ser arbitrador al menor de veinticinco año3, cuahda 
los litigantes no ignoraban esta circunstancia, y también á.la 
mujer que obtuviere licencia de su marido, siendo casada. 

La ley de Enjuiciamiento mercantil, de donde se han ex- 
traído las principales disposiciones de la civil, en punto al jui- 

(1) Tribunal Supremo, Casac. núm. 58 de 1860. 

(2) Artículo 776 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(3) Artículo 825 de ídem. • 
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CIO arbitral y al de amigables componedores dispone, que el 
compromiso pueda hacerse no soló en escritura pública, ó por 
escrito presentado de conformidad en los autos, si hubiere ya 
pleito comenzado, sino en contrato privado entre partes que 
conste por escrito, y por convenio ante los Jueces avenidores 
ó de conciliación; mas la citada ley de Enjuiciamiento civil exi- 
ge que el compromiso se formalice necesariamente en escritu- 
ra pública, siendo nulo si se contrajere en cualquiera otra 
forma (1). 

De aquí nace la duda de si bastará que el compromiso, 
convenido en acto de conciliación, se haga constar en la acta de 
comparecencia, expresándose todas las circunstancias que de- 
ba contener la escritura, ó si por el contrario será indispensa- 
ble, para su validez y eficacia, el otorgamiento de esta. 

Lo convenido en el acto de conciliación tiene la misma 
fuerza y consideración que los contratos otorgados con todas 
las formalidades legales, y por esto son causas de nulidad de 
aquel convenio las mismas que producen la de los contratos. 
Esta consideración parece demostrar que el convenio hecho 
ante el Juez de Paz y su Secretario, tiene la misma firmeza 
legal que el concertado en escritura pública y solemne, porque 
en realidad á la fé del Escribano bien pudiera equipararse la 
que merece la autoridad pública que preside, promueve y ga- 
rantiza el convenio ó avenencia. 

Con todo, como no es esencial á la validez de algunos con- 
tratos el otorgamiento de escritura, parece que la ley al exigir 
esta precisamente para la formalizacion del compromiso, no 
ha considerado bástante firme el acto de la conciliación. 
* Deberá, pues, procurarse que en este se hagan constar 
todos los particulares del compromiso y otorgar después en su 
conformidad la escritura. Aquellos y esta han de contener pre- 
cisamente: 

!• ® Los nombres y domicilio de los convenidos otorgantes. 

2. ® Los nombres y domicilio de los arbitros. 

3. ® El negocio ó cuestión que se someta al fallo arbitral, 
con expresión de sus circunstancias, 

(1) Artículos 773 j 821 de !a ley de Enjuiciamiento civil. 



—86— 

4. ^ Li designación de tercero para el caso de discordia, la 
cual no podrá encomendarse por las/ partes á ninguna otra 
persona. 

5. ® El plazo eñ que los arbitros y el tercero, en su caso, haa 
de pronunciar la sentencia. 

6. ^ La estipulación de una multa, (^e deberá pagar la par* 
te que deje de cumplir con los actos indispensables para la 
realización del compromiso. 

7. ^ La estipulación de otra multa que, el que se alzare del 
fallo, deberá pagar al que se conformare con él, para poder 
set oido. 

8. ® La fecha en que se otorgare el compromiso. 

Estas niismas circunstancias han de reunir los compromi- 
sos en amigables componedores, pero en ellos no hade concur- 
rir estipulación de las multas marcadas en los números 6? j 

í"? (1). 

Los Jueces de Paz deberán cuidar de que en los conve- 
nios de que tratamos, sé ^tengan presentes y no se contraarien 
dichas circu^istanciás, como de indispensable observancia para 
que él convenio surta efecto. 

Se ha dicho al principio de este capitulo que á los Jueces 
de Paz incumbe llevar á efecto lo convenido en el acto de con- 
ciliación, y no dejará de ofrecerles dudas la extensión de sus 
facultades, en el caso de que el convexüo consista en la sumi- 
sión á arbitros ó amigables componedores. Entendemos que 
pueden observarse para resolverlas las reglas que siguen: 

1. ^ Cuando el convenio verse sobre cantidad ilíquida ó ín- 
determinada,'Se tiniitarán á dar á los interesados que la pidim 
certificación de la acta en que aquel conste, para que ocurran^ 
con ella al Alcalde mayor del distrito, sin permitirse dictar nin- 
guna providencia que tenga por objeto el cumplimiento del 
compromiso. 

2. ® En los casos en que este se convenga por cantidades 
liquidas mayores de 400 escudos, se abstendrán también de co* 
nocer en su evacuación, que dejarán al cuidado de los Alcal- 
des mayores. 

(1) Artícalos 774 j 832 de la ley de Enjaiciamiento civil. 
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3. ® Cuando la cuestión, objeto del convenio, se refiera á 
cantidades ó entidad menor de 400 escudos, lo cual será poco 
frecuente, proveerán á excitación de parte interesada lo que 
consideren procedente al fin de que el convenio se lleve á 
cumplido efecto. 

Sus facultades en este punto se limitarán: 

1. ® A obligar á las partes á que otorguen la escritura ante 
escribano público, cuando alguna de ellas se negare á hacerlo 
después de celebrada la conciliación, y á que en su otorga- 
miento se acomoden á los términos, circunstancias ó condicio- 
nes en el mismo concertadas, á menos que todos los interesa- 
dos de común acuerdo conformasen en variarlas, ya respecto 
de las personas de los arbitros ó amigables componedores, ya 
en cuanto al plazo señalado para pronunciar sentencia, ya 
acerca de cualquier otro punto de igual naturaleza. 

2. ^ A hacer que una vez otorgada la escritura, se presente 
á los arbitros ó amigables componedores y á los terceros nom- 
brados, para que manifiesten si aceptan ó nó, si bien esta dili» 
gencia puede practicarse solamente por el escribano que auto- 
rice el instrumento. 

3. ® Cuando alguno de los arbitros ó amigables compone- 
dores no aceptare, á obligar á la parte que lo hubiere nombra- 
do á que dentro de tercero dia elija otro. Esto en el caso de 
que cada uno de los interesados hubiere hecho el nombramien- 
to de su arbitro ó amigable componedor, pues si de comuxt 
inteligencia hubiesen nombrado uno solo, quedará sin efecto el 
convenio y compromiso, no conviniendo en el reemplazo del 
que no aceptara, lo mismo que si el rehusante fuere el arbitro 
ó amigable componedor tercero. 

4.^ A compeler á los arbitróse amigables componedores, 
que aceptaren estos cargos, á que cumplan con ellos en los pla- 
zos marcados en las escrituras de compromiso, bajo la pena de 
responder de los daños y perjuicios que causaren á los intere- 
Bados, y cuya cuantía se fijará y exigirá á instancia de estos por 
el Juez que corresponda, en razón de su entidad. 

Paraqua estad faeidtode» tio«e hagan ilusorias por los 
42onvemdo8, partiecdarmente en los caaos de loados números 
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primeros, se arreglarán los Jaeces de Paz al procedimiento 
que expondremos en el capitulo 59 de este titulo, respecto de 
la ejecución del convenio que tenga por objeto hacer ó no ha- 
cer, ó entregar alguna cosa determinada. 

Todo cuanto se refiera á la recusación de los arbitros y- 
amigables componedores, cuando no accedieren á ella, y á la 
resolución de los puntos en que no estuvieren conformes, de- 
berá ser de la competencia de los Alcaldes mayores, ya por- 
que la ley lo dispone asi, introduciendo en este último particu- 
lar el recurso de apelación ante la Audiencia respectiva, ya 
porque tales puntos no impiden ni se oponen á la ejecución de 
lo convenido en el acto de la conciliación, ya en fin, porque 
para su decisión será ordinariamente necesario el conocimien- 
to del derecho. 

El compromiso no se invalida porque en cualquiera de 
los nombrados falte alguno de los requisitos exigidos para ser- 
lO) toda vez que á la parte que hizo este nombramiento se la 
podrá obligar á elegir, en el término de tercero dia, otro arbitro 
ó amigable componedor en quien todos aquellos concurran (1). 

La legislación mercantil ofrece, respecto de la civil, la sin- 
gularidad de facultar expresamente á las partes comparecien- 
tes para que se comprometan al juicio arbitrario del Juez con- 
ciliador, y en este caso dispone que el acta de comparecencia 
sea equivalente á un compromiso hecho en escritura* publica y 
que produzca los mismos efectos (2). La |ey de Enjuiciamiento 
civil debió creer que, prescribiendo las circunstancias ó calida- 
des necesarias para ser arbitro ó amigable componedor, era 
innecesaria la declaración hecha por la ley mercantil, toda vez 
que sin ella puede recibir aquella investidura el Juez concilia- 
dor, siempre que reúna como ordinariamente reunirá los requi- 
sitos mencionados. Hé aquí porque entendemos que en los 
asuntos comunes pueden también las partes comprometer sus 
diferencias en el mismo Juez de Paz en quien estos concurran. 



(1) Articalo8^f777 y 806 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Articulo 22 de la ley de E^juiolamiento mercantil. 
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CAPITUI.O II. 



De la ejecacion del convenio consistente en el pagro de 
cantidades liquidas. 

En el acto de conciliación pueden los interesados acomo- 
darse al pago de una cantidad liquida y determinada, y en este 
caso debe cuidar el Juez de Paz de que se hagan constar to- 
das las circunstancias del pago, para que al llevar á ejecución 
el convenio, cuando le corresponda por razón de la cantidad 
convenida, entienda: 

L ® Que si se convino ó contrató puramente ó sin condición 
ni dia determinado para su cumplimiento, puede este pedirse 
y otorgarse desde el momento del convenio, á no ser que con- 
curran circunstancias que requieran tiempo, en cuyo caso de- 
berá concederse el necesario, como si el obligado se hallase 
ausente de su domicilio y le fuere preciso volver á él para 
realizar el pago. 

2./^ Que cuando el convenio se forme condicionalmente, na- 
da debe pedirse ni, aunque se pidiere, nada debe concederse 
hasta que se 'acredite haberse cumplido la condición puesta, sin 
que baste á impedirlo la muerte de alguno de los convenidos, 
toda vez que el convenio se entenderá hecho para sus suceso- 
res, por el principio de derecho de que el que contrae lo hace 
no solo para sí sino para sus herederos. 

Lo mismo deberá observarse cuando para el pago se fíjase 
dia ó plazo cierto y determinado, por ser condición do tal con- 
venio el lapso del término concedido para pagar. 

3. ® Que consistiendo el convenio en dar ó hacer á elección 
del obligado una de dos cosas, puede optar por la que le parez- 
ca y pagar con ella, sin que el Juez deba permitirle el pago 
con la mitad ó parte de cada una, obligándole á que entregue 
la que reste si la otra hubiere perecido. 

4. ^ Que si fueren dos ó nías los obligados en el convenio y 
86 sujetaron simplemente, sin imponerse cada uno el deber de 

-cumplir la obligación en el todo, solo puede reclamarse la par- 
.te que, en proporción de su número ó de su particular concier- 

12 



to, corresponda á cada uno: y por el contrario podrá pedirse el 
todo á uno solo cuando se obligaran por él ó solidariamente^ 
salvo el derecho del que asi cumpliere la obligación para exi- 
gir de cada uno de sus co-deudores la parte que les correspon- 
diere. 

Con presencia de estas prevenciones, y previa siempre 
instancia de parte, se procederá á ejecutar el convenio de pa- 
gar cantidad líquida, despachando mandamiento de ejecución 
que se entregará al que le obtuviere. Con él se requerirá al 
deudor al pago y si no fuere habido, después de haberle bus- 
cado dos veces en su domicilio con intervalo de seis horas, se 
hará el requerimiento por cédula que se dejará por su orden i. 

1. ® A su mujer. 

2. ^ A sus hijos mayores de catorce años. 

3. ® A sus dependientes ó criados si los tuviere. 

4. ® A los vecinos dando preferencia á los mas próximos. 
Mas si no se supiere su paradero, ni tuviere casa, se hará 

el requerimiento por cédula al Alcalde del pueblo de su do- 
micilio, y si no lo tuviere conocido, al de su última residencia^ 
publicándolo además por edictos, que se insertarán en los pe- 
riódicos del pueblo, si los hubiere, y si no se fijarán en las , 
puertas del Juzgado de Paz. 

No pagando en el acto, hecho de cualquiera de estos mo- 
dos el requerimiento, se procederá á embargar bienes suficien- 
tes á cubrir la cantidad convenida y las costas, observándose 
el orden siguiente: 

1. ® Dinero metálico si se encontrare. 

2. ® Alhajas de plata, oro ó pedrería, si las hubiere. 

3. ® Frutos y rentas de toda especie. 

4. ® Bienes semovientes. > 

5. ^ Bienes muebles. 

6. ® Bienes raices. 

7. ® Sueldos ó pensiones, hasta la cuarta parte si no llega- 
ren á ochocientos escudos en cada año, hasta la tercera desde 
ochocientos á mil ochocientos y hasta la mitad desdé esta canti- 
dad en adelante (1). 

(1) Artículos 948, 919, 952 y 955 da la ley de Enjuiciamiento civil. 
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No pueden ser embargados: 

1. ^ El lecho cuotidiano del deudor, su mujer é hijos. 

2. ^ Las ropas del preciso uso de los mismos. 

3. ^ Los instrumentos necesarios para el arte ü oficio, á qu& 
«1 primero pueda estar dedicado. 

Si hubiere bienes dados en prenda ó hipotecados, se po- 
drá proceder contrasellos antes que contra ningunos otros, si 
el acreedor lo solicitare, y del embargo de bienes raices se 
ix^mará razón en la contaduría de hipotecas del partido, librán- 
dose al efecto el oportuno mandamiento por duplicado, uno de 
cuyos ejemplares, después de diligenciado, se unirá á los au- 
tos quedando el otro en la contaduría (1). 

Las diligencias de requerimiento y embargo se practica- 
rán por el portero del Juzgado asistido del Secretario; mas si 
el deudor residiere en otro pueblo, se librará oficio al Juez de 
Paz para que, por sus subalternos, se ejecute el requerimiento 
y reportado que sea y constando no haber pagado en el acto, 
se procederá al embargo. 

Sucederá que los bienes del deudor requerido radiquen 
^n punto distinto del de su residencia, y entonces se librará 
también oficio para el embargo, expresando el convenio en 
cuya virtud se procede á la ejecución y la cantidad debida con 
el importe de las costas. 

El embargo no ha de pasar de los bienes cuyo valor se 
calcule ser suficiente á cubriy estas cantidades, no pudiéndose 
ya extender á los demás bienes ó todos los del deudor, como 
antes se acostumbraba hacer, por medio de una diligencia que 
se llamaba de traba. 

En el emTbargo de rentas de cualquier clase y en el de 
sueldos ó pensiones se hará saber al particular, corporación ó 
-dependencia del Estado que deba satisfacerlas, que lo haga al 
depositario nombrado y no al deudor, hasta que, por haberse 
cubierto el débito, se les participe su aptitud y libertad para 
percibirlas. 

Podrá también suceder que dichas rentas, sueldos ó pen- 



(1) ArticuloB 950, 951 j 953 de la lej do Bujuicú^nientó cífU.^ 
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slones ó que cualesquier otros bienes del deudor qufe trateit. 
de embargarse, hayan sido ya embargados por mandato de otro* 
Juez. En este caso, se declarará su embargo sin perjuicio de^ 
las obligaciones á que estén sugetos y se oficiará á dicho Juez 
para que los deje á disposición del que decretó el último em- 
bargo, cuando resulte cubierto el primer crédito, ó para que- 
participe qué bienes quedaron para la satisfacción del segundo- 
Las diligencias de ejecución se suspenderán mientras se 
obtenga este resultado, y entonces proseguirán su curso regu- 
lar hasta llegar al pago con los bienes en que pueda hacerse 
efectivo. 

El acreedor puede concurrir á los embargos y designar 
los bienes del deudor en que hayan de causarse, pero sin alte, 
rar el orden establecido, y también pedir su mejora, que debe, 
rá decretarse si se puede dudar siquiera de la suficiencia de 
los embargados para cubrir principal y costas (1). 

Hecho el embargo, se pasará al avalúo y venta de los bie- 
nes en que consista, y al pago en su caso con sujeción á las 
' siguientes reglas: 

1* Si lo embargado fuere dinero, sueldos, pensiones ó cré- 
ditos realizables en el acto, se tasarán las costas y se hará pag'o- 
inmediato al acreedor de estas y de la cantidad principal, y se 
devolverá al deudor el sobrante embargado, recogiéndose dé 
este y de aquel el oportuno resguardo que se unirá á los autos. 

2! Si lo embargado fueren bienes de otra clase, se proce- 
derá á su justiprecio, por peritos que nombren las partes y 
tercero en su caso, para dirimir la discordia, el cual será sor- 
teado entre los que paguen mayores cuotas de . subsidio, y iio 
llegando á este número íos peritos de alguna localidad, entre 
los que hubiere, y no habiendo ninguno que pague subsidio» 
nombrará el Juez de Paz el que haya de practicar el aprecio. 
Hecho este se sacarán los bienes á pública subasta: 

1.® Por ocho dias si fueren alhajas, frutos, semovientes d 
muebles. 

2. ® Por veinte dias si fueren raices. 



(1) Artículo» 956 y 957 de la l«y de Enjuiciamiento dril. 
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• En ambos casos se fijarán en los sitios públicos edictos 
que señalen él día, hora y sitio del remate, los cuales se inser- 
tarán en los periódicos oficiales del pueblo en que se siguiere 
la ejecución de lo convenido, y en los del en que se hallaren 
situados los bienes embargados (1), 

Durante el transcurso de los ocho ó veinte dias porque se 
anunció la subasta de los bienes embargados, podrán hacerse 
proposiciones para su adquisición, bien por medio de memo- 
riales presentados al Juez de Paz, bien por comparecencia» 
ante el mismo ó su Secretario, de las cuales se arreglarán las 
oportujias diligencias. 

Llegado el dia señalado para el remate, se celebrará este 
en audiencia pública del Juzgado, no* admitiéndose mas postu- 
ras que las que cubran las dos terceras partes del avalúo de 
los bienes. No habiendo postores podrá el acreedor á su arbi- 
trio pedir nueva subasta, previa retasa por los mismos peritos 
ó por otros nuevos, si alguna de las partes lo exigiere, ó su ad- 
judicación en las referidas dos terceras partes; y si habiendo 
postores dejare de tener efecto el remate por falta suya, se 
procederá también á nueva subasta siendo el mismo postor 
responsable de la disminución de precio del segundo remate y 
de las costas que se hubieren causado con este motivo. 

La forma en que el remate deberá tener efecto podrá ser 
la siguiente: 

1. ® El Secretario dará cuenta de los autos haciendo rela- 
ción sucinta de la celebración del acto conciliatorio, del conve- 
nio contraído en el mismo, de la ejecución pedida y despacha- 
da para su cumplimiento, y del embargo practicado en los 
bienes del deudor, para cubrir las cantidades á que ascendie- 
ren principal y costas, expresando el dia en que se pusieron 
en subasta y el trascurso de los señalados hasta el fijado para 
el remate. 

2. ® El Juez de Paz declarará en seguida abierto este, ad- 
vertirá el tiempo de su duración cuando á su juicio convenga 
que sea determinado y prevendrá al Secretario lea las propo- 



(1) Artículos 979, 980 y 983 de la laj de Énjuiciftmlento cMl. 
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siciones hechas, qae si cubren las dos terceras partes del ava- 
luó serán las que sirvan de tipo para el remate. 

3, ® El Secretario cumplirá esta orden del Juez leyendo 
integramente dichas proposiciones, con expresión de los nom- 
bres y yecindad de las personas por quienes se hicieren. 

4. ® Acto continuo se anunciará la venta por el pregón ó 
voz píiblica, indicando qué bienes son los que se venden, en 
cuánto están valuados, qué cantidad se dá por ellos, y previ- 
niendo el tiempo de duración del remate, y que se dará la pri- 
mera, segunda ó tercera palmada. Este anuncio se repetirá tan 
frecuentemente como lo prevenga el Juez de Paz, teniendo á 
la vista del público los bienes muebles, semovientes, ó de otra 
naturaleza, cuando esta lo permita. 

5.* ® El Juez irá admitiendo y el Secretario anotando todaé 
las proposiciones ó pujas hechas, siendo admisibles por exce- 
der de las anteriores, ó de las dos terceras partes del avalúo, 
expresando los nombres y vecindad de las personas que las 
hicieren. 

6. ® Pasado el tiempo del remate, dada la tercera palmada, 
el Juez lo declarará terminado y rematados los bienes por el 
que hubiere hecho la proposición mas ventajosa. 

7. ® El Secretario extenderá una acta en que se haga cons- 
tar el remate, redactándola concisamente si bien con claridad- 
Durante el remate á que concurran las partes, podrá al- 
guna de ellas oponerse á determinadas posturas si fueren he- 
chas por persona conocidamente irresponsable é insolvente; 
pero el Juez de Paz, tomando en el acto mismo las instruccio- 
nes del caso, resolverá prudencialmente lo que considere mas 
conveniente al mejor éxito del remate, oyendo m voce al deu- 
dor si se hallare presente, y al postor respecto de su fortuna ó 
de si tiene encargo de otra persona para hacer proposiciones, 
en cuyo caso se rechazarán sus ofertas, no presentando el do- 
cumento que para ello le autorice. La refinada malicia de al- 
gunos deudores pudiera dar lugar á este conHicto que la pru- 
dencia y perspicacia del Juez podrán desvanecer. 

Yerifícado asi el remate lo aprobará el Juez de Paz en el 
mismo acto, mandando: 
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1. ® Si fueren alhajas, frutos, bienes muebles 6 semovientes, 
que se haga entrega de ellos al comprador, previa la consigna- 
ción de su precio. 

2. ® Si fueren raices, que se haga entrega de los títulos de 
propiedad al comprador para su reconocimiento, por el térmi* 
no que á su juicio requieran su extensÍ9n y volumen. 

Contr^a la legalidad ó validez del remate y contra su apro- 
bación, si se hubiere dado, ocurrirá á alguna de las partes pre- 
sentar peticiones. Si el Juez las encontrase desprovistas de 
todo fundamento las desechará, admitiéndolas en caso contra- 
rio, á fin de rectificar los defectos padecidos ü omisiones nota- 
das si no afectasen á la esencia del acto, ó de dejar este sin 
efecto, mandándolo celebrar de nuevo, si se lastimase paite 
sustanciabnente integrante del mismo. 

Una y otra providencia será oportuno que se dicten en 
comparecencia á que se convoque á las partes para que expon- 
gan, por si ó por medio de las personas de que al efecto se 
acompañaren, concediéndose apelación, como de cualquiera otra 
providencia, para la Alcaldía mayor respectiva. 

Pasado el término de la entrega de títulos de propiedad y . 
suplidos cualesquier defectos que en ellos se hubieren encon- 
trado, se mandará otorgar á favor del comprador la oportuna 
escritura, previa la consignación del precio, y si el deudor- no 
se prestare al otorgamiento, lo hará de oficio el Juez de Paz, el 
cual pondrá en posesión al comprador, otorgada que sea la es- 
critura ó hec^a la consignación indicada (1). 

Podrá suceder que las sumas consignadas fueren notoria- 
mente inferiores á los que hayan sido objeto de la ejecución, ó 
que excedieren de estas. 

En el primer caso, se hará entrega de ellas al acreedor en 
el mismo dia en que la consignación se hubiere verificado. 

En el segundo, se mandará practicar liquidación eii que 
se comprenderán todas las costas ocasionadas en las diligen- 
cias de cumplimiento de lo convenido, y ejecutada que sea, se 
¿ara entrega al mismo acreedor de lo que resulte tener dere- 



(1) Aiticolos 985 7 990 de la lej de BDJniciamieiLto civil. 
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cho á percibir, quedando el resto á disposición del deudor, si 
no se hallare retenido á instSincia de otro acreedor (1). 
El deudor podrá pagar: 

1. ® Dentro de las veinticuatro horas posteriores al reque- 
rimiento y aun en el acto de e^te, pero el pago no le excusará 
de las costas causadas hasta el momento en que se ejecute. 

2. ® Antes de verificarse el remate, en cuyo caso y entre- 
gando no solo la suma principal sino el importe de las costas, 
podrá librar sus bienes; mas si el pago lo ejecutare después de. 
celebrado el remate, la venta será irrevocable (2). 



CAPITUIiO III. 

Del convenio consistente en el pag^o de cantidades 
iliqnidas. 

El acto de conciliación puede haberse promovido para la 
reclamación de frutos ó perjuicios y convenirse en él que una 
de las partes abonará á la otra, puramente ó con ciertas condi- 
ciones, á plazo y lugar determinado, simplemente ó con obli- 
gación solidaria una cantidad ilíquida. 

Por virtud de este convenio, la parte obligada al pago de 
frutos quedará sujeta á presentar dentro de un término, que * 
se fijará en el convenio ó que el Juez al llevarlo á efecto seña- 
lará y será mas ó menos largo según las circunstancias del ca- 
so, una liquidación formada con arreglo á las bases concertadas 
en el acto de la conciliación, que el Juez de Paz procurará se 
hagan constar en la acta de comparecencia con la debida expe- 
cificacion y claridad. 

A su vez, la parte en cuyo favor se convino el pago de 
perjuicios, presentará una relación que los comprenda, la cual 
deberá estar acomodada á las bases de la transacción. 

Nada se ha dispuesto para cuando el deudor deje trascur- 
rir el termino fijado para presentar la liquidación sin cumplir 



(1) Artículos 894, 991 y 99*2 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Ajticulos 954 y 984 de la misma ley. 
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•con eéte deber, y pareco oportuno que ae siga la marcha csta- 
l)leeida para el convenio de cantidades liquidaíB é üiqnidas que 
expondremos en el capitulo siguiente, la cual consiste en el 
señalamienJto de nii^vo y mas breve término, con a^iercibimlén* 
to de que no presantindose dentro del mismo k liquidación^ 
se estará y pasará por la que presente el acreedor. 

Solo de este modo podrá lograrse vencer la obstinada ne- 
gativa ó mala fá de algunos deudores. 

Con vista de la liquidación ó relación, el Juez de Paz dio- 
tará la providencia que corresponda par4 fijar la competencia, 
esto es,, mandando que la parte instante acuda al Alcalde ma- 
yor, con certificación del acta de coniparecencia, que al efecto^ 
facilitará, si el moutamiento de la liquidación ó relación exce- 
diere de 400 escudos, ó disponiendo en otro caso que de estas 
«e dé vista respectivamente al acreedor ó deudor, según se 
tratare de frutos 6 perjuicios, para el solo objeto de que mani- 
fiesten su conformidad. 

Aunque la ley no lo expresa, esta vista deberá evacuarse 
en un término muy breve que no pasará de seis dias, ponién- 
dose de manifiesto loa autos en Secretaria y admitiéndose la 
«conformidad en comparecencia ante el Secretario ó en escrito 
que firmará el interesado. 

Resultando este conforme, se procederá á hacer efectiva 
la suma en que se hubiere convenido, de la manera y en la 
forma indicada al tratar del pago de cantidades liquidas (1). 

Mas no habiendo conformidad, convocará el Juez á las 
partes á juicio verbal, previniéndoles que en él habrán de pre* 
sentar las pruebas, que entiendan convenirles, sobre los hechos 
«n<que no estuvieren de acuerdo. 

Entre la convocación y la celebración del juicio deberá 
mediar el tiempo que el Juez conceptué necesario, para que 
las partes puedan procurarse sqs pruebas. Difícilmente po- 
drán los Jueces de Paz señalar con acierto este término, si ano- 
tes no ^e. articulan aquellas por las partes. Tendrá forzosamen'- 
te que prorogarlo según viere convenir á la práctica de las 
-que, después de la convocación, propongan. 

(i; Artículos ^, 900, 9^¡ú j' ^1 1 do la ley déjEiimíeíaisiexito civil; . 

13 
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Las pruebas que hubieren de ejecutarse fuera del lugar- 
de la residencia del Juzgado de Paz, se practicarán con la cor- 
respondiente citafeiqn, durante aquel término, á fin de que, con- 
cluidas antes del dia señalado para el juicio verbal, puedan en 
él presentarse juntamente con las que deban evacuarse en el 
mismo. 

Hé aqui otra razón para que la articulación se haga anter 
de la convocación y en el momento en que resulte, de la vista, 
dada al acreedor ó deudor, su no conformidad con la liquida- 
ción y relación presentadas. 

La ley ha ocurrido á esta dificultad, disponiendo que el 
dia señalado para el juicio pueda variarse de consentimiento 
de los interesados; pero esta medida no bastará en muchos ca- 
sos en que la mala fá, ü otras causas de todos conocidas, impi- 
dan á'los interesados ponerse de acuerdo en la variación de 
dia. Por esto hemos indicado la conveniencia de que el Juez 
de Paz prorogue aquel término. 

Llegado el dia de la comparecencia y reunidas las partes, 
el Juez de Paz las oirá ó á las personas de que se hubieren- 
asociado para que expongan en su nombre, les recibirá las 
pruebas que aduzcan, extendiéndose la oportuna acta, que fir- 
marán todos los concurrentes y autorizará el Secretario, y 
dentro del dia siguiente dictará sentencia, en que se fije y de- 
termine la cantidad que deba abonarse con arreglo á las bases 
del convenio y á las pruebas practicadas (1). 

Este procedimiento será expedito y fácil en la ejecución 
del convenio consistente en el pago de cantidad ilíquida pro> 
cedente de perjuicios, toda vez que formada la relación de 
ellos por el acreedor, el deudor no la impugnará por diminuta^ 
pero en la ejecución del convenio á pagar frutos no liquidados, 
se ofrecerá el inconveniente de que la impugnación del aeree- 
dor tendrá por objeto comprender nuevas partidas en la liqui- 
dación presentada por el deudor, ó aumentar algunas de las 
comprendidas, con lo cual podrá variarse su importancia ma- 
yor ó menor de 400 escudos. 



(1) Artículos 901 al 906 de la lej de Eajuiciamiento civiL 
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En este caao él Juez, en vez de celebrar la comparecencia, 
«¡ por la articulación de pruebas del acreedor comprendiere 
toda la extensión de sus reclamaciones antea de su efectuación, 
ó en vez de dictar sentencia si hasta la comparecencia n& 
pudo adquirir semejante conocimiento, se declarará incompe- 
tente y mandará remitir las actuaciones al Alcalde mayor del 
distrito con citación de las partes. 

A este ¿uicio verbal podrá dejar de concurrir alguno de 
ios interesados. Guando asi suceda, se celebrará en rebeldía 
de la m mera que expondremos al tratar de tales juicios. 

La sentencia dictada en el juicio verbal es apelable en 
ambos efectos, dentro del término señalado para estos juicios 
por punto general, y en su virti;d interpuesto él recurso se 
remitirán los autos al Alcalde mayor del distrito, con empla- 
zamiento de las partes, salvo en el caso de que el apelado pi- 
diere la ejecución del fallo, pues entonces se llevará á efecto 
desde luego si prestare fianza bastante, á juicio del Juez de 
Paz, para responder en todo tiempo de la diferencia que hu- 
biere entre lo de que el apelante se reconozca deudor, y lo 
que por la sentencia se hubiere determinado. Antes de remitir 
los autos se extraerá, en este caso, testimonio de la sentencia 
para su cumplimiento. 

Cuando no se apelare de esta, se procederá á hacer efec- 
tiva como liquida la suma que contenga (1). 

CAPITÜL.O IV. 

l>el convenio consistente en el pago de cantidades 
liquidas é ilíquidas* 

El convenio puede consistir en el pago de una cantidad 
líquida y de otra ilíquida, que deberán fijarse con distinción é 
inequívoca fijeza, asi como los términos en que aquel deba efec- 
tuarse. 

Este convenio puede llevarse á efecto ejecutándose el pa- 



(1) AriícuIoB 907, 906 j 909 de la lej de Eajaiciamíento civil. 
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ga ó realización de la cantidad líqaida, sin necesidad de espe- 
rar á qae se liquide la indeterminada ó incierta (1). ^ 

Las Jaeces de Paz deben comprender bien la disposición 
de la ley en este punto para evitar nulidades. 
Podrá suceder: 

.1/^ Que la cantidad liquida convenida sea mayor de 400 
escudos y que figure en concurrencia con otra incierta, que re- 
sulte de la liquidación ser también mayor de esa sutna. 

2. ^ Que la cantidíid liquida sea menor de 400 escudos y la 
ilíquida mayor. 

3.^ Que ambas sean respectivamente menores de 400 escu- 
dos y reunidas mayores de esta cantidad. 

4, ® Que juntas y separadas no lleguen á 400 eíK^udos. 
En el primer caso, es indudable que desde luego deben lo^ 
Jaeees de Paz abstenerse de conocieren las diligencias de éje- 
OQcion del convenio y reservarlo al Alcalde moyor. 

No es tan ¿bvia la' resolución del segundó^y tercer cafeo. 
La ley,;comO'Sedejíi manifestado, solo permite á los Jue- 
ces de- Paz la ejecución del convenio, cuando en su cuantié no 
exceda de los «limites fijados á su competencia para ]oá juicio» 
verbales; Esta prescripción «e destrttiria llevando á efecte un 
convenio consistente en el pago de una cantidad liqu^ida metíor 
de 400 leBcudoSy y otra ilíquida de desconocida^ cuantia/ó que 
fuera mayor de esa suma, y lo mismo sucedería ejetutando 
el que versara sobre cantidades menores separadamente, pero 
superiores en su reunión, porque una y otra suma forman un 
solo convenio que debe ejecutarse por el Juez que tenga ju- 
risdioeiou por el todo de su entidad* De otra manera, se diií'i- 
diria esta entidad, y la competeftcia'del Juez de Paz nacería de 
la cuantía de una de las dos cantidades convenidas y no de 
todas las del convenio, resultando que ¿e llevaba á efecto por- 
dos Jueces Üi^intos ó por uno, pero solamente éh parte deter- 
minada de éL ,, 

La facultad legal de hacer efectiva la cantidad liquida sin 
necesidad de esperar la liquidación de la incierta, sé entiende 



(1) Artículo 912 de la ley de Enjíiicíamícnto «ivil. 
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concedida en favor del acreedor, para no démóraríe el pago dé 
lo que no admite controversia, no eü favor' de determinadas 
j urisdicciones ó para constituirlas. 

La competencia de los Jueces de Paz será innegable en 
el cuarto de los casos presentados. No deberán, sin embargo, 
proceder á la ejecución del convenio hasta que, practicada y 
presentada la Uquidacign, vean por mi resultado que no exce- 
de, juntamente con la cantidad liquida, de la suma prefijada 
para los juicios verbales. 

•De aquí se deduce que. Í3Í un acreedor pidiere la ejecución 
en la porción líquida, antes de que se hubiere practicado ía li- 
quidación deja incierta, deberá el Juezdte Paz negarse a ello 
por no ser conocida su competencia. Guando esta séá indu3¿- 
ble, hará efectiva la cantidad liquida por los trámites marcado? 
en el capitulo segundo de este titulo, y sin sií J)erjüicio y pbr* 
separado, observará respecto de la cantidad ilíquida el prbcé^ 
dimíento peculiar que vamóai á exponer. 

El deudor deberá pre3entar la liquidación dérittb del térmi- 
no que.se le hubiere señalado al efecto,^comíonéi solamente se 
tratare de un convenio por cantidad indeterminada, y ño pre- 
sentándola, se le concederá otro pkiso que tío exceda de la mi- 
tad del primero, bajo ape^ícibimiento de qtíe no éjécutahdoló 
antes de que trascurra, habrá dé estar y pñááí* por la qtó' 
presente el acreedor en todo lo que 'no probaré sel» inexacta. 

Trascurrido sin efe6fo* dichü segUTído térmíhó, se p^é-^ 
vendrá á la otra parte queformuTe y présetíte la liquidación;' 
de la cual se( dará vista al deudor por un breVe picazo, que íio 
pagará de seis dias, poniéndola' al efecto de máiítfiiesto ¿n ía 
Secretaría. 

Si al deudor prestare su conformidad <ó rio seopú^ere 
dentro <M término expresado, elJliez de Paü áprótíáHíla 1Í-' 
quidafcion y procederá á hacer eferti va la feuma qué aquel i'e- 
suíte' deber, siendo inapelable la providencia en que seiprúé- 
be la liqUídacioft; mas «i se. opusiere dentro de aquel iérrmiío¡' 
se pro55?(ferá do lá manera-prevenida eii el capifülo tercero' dé 
este mismo titulo. 

En la seliténcra qué fie' dicte, sé aprolbará la liquidación 
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presentada por el acreedor en todo lo que, no hubiere aproba- 
do el deudor ser inexacta, y fuere conforme á las bases fijada» 
en el convenio para hacerla (1). 

CAPITUIiO V. 

Del convenio de hacer ó no hacer ó entregar 
algruna cosa. 

Los Jueces do Paz deben cuidar de que en el convenio de 
hacer ó no hacer alguna cosa conste: 

1. ® Lo que ha de hacerse ó no hacerse, con todas las circuns- 
tancias j accidentes propios de cada uno de estos actos. 

2. ® El plazo dentro del cual ha de hacerse, con expresión 
del lugar en que se ha de obrar y del modo que deba em- 
plearse. 

3. ^ La limitación del compromiso de no hacer, cuando no 
fuere constante 'é indefinido, ó sea, el tiempo en que ha de con- 
siderarse extinguida la obligación contraida, 6 laa causas que 
deban producir este resultado. 

4. ® La importancia de los perjuicios de que haya de indem- 
nizarse á aquel en cuyo favor deba hacerse ó no hacerse, por 
no haber cumplido el convenio. 

Rara vez incumbirá el cumplimiento del que tratamos á 
los Jueces de Paz, por ser inapreciables generalmente las obli- 
gaciones en que consiste. No obstante, como en algún caso 
será estimable la cosa que haya de entregarse, hacerse ó no 
hacerse, convendrá exponer el procedimiento que por analo- 
gía encontramos en la ley. 

Advertimos que, cuando no pueda darse estimación á la 
cosa que ha de entregarse, hacerse u no hacerse, loa Jueces de 
Paz no deberán tomar á su cargo la ejecución, pero cuando sea 
susceptible de apreciación y se les pidiere la efectividad del 
convenio, deberán fyar su entidad por medio de peritos nom- 
brados por las partes interesadas y, resultando que cabe dentro 

(1) Artículos 913 al 919 de lalej de Enjuiciamiento civil. 
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de la fijada para los jaicioa verbales, dictar las providencias 
necesarias para el cumplimiento del convenio, consultando las 
bases ó términos en que se formuló y ateniéndose á las reglas 
que siguen: , , 

1? Si el condenado á hacer alguna cosa no cumpliere con 
lo convenido en el plazo estipulado, mandará el Juez que se 
haga á su costa. 

2" Cuando no pudiefe verificarse en esta forma, j)or ser 
personalisimo el hecho, se entenderá que opta por el resarcí* 
miento de perjuicios, procediendose á hacerlos efectivos en la 
forma que cualquiera cantidad liquida, si se hubiere fijado su 
importancia en el convenio, j'^ en otro caso á fijarlos y realizar- 
los del modo prescrito para la ejecución del convenio por can- 
tidad ilíquida procedente de perjuicios. 

3^ Si el obligado á no hacer alguna cosa, quebrantase el 
convenio, se entenderá también que opta por el resarcimiento 
de perjuicios, fijándose é indemnizándose de ellos al vencedor 
en los términos señalados en la regla precedente. 

4* Si se resistiere ó negare la entrega de la cosa conveni- 

' da, se ocupará por el Juez si pudiere ser habida y entregará 

al que deba recibirla, y no pudie/ido ocuparse, se indemnizará 

á éste de los perjuicios que se le siguieren, incluyendo en ellos- 

el precio de afección de la Cosa que debió recibir (1). 

De las providencias que dicten los Jueces de Paz en la. 
ejecución, asi del convenio de que tratamps en este capítulo, 
como de los comprendidos en los que le preceden, podrá ape* 
larse á las Alcaldías Mayores de los respectivos distritos, sin 
ulterior recurso, dentro de tercero dia. Para la sustanciacion 
de la alzada deberán remitirse á dichos Juzgados los autos, pré-^ 
via citación de las partes (2). 



(1) Anículos 890) y 897 <Ie la ley de Etijaiciamicnto civil. 

(2) Articulo 220 de la miama ley. 
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CAPITUIiO TI, 

jfl-e Jas tercerías. 

Durante el procedimiento para la ejecución de algún cof 
renio, puaisnj^reaantJtrso tareeros interesadoa aleo;and5: 

1. ® Dominio sobre I03 bienes embargados. 

2. ® Mejor derecho que el acreedor á ser reintegradas. 

En estos casos, los JuQces de Paz suspenderán las actúa- 
<íione3 y las remitirán álqs Alcaldes Mayores, siempre que por* 
los terceros se su33Ít3 alguna Question d3 d3reclio (1). 

De igual manera procederán, en nuestro concepto, cuando 
alguno délos convenidos y no un tercero sea el que suscite la 
cuestión dé derecho, porque habrá la misma razón de imperi- 
cia y limitación de funciones en que la ley ha fundado su pre- 
cepto respecto de las cuestiones de derecho propuestas por 
los terceros opositores. Monstruoso seria que en un caso se 
concediera y en otro se negara á los Jueces de Paz la habilidad 
y suficiencia necesarias para resolver en derecho. 

Con esta disposición de la ley se ha reformado notable- 
mente la jurisprudencia que anteriormente regia. 

Las leyes recopiladas (3) ordenaron "que cuando contra 
alguna ejequcion sé opusiere alguna mujer por su dote, ü otras 
personas, no se mandase dar información sumaria, sino que so 
i'ecibiese luego á prueba con término ordinario a los oposito- 
res por vía ordinaria." 

Conforme con el pensamiento de esta ley el Reglamento 
do 21 de Febrero de 1853, dispuso que cuando en el discurso 
de la ejecución de lo convenido se suscitasen por los interesa- 
dos ó por otras personas cuestiones distintas de la decidida en 
el juicio de paz, como las de tercería y otras que enumera y 
constituyesen incidentes contenciosos, sobre puntos de derecho 
ó de hecho, se procediera por los Jueces de Paz, suspendiendo 
la ejecución de lo convenido en la parte que pudiera causar 
perjuicio á alguno de los interesados, 

^ (1) Artículo 219 de laley.de KnjiijciaTnie'^to civil. 

(2) Ley Ití tltnld 2tí, Lib. It de la Novísima Bocopilacion. 
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1.® A conocer en juicio verbal, si el valor de la nueva 
disputa no excediere de la suma marcada para esta clase de 
j uicios. 

2. ® A celebrar otro juicio de paz, respecto de la nueva 
cuestión; si se tratare de cantidad mayor de 400 escudos, y el 
asunto fuere susceptible de ser terminado por la avenencia de 
las partes, remitiendo las diligencias al Juez de derecho en el 
caso de no lograrse acuerdo (1). 

No era, pues, solamente por suscitarse cuestiones de de- 
recho, sino por deducirse tercerías ó promoverse cuestiones 
agenas al convenio, por lo que se interrumpia ó cesaba la ac- . 
cion de los Jueces de Paz. Con la nueva ley únicamente deben 
abstenerse de conocer, cuando se presenten cuestiones de dere- 
cho. De manera que de las tercerías en que tales cuestiones 
no se ofrezcan, deben conocer sin duda alguna los Jueces 
de Paz. 

Así lo creemos, pero hallamos poco consecuente la ley 
que tal limitación establece, tratándose de la ejecución de lo 
convenido, y no la puso al conceder á los Jueces de Paz la fa- 
cultad de resolver en primera instancia los juicios verbales, 
bien se susciten en ellos cuestiones de derecho, bien dejen de 
presentarse. 

¿No bastaba, en efecto, reducir la jurisdicción de los Jue- 
-ces, en la ejepucion de los convenios, á la cantidad señalada pa- 
ra los juicios verbales? ¿No bastaba el recurso de apelación 
para la Alcaldía del distrito, de todas las providencias que en 
el ejercicio de esa limitada jurisdicción dictaran, facilitándose 
asi á las partes el medio de llevar al Juez perito en el derecho, 
Jas cuestiones de esta clase que promoviesen? 

La ley está, sin embargo, terminante y no seremos nos- 
otros los que aconsejemos á los Jueces de Paz su infracción. 
Lleven, pues, en buen hora á las Alcaldías mayores las dili- 
gencias en el momento que un tercero suscite una^ cuestión 
de derecho, y prosigan en ellas cuando esta circunstancia no 
lo impida. 



<t> Artienlos 28 j 29 del RegUmento de 21 de Febrero de 1853. 
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Las tercerías de mejor derecho ^erán ordinariamente las 
que ofrezcan las cuestiones que impiden el curso de las actua- 
ciones en los Juzgados de Paz: las de dominio ofrecerán mas 
vasto campo á la jurisdicción del Juez conciliador, aunque en 
ellas también se presentarán alguna vez. 

En las primeras se tratará por lo regular de apreciar las 
razones de preferencia que el derecho tiene consignadas en 
sus códigos, ya en orden á créditos privilegiados como los que 
provienen de gastos hechos en entierroá y funerales, en el 
otorgamiento de testamentos, formaciones de inventarios y li- 
quidaciones de bienes hereditarios, ya en orden á obligaciones 
hipotecarias, en las cuales tienen preferencia, por ejemplo, la 
mujer en los bienes del marido por su dote, el prestamista por 
su dinero sobre la cosa en que se invirtió, el menor en los bie- 
nes de su guardador, los hijos en los de sus patdres por los que 
deben reservarse. 

En las segundas se tratará de justificar que los bienes 
embargados al deudor son de la pertenencia del tercero, ya 
porgue nunca estuvieron en su dominio, ya porque se trasmi- 
tieron al de este. Semejante justificación se apreciará en mu- 
chos casos sin necesidad de consultar el derecho, pero en otros 
será forzoso recurrir á él para decidir si el contrato de trasmi- 
sión se celebró en tiempo en que ya estaban afebtos los bienes 
enajenados á la obligación convenida, si fué simulado, si le 
afectaba alguna de las causas, bastantes á producir su rescisión 
ó nulidad, que las leyes tienen determinadas. 

Por estas indicaciones, mejor que por otras reglas que 
pudiéramos formular, comprenderán los Jueces de Paz cuándo 
merecen el nombre de cuestiones de derecho las que el terce- 
ro provoque y cuándo, por tanto, deben suspender las actua- 
ciones y remitirlas á las Alcaldías mayores. 

A pesar de esta suspensión, no hallamos inconveniente,, 
tratándose de una tercería de mejor derecho, en que, pidién- * 
dolo alguna de las partes, se queden los Jueces de Paz con 
certificación de los embarg03 y de lo demás necesario, y con- 
tinúen la ejecución hasta realizar ^os bienes embargados, ó la» 
consignación de su importe por el deudor, absteniéndose de- 
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Jiacer pago alguno hasta que se decida á quien asiste mejor 
Jerecho. 

Cuando la tercería fuere de dominio, procederá la absolu- 
ta suspensión de las diligencias ejecutivas, hasta que se re- 
suelva á quien corresponden los bienes embargados, salvo si la 
tercería se entablare contra algunos de estos bienes y no con- 
tra todos, pues el procedimiento continuará, no obstante aque- 
lla, contra los bienes no comprendidos en la reclamación del 
tercero. 

Las tercerías se sustanciarán con el ejecutante y el ejecu- 
tado^ y al primero dará derecho la deducción de la demanda 
del tercero para pedir que se amplíen y mejoren los embargos, 
raedio acertadísimo y prudente de evitar controversias y remo- 
ras en la ejecución de los convenios. 

La forma en que los Jueces de Paz deben conocer de las 
tercerías, es la misma en que ventilan los juicios por cantida- 
des menores de 400 escudos. Propuesto que sea el recurso, con- 
•voearán á los que celebraron el convenio, que son el ejecutante 
y ejecutado, á una comparecencia que celebrarán con el ter- 
cero: en ella se admitirán las pruebas que ofrezcan, después se 
dictará sentencia apelable para la Alcaldía mayor del distrito, 
y cuando adquiera fuerza ejecutoria, se proseguirá arreglán- 
dose á ella en las diligencias de ejecución suspendidas (1). 



TITULO VI. 

DE LOS JUICIOS VERBALES. 

1 

CAPITUI.O I. 
I>el Juez c^^mpetente* 

El conocimiento de los juicios verbales en primera instan- 
cia corresponde á los Jueces de Paz, y en la segunda á los Al- 
caldes mayores, excluyéndose toda jurisdicción especial. Esta 

(1) Artículos 99& al 1000 ée la ley de Enjaiciamiento civil. 
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disposición de la ley ha derogado todas las que permitían á la» 
jurisdicciones de esta clase decidir en juicio verbal cuestiones 
entre partes, no solo porque los Jueces de Paz llamados sin ex- 
cepción alguna á resolverlas, solo existen en la jurisdicción 
ordinaria, sino porque cuando las especiales carezcan de ley- 
propia que arregle los procedimientos deben sujetarse á la de 
Enjuiciamiento civil, y carecen cuando no tienen una ley que 
comprenda un sistema completo de enjuiciamiento en sus di- 
versas instancias del cual están privadas las jurisdicciones de 
Guerra y de Marina á quienes, además de la derogación de 
fuero mencionada., obliga la resolución de competencias cuya» 
cuestiones producen también desafuero como atribuidas en sti 
resolución á las Reales Audiencias (1). 

Entre los Jueces de Paz será competente para estos jui- 
cios: 

1.^ Aquel á quien se hubieren sometido expresa <5 táci-^ 
tamente los litigantes, en la forma que expusimos tratando del 
acto de conciliación. 

2. ® En los juicios en que se ejerciten acciones reales sobre 
bienes inmuebles, el Juez del lugar en que esté la cosa litigio-^ 
sa, ó cualquiera de ellas si fueren varias. 

3. ® En los juicios en que se ejerciten acciones reales sobre 
bienes muebles 6 semovientes, el del lugar en que se hallen, 6 
el del domicilio del demandado, á elección del demandante. 

4. ® En los juicios en qué se ejerciten acciones personalesr 
el del lugar en que deba cumplirse la obligación, y á falta de 
éste, á eleccipn del demandante, el del domicilio del demanda- 
do ó el del lugar del contrato, si hallándose en él, aunque sea 
accidentaljnente, puede ser emplazado. 

Cuando la obligación pueda cumplirse asi en el domicilia 
del deudor como en el lugar del contrato, no se entiende jque 
hay determinado un punto fijo donde precisamente deba efec- 
tuarse, siendo en este caso potestativo en el demandante acu- 
dir al Juez del demandado ó al del lugar del contrato si se ha- 



(1) Diferentes resolu<?ionp8 del Tribunal Supremo y especialmente la»' 
eñaladas con los números 13 tomo de la Col. leg. 75 y 54 y 55 del tomo 77: 
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liare en él aunque fuere accidentalmente. No ocurriendo esta 
circunstancia deberá acudirse al Juez del domicilio (1). 

Para el efecto de la competencia debe reputarse que el 
demandado se halla en el lugar rfel contrato y que puede ser 
allí emplazado, cuando tiene en dicho lugar su representante, 
con quien se celebró el mismo contrato, habilitado.del oportuno 
poder para transigir, someter las diferencias á la decisión de 
arbitros ó arbitradores y para acudir á los Tribunales como 
actor ó demandado (2). 

Cuando la obligación consiste en pagar una cantidad én 
el domicilio, del acreedor, por lugar del cumplimiento de este 
contrato, no debe entenderse aquel desde el cual ha de remi- 
tirse el dinero, sino el lugar donde ha de recibirse ó ser entre- 
gada la cantidad (3). 

El que no tuviere domicilio fijo, podrá ser demandado en 
el lugar en que' se encuentre, ó en el de su última residencia. 

5. ® En los juicios en que se ejerciten acciones mistas, el 
Juez del lugar en que esté la cosa ó el del domicilio del de- 
mandado, á elección del demandante. 

, El Juez que lo sea á la vez del lugar en que radique la 
cosa litigiosa y del domicilio del demandado, será el competen- 
te para conocer de las acciones real y personal deducidas en 
una misma demanda (4). Mas las acciones meramente reales y 
por si solas personales simultáneamente ejercitadas, no pueden 
amalgamarse para constituir una acción mista y conseguir la 
elección de Juez concedida al demandante (5). 

6. ^ En los juicios en que se ejerciten acciones respecto á 
la gestión de los guardadores, el del lugar en que se hubiere 
administrado lo principal, y en todo caso el del domicilio del 
guardador- si tuviere el mismo del menor (6). 

Para que, según estas reglas, puedan los Jueces de Paz 



(1) Tribunal Supremo. Decís, núm. 33 de 1860. 

(2) Tribunal Supremo. Oec. núm. 296 de 1860. 

(3) Tribunal Supremo. Dec.'núm, 166 de 1860, 

(4) Tribunal Supremo. Dec. núm. 275 de 1860. 

(5) Tribunal Supremo. Casac. núm. 35 de 1864. 

(6) Artículos 2 y 5 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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conocer con seguridad su competencia, daremos una idea aun- 
que sucinta de las acciones que la determinan. Entre las accio- 
nes reales se cuentan: 

1. ® La llamada reivindicatoría,. qne compete al que tiene y 
acredita legalmente el dominio de una cosa (1) contra el que 
la posee con buena ó mala fé, ó la detenta, j tiene por objeto 
reclamársela con todos sus frutos y productos. 

El que ejercite esta acción ha de probar que es dueño le- 
gítimo de la cosa que trata de reivindicar, y la acción así enta- 
blada producirá el efecto de la restitución de la cosa con el 
abono de frutos, deducidos los gastos necesarios, y al poseedor 
de buena fé además los útiles y voluntarios y los industriales 
que hubiere de percibir antes de contestar la demanda. 

Es de notarse que esta acción, si bien eficaz y directa con- 
tra cualquier poseedor de la cosa que sin título la detente, no 
lo es ni puede entablarse con éxito cuando el poseedor tenga 
un título mas ó menos firme, en cuyo caso deberá preceder al 
ejercicio de esa misma acción otra que conforme á derecho sea 
adecuada para destruirlo (2). 

2. ° La acción puUieianay que se concede al dueño legítimo 
de una cosa cuando no le es fácil justificarlo, como para dedu- 
cir la reivindicatoría, y por punto general al que habiendo ad- 
quirido con buena fé y justo título alguna cosa de quien no 
fuera su legítimo dueño, pierde la posesión de ella porque 
otro la detente ó la posea con título menos firme, y se dá con- 
tra éste para que se la devuelva con todos sus frutos y acce- 
siones. 

3. ® La acción enfiteuticaria que se concede al que tiene el 
dominio útil sobre una finca, para que cualquiera que la esté 
poseyendo se la devuelva con los frutos, menoscabos é inte- 
reses. 

4. ® La acción hipotecaria que aprovecha al acreedor, en 
cuyo favor se constituyó una hipoteca legal ó convencional, 
para perseguirla donde quiera que la encuentre y reintegrar- 
se de su crédito. 



(1) Tribunal Supremo, Casac. núm. 63 de 1862 y 24 de 1863. 

(2) Tribunal 8apiemo, Casac. núm. 153 de 1864. 
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5. ^ Las acciones conocidas con los nombres de qveréUa de 
inoficioso testamerdOj confesoria ynegatoria, cuya explicación 
omitimos porque refiriéndose á reclamaciones judiciales de en- 
tidades indeterminadas, de ellas no pueden conocer los Jueces 
de Paz. 

Las acciones personales son en largo número. Señalaremos 
las principales. 

Las procedentes del contrato de compra y venta de las 
cuales competen: 

Al comprador, 

1. ® Una para que, después de satisfecho el precio de la 
cosa vendida, le entregue el vendedor esta ó "le ponga en po- 
sesión de la misma. 

2. ® Otra llamada redhibitoria, para obligar al vendedor á 
que reciba la cosa que vendió con algún vicio ó defecto que 
no se tuviera presente al contratar, y devuelva el precio con 
los daños y perjuicios causados, bien conociendo y ocultando, 
bien ignorando al tiempo del contrato el vicio ó defecto adver- 
tidos posteriormente (1). 

3. ® La estimatorm ó cuantiminoriSy para que el vendedor le 
abone ó devuelva la parte del precio entregado que valiere 
menos la cosa vendida, por razón del gravamen ó defecto en 
ella encontrado después del contrato. 

4. ^ Las de lesión enorme y enormísima, para reclamar del 
vendedor el exceso del precio exigido, ó la devolución recipro- 
ca de este y de la cosa enajenada, cuando el comprador exigió 
por ella mas de la mitad del justo precio. 

5. ^ La de saneamiento para que el vendedor, en el caso de 
ser reivindicada la cosa vendida por un tercero, le restituya el 
precio con los frutos que tuviere que abonar al reivindicante, 
y le pague las costas y gastos causados en el pleito en que hu- 
biere sido vencido y los demás daños y perjuicios ocasionados. 

Al vendedor: 
1. *^ La dirigida á reclamar del comprador la entrega del 
precio estipulado, después de hecha la de la cosa objeto del 



(1) Tribunal Supremo, Casación núm. 7.5 de 1863. 
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contrato, con los réditos correspondientes al tiempo de la mo- 
rosidad, los gastos é impensas necesarios y útiles hechos en la 
misma cosa y los daños producidos por la tardanza en el pago. 
2. ® La que, en caso de lesión en menos de la mitad del jus- 
to precio, le compete para reclamar del comprador el abono 
de la cantidad que falte hasta el legitimo valor, ó la devolución 
de la cosa no prestándose á su satisfacción. 

Las acciones que nacen del contrato de arrendamiento 
producen. 

En favor del dueño: 

La de hcaoion para que el arrendatario le pague á los 
plazos estipulados, el precio convenido, y concluido el arrenda- 
miento le deje libre y desembarazada la finca ó cosa arrendada. 

En favor del arrendatario: 

La de conducción para que el dueño le entregue la cosa 
arrendada y le mantenga en ella, de modo que pueda usarla y 
disfrutarla, ó le proporcione otra equivalente. 

Las acciones que produce el mandato competen: 

Al mandante. 

Una para exigir al mandatario el cumplimiento de las 
obligaciones que se impuso, y si fueren varios á cualquiera de 
ellos. ^ -^ 

Al mandatario: 

Otra para que el poderdante le indemnice de cuantos des- 
embolsos y gastos habiere hecho, para dar cumplimiento al 
contrato. 

Las acciones que dimanan del comodato, se conceden: 

Al comodante. 

La directa para que el comodatario le restituya la cosa 
dada en préstamo, con sus productos, y le indemnice de los 
daños y perjuicios que, por su culpa ó falta de diligencia y cui- 
dado, se hubieren producido. 

Al comodatario: 

La contraria para que, después de devuelta la cosa dada 
en préstamo, le abone el comodante los gastos hechos en ella, 
y los perjuicios irrogados por defectos ó vicios de la mis- 
ma cosa. 
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La acción proveniente del contrato de compañía se conce- 
'^e á cada uno de los socios, para que los demás le comuniquen 
las ganancias, y ejecuten oportunamente el reembolso de' capi- 
tales y el resarcimiento de daños. 

La acción del depósito se dá: 

Al dueño para que el depositario le devuelva la cosa de- 
positada; y al depositario para que el dueño le indemnice de 
los perjuicios que le hubiere causado el depósito. 

Las acciones que nacen del contrato de prenda corres- 
ponden: 

Al deudor, una vez satisfecha la deuda, para que el acree- 
dor le devuelva la cosa dada en prenda con todas sus perte- 
nencias y accesiones, y le resarza del daño causado por su 
culpa ó dolo. 

Al acreedor, para que el deudor le indemnice de los per» 
juicios que se hubieren causado, y para que le asegure la 
prenda ó le dé otra de mas valor, si la primera resultare 
fallida. 

La acción de lo pagado itúlebidamente^ se otorga al que lo 
dio, no debiéndolo, para que el que lo recibió se lo devuelva 
»con los frutos. 

La acción revocatoria^ que compete al acreedor para pedir 
que se revoque la enajenación de los bienes de su deudor, he- 
cha con doj^i^fin de defraudarle en su crédito, y se le entre- 
gue en pago de este -la cosa enajenada. 

Las acciones mixtas de reates y personales son: 
1* La de petición de herencia^ que se dá á cualquier herede- 
Tro para que pueda pedir que, declarándosele tal y que le per- 
tenece la herencia, se condene al detentador ó poseedor en 
concepto de heredero y no en virtud de un titulo singular (1) 
¿k la restitución de cuanto á la misma pertenezca. 

2* La de dividir la herencia^ que se concede á cualquier 
lieredero para solicitar la división de aquella y adjudicación de 
los bienes en que consista. 

3- La de dividir la cosa común qif e cualquiera dé los con- 



(1) Tribunal Supremo, Caaaeion núm. 26 de 1864. 

15 
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dueños puede ejercitar á fin de que se divida y entregue á 
cada uno la parte que le corresponda. 

Las acciones que regularmente se ejercitan respecto á la 
gestión de los guardadores, son las de tutela y curatelaj por las 
cuales el pupilo ó menop, que salió de estas, puede pedir que 
su guardador devuelva sus bienes, y rinda cuentas de su ad- 
ministración, con resarcimiento de daños ocasionados por su 
culpa; y el guardador puede pretender á su vez que el pupilo 
ó menor le abone cuanto invirtió en su provecho y utilidad y se 
le cancele la fianza con que garantizó su buena administración. 

Dada esta breve idea de las acciones, diremos que, por ra- 
zón de la entidad del negocio, los Jueces de Paz son compe- 
tentes para conocer en juicio verbal de las cuestiones entra 
partes cuyo interés no exceda de 400 escudos (1). 

Esta es la regla general establecida para fijar la colnpe- . 
tencia de los Jueces de Paz; pero esta regla no alcanza á con- 
cederles el conocimiento de los juicios que envuelvan el cum- 
plimiento ó anulación de medidas extrañas al ejercicio de las- 
funciones que la ley les concede, ó al de la jurisdicción ordi- 
naria (2). . "^ ' 

La ley ha previsto el caso de que el interés del pleito na 
constase indudablemente, y previene que para fijarlo, el Juez 
de Paz deberá oir á las partes en una .comparecencia. Su fallo- 
sobre este punto será inapelable, pero el Alcalde mayor del 
distrito, al conocer de la apelación contra la sentencia definiti- 
va, podrá declarar la nulidad del juicio, si. resultare ser su 
interés mayor de 400 escudos. Para que esta nulidad pueda 
declararse será necesario: 

' 1 . "^ Que se reclame ante el Alcalde liíayor (del distrito á 
que corresponda el de paz que decidió la duda sobre el interés 
del asunto. 

^2. '^ Qu^ la parte que haga la reclamación, se haya opuesto 
en la primera instancia á que se siguiera la sustanciaeion de la 
demanda en juicio verbal (3). 

(1) Articulo 2? de la Instrucción de 9 de Diciembre de 1865. 
(á) Decisión del Tribunal Supremo de 17 de Febrero de 1860. 
(3) Artículos 1163 y 1164 de Taiey deEujuíciaiiiiento civiL 
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Nada encontrajQOS dispuesto para el caso de que no cons- 
te el interés de la cuestión ó demanda, pero si el Juez puede 
resolver, oyendo á las partes, la duda que ofrezca ese interés 
«cuando sea conocido aunque con variedad, parece que del 
mismo modo deberá hacer que sé fije cuando no se hubiere se- 
ñalado de ninguna manera. Y no bastando en este caso y en 
el de duda la manifestación de las partes, tampoco debiera ha- 
ber inconveniente, en nuestro concepto, en que el Juez de Paz 
preceptuara y admitiera en el acto de la comparecencia ó antes 
de despachar la citación, la justificación que bastare á fijar la 
entidad, como la presentación de algún documento, el examen 
de peritos y otras diligencias de igual naturaleza. 

De esta doctrina legal se deduce, que el Juez de Paz no 
es competente para determinar en juicio verbal cuestiones que 
versen sobre entidades indeterminadas: para los juicios verba- 
les se ha fijado como queda dicho la cuantía máxima de 400 
escudos, para los juicios escritos de menor cuantía de que éo- 
nocen los Alcaldes mayores la de dos mil escudos, y para las 
contiendas entre partes en reclamación de un derecho se ha 
formulado el juicio ordinario (1). 

En este, pues, se ventilará toda demanda que no con- 
tenga cantidad líquida ó entidad determinada menor de dos mil 
•escudos. Mas para fijar seguramente la competencia; creemos 
-oportuno dar algunas nociones ó reglas á los Jueces de Paz. 

Puede acontecer, que además de reclamarse una cantidad 
menor de 400 escudos, se pretenda por el demandante el reco- 
nocimiento ó declaración de un derecho de mayor importancia. 
Pueden pedirse los réditos de un censo, y al propio tiempo 
que se reconozca en forma su capitalidad, de mayor cuantía 
que la señalada para los juicios verbales. No será de ningún 
modo competente el Juez de Paz para conocer de tal demanda: 
lo será el Alcalde mayor que corresponda, según la sumisión 
ó la naturaleza de la acción entablada, porque el pago de los 
réditos reclamados es dependiente del reconocimiento del cen- 



(1) Artículos 2? de la Real Instrucción de 9 de Dicie;nbre de 1865, y 221 
«de la ley de Enjuiciamieuto cml. 
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so y este, ó la declaración do su existencia y responsabilidad^ 
de la competencia' de los Jueces y Tribunales ordinarios. 

El Juez de Paz debe abstenerse, por tanto, de entender de la 
reclamación de réditos, hasta que resuelta definitivamente la 
cuestión de capitalidad, quede reducida la demanda á la sim- 
ple petición de aquellos en la cuantía ó entidad fijada por la ley. 

Cuando la capitalidad y réditos no excedieren de 400 ea^ 
cudos, bien podrá el Juez de Paz resolver en juicio verbal la 
demanda en sus dos extremos de reconocimiento de la prime- 
ra y satisfacción de los segundos, opinión mas ajustada á la 
ley que hace . depender la competencia del Juez de Paz, del 
interés de la cuestión litigiosa, que la de aquellos que conside- 
ran que, si bien la cantidad reclamada es menor de la suma re- 
ferida, lleva consigo un derecho perpetuo, productor de uif 
valor indeterminado que quita la jurisdicción al Juez de Paz 
y la confiere á los Alcaldes mayores. 

Cuando la demanda se dirija á solicitar el cumplimiento 
de algún convenio consistente en la prestación de ciertos he- 
chos ó servicios, deberá examinarse para apreciar la compe- ■ 
tencia: 

1. *^ Si los hechos ó servicios son estimables. 

2. ^ Si la estimación excede ó no de la cuantía marcada para: 
los juicios verbales. 

Si los hechos ó servicios fueren estimables, deberá fijarse- 
BU entidad por peritos que las partes elijan, á no ser que ellas 
mismas de consuno fijaren su montamiento; y es evidente que 
el Juez de Paz conocerá del asunto si la cantidad regulada no 
pasa de 400 escudos. Pero cuando excediere y cuando los he- 
chos ó servicios fueren inestimables, el Juez de Paz se absten, 
drá de conocer y dará por terminado el acto remitiendo á las 
partes al respectivo Alcalde mayor. 

Aunque la ley dá bastante arbitrio á las partes para fijar la 
entidad de la demanda ó reclamación, no debe siempre aban- 
donarse á la voluntad de las mismas la resolución de un punto 
tan importante, porque además de que de este modo se daría 
lugar á discordias y conflictos que deben evitarse, la ley quie" 
re que se fije la jurisdicción por las reglas que para ello ha. 



dictado, á fin de que no se confundaiji ni invadan las diferentes 
jurisdicciones establecidas. 

Esto sucedería con frecuencia si la voluntad de las partes 
imperase exclusivamente en punto tan delicado, pues la mali- 
cia llegaría al refinamiento de figurar una entidad menor de la 
que realmente constituyera la cuestión, para conseguir su re- 
solución por los trámites mas breves y menos dispendiosos. 

En los juicios verbales se dará también el caso, como en 
los actos de conciliación, de que el demandado sea el mismo 
Juez de Paz ó ^1 suplente estando este incapacitado. El juicio 
deberá celebrarse en este caso por otro Juez de Paz ó suplen- 
te, si hubiere mas de uno en la población, y no habiéndolo, por 
el que corresponda, atendidas las causas que, además del do- 
micilio ó situación de la cosa objeto del juicio, producen com- 
petencia. 

Asi, cuando se ejercite una acción real sobre bienes inmue- 
bles y fueren varios y de distinta situación, el Juez del lugar 
en que esté situado uno de ellos que no sea demandado ni esté 
personalmente incapacitado, deberá celebrar el juicio: cuando 
se ejerciten acciones personales, si la incapacidad afecta al 
Juez del domicilio, deberá acudirse al del lugar en que la obli- 
gación deba tener cumplimiento ó al del en que el contrato se 
celebró. De esta maneja se resolverán todas las dificultades de 
esta especie que se presenten. 

Los Jueces de Paz deben conocer también de los juicios 
verbales que ocurran entre comerciantes cuando en sus res- 
pectivas demarcaciones no hubiere establecidos Tribunales de 
comercio. En estos juicios serán competentes los Jueces de 
Paz solamente cuando la demanda no exceda de 125 escudos, 
pues según el Código de . comercio (1) son causas de menor 
cuantía las demandas cuyo interés no exceda de dicha cantidad 
en los Juzgados ordinarios, ó de 250 escudos en los Tribunales 
de comercio. 

Los procedimientos y decisiones de estos juicios deben 
arreglarse á las disposiciones de dicho código y de la ley de 

(1) Artículo 1210 del mismo y Reales cédulas de 19 y 17 de Febrero 
ael832. 
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Ejajuiciamiento mercantil de 24 de Julio de 1830, y únicamen- 
te en defecto de ellas podrán observarse las leyes comunes ü 
oardinarias. ... 



CAPITB^Iia II. 

¡De la citación. 

La demanda ,se interpondrá en una papeleta firmada por 
el actor ó por un testigo á su ruego, si no pudiere firmar. 

La papeleta deberá extenderse en papel sellado, por las 
mismas razones que tuvimos presentes para opinar que en pa- 
. peí de esta clase y no común deberían escribirse las papeletas 
originales de los actos conciliatorios. El demandante acompa- 
ñará á esta papeleta una copia de la misma, en papel común, 
suscrita de igual manera que la original. * 

•Una y otra papeleta contendrán: 

1. *^ El nombre, profesión ü oficio del demandante y de- 
mandado. 

2. ® La pretensión que se deduzca. 

3. ^ La fecha en que se presenten al Juzgado. 

4. ^ La firma del que la presente, ó de un testigo á su rue- 
go, si no pudiere firmar (1). 

Adviértese que no se ha mandado expresar en las papele- 
tas el domicilio ó residencia del demandado, ló cual será siem- 
pre preciso para que haya una indicación legal del punto en 
que ha de practicarse la notificación. De otro modo si el de- 
mandado no reside en el punto en que lo hace el Juez ante quien 
se produce la demanda, ó ño es persona conocida del mismo 
¿cómo podrá dirigir oficio para la citación al Juez de Paz que 
deba cuidar de la práctica de la notificación? 

Los Jueces de Paz deben exigir siempre esta expresión 
tanto con relación al demandado como respecto del demandan- 
te, pues que á aquel se deben dar todas las noticias que sean 
necesarias para que conozca, sin género alguno de duda, á la 
persona que le precisa á comparecer en juicio. 

(1) Artículo 1166 de la ley de Enjuiciamiento mercantil. 
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Recibida la papeleta, dispondrá el Juez de Paz á la mayor 
brevedad la» conyocaciou de las partes á una comparecencia^ 
señalando día y hora al efecto por providencia que se extende- 
rá á continuación de la demanda. 

La citación para la comparecencia se extenderá á conti- 
nuación de la copia de la demanda, la cual se entregará al 
demandado. Para hacer constar esta entrega, se obligará al 
demandado á que firme, y si no pudiere, un testigo por él, di- 
ligencia de recibo, la cual so extenderá á continuación de la 
providencia en que se hubiere ordenado la convocación para 
el juicio (1). * 

Este es el mandato legal, pero no acertamos con el objeto 
que se ha propuesto al excluir de la papeleta original la no- 
tificación del demandado ó sea la citación de convocatoria. Esta 
papeleta ha de formar el principio de los autos, y en ellos 
constará solamente que al demandado se entregó la copia de la 
papeleta, y no que la citación se hizo y se hizo en debida for- 
ma, por mas que de lo primero sea una demostnaeion presun- 
tiva la entrega de la copia. 

La diligencia de citación puesta en 'esta y no en la pape- 
leta original, podrá dar lugar á que el demandado figure ' su 
extravio y promueva dificultades para la convocación á tífula 
de que la citación no se le hizo. Garantía de- esta citación nun- 
ca podrá ser la redacción de la copia, porque del mismo modo • 
podría atacarse de ineficaz si se hiciese informal ó insuficien» . 
temente, extendida en la papeleta original. 

La ley no debió tener en está disposición un fin deterüií- 
nado, cuando vemos que no perseveró en él al ordenar la cita- 
ción de persona que tenga su domicilio en lugar distinto del 
en que resida el Juez de Paz que le emplace. 

Esta citación dispone que se haga dirigiéndose oficio al 
Juez de Paí del punto en que se halle el demandado, y exteiar 
diendorá contittuacion de este oficio diligencia de lá entrega de 
la; copia y la citación (2). * i 

En igual forma debería hacerse la citación del presente y 

— '—* — ' . ■ I ' ' . 

(1) Artículo 1168 de la ley de EnjuiciamiertocWil. 

(2) Aítíeuloll«9d©ía.mitBAftWy. ' ' 
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bastaría qae en la copia se expresara por diligencia que había 
sido citado el demandado, y él dia y hora señalados para la 
convocación, como se practica en las citaciones para las conci- 
liaciones. 

• Es de suponer que cuando lo^ demandados sean varios, se 
habrán de presentar tantas copias de la demanda cuantos sean 
estos, y acompañarse al oficio un numero igual al de las notifi- 
caciones ó citaciones que hubieren de hacerse. 

El oficio para la citación se devolverá diligenciado por el 
Juez de Paz á quien se dirigió, y se mandará unir á los autos 
á continuación de la demanda ó papeleta original. 

La ley no expresa cual es la inserción que debe contener 
diqho oficio. Creemos que en consonancia con lo establecido 
para la conciliación, en el oficio debe insertarse el contenido 
de la papeleta demanda, porque ha de suplir á esta para la ci- 
tación, y es consiguiente también que el papel del oficio sea 
del mismo sello que el de dicha demanda. 

Tampoco dice la ley si se^ ha de citar al demandante y no 
dudamos en afirmar que debe citársele, por la razón que nos 
inclinó á la citación del que promovía el acto de la conciliación, 
y porque de otro modo no podría seguirse el juicio en su re- 
beldía. 

La citación, según la diminuta concepción de la ley, pare- 
ce que debe ser personal y personal la entrega de la copia. Si 
asi fuese no seria posible en numerosos casos que la compare- 
cencia tuviera efecto en el tiempo marcado por la ley, y se 
daría már^^en á que el Remandado eludiese maliciosamente la 
citación haciendo imposible el juicio. 

Del mismo modo que en I09 actos de conciliación, enten- 
demos que si á la primera diligencia en busca del demandado 
no fuese habido, deberá ser citado por cédula entregada á su 
mujer, hijos, parientes que vivan en su compañía, criados ó 
vecinos m.is inmediatos, haciendo que el que la reciba firme la 
diligencia de entrega ó un testigo á su ruego, si no supiere ó 
no pudiere. 

Nada se ha dispuesto para el caso de que el demandado 
residiere en el extranjero (S no tuviere domicilio conocido. Si- 
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^uiendo lo dispuesto para el juicio ordinario, podrá decirse 
^ue en el primer caso se dirigirá exhorto para la citación, en la 
forma que se prevenga en los tratados, ó en su defecto en la 
^ue determinen tas disposiciones generales del Gobierno, y 
en el segundo se le citará por medio de edictos que se fijarán 
en los sitios públicos, é insertarán en los diarios oficiales del 
pueblo en que se siga el juicio, en los del en que hubiere te- 
nido su última residencia, y en la Gaceta del Gobierno Supe- 
rior civil. 

Estos procedimientos ofrecerán, sin embargo, alguna difi- 
cultad que vamos á examinar. 

Dispone la ley que entre la convocación y la celebración 
de la comparecencia deberán mediar á lo mas seis dias y que, 
cuando el demandado no residiere en el lugar en que esté es- 
tablecido el Juzgado de Paz que le citare, se aumente este 
término con un dia mas por cada cuatro leguas que di^te el 
lugar del juicio del de la residencia del demandado (1). 

Si el término medio entre la* convocación y la compare- . 
cencia ha de empezar á contarse desde la providencia eh que 
se acuerde esta, no bastarán los seis dias y la prorogacion de 
ano mas por cada cuatro leguas de distancia, para que la cita- 
ción del extranjero y la del de ignorado domicilio inserta en 
los periódicos oficiales surta efecto, respecto del primero, por- 
que el curso dilatorio y lento del exhorto hasta llegar á cum- 
plimentarse por la autoridad correspondiente en la Nación á 
que se dirija, ha de consumir necesariamente mucho mayor 
término, y en cuanto al segundo, porque desconociéndose la 
distancia á que se .encuentra el demandado no es posible hacer 
la ampliación del término. 

Equitativa y aceptable será para estos casos la práctica 
establecida para los emplazamientos del juicio ordinario, por- 
q^ue la disposición general de la ley no excluye la adopción de 
^tros medios, en los casos especiales y extraordinarios en que 
mo pueda caber su rigorosa aplicación. 

En su virtud, el Juez debe ampliar el término de la con- 



(1) Artículo 1170 de la ley d'i Enjaiciamiento civil. 

16 
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vocación del residente en el extranjero, discrecionalmente poír 
el tiempo que, atendidas la distancia y la mayor ó menor facili- 
dad de las comunicaciones, considere necesario. 

Del propio modo obrará cuando haya de hacerse la cita- 
cÍ9n por edictos,, y aun será oportuno que, no compareciendo, 
suspenda el acto, y manda hacer un segundo llamamiento, tam- 
bién por edictos y la mitad del término concedido en el prime- 
ro, pasado el cual sin presentarse, celebre el juicio en rebeldía* 

Acontecerá que el demandante manifieste saber que, así el 
ausente en el extranjero como el ignorado, tengan conferido» 
poderes para su representación en juicio á determinada perso- 
na. En este caso parece que, pidiéndolo el demandante, podrár 
prepararse la demanda cita -"do á la persona que señale á una 
comparecencia para que exhiba el poder ó manifieste si lo tie- 
ne y puede en su consecuencia oir la citación por su poder- 
dante; 

Este medio de preparar demandas está admitido por la 
Jey para el juicio ordinario, y con él se evitará el inconvenien-^ 
te de la dilación. A él no se opone por otra parte la índole de 
la diligencia, toda vez que ya dejamos sentado que la citacionr 
no ha de ser precisamente personal. 

Conviene advertir á los^ Jueces de Paz que los exhor- 
tes que despachen al extranjero han de entenderse con los 
Jueces que deban cumplimentarlos, y dirigirse al Ministerio* 
de Ultramar, por medio de los Regentes de las Audiencias, 
quienes después de certificar la legitimidad de las firmas de lo» 
Jueces que los autoricen, los pasarán á los Gobernadores Su- 
periores civiles respectivos, á fin de que llegando á dicho Mi- 
nisterio se remitan al de Estado, y por este á su destino por la 
via diplomática: teniendo mucho esmero en no omitir en tales 
exhortos, cualquiera que sea la Nación á que se dirijan, la 
cláusula de reciprocidad para el cumplimiento en España de 
iguales cartas deprecatorias, pues de la omisión de esta cláusur 
la depende muchas veces su admisión y cumplimiento. 

La ley no ha prevenido que la citación puedaThacerse, co- 
mo en los actos conciliatorios, por persona de la delegación deF 
Secretario del Juzgado. ¿Significará este silencio que no pueda, 
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darse comisión para practicar la diligencia? Asi lo aconseja el 
rigor literal de la ley. Con todo, si el Juez autoriza la delega- . 
«ion con designación individual, como esta equivaldría á un 
nombramiento para el cual está facultado, no hallamos ningún 
inconveniente en que se ejecute la citación por comisionado, 
que de todos modos ha de reunir los requisitos exigidos para 
«er Secretario, 

Las demandas sobre asuntos mercantiles que por su cuan- 
tía deban tratarse en juicio yerbal, se intentarán por memorial 
'dirigido al Tribunal ó Juez que de él deba conocer, en el cual 
expondrá el demandante con brevedad y sencillez su acción y 
el título en que la funde, acompañando los documentos que 
puedan comprobarlo. 

En su virtud, se proveerá la citación del demandado con 
señalamiento de dia y hora para la celebración del juicio, cuyo 
acto se hará saber al demandante. 

La citación se ejecutará por cédula en que, instruyéndose 
^1 demand^o de h, pretensión del actor y titulo en que la 
iunda, se le emplazará para que en el dia señalado se presente 
a1 juicio con los documentos necesarios para probar cualquiera 
excepción que pretenda oponer á la demanda. 

La cédula de emplazamiento ó citación se entregará á la 
persona á quien se dirija, y en su defecto á la mujer, parientes, 
<;ríados ó vecinos, haciéndose constar á continuación del memo- 
rial del demandante, la entrega y el nombre y apellido de la per- 
sona á quien se hubiere hecho, cuando no fuese la demandada. 

El plazo de la citación para que esta acuda al juicio, será 
ordinariamente de tres dias, el cual, por justos motivos de ur- 
gencia, podrá reducir el Juez, con tal que siempre se verifique 
la citación la víspera del dia señalado para el juicio. 

No compareciendo á este el demandado, se le mandará 
citar dé nuevo para la audiencia mas próxima, con apercibi- 
miento de procederse en su rebeldía á lo que corresponda sobre 
la demanda entablada. Las costas de esta providencia, las de 
«u notificación al demandante y las de la nueva citación al de- 
mandado, serán de cargo de este (1). 

(1) Artículos 446 al 450 de la ley de Enjuiciamiento mercantil. 
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CAPITULO III. 
De la comparecencia. 

Llegado el dia de la comparecencia, se celebrará esta ante 
el Juez y el Secretario. El señalamiento hecho no podrá alte-^ 
rarse sino por justa causa, alegada y probada ante el Juez de 
Paz (1). Sobre este punto debe tenerse presente cuanto diji- 
mos, al tratar del acto de conciliación, respecto de la suspert- 
alón de la comparecencia y nuevo señalamiento por, las causas ^ 
que consideramos justas para no concurrir, y son de igual cb- 
timacion en el juicio verbal. 

No compareciendo el demandado, continuará el juicio en 
rebeldía, sin volver á citarlo (2). 

Es consiguiente á esta disposición que no se castigu|e al 
demandado no compareciente con multa y costas como en el 
acto conciliatorio, y también que siendo varios los demanda- 
dos, si dejaren de concurrir algunos, se siga el juicio can lo» . 
presentes, y en rebeldía con los ausentes parándoles perjuicio' 
la sentencia. 

La ley ha circunscrito este último procedimiento al soJo 
caso de la falta de presentación del demandado; pero presen- 
tándose este y no el demandante ¿se celebrará el juicio? 

Es lo regular que el demandante no deje de concurrir, 6 
que si le hace manifieste justa causa que se lo estorbe. Por es- 
to tal vez no se ha pensado en prescribir regla alguna para el 
caso de su inconcurrencia no justificada. Ocurrirá alguna vez. 
que esta se verifique, porque haya sabido que el demandado 
trate de reconvenirle ó de alegar una excepción peíentoria que 
destruya la demanda. 

El Reglamento de 21 de Febrero de 1853, dispuso para. 
este caso que cuando faltare al juicio la parte promovente^ sí» _ 
alegar impedimento ó justa causa, se tuviese por no hecha la~ 



(1) Artículos 1171 yll72 de la ley de .Knjuiciami» nto cít}K 

(2) Artículo 1 173 de la misma ley. 
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citación y se le condenase á la multa de cinco pesos y á la in- 
demnizacion de los perjuicios causados á la parte citada que' 
hubiere acudido de diferente población á celebrar el juicio^ 
previniendo también que, sin hacer constar él pago déla multa 
é indemnización en su caso, no se procediera á nueva citación 
sobre el mismo negocio (1). 

En el silencio de la ley sobre este punto, creemos que 
puede observarse la disposición reglamentaria que no se opo- 
ne á su equitativo y prudente espíritu. 

No presentándose ni demandante ni demandado, se hará 
asi constar en diligencia que extenderá el Secretario y firmará 
con el Juez de Paz á continuación de la dltíma puesta en la 
papeleta de demanda, y se archivarán los autos. 



CAPITULO IV. 
De la celebracioii dé la compiireceiieia» 

Presentes las partes ante el Juez de Pazí y Secretario, 
expondrán por su orden lo que á su derechb convenga (2), en 
decir, el actor la demanda y la contestación el demandado, re- 
plicando uno y otro si fuere necesario y lo estimare el Juez de 
Paz para fijar la cuestión. 

Aunque la ley no lo expresa, el demandado podrá propo- 
ner las excepciones dilatorias que la misma establece y son: 

V. La incompetencia de jurisdicción.- 

2* La falta de personalidad en el demandante ó en su pro- 
curador. Esta falta respecto del demandado ó su representante 
no produce excepción (3), ni puede oponerse por el que con 
hechos repetidos se ha reconocido obligado á todas las res- 
ponsabilidades del contrato que sirva de fundamento á la de- 
manda (4). 



(1) Artículo 79 del citado Reglamento. 

(2) Artículo 1172 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(3) Tribunal Supremo, Apelación núm. 122 de 1864. 

(4) Tribunal Supremo, Casac. núm. 110 d^ 1860. 
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3^ La litis pendencia én otro Juzgado ó Tribunal compe- 
tente. 
4? Defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Todas estas excepciones pueden ser procedentes en el jui- 
cio verbal y, á excepción de la primera, creemos que atendida 
la naturaleza del juicio de que tratamos, deberán alegarse con- 
testando la demanda y probarse en la misma comparecencia 
en que se prueben las perentorias que son aquellas que des* 
truyen la demanda ó reclamación. 

Tampoco dispone nada la ley acerca de los casos de recon- 
vención ó mutua petición, y de otras excepciones de entidad 
excesiva de 400 escudos, que puedpn alegarse por el demanda- 
do en su defensa. 

Reclamada una cantidad menor de esta suma, el deman- 
dado se confiesa deudor de ella, pero á la vez pide por recon- 
vención que el actor le satisfaga otra mayor ó, menor no exce- 
dente de dicha cantidad, aunque se impute lá suma pretendida 
en la demanda principal. En este caso, como que el Juez seria 
competente para conocer de una y otra demanda por razón de 
su entidad, debe hacerse cargo de la reconvención y resolverla 
en el mismo juicio en que decida sobre la acción propuesta 
por el demandante, y en el supuesto de que sean estimables 
una y otra, admitir la compensación de la cantidad meiior en la 
mayor, condenando al que corresponda al pago de la restante. 

De esta suerte se evitará la duplicidad de juicios, benefi- 
cio conocido para ambas partes por las molestias y gastos que 
se les ahorran, y muy particularmente para el demandado que 
se vería condenado en un juicio y en la necesidad de provocar 
otro nuevo ante el Juez que fuere competente por razón de la 
persona á quien tuviere que reconvenir, ó por la naturaleza 
de la acción que intentara para que se resolviese la recon- 
vención. 

Este perjuicio tan trascendental trató de impedirlo la le- 
gislación* de Partida, estableciendo que uno de los efectos 
de la reconvención fuese el de prorogar la jurisdicción del 
Juez ante quien se expusiere ó dedujere la demanda princi- 
pal, sin que fuese licito al actor escusarse de contestar á lar 
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reconvención, y facultando en este caso al demandado para 
eximirse de responder á la demanda, pues una y otra debian 
tratarse y resolverse simultáneamente en' un mismo juicio y 
en una misma sentencia. 

Asi viene también á establecerlo la ley de Enjuiciamiento 
civil, al tratar del juicio ordinario. Dispone en su articulo 254 
que las excepciones y la reconvención se discutirán al propio 
tiempo y en la misma for^a que el negocio principal, y serán 
resueltas con este en la sentencia. 

Este precepto legal, perfectamente acomodado á los jui- 
cios verbales, resuelve la cuestión propuesta. El actor proro- 
ga jurisdicción al Juez ante quien produjo su demanda, para 
el efecto de que conozca de la deducida por el demandado en 
forma de reconvención, y está obligado á contestarla si ha de 
responderse la suya por el que la propuso. 

Acaso la reconvención exija la justificación de hechos in- 
fluyentes para su justa decisión, pero cuando asi suceda puede 
recibirse el juicio á prueba, celebrándolo en dos actos distintos 
con el menor intervalo posible entre ambos. 

Esta doctrina será de fácil aplicación cuando la reconven- 
ción consista en cantidad competente para el Juez de Paz. 
Pero cuando exceda de 400 escudos ofrecerá sumas dificul- 
tades. 

Según las disposiciones que hemos citado, un mismo Juez 
debe conocer de la demanda principal y de la reconvención ó 
demanda propuesta por excepción. ¿Cómo podrán los Jueces 
de Paz cumplir este deber, si les está vedado entender de 
asuntos contenciosos entre partes por cantidad mayor que la 
expresada? ¿Les será permitido estimar la reconvención en la 
sola cuantía señalada como máximo páralos juicios verbales, y 
reservar á otro Juez 6 á otro juicio el conocimiento y resolu- 
ción de ia excesiva? Evidentemente no, porque esta división 
anómala y extraña de la continencia de la defrianda, no evita, 
ría el que conocieran de un asunto de entidad incompetente. 

Si en la reconvención se solicitaron del actor 500 escudos 
y se pidió la compensación de 380 en que consistía la demanda 
principal, para apreciar esta debería resolverse sobre la to- 
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talidad de la petición mutua, toda vez que la compensación 
admitida envolvía la declaración de legitimidad del crédi- 
to todo, del deber de satisfacerlo que afectaba al actor recon- 
venido. 

Si este se confesare deudor del crédito admitiendo la com- 
pensación solicitada, podría considerársele satisfecho ó pagado 
de la cantidad recamada en su demanda. El Juez en este caso 
debería limitarse á declarar pagado al actor, por virtud de 
su allanamiento, reservando su derecho al demandado re- 
con viniente para que, respecto de la cantidad á que no alcan- 
zase la competencia, pudiera utilizarlo en el juicio correspon- 
diente. 

¿Podrá conocerse de la reconvención, como propone un 
escritor, para el solo efecto de resolver la demanda principal 
y absolver al demandado ó condenarle al pago de. la cantidad 
que se le reclame, con la calidad de sin perjuicio de lo que se 
resuelva por el Juez legitimo respecto de aquella? 

Este sistema, sobre ser contrario á la legislación estable- 
cida, no produciría efecto alguno positivo. Si el Juez conocía 
de esa suerte y de la misma resolvía en sentido condenatorio 
la demanda principal, habría prejuzgado la cuestión de recon- 
vención sin resolverla; y estimándose esta posteriormente con- 
tra la apreciación de aquel, la sentencia que dictase perdería 
su carácter ejecutivo, ó al menos se incurriría en la redundan- 
<;ia de que el actor entregase al demandado lo mismo que de 
^1 hubiese recibido. 

La conducta que el Juez de Paz debe seguir, siempre que 
se proponga reconvención ó mutua petición excesiva de 400 
escudos, es abstenerse de su conocimiento y del de la demanda 
principal y dirigir las partes al Juez que corresponda, que 
será el del actor, quien por la reconvención se convertirá en 
demandado. También deberá abstenerse de conocer, y remitirá 
las partes al Alcalde mayor del distrito, cuando reunidas las 
sumas reclamadas en la deiuanda principal y enla reconven- 
ción, formasen una totalidad mayor de 400 escudos aun cuando 
•cada una de ellas separadamente no llegase á esta cantidad. 
Esta doctrina está conforme con lá contenida en una declara- 
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cion hecha por el Tribunal Supremo de Justicia al resolver 
un recurso de nulidad (1). 

Creemos oportuno prevenir aquí que la compensación pa- 
ra que tenga efecto, ha de ser de dinero ó cosas de una misma 
especie y calidad, y que en el caso de consistir en créditos sean 
líquidos (2) y también que en el que pida y en aquel contra 
quien se solicite concurra el doble carácter de acreedor y deu- 
dor; y que no. siendo unas mismas las cantidades compensa- 
bles, se ejecute aquella en la concurrente, sin perjuicio del 
derecho de la restante. La compensación no puede tener lugar: 

1. ^ En lo debido á la Hacienda pública ó á un concejo ó 
comunidad. 

2. *^ A consecuencia de un delito ó sea por virtud de res- 
ponsabilidad civil proveniente de} mismo. 

3. ^ En las cosas dadas en depósito ó préstamo comodato. 
En todos estos casos, deben precisamente entregarse las 

cantidades ó efectos debidos, depositados ó prestados, sin per- 
juicio del derecho que competa al acreedor que propuso la 
compensación. 

La doctrina expuesta, se aplicará á la resolución de otras 
cuestiones que pueden ofrecerse excepcionando en los juicios 
verbales. Asi, cuando en virtud de un contrato se pida en la 
demanda la cantidad de que fuere objeto y el demandado ex- 
cepcionase la nulidad de la convención, el Juez de Paz resol- 
verá sobre esta excepción, si el interés reclamado no exce- 
diere de 400 escudos, y reservará su conocimiento al Alcalde 
mayor del distrito, si la nulidad afectare entidades mayores. 
Esto sucederá si la demanda tuviese por objeto pedir una par- 
te del precio del arrendamiento de una casa, ó los réditos ven- 
cidos de un censo en cantidad menor de 400 escudos, y el 
demandado negase la legitimidad del contrato de arrendamien- 
to hecho por varios años, importante en sus pensiones mas de 
dicha suma, ó la capitalidad del censo también excedente de la 
misma. 



(1) Casación núm. 172, 2? semestre de J864. 

(2) Col. leg»., Tomo de 1864 pág. 165. 
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Hechas por las partes las alegaciones que tuvieren por 
conveniente, el Juez de Paz les admitirá las pruebas que pre- 
sentaren (1). Esta disposición indica que no puede negarse á 
las partes ninguna de las pruebas que ofrecieren. 

No obstante, el Juez podrá repeler las que sean super- 
abundantes ó conocidamente agenas al fin del juicio y también 
las que se propongan ó presenten fuera de tiempo. Sobre su 
denegación no se admitirá apelación alguna, pues no cabe 
la suspensión del juicio. Solo de la sentencia que en este se 
pronuncie es dado apelar, y en la segunda instancia podrá ex- 
ponerse cuanto conduzca á demostrar la injusticia de la dene- 
gación de la prueba articulada en la primera. 

La ley no restringe para estos juicios el uso de todos los 
medios de probar creados para otros, y principalmente para 
el ordinario, que es el juicio general de que debemos tomar 
todo lo que en el verbal falte. 

Los medios de prueba de que puede hacerse uso son: 
1.® Documentos públicos y solemnes. 

2. ^ Documentos privados. 

3. ® Correspondencia. 

4. ® Confesión en juicio. 

5. ® Juicio de peritos. 

6. ^ Reconocimiento judicial. 
7.^ Testigos. 

Documentos públicos. — Se consideran públicos y solemnes 
los documentos siguientes: 

1. ® Las escrituras públicas, otorgadas con arreglo á derecho.. 

2. ^ Los documentos expedidos por los funcionarios que 
ejerzan un cargo por autoridad pública, en lo que se refiera al 
ejercicio de sus funciones. . 

3. ^ Los documentos, libros de actas, estatutos, registros, y 
catastros que se hallen en los archivos públicos ó dependientes 
del Estado, de las provincias ó pueblos, y las copias sacadas y 
autorizadas por los Secretarios y archiveros por mandato de 
la autoridad competente. 



(1) Artículo 1172 de la ley de EnjuViamiento civil. 
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4. ^ Las partidas de bautismo, de matrimonio y defuncio- 
nes dadas con arreglo á los libro3 por loa párrocos, ó por los 
que tengan á su cargo el registro civil, que la ley ha elevado 
á la esfera de las demás cartas públicas otorgadas ante escri- 
bano; aunque unos y otros documentos pueden ser impugna- 
dos en juicio, por los vicios ó defectos de que adolezcan, tanto 
en su fondo como en su forma (1). 

5. ^ Las actuaciones judiciales de toda especie (2). 
Estos documentos serán eficaces en juicio: 

1. ® Si los que vinieren al pleito sin citación, se cotejaren 
con sus originales precediéndola, á no ser que la persona á 
quien perjudiquen haya prestado á ellos asentimiento expreso. 

2. ® Si los que hubieren de traerse de nuevo, lo fueren en 
virtud de mandamiento compulsorio expedido al efecto, previa 
citación de la parte á quien hayan de perjudicar. 

3. ^ Si conteniendo el testimonio parte de un documento, 
,se adicionase á él lo que el colitigante señalare, creyéndolo con- 
veniente. • , 

4. ^ Si los testimonios 6 certificaciones fueren dados por el 
encargado del archivo, oficina ó registro en que se hallaren 
los documentos, por el escribano en cuyo oficio radiquen los 
autos ó por el que entendió en los mismos. 

Tales documentos se expedirán bajo la responsabilidad de 
los funcionarios encargados de la custodia de los originales, y 
la intervención de los interesados estará limitada á señalar lo 
•que haya de testimoniarse ó certificarse. Los documentos otor- 
gados en otras naciones, tendrán igual fuerza que los que lo 
•sean en España, si reúnen todas las circunstancias exigidas en 
;aquellas, y las que además requieran las leyes españolas para 
su autenticidad. 

Si los litigantes convienen en su inteligencia, se estará y 
pasará por la que le dieren; pero si no conviniesen se remiti- 
rán al Gobierno Superior civil para que, por intérpretes del 
mismo, se proceda á su traducción, 6 bien se reclamará la con- 



(1) Sentencia del Tribunal Supremo núm. 10 de 1864. 

(2) Artículos 279 y 280 de la Ipy de Enjuiciamiento civil. 
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currencia de estos, á fin de que la ejecuten en el Juzgado, sí 
asi conviniere al mejor éxito de la diligencia. 

Siempre que se ponga en duda la autenticidad de un do- 
cumento público ó privado, podrá pedirse cotejo de letras por 
peritos, designándose por la persona que haga esta petición,, 
el documento ó documentos indubitados con que deba hacerse 
considerándose tales para el cotejo: 

1. ® Los que las partes reconozcan como indubitados de co- 
mún acuerdo. 

2. ^ Las escrituras públicas y solemnes. 

3. ® Los documentos privados cuya letra ó firma se reco- 
nozca en juicio por aquel á quien se atribuya la dudosa. 

4. ° El escrito impugnado, en k parte en que reconozca la 
letra como suya aquel á quien perjudique. 

La comprobación se hará por el mismo Juez, después de 
oir á los peritos revisores, á cuyo dictamen no tendrá que su- 
jetarse. 

Cuando una de las partes, sosteniendo la falsedad de un 
documento que pueda ser de notoria influencia en un juicio, 
entablare la acción criminal en descubrimiento del delito y de 
su autor, se suspenderá el juicio en el estado en que se halle 
al recibirse la comunicación del Alcalde mayor que participe 
la incoación de aquella, y no continuará hasta que recayere 
ejecutoria en la causa criminal. 

Documerdoa privados y correspondenoia. — Los documentos 
privados y .la correspondencia se exhibirán en la comparecencia 
y se unirán á los autos; mas si obrando en poder de un tercero 
hubieren de testimoniarse, se exhibirán al escribano y este tes- 
timoniará los que señalaren los interesados. No se obligará, 
sin embargo, á los que no litiguen á la exhibición de documen- 
tos privados de su propiedad exclusiva; pero al que los nece- 
sitare, quedará á salvo el derecho que le asista para ejercitarlo 
en el correspondiente jucio. 

Confesión en juicio. — Todo litigante estará obligado á de- 
clarar bajo juramento en cualquier estado de la comparecen- 
cia, cuando asi lo exigiere el contrario. Si no estuviere presen- 
te, pero en otra comparecencia anteriín» se hubiese contestada 
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la demanda, se le citará con un dia de antelación, y no compa- 
reciendo se le volverá á citar bajo apercibimiento de que si no 
se presentare á declarar, sin justa causa, será tenido por con- 
feso, cuya conminación le será hecha también cuando una vez 
presentado se negare á declarar, ó cuando diere respuestas 
evasivas, pero en este caso solo respecto de los hechos á que 
no diere contestación categórica y terminante. Estas declara- 
ciones podrán prestarse á elección del que las pidiere: 

1.® Bajo juramento decisorio, en cuyo caso harán prueba 
plena, no obstante cualesquiera otras. 

2. ® Bajo juramento indecisorio, en cuyo caso no perjudi- 
carán mas que al que declare. 

En uno y otra casi, las contestaciones deberán ser afirma- 
tivas ó negativas, pudiendo agregar el que las dé las explica- 
ciones que estime convenientes, ó las que el Juez le pidiere. 
Las declaraciones serán firmadas por los que las prestaren, le- 
yéndolas antes por si mismos, y negándose á ello ó no pudiendo 
hacerlo, después de leérseles integramente por el Secretario. 

Sobre la confesión judicial asi prestada, se oirá sin dilación 
al que la hubiere pedido, el cual podrá solicitar que se repita 
para aclarar algún punto sobre el que no se hubiere contesta- 
do categóricamente. 

Si el llamado á declarar no compareciere á la segunda ci- 
tación sin justa causa, si rehusare declarar ó persistiere en 
no responder afirmativa ó negativamente, á pesar del aperci- 
bimiento que se le hubiere hecho, podrá ser tenido por confe- 
so si se pidiere inmediatamente y sin esperar á la sentencia 
definitiva. La providencia en que asi se declare, no debe ser 
apelable en los juicios verbales. 

Juicio de peritos. — Ya se ha tratado del nombramiento y 
recusación de peritos. Expondremos en este lugar lo que se 
refiere á la evacuación de su cometido. 

. Los peritos nombrados, practicarán unidos la diligencia 
para que lo fueren, y las partes podrán concurrir al acto en 
que se verifique y hacerles cuantas observaciones quieran, re- 
tirándose para que discutan y deliberen solos. 

Si el objeto del juicio pericial permitiere que los peritos 
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den inmediatamente su dictamen, lo darán antes de separarse 
á presencia del Juez, pero si exigiere el reconocimiento de 
lugares, la práctica de operaciones, ix otro examen que nece- 
site detención y estudio, les otorgará el Juez el tiempo nece- 
sario para que formen y emitan su juicio, el cual se consignará 
en la comparecencia, extendiéndose bajo una misma relación 
el dictamen de los que estuvieren conformes, y en otra el de 
los que fueren de opinión diferente, marcando los nombres de 
los peritos que profirieron cada uno, los cuales firmarán con 
los testigos y demás concurrentes el acta de comparecencia en^ 
que se contuvieren. 

Reconocimiento judicial, — La vista ocular ó reconocimien- 
to judicial, es un medio de probar que tendrá poca aplicación 
en los juicios verbales, por referirse generalmente á entidades 
mayores á que den lugar, cuestiones sobre construcciones de 
edificios, obras de cualquier clase, términos de pueblos, linde- 
ros de heredades y otros semejantes objetos. Sin embargo, aun 
tratándose de aquellos juicios podrá convenir alguna vez prac- 
ticar tal diligencia. 

Para cuando asi suceda, prevendremos á los Jueces de 
Paz que el reconocimiento debe decretarse no solo cuando las 
partes lo pidan, sino cuando ellos lo contemplen necesario: en 
el primer caso dentro del término de la comparecencia, en el * 
segundo después de esta y antes de dictar sentencia. 

Siempre se hará con citación previa, determinada y ex- 
presa para el acto de su ejecución, al cual podrán concurrir 
lals partes y las personas á que se asociaren y hacer en él al 
Juez de palabra las observaciones que estimen oportunas, las 
cuales se insertarán en la acta en que se comprenda esta dili- 
gencia. Los Jueces de Paz deben siempre practicarla por si 
mismos y no encomendarla al Secretario ü otra persona. 

Cuando deba practicarse fuera de su demarcación, será 
preciso encargarla al Juez de Paz del en que hubiere de tener 
lugar, siendo posible que se penetre de la dificultad que la 
promueva, y la trasmita por escrito al Juez que conozca del 
juicio. Mas si fuere absolutamente preciso que este Juez la 
practique por sí mismo, en razón de no poderse formar de otra 
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modo seguro concepto, deberá pasar á la demarcación en que 
hubiere d^e tener efecto la diligencia, facultándose para ello 
previamente por el superior común y obteniendo la venia del 
Juez del lugar á que se extienda para aquel efecto, la juris- 
dicción. 

Testigos, — La edad para ser testigo en juicio civil, es la 
de catorce años. Antes dé esta edad también puede declararse, 
pero la declaración no producirá el efecto legal que la de los 
que la hubieren cumplido, como manifestamos al hablar de la 
apreciación de las pruebas. 

Por regla general todos pueden ser testigos en lo civil. 
Sin embargo, tienen inhabilidad para serlo y no pueden por 
tanto admitirse como tales los siguientes: 

1. ® El loco ó demente. 

2. ^ El ebrio. 

3. ® Los parientes por consanguinidad ó afinidad dentro del 
cuarto grado civil del litigante que los presentare. . 

4. ^ Los que al prestar declaración fueren dependientes ó 
criados del que los presentare, entendiéndose por tales los que 
vivan en las casas del tenido por amo y le presten en ellas ser- 
vicios mecánicos, mediante un salario fijo. 

5. ^ Los que tengan interés directo ó indirecto en el juicio 
ó en otro semejante. 

6. ® Los que hubieren sido condenados por falso testimonio. 

7. ® Los que fueren amigos íntimos ó enemigos manifiestos 
de uno de los litigantes. 

Las leyes de Partida solo admitían la enemistad cuando 
provenia de pariente del litigante á quien el testigo hubiere 
muerto, ó cuando trató de matar á este mismo, ó le acusó ó in- 
famó atribuyéndole la- comisión de un delito que mereciera 
pena de muerte, destierro, perdimiento de miembro ó de la ma- 
yor parte de sus bienes. 

También negaban la capacidad ó habilidad para ser testi- 
gos á los reos de homicidio calificado, de falsificación, de viola- 
ción, de procuración de aborto, de cohecho, de apostasía, á los 
casados que tuvieren manceba en su casa, á los casados á sa- 
biendas sin dispensa con parienta dentro del cuarto grado, á 
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las personas de mala vida y costumbres, á los que siendo des- 
conocidos del Juez y de la parte contra quien se presentaren 
fueren pobres ^ó viles, y á los guardadores y procuradores, 
«alvo cuando fueren examinados á instancia de la parte con- 
traria. 

Podrán ser admitidos como testigos, pero solo en caso de 
que se presten voluntariamente á declarar: 

1. ^ Los ascendientes contra los descendientes ó parientes 
colaterales hasta el cuarto grado y estos contra aquellos. 

2. ® Los suegros contra los yernos, los padrastros contra los 
hijastros y viceversa. 

Los testigos antes de ser examinados prestarán juramento 
en la forma y bajo las penas que las leyes prescriben, excepto 
los menores de catorce años que declararán sin ser juramen- 
tados. 

La forma general para el juramento de los testigos católi- 
cos y seculares, no pertenecientes al estado eclesiástico, es la 
siguiente: 

Hecha la señal de la cruz con dos dedos de la mano dere- 
<5ha, ó mostrando algún objeto que la represente ó los Santos 
Evangelios se les preguntará: 

"¿Juráis por Dios y por esta Santa Cruz, decir verdad en 
lo que supiereis y fuereis preguntado?" 

Después de contestar el testigo: "si juro," añadirá el juez 
<le Paz: "si asi lo hiciereis Dios os lo premie, y si nó os lo de- 
mande;" y aquel responderá "amen, ó así sea." 

A los eclesiásticos seculares, se les preguntará, puesta la 
mano sobre el pecho, si juran in verbo sacerdotis ó por las sa- 
gradas órdenes que han recibido y según su estado; y á los re- 
gulares con iguales palabras y además con las de por el hábito 
que visten. 

Los militares deben jurar como los demás católicos, pero 
colocando la mano en el puño de su espada en vez de hacer la 
señal de la Cruz'. Solo en las causas militares lo ejecutan bajo 
su palabra de honor. 

Los arzobispos y obispos jurarán teniendo abiertos los 
Santos Evangelios, pero sin poner las manos sobre ellos. 
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Los judíos según la ley 20, título J.1, partida 3% deberán 
ser juramentados por un solo Dios Todopoderoso, criador del 
Cielo y de la Tierra, y de todas las demás cosas visibles é invi- 
sibles, que sacó á su pueblo de la esclavitud de flgipto, lleván- 
dole á la tierra de promisión, por la ley de Moisés y por todo 
lo que creyeren en la Sagrada Biblia. El Juez de Paz después 
íle responder que asi juran añadirá: "Si así lo hiciereis el mis- 
mo Dios os ayude y premie llevándoos al Paraíso celestial; 
:<5omo á Abraham, Isaac y Jacob vuestros progenitores; y si no 
envié sobre vos todas las plagas que envió contra. Faraón y su 
Teino, y maldiciones que por vuestra ley están puestas, contra 
los que desprecien los mandamientos de Dios." 

La siguiente ley 21 del mismo cuerpo legal prescribe el 
juramento de los musulmanes. 

Según ella puestos en pié de frente al mediodía y con el 
brazo derecho levantado deben ser interrogados de esta mane- 
ra: "¿Juras por Ala Alquivir, aquel que tú dices ser gran Dios 
y "á quien haces oración; por Mahomat, que llamas su gran pro- 
feta; por su Alcorán, y por todo lo que crees y entiendes de 
fiu ley, y por ella te está mandado e^uardar, que dirás verdad 
en cuanto supieres y fueres preguntado? Luego de haber con- 
^testado *'si juro," añadirá el Juez de Paz: Si así lo hicieres 
hagas parte con él y con los demás profetas en los paraísos en 
que crees están; y si no seas apartado de todos los bienes que 
dices te tiene prometidos, y caigas en todas las penas con que 
el Alcorán amenaza á los que no creen en su ley." 

El examen de los testigos se hará con sujeción á los in- 
terrogatorios por capítulos que las partes formulen de palabra 
y se sentarán en la acta, y con su vista podrán estas ofrecer 
otros interrogatorios de repreguntas, que tendrán igual inser- 
ción. El Juez de Paz examinará unos y otros interrogatorios, 
que deberán concebirse en forma afirmativa, y los aprobará 
en su totalidad ó declarará los capítulos ó preguntas y repre- 
guntas que estimare y desechare. Los interrogatorios de repre- 
guntas podrán 'también presentarse en pliego cerrado, cuando 
.hubieren de ser examinados los testigos en punto .distinto del 
ten que se siguiere el juicio, y será obligación del Juez con- 
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servarlo tesei^vado hasta el momento de aer examinados los 



testigos. 



Una vez juramentados estos á presencia de las partes, se 
les hará salir de la sala en que se celebre la comparecencia, y 
en ella se irán introduciendo y examinando uno á uno acerca 
de las preguntas y repreguntas admitidas, y el Juez cuidará 
de que no se comuniquen entre si hasta después de examina- 
dos' todos. 

Antes de preguntarles por los capítulos de los interroga- 
torios, que son los que se refieren á la esencia del juicio, se 
harán á los testigos las siguientes preguntas, llamadas gene- 
rales: 

If Su nombre, apellido, edad, estado, profesión ú oficio y 
domicilio. 

2* Si son parientes consanguíneos ó afines de alguno de lo» 
litigantes y en qué grado. 

3* Si tienen interés directo ó indirecto en el juicio ó en 
otro semejante. 

4* Si son amigos íntimos ó enemigos de alguno de los liti- 
gantes. 

Aunque nada se ha dispuesto acerca de si podrán propo- 
nerse y justificarse tachas de testigos, entendemos que estas 
podrán alegarse y probarse. en el mismo acto en que fueren 
examinados los testigos contra quienes se produjeren. Las 
tachas consistirán en los motivos de incapacidad que dejamo» 
enumerados y que el Juez de Paz apreciará al dar sentencia. 

Hemos tratado de todos los medios de prueba que la ley~ 
de Enjuiciamiento admite para el juicio ordinario, no obstante^ 
que dicha ley parece indicar que las partes deben llevar y pre- 
sentar en el acto de la comparecencia todas las probanzas que 
les interesen, y por tanto que el juicio, con alegaciones y prue* 
bas, haya de terminarse en una sola comparecencia. Asi deberá 
procurarse generalmente pero no podrá lograrse siempre. 

Sucederá alguna vez que á las partes .aproveche el exa- 
men de persona que se halle en paraje distinto del lugar en 
que se celebre lá comparecencia, ó físicamente impedida de 
comparecer á la presencia judicial. 
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Si la declaración propuesta futare tan esencialmente ne- 
cesaria para la Ratificación del fallo, que sin ella no pudiera 
asegurarse su acierto, deberá el Juez de Paz, en nuestro con- 
cepto, acordar su recibimiento, dando comisión al Juez corres- 
pondiente por medio de exhorto en que se relacionen las ale- 
gaciones de las partes, y se consignen los pijintos sobre que 
hubiere de ser interrogado el testigo. 

Con suspensión de la comparecencia, deberá- entregarse 
-el exhorto á la parte que lo hubiere obtenido, y el Juez seña- 
Mará el término que conceptúe prudente y bastante para la 
práctica de la diligencia y su devolución, á efecto de terminar- 
^e la comparecencia suspendida con presentación del exhorto 
ó sin ella. 

Siempre será menos perjudicial celebrar en dos actos la 
comparecencia, lo cual no está prohibido por la ley, y la dila- 
ción que experimentará la conclusión del juicio, que el peli- 
gro de dar una providencia definitiva que lastime los fueros de 
la justicia ó haga necesarias nuevas r,eclamaciones judiciales. ' 

Lo mismo puede decirse cuando se trate de testimoniar 
•un documento, de examinar peritos con vista previa de ante- 
cedentes ó lugares determinados, ó de practicar un reconoci- 
miento judicial. 

En los juicios verbales establecidos por la ley de Enjui- 
ciamiento mercantil de 24 de Julio de 1830 (1), está dispuesto 
que cuando en la primera audiencia hallare el Juez que el ne- 
gocio no está suficientemente instruido, y las partes propusie- 
ren la presentación de nuevos documentos ó de otros testigos, 
se prorogue el juicio para otra audiencia designándose en el 
•acto y quedando desde luego emplazadas las partes sin necesi- 
dad de otra citación. 

Esta es la norma á que los Jueces de Paz deben acomo- 
darse en toda clase de juicios verbales, siempre que hallaren 
necesidad de su ampliación por las circunstancias expresadas 
ó por haber concurrido las partes sin los medios de probar sus 
nrespectivas intenciones, procurando, empero, que entre uno y 



(1) ArtícuU) 452. 
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otro acto medie el menor tiempo posible y extendiendo en ca- 
da uno la acta correspondiente* ' ^ 

A diferencia de lo que prescribieron el Reglamento pro- 
visional para la administración de justicia, y el de 21 de Fe- 
brero de 1853 (1), en los juicios verbales no son necesarios 
hombres buenos, según la ley de Enjuiciamiento, pero podrá 
concurrir acompañando á los interesados y para hablar en su 
nombre la persona que elijan, la cual podrá ser ó no letrado, 
toda vez que sus exposiciones no t^idrán mus importancia ni- 
solemnidad que las que mereciesen las del propio interesado á 
las de otra persona imperita en el derecho. 

Concluida la comparecencia, se extenderá la oportuna ac- 
ta que firmarán todos los concurrentes y los testigos. Esto no 
indica que la acta no pueda irse redactando á medida que la 
comparecencia se verifique, lo cual será mas conveniente pa- 
ra su mayor especificación, exactitud y orden. Cuando el jui- 
cio tenga lugar en diferentes actos ó comparecencias, se ex- 
tenderá y firmará una kcta para cada uno de ellos. 

Entre las firmas deberán figurar la del Juez de Paz que. 
celebró el juicio y la del Secretario que lo autorizó. 

La acta ó actas no se extenderán en ningún libro sino en 
los pliegos de papel correspondientes, que se unirán á las dili-^ 
gencias de provocación del juicio, ó sea á la papeleta de de- 
manda, la providencia de convocación y las citaciones, forman- 
do autos ó expediente. 

A los mismos se unirán también los documentos presen- 
tados en la comparecencia y cuando/ después de fenecido le- 
galmente ó por ejecutoria el juicio, se reclamasen por los que 
los presentaron, se les podrán devolver, pero dejando en autos 
copia de los mismos ó nota suficientemente expresiva, y fir- 
mando á su continuación el oportuno resguardo la persona que 
los recibiere. 

El desglose y devolución de documentos, se hará siempre 
previo mandato del Jue'z de Paz,, 'que nunca lo otorgará antes 
de fenecido el juicio. 



(1) Artículo 99 
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En los asuntos mercantiles, se celebrará la comparecencia 
presentándose las partes pn la audiencia del Tribunal ó Jtu> 
gado competente, por si ó por medio de apoderado legiftmo, 
haciéndose lectura por el Escribano ó Secretario, de la solici- 
tud del demandante y de los documentos que la acompañen, si 
los hubiere, y oyéndose en seguida sobre todo ello lo que con- 
tradictoriamente expongan las partes. 

A estas les es permitido además probar su intención por 
los medios siguientes: 
1.^ Confesión judicial, 

2. ® Todo género de documentos concernientes al negocio. 

3. *^ Información de te3tig03 que voluntariamente se pre- 
senten á declarar. 

4. ® Juramento decisorio. 

También están facultados el Tribunal ó Juez para dirigir 
de oficio á las partes y á los testigqs las preguntas que estimen 
oportunas, á fin de aclarar los hechos en que hubiere discor- 
dancia, y en caso necesario para exigirles á titulo de mejor 
proveer que declaren sobre ellas bajo juramento (1). 

CAPITUJLO V. 
De la sentencia* 

Al dia siguiente de celebrada la comparecencia, dictará el 
Juez sentencia definitiva, que se notificará en forma á las par- 
tes (2). A pesar de- esta determinación, creemos que el Juez 
de Paz, cuando el asunto sea tan claro que pueda formular su 
sentencia sin inconveniente, en el mismo dia en que se celebró, 
ó cuando las mismas partes, por motivos de urgencia, le signi- 
fiquen su deseo de que la dicte desde luego, podrá hacerlo sin 
incurrir en nulidad. Con todo, como la ley parece exigir que 
entre la comparecencia y el fallo medie algún tiempo, deberá 
en la generalidad de los casos observarse literalmente su dis- 
posición, 

(1) Articulo 451 de la ley de Enjuiciamiento mercantil. 

(2) Artículo 1176 de la lej d» Enjuiciamiento cítÚ. * 
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Tambien ocurrirá que el Juez de Paz necesite, para dic- 
tar senteneia, alguna mayor instrucción que la que arroje la 
eeno^^arecencia, y entonces entendemos que podrá para mejor 
proveer: 

1. ^ Dechrar qu^ se traiga á la vista cualquier documento 
que creyere conveniente para esclarecer el derecho de lo» 
litigantes. . 

2. ® Exigir confesión judicial á cualquiera de ellos, sobre 
hechos que estimare de influencia en la cuestión y no resulten 
probados. 

3. ® Disponer la práctica de cualquier reconocimiento ó 
avalúo que reputare necesario. 

4. ^ Traer á la vista cualesquier autos que tengan relación 
con el juicio (1). 

Para la práctica de estas diligencias podrá no ser bastante 
el término concedido para dictar sentencia; pero como atendida 
la naturaleza del juicio será preciso que se ejecuten en nueva 
comparecencia y con presencia de las partes, parece que aquel 
término no debe empezar á correr sino desde la fecha de esta 
comparecencia y no de la primitiva, como habrá necesaria- 
mente de suceder siempre que el juicio se celebre en distintos 
actos ó comparecencias.' De este modo se salvará la dificultad 
de tener que fallar sin completa instrucción, por la perentorie- 
dad del tiempo en que la sentencia debe darse. 

Para dictar sentencia debe el Juez de Paz examinar de- 
tenidamente las peticiones y replicatos de las partes y apre- 
ciar el resultado de las pruebas practicada^. Esta será sin duda 
alguna la tarea mas difícil y delicada del Juez de Paz en loa 
juicios verbales. 

La justificación de los fallos podrá lograrse observando 
Jas siguientes reglas: 

1* La prueba de documentos públicos, en que se hubieren 
llenado los requisitos marcados en el capitulo anterior para 
que su presentación en juicio sea eficaz, producirá prueba 
plena ó bastante á considerar subsistente ó extinguidoj la obli- 
*gacion á que se refiera: 

(1) Articulo 48 de la ley. do Enjuiciamieoto civil. 
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1. ® Cuando los que otorgaron el instrumento tenían capa- 
cidad legal para obligarse, de la cual cairecen eji locp ó demen- 
te, el fatuo, el menor de siete años, el maypr de esta edad y 
menor de la de veinticinco, y el pródigo judicialmente decla- 
rado sin la concurrencia de sus tutores ó curadores, oblig^pdo 
empero á los que con ellos contrataron; los liijos de familia, 
sean mayores ó menores de edad, mieutras estén bajo k patróa 
potestad á no ser en lo relativo á su peculio castrense ó al cuasi 
castrense, respecto del cual pueden contratar aun con sus 
mismos padres, y la mujer casada sin expresa licencia de su 
marido. 

2. ® Guando el instrumento se otorgó por testimonio de Esr 
cribano que esté en el pleno ejercicio de la fé publica, enten- 
diéndose que lo está el Escribano público del pueblo en que 
se otorgue la escritura, que no se baile suspenso ni inhabilita- 
do, ó cualquiera de ellos siendo varios, ó el Escribano real 6 
Notario de Indias, en las poblaciones en que no haya püblicos 
ó en que les sea licito autorizar por concesión de la Corona, 
aunque con la obligación de protocolizar en el oficio del publi- 
co mas inmediato. 

3. ^ Cuando la escritura esté extendida con toda claridad 
y exprese el dia, mes, año y lugar de su otorgamiento, la obli- 
gación que se contrae por los diferentes otorgantes, los nom- 
bres, edad, profesiones ü oficios, y vecindades ú ordinarias re- 
sidencias de los mismos, su conocimiento por el Escribano Ó 
por dos testigos conocidos de este que den razón cierta de ellos 
y la concurrencia de dos ó tres testigos que' presencien el otor- 
gamiento, los cuales no han de tener tacha legal y deberán ser 
varones mayores de catorce años. 

4. '^ Cuando los otorgantes firmaron por si ó por testigos 
rogados por ellos mismos, y expresó esta' circunstancia el Es- 
cribano autorizante. 

5. ® Cuando se extendió la escritura en el papel sellado 
correspondiente. 

2* Los documentos privados harán prueba plena, cuando 
fueren reconocidos judicialmente por las personas que loa otor- 
garon, y no interviniendo este reconocimiento servirán como 
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presunciones para probar en tinion de otros medios de los que 
las leyes tienen establecidos, como el cotejo de letras y su 
comprobación, y las declaraciones de testigos. 

3T La confesión enjuicio de cualquiera de los litigantes ha- 
rá prueba plena (1), cuando se diere bajo juramento decisorio, 
que es aquel en que las partes se conforman en pasar por el 
resultado de la declaración en que se preste: y solo perjudica- 
rá al que declare cuando fuere bajo juramento indecisorio. 

Para que la confesión judicial produzca este efecto, es in- 
dispensable que la persona que la preste» tenga capacidad para 
obligarse y que declare sjn error, sugestiones, ni fuerza, con- 
tra sí y sobre cosa, cuantía 6 hecho cierto ó concreto, y no tle 
una manera vaga é indeterminada (2). 

Téngase presente que si bien la confesión judicial asi he- 
cha, releva á la parte contraria de la prueba del hecho confesa- 
do y surte todos sus efectos contra el que la hace, no constitu- 
ye tal prueba en perjuicio de derechos legítimos y anteriores 
de un tercero (3). 

Nuestras antiguas leyes reconocen la confesión extraju- 
dicial, que es la hecha ante dos testigos á lo menos, y la per- 
sona en cuyo favor se hace, con la expresión indicada y la 
razón ó causa de deber. Esta confesión entra ya en la proban- 
za testifical, razón por la cual la ley de Enjuiciamiento no ha 
hecho de ella especial mención. 

4^ El juicio de peritos y el reeonocimiento judicial, son 
datos presuntivos que el Juez apreciará racionalmente aten- 
diendo á los principios ó reglas de las cienciu.% artes ú oficios 
en que se funden los dictámenes periciales, y á las señales fí- 
sicas que encuentre ó impresiones morales que reciba al prac- 
ticar las inspecciones oculares (4). 

5* Los testigos según la legislación de Partida hacían prue- 
ba plena en los juicios, cuando dos ó mas, que no tuviesen tacha 
alguna legal, estaban conformes y contestes: 

(1) Sentencia del Tribunal Supremo núm. 178 de 1861. 

(2) Sentencia del Tribunal Supremo núm. 203 de 1860. 
(») Sentencia del propio Tribunal núm . -26 de 1 863. 

(4) Sentencia del T<*ibunal Supremo números 193 primer semestre y 47 
gegundo de 1864. 
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1. *^ En la obligación y todas sus cláusulas, condiciones y 
xiircunstancias. 

2. ® En las personas que la celebran. 

3. ® En el tiempo y lugar de su otorgamiento. 

Debian además dar razón cierta y propia de sus dichos. La 
declaración de un solo testigo ó la de varios, cuando no confor- 
maban en todos aquellos extremos por referirlos singularmente, 
servían para robustecer otros medios de prueba mas eficaces. 

La ley de Enjuiciamiento civil ha introducido una impor- 
tante novedad en este punto, disponiendo que los Jueces apre- 
cien, según las reglas de la sana critica, la fuerza probatoria 
de las declaraciones de los testigos (1). 

De manera que no es el numero de los testigos y la uni- 
formidad de sus dichos la norma á que ha de ajustarse el mé- 
rito probatorio, este se ha de deducir del juicio moral, del buen 
criterio del Juez que, consultando la sana critica, la razón y la 
filosofía, debe tener por bueno lo que según ellas lo sea, por 
mas que lo contradigan los conceptos equivocados de personas 
mas 6 menos dignas de crédito por sus circunstancias y ante- 
cedentes, y por la relación de sus manifestaciones con la de- 
mostración de otros medios menos falibles. La ley, como se ha 
declarado solemnemente, no impone á los Jueces y Tribunales 
el deber de contar, sino el de pesar los testimonios, dejando á 
los juzgadores libertad prudente y racional de formar su con- 
vicción (2). 

Con este principio se ha dado al criterio judicial la liber- 
tad de apreciación que le negaron leyes anteriores, y que tan 
necesaria es para que la justicia no dependa de la maligna con- 
fabulación ó de la imprevisión y ligereza de dos testigos que, 
sin convencer al Juez, le precisaban á resolver los asuntos ju- 
diciales por la verdad que se suponía averiguada con sus de- 
claraciones. 

Para apreciar debidamente las pruebas, deberán tenerse 
presentes, además de todo lo expuesto en este y en el capítulo 
anterior, las reglas siguientes: 

(1) Árticalo 317 de la \ej de Enjuiciamiento cítíI. 

(2) Sentencia del Tribunal Supremo núm. 181, primer semestre de 1864. 

19 
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1* Que el error de derecho á nadie excusa ni favorece, y 
que la ignorancia ó error de hecho debe probarse por quien lo- 
alegue, cuando no se reconozca por su competidor (1). 

2* Que la prueba do los hechos fundamentales incumbe al 
que los afirma, y que el que confiesa con circunstancias que los 
destruyan ó modifiquen está obligado á justificarlas (2). 

3! Que la prueba corresponde al demandante, excepto cuan- 
do se refiera á hechos negados por el mismo ó cuando se trate 
de a]g[unos no negados y conocidos en juicio, pues en el pri- 
mer caso deberá probar el que afirme los hechos, y en el se- 
gundo se tendrán estos por probados (3). 

4* Que alegando el demandado excepciones puramente ne- 
gativas, no tiene obligación de probar, pero que estará obligada 
á hacerlo, siempre que justificando el demandante suficiente- 
mente los hechos en que funde su demanda, el demandado sin 
negarlos los consienta, ó cuando afirme alguno como excepción 
de la propia demanda (4). 

Y 5* Que la libertad de apreciación concedida á los Jueces 
y Tribunales, no es contradictoria con la última parte de la ley 
32, titulo 16, Partida 3*, en que se establece^que no pueda es- 
timarse probado ningún pleito por la declaración de un solo 
testigo, toda vez que este precepto es conforme con las reglas 
de la sana critica (5). 

Apreciadas las pruebas, el Juez ajustará la sentencia siX 
convencimiento que de ellas hubiere formado. 

La sentencia debe ser clara y precisa y ha de concebirse 
en uno de los tres sentidos ¡siguientes: 

1. ^ Deolarando. 

2. ® Condenando. 

3. ^ Absolviendo d^ la demanda. 

De estas fórmulas no podrán separarse los Jueces á quie— 



(1) Senieneiaa del Tríbiiziftl Snpremo núms. 46 y 138 de 1861. 

(2) Sentencias del citado Tribunal números ^94 <ie 1860 y 137, primer te- 
mestre de 1864. 

(3) Sentencias del mismo Tribunal 7 y 159 de 1860. 

(4) Sentencias del propio Tribunal nüms. 37, 41 y 208 de 1860y 24 de 18Gl-^ 

(5) Sentencia del referido Tribunal núm. 46 de 1861 . 
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lies está 'prohibido aplazar, dilatar ó negar la resolución de laa 
«gestiones que se hubieren discutido en el juicio (1). 

No puede ya aceptarse en lo civil la fórmula con que los 
Jueces solian terminar los juicios, cuando no hallaban bastan- 
temente justificada la acción. Hablamos de la absolución de la 
instancia. Si apreciadas las pruebas no produjeren en el Juez 
la convicción suficiente para condenar por su resultado, deben 
-absolver de la demanda, por mas que conserven alguna duda 
Ae la verdad excluyente de las excepciones. 

Las sentencias no pueden exceder los límites del debate: 
habrán de circunscribirse, por tanto, á los términos de las de- 
mandas y reclamaciones hechas oportunamente en el juicio, 
atendiendo cuidadosamente á lo pedido y á la forma ó modo 
. «n que se pidiere. Las que decidan ó declaren sobre puntas 
no controvertidos, infringen la ley y la doctrina que prescri- 
ben se contraigan á las peticiones hechas oportunamente (2). 

Entre los extremos controvertidos debe contarse la recon- 
vención que se hubiere formulado explícitamente al contestarse 
la demanda: debe por consiguiente fallarse acerca de ella en el 
sentido que proceda, y no hacer casp omiáo ó prescindir de los 
extremos que comprenda (3). 

No obstante, la sentencia que sin limitación ni reserva 
absuelva de la demanda, se entenderá que decide del modo mas 
completo y absoluto todo lo que en ella se pidiere, que da clara- 
mente por quito al demandado, y que llena jen su virtud el ob- 
jeto de la ley (4). 

Cuando los puntos litigiosos fuesen varios, >se hará con la . 
debida separación el pronunciamiento correspondiente á cada 
. uno de ellos, y cuando hubiere condena de frutos, intereses, 
daños ó perjuicios, se fijará su importe en cantidad liquida, de- 
biendo el Juez de Paz, cuando esto no fuere posible, reservar 



(1) Artícafo 61 de la ley de Enjaieiamieiito civil y sentencia del Tribunal 
•:8upremo núm. 279 de 1861. 

(2) Bentencias del Tribunal Supremo núms. 7, 69, 114, 131 y 290 de 1860, 
:58delBüly29del863. 

(3) Sentencias del mismo Tribunal núms. 1 14 de J860 y 19 de 1862. 
<4) Sentencia del citado Tribunal núm. 290 de 1861. 
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á las partes su derecho para que con arreglo i las bases que* 
fije en la sentencia, practiquen liquidación, ó piara que en otro- 
juicio ante el Juez competente se fije su importancia. 

La ley. no ha exigido que las sentencias en los juicios ver- 
bales sean fundadas, pero tampoco ha señalado la forma en que 
deban redactarse. 

El Juez al sentenciar habrá basado feu fallo en la aprecia- 
ción de las pruebas, en el concepto que vino á formar su con- 
vicción moral. Nada mas natural que expresar la razón que le 
inclinó á declarar, condenar ó absolver, y cuando hasta la tran- 
quilidad de su conciencia judicial se interesa por tal exposi- 
ción, ninguna razón existe para dejarse de hacer en los térmi- 
nos mas sencillos y adecuados á la índole de los juicios y á las 
condiciones de los Jueces que han de resolverlos. 

Creemos, por tanto, que las sentencias deberán fundarse, 
r edactándose con sujeción á las reglas dictadas -para los ar- 
tículos y pleitos ordinarios y son las siguientes: 

1* Principiará el Juez expresando el lugar y la fecha en 
que dicta el fallo. 

2* Consignará después muy sucintamente todo lo que re- 
sulte respecto á cada uno de los hechos contenidos en las ac- 
tas de comparecencia, en párrafos separados que principiarán 
con la palabra Besultando, 

3* A continuación hará mérito, en párrafos separados tam- 
bién, que empezarán con la palabra Considérarulo, de cada uno 
de los puntos de derecho fijados en los mismos escritos, dando 
las razones y fundamentos legales que considere aplicables. 

4* Pronunciará por último el fallo en uno de los tres senti- 
dos que dejamos expresados (1). 

Cuando los Jueces de Paz no fueren letrados, deberán 
omitir la citación de leyes y doctrinas á que se contrae la terce- 
ra de las reglas trascritas, y en los Considerandos expondrán, 
de la manera que los conciban, los puntos sobre que deban re- 
solver y las razones en que apoyen sus fallos. 

Consiguiente á lo preceptuado en la regla 4* será: 



(1) Artíciilü 333 de la ley de KnjuiciamieTifo ciril, 
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1. ® Que se absuelva de la demanda al demandado, cuando 
no se justificare la petición del demandante (1). 

2. ^ Que se condene al demandado, cuando se estimare jus- 
tificada su acción, considerando que por este mismo hecho que- 
da excluida la excepción del demandado (2). 

Otro de los extremos que debe contener la sentencia e» 
la condenación de costas. Estas se impondrán al demandante 
cuando resulte no haber tenido razón derecha para proponer 
la demanda, y al demandado cuando temerariamente ó sin la 
propia razón resistió la acción deducida. Fuera de estos casos, 
. las costas se declararán á cargo de ambas partes litigantes ó 
de una sola, según el juicio que el Juez forme de la buena 6 
mala fé de las mismas partes (3). 

La sentencia deberá ser notificada á las partes desde lue- 
go, ó á lo mas dentro del término de segundo dia. De ella pue- 
den apelar, y les será admitido el recurso en ambos efectos (4) 
lo cual significa que no puede llevarse á efecto hasta que re- 
caiga su confirmación ó alteración por el fallo ejecutorio del 
Alcalde mayor. 

La ley no señala término para apelar de tal sentencia, pe- 
ro deberá entenderse el de cinco dias contados desde el si- 
guiente al de la notificación, incluso el del vencimiento, porque 
ese es el término señalado por punto general para la apelación 
de las sentencias definitivas y de las interlocutorias que deci- 
den artículos (5). 

Trascurrido dicho término sin interponerse apelación que- 
dará de derecho consentida y pasada en autoridad de cosa juz- 
gada la sentencia, sih necesidad de declaración alguna. 

La apelación podrá interponerse apitd acta en la diligencia 
de notificación, por escrito no firmado de letrado ó en virtud 
de comparecencia ante el Secretario, que cuidará de dar cuenta 
oportunamente al Juez para su resolución. En estos dos últi- 



(1) Sentencia del Tribunal Supremo núm. 97, primer semestre de 1864. 

(2) Sentencia del propio Tribunal núm. 38, primer semestre de 1864. 
(3^ Sentencias del mismo Tiíbunal núms. 51 y 248 de 1861. 

(4) Artículo 1177 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(5) Artículos 25 y 67 de la misma ley. 
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moa casos deberá además el Secretario hacer constar por nota 
6 diligencia, la hora en que se presente el escrito ó comparez- 
ca el apelante, por ser improrogable el término concedido para 
alzarse de la sentencia del Juez de Paz. 

Admitida la apelación se remitirán originales los autos á la 
Alcaldía mayor correspondiente, con citación de las partes (1). 

Tampoco se ha marcado por la ley el término de esta ci- 
tación. En nuestra opinión será el prescrito para el juicio ordi- 
nario, común á todas las apelaciones, ó sea el de veinte dias 
contados desde el siguiente al en que se hubiere notificado la 
providencia en que se mande remitir los autos y citar para la. 
comparecencia ante el Juez de apelación (2). 

Consideramos también de aplicación á los juicios verbales 
la disposición de la ley que previene que una vez pronuncia- 
da la sentencia no pueden los Jueces variarla ni modificarla, 
pero si aclarar algún concepto oscuro ó suplir cualquiera omi- 
sión que hubiere sobre punto discutido en el litigio. Esto, sin 
embargo, solo podrá hacerse á instancia de alguno de los liti- 
gantes que lo hubiere solicitado dentro del dia siguiente al de 
la notificación de la sentencia (3). 

Recibidos los autos en la Alcaldía mayor, el Alcalde oirá 
á las partes en una comparecencia, dictará sentencia en el mis- 
mo dia contra la cual no se dá ningún recurso, y devolverá 
aquellos con certificación de la sentencia al Juez de • Paz para 
su ejecución (4). 

En los asuntos mercantiles, concluida la instrucción, se fa- 
lla la demanda con arreglo á derecho, en la misma audiencia ó 
á mas tardar en la inmediata, extendiéndose en uno y otro caso 
la providencia con separación y en seguida del acta de instruc- 
ción verbal (5). 

La providencia que recaiga es ejecutiva y contra ella no 
puede interponerse ni admitirse recutso de apelación, ni otro 



(1) Artículo 1178 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Artículo 336 de la propia ley. 

(3) Artículo 77 de la misma ley. 

(á) Artículos 1179 y 1180 de la citada ley. 

(5) Artículo 453 de la ley de Enjuiciamirintu mercaxUil. 
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alguno (2), notable diferencia qne distingue estos juicios y loa 
celebrados con arreglo á la legislación común, que los Jueces 
de Paz deben tener muy presente. 



CAPITVJLO VI. 

Del Juicio verbal en rebeldía. 

Hemos sentado en otro lugar que no compareciendo él 
demandado! se celebrará el juicio en rebeldía sin nuevas ci- 
taciones. 

Para que esite j)rocedimiento tenga lugar, se declarará por 
el Juez de Paz en rebeldía al litigante que no concurrió, y se 
mandará seguir adelante en el juicio. Esta declaración produ- 
cirá los efectos siguientes: 

1. ® Que todas las providencias que recaigan en el juicio y 
cuantas citaciones debieran bacerse al rebelde, se notifiquen y 
ejecuten en los estrados del Juzgado, leyéndose aquellas en la 
audiencia publica del Juez que las dictó, y publicándose des- 
pn-is por edictos, que deberán fijarse en las puertas del local 
donde tal audiencia se celebre, haciéndose constar esto por di- 
ligencia en los autos. 

2. ^ Que desde el momento en que fuere hecha la declara- 
ción de rebeldía, pueden decretarse, si la otra parte lo pidiere, 
la retención de loé bienes muebles de toda clase del rebelde, y 
el embargo de los inmuebles en cuanto sean necesarios para 
estimar asegurado lo que sea objeto del litigio. 

Esta retención y embargo procederán en el juicio verbal 
no solo cuando este se termine en una sola comparecencia, si- 
no cuando se celebre en varias, porque asi lo exijan la natura- 
leza y complicación de las pruebas. En ambos casos hay un 
espacio de tiempo mas ó menos largo, desde la declaración en 
rebeldía hasta que la sentencia cause ejecutoria, durante el 
cual podria el litigante rebelde ocultar sus bienes para hacer 
innposible el pago al que demandó. En el primero, el señalado 
para que el Juez de Paz dicte sentencia y el concedido para 

(1) Artículo 1209 del Código de comercio. 
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apelar de ella, hasta cuyo trascurso no vendrá la ejecutoria: 
en el segundo, además de estos términos, el tiempo que medie 
desde una á otra comparecencia. 

La retención expresada se hará en poder de la persona 
que tuviere á su disposición ó bajo su. custodia los bienes en 
que haya de consistir, si ofreciere garantias al efecto, bien por 
su arraigo y honradez, bien porque afiance á satisfacción del 
Juez de Paz. Si no las ofreciere, se le exigirá que las preste, y 
si no las diere, se constituirán los 'bienes en depósito, enten- 
diéndose de cuenta y riesgo del dueño de ellos, lo cuál se hará 
también en el caso de hallarse en poder del litigante, rebelde 
los bienes en que deba causarse la retención. 

El emb^argo se ejecutará por medio de orden á la Conta- 
duría de hipotecas correspondiente, para que se tome razón de 
la hipoteca judicial que desde luego se constituirá sobre los 
bienes inmuebles en que se cause y de la prohibición absoluta 
de venderlos, gravarlos ó sujetarlos á nuevas obligaciones. 
Cualquiera venta que después de esta toma de razón se ejecu- 
te por su dueño, 6 cualquier gravamen ú obligación que sobre 
aquellos se imponga, serán nulos como no se practiquen con 
conocimiento del acreedor y en su propio beneficio. 

A pesar de la declaración de rebeldía, el litigante rebelde 
puede comparecer en el juicio durante la primera instancia, 
cualquiera que* sea su estado, y será admitido como parte y se 
entenderá con él la sustanciacion, sin que esta pueda en nin- 
gún caso retrogradar (1). 

De esta suerte, si el litigante rebelde compareciese cuando 
se estuviere practicando la prueba articulada por la otra parte, 
no se le permitirá contestar la demanda, exponer excepciones 
.ó hacer alegaciones de ningún género, sino proponer la prue- 
ba que le conviniere, la cual se practicará con la brevedad po- 
sible, siguiéndose el 'orden marcado para los juicios en que am- 
tas partes se presentaren. Esta misma regla se observará, cuan- 
•do el litigante rebelde se presente en la segunda ó ulterior 
comparecencia. Mas si estas se hubieren concluido y quedado 



(i; Casación núm. 198, 2? semestre de 1864. 
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Ios autos sobre la mesa del Juzgado para dictar sentencia, el 
litigante rebelde no podrá proponer pruebas, ni el Juez admi- 
tirlas, á menos que las decretare para mejor proveer por creer- 
la» de un influjo irresistible en el fallo. Entonces se practica- 
rán, pero no como pruebas del que articuló, sino como diligen- 
cias oficiales ó de instrucción del Juez que las ordenó. 

La presentación /del litigante rebelde, no impedirá que la 
retención y embargo de bienes, practicados á consecuencia de 
la declaración en rebeldía, continúen hasta el fin del juicio, á 
no ser que aquel justificare cumplidamente que una fuerza 
mayor, que no habia estado á su alcance vencer, le impidió 
comparecer en el juicio, pues dada esta justificación, se alza- 
rán la retención ó el embargo. 

La solicitud para dicho alzamiento podrá deducirse: 

1. ^ En la misma comparecencia del juicio verbal, cuando 
^1 litigante rebelde se presentare en tiempo hábil para produ- 
cir sus pruebas.. . 

2. ® Fuera de la comparecencia para el juicio, en otro caso» 
sustanciándose en ramo separado, de manera que no se deten- 
ga el seguimiento y terminación del asunto principal. 

El ramo separado se compondrá de la solicitud de alza- 
miento y de un certificado puesto poV el Secretario á su conti- 
nuacion, previo mandato judicial, en que se relacione, remi- 
tiéndose al acta correspondiente, la declaración en rebeldía, la 
petición de retención ó embargo y su ejecución. Con estos 
méritos el Juez de Faz convocará á las partes .á una compare- 
cencia: en ella se practicará la justificación ofrecida por el 
dueño de los bienes retenidos ó embargados, y después se 
mandará alzar ó continuar en tal estado. 

Cuando se acceda al alzamiento de la retención ó embargo, 
no deberá admitirse apelación ni otro recurso, mas cuando se 
deniegue se concederá al que pidió el alzamiento la apelación 
ante el Alcalde mayor del distrito en un solo efecto, á fin de 
^ue no se dificulte la continuación del juicio en lo principal. 

La retención y embargo se alzarán indispensablemente 
•cuando la sentencia firme no fuere condenatoria, y en nuestra 
opinión también cuando analice la primera instancia del jui- 

20 * 
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cío con sentencia de la luk a^ cíase, aunque se hubiere apela- 
do de ella. 

El juicio en rebeldía se sustanciará, con las modificaciones 
expresadas, en igual forma que el celebrado en presencia de 
las partes, oyendo al compareciente, admitiéndole las pruebas 
pertinentes que propusiere, extendiéndose la oportuna acta y 
dándose Sentencia al dia siguiente de la comparecencia. 

Esta sentencia, además de notificarse en los estrados del 
Juzgado y de hacerse notoria por medio de edictos fijados en 
la puerta del local destinado á las audiencias, se publicará en 
los diarios oficiales del pueblo en que residiere. el demandado, 
y cuando las circunstancias del caso lo exigieren, á Juicio del 
Juez, ya porque interese al buen nombre, concepto ó crédito 
del que la obtuvo, ya porque la persona contra quien se dictó 
se encuentre fuera de aquel pueblo ó del departamento, ya 
por otras consideraciones análogcus, se publicará también en la 
Gaceta del Gobierno Superior civil. 

De la sentencia podrá apelarse por el litigante rebelde, si 
para ello acudiere dentro del término legal. Los autos en tal 
caso se remitirán al Alcalde mayor coft citación, de la manera 
expuesta en el capitulo anterior (1). 

En los asuntos mercantiles, cuando el demandado no con- 
curre á pesar de habérsele hecha la primera y segunda citación, 
se continúa el juicio en su rebeldía, oyéndose al demandante, 
al cual se admiten todas las pruebas que of(*ezéa, dictándose 
en su virtud la^ resolución que el Juez estimi^ mas arreglada á* 
derecho (2). 

CAPITULO VH. 

De laejecueion de la sentencia. 

Consentida la sentencia que, preQentes laa partea,»dictó el 
Jnet de Paz, ó recibidos por el mismo los autos con la ejecu- 
toria del Alcalde mayor, si hubiere habido apelación, y hecha 

(1) Artículos 1181 y 1190 de la ley ele Enjuiciamiento ciril. 

(2) Artículo 4i6 de la ley de Enjuiciamiento mercantil. 
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rsaber aquella al que la obtuvo, se procederá á su ejecución 
por el Juez de Paz que la hubiere dictado, con exclusión At 
toda jurisdicción especial (1), pues la que bien y legítimamen- 
te conoció del juicio, tiene la facultad de llevará efecto su fallo, 
resolviendo los incidentes que se susciten en sü ejecución (2). 

Esta se arreglará á cuanto dejamos expuesto para el caso 
de ejecución de los convenios que consistan en el pago de can- 
tidades liquidas, ilíquidas ó de ambas clases, ó en hacer ó en- > 
tregar cosa determinada, con la diferencia de que asi como 
alli deben buscarse las bases de la ejecución en el convenio de 
los interesados, aquí han de deducirse de lo dispuesto en la 
sentencia ejecutoria, la cual ha de llevarse á efecto en ^todo y 
por todo, sin que lo impida cualquiera oposición ó excepción,' 
opuesta ó alegada, en determinada forma (3). 

También es de aplicación en estas ejecuciones toda la doc- 
trina desenvuelta respecto de tercerías que,] para evitar ^repe- 
ticiones, damos por reproducida. Debe, sin embargo, advertir- 
se, que las cuestiones de derecho propuestas por un tercero, 
no impiden á les Jueces de Paz seguir conociendo sino cuando 
importen un valor indeterminado ó mayor de 400 escudos. En 
talca casos el Alcalde mayor será el llamado á decidirlas. 

Del mismo modo se llevarán á ejecución las sentencias 
dictadas en rebeldía, pues salvo Tos casos de que nos ocupare- 
mos en el capítulo siguiente, al litigante citado en su persona 
que, por no presentarse en el juicio , hubiere sido declarado 
rebelde, no puede oirse ni admitirse ningún género de recur- 
so, contra la ejecutoria que hubiere puesto término al juicio. 

Dichas senjtencias, cuando corresponda la audiencia con- 
tra la ejecutoria, podrán llevarse también á efecto: 

1. ® Después que hayan pasado los términos de un año y 
seis meses concedidos para oir á los litigantes contra quienes 
hubieren recaído. 

2. ® Antes de cumplirse tales términos, si asi lo pidiere el 
^ue h&biere obtenido la sentencia, pero después que este pres- 

(1) Decisión del Tribunal Supremo de Justicia núm. 112 de 1860. 

(2) Decisión del mismo Tribunal núm. 90 de 1860. 

{3) Sentencia del propio Tribunal núm. 38, primer semestre de 1864. 
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te fianza bastante á responder de lo que reciba, si oido el liti- 
gante rebelde, se le mandare devolver. 

Esta fianza es sustancialmente la que con el nombre de lá 
ley de Toledo se exigía por la legislación anterior á la de En- 
juiciamiento civil en los pleitos ejecutivos. El Juez de Paz na 
decretará la ejecución mientras no se le presente copia de la 
escritura de fianza, debidamente otorgada, que unirá á los au- 
tos. La fianza se cancelará luego que trascurran los términos 
'señalados para pedi,r audiencia contra las sentencias dictadas 
en rebeldía. 

Aunque la ley no lo indica, nos parece que la ejecución 
debe dirigirse contra los bienes del litigante rebelde retenidos 
ó embargados, guardándose, no obstante, en su enajenación el 
orden establecido en el procedimiento de apremio (1). 



CAPITUI.O Tin. 
De la audiencia contra ejecutorias. 

La audiencia de un litigante contra la ejecutoria dictada 
en su rebeldía, en los casos y forma en que puede prestarse, 
supone un juicio, en el cual previamente haya sido declarado 
rebelde, de suerte que si no existiere un verdadero juicio, ni 
hubiere precedido la declaración de rebeldía, no se concederá. 
4icha audiencia (2). 

Concurriendo estas circunstancias, pueden pedir audien- 
cia contra ejecutorias: 

1. *^ El litigante rebelde que fué citado en su persona. 

2. ^ El que lo fué por cédula entregada á su mujer, hijos, 
parientes, criados ó vecinos. 

3. ® El que lo fué en países extranjeros, en su persona ó 
por cédula. 

4. ® El que lo fué en edictos, por no tener domicilio conocido- 
Para que puedan ser oidos los litigantes citados en su per- 

(1) Artículos 1193 y 1204 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Sentencia del Tríbanal Supremo náot. 245 de 1863. 
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sona, bien residiendo en las islas de Cuba ó Puerto-Rico, bien 
hallándose en la Península ó en paises extranjeros, es necesario: 

1. ^ Que se acredite cumplidamente que desde la citación 
^ y durante todo el tiempo invertido en la sustanciacion del jui- 
cio, hasta que quedó sobre la mesa de la Alcaldía mayor para 
dar sentencia, si hubiere habido apelación, ó sobre la del Juz- 
gado de Paz para el mismo efecto, no habiéndola, estuvieron 
impedidos, por una fuerza mayor que no dejó de existir, de 
comparecer en el juicio. 

2. ^ Que se solicite la audiencia y se haga la justificación 
de la fuerza mayor dentro de seis meses, contados desde la fe- 
cha de la publicación de la ejecutoria en la Gaceta del Gobier- 
no Superior civil. 

En varias declamaciones del Tribunal Supremo de Justicia 
que se ocupan de los casos de fuerza mayor impeditiva de la 
comparecencia en juicio, se ha fijado el espíritu de las leyes 
de Partida y conviene tenerlo presente en este lugar, resolvien- 
do que debe prestarse audiencia á todo el que por causas in- 
dependientes de su voluntad y que no le sean imputables, hu- 
biere estado impedido de comparecer en el juicio á 'defender 
sus derechos (1). 

Se concederá audiencia contra la ejecutoria, á los litigan- 
tes rebeldes citados en Cuba ó Puerto-Rico, en la Península ó 
en el extranjero por cédula: 

1. ® Cuando la pidan precisamente dentro de un año, conta- 
do desde la fecha de la publicación de la ejecutoria en la Ga- 
ceta oficial. 

2. ® Cuando acrediten cumplidamente que una causa, no 
imputable á los mismos, impidió que la cédula de citación les 
fuese entregada. 

La propia audiencia se prestará al litigante rebelde citado 
por edictos, concurriendo las circunstancias siguientes y no en 
otro caso: 

1' Que la solicite dentro de un año, contado desde la fecha 
de la publicación de la sentencia ejecutoria. 



(1) Casación núm. 153, primer semestre de lb64. 
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2' Que acredite haber estado, todo el tiempo invertido en 
sustanciar pl juicio, desde que se le hubiere citado, fuera del 
pueblo en que se haya seguido. 

3' Que justifique se hallaba ausente del pueblo de su últi- 
ma residencia,, anterior á la citación, en la fecha de la publica- 
ción en él de los edictos para citarlo. 

La prueb^i de los particulares expresados corresponderá 
al Tribunal ó Juzgado á quien incumba conceder la audiencia 
contra la ejecutoria. La ley de Enjuiciamiento dispone que la 
Audiencia que dictó ésta, ó á cuyo territorio corresponda el 
Juzgado cuya sentencia quedase consentida, es quien debe 
declarar si procede ó nó que se oiga al litigante condenado en 
rebeldía, y nos parece que debió haber añadido que esta de- 
claración fuese propia del Alcalde Inayor, en cuyo distrito re- 
sidiere el de P^ que dictó el fallo consentido, tratándose de 
los juicios de qué conoce en primera instancia. Esto estaría 
conforme con el orden seguido en la formación de la gerarquía 
judicial, en el cual figuran las Alcaldías mayores como tribu- 
nales de apelación respecto de los Juzgados de Paz. 

Aquella ley ha dictado, para la sustanciacion de la audien- 
cia que se preste contra las ejecutorias pronunciadas en re- 
beldía, las reglas siguientes: 

1* Se entregarán los autos por ocho dias al litigante man- 
dado oír. 

2* De lo que expusiere se dará traslado por otros ocho 
dias al que hubiere obtenido la ejecutoria. 

3* Si por los dos litigantes, ó por cualquiera de ellos se 
hubiere pedido él recibimiento á prueba, y la cuestión litigiosa 
versare sobre hechos, se accederá á él, otorgando para hacerla 
la mitad del término legal que corresponda, salvo el caao en 
que se pida y proceda al extraordinario. 

4* Unidas á los autos las pruebas ejecutadas, se entregarán 
por ocho dias á cada una de, las partes, para que se instruyan 
de ellas. 

' 5* En adelante se acomodará la sustanciacion á las reglas 
establecidas para el juicio según su clase (1). 

(1) Artí culos 1194 al 1201 de la ley d« Enjuiciamiento cítíI. 
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La última de estas reglas parece revelar que las anteriores 
son de rigorosa observancia en toda clase de juicios, siquiera 
sean los verbales de que conocen los Jueces de Paz. En nues- 
tra opinión dichas reglas se han dictado para los juicios que se 
sustancian por escrito en las Alcaldías mayores, ya sean de 
menor cuantía, ya ordinarios. Su rigor literal no guarda ana- 
logía con la sustanciacion de aquellos juicios, á la cual debe 
asimilarse la tramitación de la audiencia en justicia. 

La entrega de autos al litigante rebelde para que se en- 
tere y exponga, es un trámite análogo "en los juicios escritos á 
la entrega de antecedentes preparatorios para formular la de- 
manda; y la entrega de los primeros con la exposición del se- 
gundo al que obtuvo la ejecutoria, equivale á la entrega para 
la respuesta ó contestación. Uno y otro interesado exponen lo 
que tienen por conveniente en escrito firmado de letrado, y de 
igual manera proponen las pruebas cuando la cuestión litigio^fi 
verse sobre hechos, y las propuestas se practican también en 
la forma que las del juicio ordinario. Tales formas rechazan 
las dadas á los juicios verbales en los cuales no se permiten 
entregas de autos, ni alegaciones escritas, ni probanzas fuera 
de la comparecencia. En esta deben formularse verbalmente 
las exposiciones necesarias á fijar la cuestión y proponerse y 
acreditarse los medios demostrativos de la intención de las 
partee, y si la audiencia contra la ejecutoria no. ha de recibir 
mas solemnidad y latitud que el juicio en que recayó, lo cual 
seria monstruoso, forzoso es que á la naturaleza de los juicios 
verbales se acomode el pensamiento y sustancial disposición 
de las reglas trascritas. 

En tal concepto crecemos que éstas deben entenderse, pa- 
ra los Juzgados de Paz, concebidas de la manera siguiente: 

1* Se mostrarán los autos al litigante mandado oir por un 
término que no pase de ocho días en la Secretaría del Juzgado 
donde se le pondrán de manifiesto, permitiéndosele sacar todos 
los apuntes que le convengan. 

^ 2' Si vistos los fundamentos en que se apoye la ejecutoria 
no estuviere conforme con ella, podrá manifestarlo en compa- 
recencia ante el Secretario, de que se dará inmediatamente 
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cuenta al Juez de Paz, ó en papeleta ó escrito firmado por el 
interesado en que solicite la convocación á juicio verbal, propo- 
niendo las pruebas que desee se practiquen fuera del lugar de 
la residencia del Juzgado, si la cuestión objeto del juicio versa- 
re sobre hechos, único caso en que la prueba será admisible (1). 

3* El Juez mandará se entere al que obtuvo la ejecutoria 
de la articulación de la otra parte, poniéndose de manifiesto 
los autos en Secretaria por otros ocho dias, y se prevendrá á 
aquel que, en igual forma que su contrario, articule la prueba 
de la clase expresada que le convenga ó renuncie á ella. 

4* Trascurrido el plazo de la manifestación de autos, el 
Secretario dará cuenta, sin necesidad de mandato ó providen- 
cia, y el Juez mandará convocar á las partes á juicio verbal, 
con la intermediación necesaria para que se practiquen las 
pruebas propuestas, disponiendo se cite también á aquellas para 
la ejecución de éstas. Hechas las citaciones expedirá los oficios 
^ue requieran para los Jueces de Paz que hayan de practicar- 
las y los entregará á las partes. 

5* Llegado el dia del señalamiento, se celebrará el juicio 
uniéndose á los autos las pruebas practicadas que cada parte 
presente, y practicándose las que ofrezca y deban tener efecto 
en el lugar de la residencia del juzgado, siguiendo los demás 
trámites peculiares del juicio. 

Mas acertada la ley de Enjuiciamiento mercantil, de donde 
se ha tomado la idea del recurso de audiencia contra la ejecu- 
toria, dispone que de las sentencias que se den en rebeldía 
pueda pedirse reposición por la parte demandada en el térmi- 
no de ocho dias, cuando el interés del negocio exceda de 
62, 50 escudos en los Juzgados ordinarios y de 125 en los Tri- 
bunales de comercio: que en virtud de esta reclamación, que 
deberá hacerse por medio de memorial, se abra el juicio oyén- 
dose de nuevo á las partes en una audiencia en la forma esta- 
blecida y que se ejecute sin mas recurso lo que se resuelva, 
condenándose al demandado en las costas del nuevo juicio, si el 
segundo fallo fuere conforme al anterior (2). 

(1) Sentencia del Tribunal Supremo ndm. 121, primer semestre de 1864. . 
(3) Articula 457 de la ley do Enjuiciamiento mercantil. 
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TITULO VIL 

ACTOS VARIOS DE LA JURISDICCIÓN .CONTENCIOSA. 

CAPITUL.O I. 
De los embargos preventivos. . > 

Con el objeto de impedir que los deudores oculten ó sus- 
traigan sus bienes, en perjuicio de sus acreedores, se han intro- 
ducido los embargos preventivos. 

Pueden decretarlos: • 

1. ® Los Alcaldes mayores, ep los pueblos cabezas, de dis- 
trito, 

2. ® Los Jueces de Paz de los demás pueblos, pero con dic- 
tamen de asesor precisamente, no siendo letrados. 

Para decretar el embargo preventivo es necesario: 

1. ® Que el que lo solicite presente un titulo ejecutivo. 

2. ® Que aquel contra quien se pida el embargo, no tenga 
domicilio conocido, ó caso de tenerlo haya desaparecido, ó exis- 
ta motivo racionalpara creer que ocultará sus bienes, sabiendo 
«que trata de procederse contra él (1). 

Son ejecutivos ó tienen aparejada ejecución: > 

1. ® La escritura píibjica, con tal que sea primera copia, ó 
siendo segunda, e^té dada en virtud de mandamiento judicial 
y con citación de la persona á quien deba perjudicar, ó de su 
causante. 

2. ® Cualquier documento privado que haya sido reconoci- 
do bajo juramento ante autoridad judicial. 

3. ® La confesión hecha ante Juez competente (2). 

Es, por tanto necesario, para que se. despache el embargo 
preventivo, además de la presentación del título ejecutivo, que 
concurran circunstancias demostrativas del fundamento con 



(1) Artículos 930 y 931 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
<2) Art. 941 de la misma ley. 

21 



—162— 
que el acreedor teme la ocultación; pero no bastará que estas 
circunstancias se expongan por el que provoca el embargo. 
Para que el Juez lo decrete debe preceder justificación bastan- 
te de su existencia. 

. Según el resultado de la información sumaria ofrecida 
por el acreedor, se concederá ó denegará el embargo. En el 
primer caso la concesión será: 

1. ® Sin responsabilidad alguna de parte del acreedor. 

2. ® De cuesta y riesgo del que la pidiere. En esta forma se 
otorgará cuando se presente un título que no fuese ejecuti- 
vo si'ñ el ^conocimiento de la firma. En tal caso, sí el solici- 
tante no tuviere responsabilidad conocida, exigirá el Juez para 
decretar el embargo, fianza suficiente á responder de los per- 
juicios que puedan ocasionarse. 

Esta fianza deberá consistir en una cantidad igual á la que 
produzca lá petición de embargo, para que de este modo los 
Jueces de Paz, bajo cuya responsabilidad se presta y despa- 
cha el embargo, no se vean defraudados y comprometidos lle- 
gado el caso de indemnizar perjuicios al embargado. 

Este tiene tres medios de evitar el embargo. 

1. ® Satisfacer la cantidad en que deba consistir. 

2. ® Consignarla. 

3. ^ Dar fianza de responder de las sumas que se le re- 
clamen. 

Nada dispone la ley para los casos de paga ó de consig- 
nación; pero parece regular que pagatídó al que se presentó á 
realizar el embargo, se haga constar por diligencia el recibo 
de la cantidad entregada, se dé al requerido el correspondien- 
te resguardo de ella y se ponga en conocimiento del Juez de 
Paz la paga hecha. 

Con esta noticia- parece también que el Juez mandará en- 
tregar, al. que pidió el emhaír^fo, la cantidad satisfecha, y acre- 
ditando este extremo en las diligencias, archivarlas toda vez 
que ningún efecto sucesivo pueden produdr. 

Cuaado no s© allanare á pagar, pero consignare la can- 
tidad reclamada, es muy regular que se terminen las diligen- 
cias con la justificación de este extremo y la «oloeacion d^ la 
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suma en el establecimienlD píiblico destinado i los depósitos 
judiciales, y no habiéndolo en el pueblo, en persona de cono- 
cido arraigo, y que en seguida se remitan aquellas al Alcalde 
mayor del distrito. » 

Siempre que se diere fianza, los ejecutores del embargo, 
.que serán el poriero.y el Secretario, suspenderán toda diligen- 
cia hasta que el Juez de Paz con conocimiento de la^fiánaa-de-- 
termine lo conveniente, si bien adoptarán entce tanto, bajo su 
responsabdlidad, las medidas oportunas para evitar laocul* 
tacion de bienes y cualqui«ar otro abuso que pudiera come- 
terse (1). ' 

En la adopción de estas medidas, deberán mostrarse los 
ejecutores precavidos 4 p^i* que prudentes y considerados. La 
confianza en muchos casos 3erá tan perjudicial como el exce* 
sivo rigor. . . - 

Como medida de precaución podrá emplearse, y de cierto 
se empleará las mas veces, la colocación de guardas de vi^ta 
que vigilen las cosas, objeto del suspendido embargo, bai^ta que 
por elJuezde 3Paz se mande proceder á él 6 desistir definí, 
tivamente de su ejecución. 

No es menos delicada la misión del Juez de Paz en punto 
al examen y apreciación de la fianza. Para que la acepte como 
suficiente á impedir el embargo, exigirá que se otorgue en 
instrumento publico y ik> en otra forma, ni aun aptid CK^aó sea 
en las diligencias en que se decretó el embargo, por la cantidad 
á que ascienda el crédito y las cbstas, y obligándose persona 
de conocido arraigo, ó hipotecáaMlose fincas libres de otros gm- 
vámenes q|ie hicieran ilusorio ^1 afianzamiento. > i 

Para eludir responsabilidades será bueno que? otorgada la 
fianza, mandéis los Jueces de Paz que con su vi^ta manifieste 
el que pidió, el emjbargo si se satisface ó tranquiliza eon ella,, y 
cuando.su respuesta, fuere afirmativa, ya, p<^dránsin inconve- 
niente proceder á su adi^ision, lo miümo que cuando se .hu- 
bieren subsanado los deíectos de que ^dolecier^, si algunos se- 
^lare eLactoir. 



(l) Artículo d34 de la l«j.de Enlulciaipieato civ'ú. 
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Requerido q1 deador, si no paga, consigna ó afianza, se 
practicará el embargo. 

Este podrá dirigirse:. • 

1. "^ A cosas determinadas. 

2. ® A toda clase de bienes. . 

Ea el primer caso se embargarán las cosas que se hubie- 
ren señalado por el actor, siendo habidas, y no otras. 

En el segundo caso, se hará el embargo guardando el or- 
den establecido en el capítulo 2? del titulo 59 teniendo tam- 
bién presente que no pueden ser embargados: 

1. ® El lecho cuotidiano del deudor, su mujer é hijos. 

2. ^ Las ropas del preciso uso de los mismos. 

8". *^ Los instrumentes necesarios para él arte ix oficio á que 
el deudor' esté dedicado. 

El embargo se limitará á los bienes necesarios para cubrir 
el créáito que se reclame, y los bienes en que consista se de- 
positarán, sin perjuicio de que siendo raices , mande el Juez 
de Paz librar mandamiento por duplicado para que se tome ra- 
zón en la Oontaduria de hipotecas, en cuya oficina quedará un 
ejemplar y el otro, después de diligenciado, se unirá á los 
autos. 

Si el embargo se hubiere hecho en bienes existentes en 
poder de un tercero, se pondrá en él mismo dia en conocimien- 
to de Ja persona contria quien se hubiere decretado, á la cual 
se hará saber por medio de cédula si no fuere hallada. 

Del estado ó conclusión de las diligencias se deberá dar 
también, en nuestro concepto, conocimiento á las partes inte- 
resadas, y después de ésto se remitjrán originales ul Alcalde 
mayor del distrito (1). 

Un caso hay en qué creemos que no habrá de hace'rse eáta 
remisión, y és aquél en que el título ejecutiv^o no importe mas 
de 400 e&cudosy cantidad hasta la cual, como es sabido, conocen 
loS'Jueces'de Paá; enjuició verbal. En este caso nada interesa 
á los Alcaldes mayores él embargo hecho. por el Juez de Paz,' 
no como medida preventiva y previa á un juicio ejecutivo: la» 



(1 ) Artículos 930 al 938 de lá ley de Enj rociamiento civil. 
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diligencias de embargo quedarán puea en el Juzgado de Paz 
y en él obrarán los efectos consiguientes, que son: 

1. ® Que el embargo quede nulo de derecho, si á los veinte 
dias de haberse verificado, no se ratifica en el correspondiente 
juicio: la fianza que se hubiere dado para impedirlo, se cancela- 
rá á instancia del que la prestare ó del demandado sin audiencia 
ni instrucción alguna, y las costas causadas y que ocasione en 
el alzamiento del embargo y el otorgamiento y cancelación de 
la fianza, serán de cargó del actor. 

2. ^ Que se afee el embargo condenando en costas,' daños y 
perjuicios al actor, si exigiéndolo el dueño de los bienes embar- 
gados, no presenta su demanda en el término de ocho dias (1), 
sin que pueda excusarle de esta obligación el no haberlo pre- 
tendido maliciosamente, sino en la creencia de asegurar por 
ese medio sus intereses (2). 

CAPITUJLO II. 

Del Juicio ali-intestato. 

Es Juez competente para conocer del juicio deab-intestato: 

1. ®' El del domicilio que tuviera el difunto. 

2. ® El del lugar dé su ultimo domicilio en España, si le tu- 
vo en el extranjero. 

3. ® El del lugar en que radique la mayor parte de sus 
bienes. 

La competencia del Juez del domicilio, se entiende sin 
perjuicio de que el Juez del lugar del fallecimiento adopte las 
medidas necesarias para el enterramiento del difunto, y la se- 
guridad de los bienes que alli tuviere, siendo estas medidas de 
la adopción de los Jueces de todos los lugares en que hubie- 
ren quedado bienes, pero á calidad de dejar expedita la juris- 
dicción al que conozca ó deba conocer del ab-intestato, remi- 
tiéndole al efecto las diligencias practicadas luego que resulten 
asegurados los bienes y hecho el enterramiento. 

(1) Artículos 939 y"940 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Sentencia del Tribunal Supremo púm. 91 de 1863. 
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L^4Uig0nciaa preventivas de loaab^intestatoa correapon- 
den á los Jue^^íg» de PíuSv oon aoinerdo de Atíesoc» no siendo 
le^^dos, ^n Iqs- pueblas en que .no haya Alcaldes mayores, 
amHjtielfta Wr^íicía^provengau de aforados de guerra ó um- 
trippjados 4e miEa^ina (1). ' 

Puede prevenirse el juicio de ab~intestato: 

1. ^ Guando no constando la existencia de disposición^ tes- 
tamentaria, no hubiese dejado el fínado descendientes, ascen- 
dientes ó colaterales dentro del cuarto grado. 

2. ^ Cuando existiendo parientes de las lineas y grados 
expresados, e^tén ausentes. 

3. ^ Cuando tales parientes fueren menores ó incapacita- 
dos (2). 

En el caso del numero segundo, se limitará el Juez de 
Paz, á adoptar las medidas mas indispensables pai^a el enter- 
ramiento del difunto y la seguridad de sus bienes, y á dar á 
los parientes oportuno aviso de la muerte de la persona á cuya 
sucesión se les creyere llamados, comparecidos los cuales ce- 
sará la intervención judicial en el ab-intestato, á no ser que al- 
guno ó algunos de ellos la solicitare. 

Iguales medidas adoptará el Juez de Paz en el caso del 
número tercero, proveerá de tutor ó curador, si no los tuvie- 
ren, á los menores é incapacitados^ y. cesará eu su intervención 
luego que estén discernidos estos cargos. 

" Los Jueces de Paz deben tener presente que se nombra 
tutor á los varones menores de catorce años, y á las hembra^ 
que no pasan de doce, y. curadores á los que, pasando de estas 
edades.no lleguen á la de veinticinco años, y también á los que 
llegan, pero se les considera legalmente incapacitados, enten- 
diéndose por tales: , 

1. ® Los sordos. ; 

2. ® Los mudos. 

3. ^ Los locos ó debientes. 



(1) Valias decisiones del Tríbunlftl Supremo de Justicia, j. especialmente 
las señaladas con los níhns. 156 de 1860, y 278 de 1861. 

(2) Artículos 351, 352 y SOS de la ley de Ei^juiciamieiito civil, y decisión 
del Tribunal ISupremo de Justicia DÚm.,227 de 1860. 
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4. ® Los fatuos. ¡ 

5.® Los pródigos, ó sea losdetclaradíds tóles en juicio con- i 

tradictorio. ¡ 

Agá, pues, no habiendo tutor nombrando por loa padi<és, de- 
signará el Juez de Paz para este cargo al p^ehte á quien 
corresponda con arreglo á la ley, que en defecto déla madre y 
los abuelos llama á los parientes mas cercano», pero no habién- 
dolos, y después de hacer constar debidamente esta circunsiían- 
cia, elegirá el Juez de Paía la pei'sona de sií confianza que 
haya de desempeñar el cargo que le discernirá, previa la acep- 
tación del nombrado y la prestación de fianza en la cantidad 
que contemple suficiente á asegurar el caudal del menor. 

También podrá nombrarse á persona extraña de la con- 
fianza del Juez de Pafc, cuando el pariente mas inmediato, ó 
cualquiera otro de los que le sigan en orden, no ueuniere las 
cualidades necesarias para el desempeño de la tutela (1). 

Carece de estas cualidades el tutor, y también el curador 
eñ quien concurra alguna de las siguientes incapacidades: 

1* Estar impedido física y moralmente para atender al cui- 
dado de su^ propios asuntos, como loa ciegos, sor do-mudos y 
' dementes. 

2" Estary udicialmente declarado pródigo. 

3* Tener menos de veiiíticinco años. 

4* Ser hombre' de mala vida y costumbres. 

5* Ser mujer, 'eclesiástico, ó militar eñ lactivo servició. 

6* Ser deudor ó dnemigd del huérfano. 

7* Tfener hipotecados los bienes á'favor de lar Hacienda pü- 
bhca, por recaudación de contribuciones ó rentas públicas. , 

El curador que el Juez de Paz nombre á los mayores de 
doce ó catorce años, según sean hembras ó varones, ha de ser 
para la administración, manejo y fomenta de los bienes, y de- 
berá ser ekgido por el men6r ante dicho Juez, por medio de 
comparecencia que suscribirá sabiendo escribir. Si la pers(yna 
designada no reuniere las corfdiciones necesarias para el des- 
empeño del cargo, el Juez de Paz podrá negáírle el discerní- 



(1) Artículos 1226 á 1239 de la ley de Knjuiciamieáto civil. 
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miento, y exigir del menor que nombre otra en su lugar, á la 
cual se hará saber el nombramiento y una vez aceptado el car- 
go, prestará fianza en la cantidad que el Juez determine y 
aprobada que sea, «e le concederá el discernimiento (1). 

A los incapacitado» se les nombra curador denominado le- 
galmente ejemplar. La ley llama para este cargo á los parientes 
por el orden siguiente: 

1. ® El padre. . 

2. ® Los hijos, prefiriendo el varón y el de mayor edad. 

3. "^ .La mujer. 

4. ^ La madre. 

5. ® Los abuelos, prefiriendo Ips varones, y siendo de un 
mismo sexo, los que lo fueren por parte del padre. 

6. ® Los hermanos, prefiriendo el varón', y el de mayor edad. 
No habiendo ninguna de estas personas, ó no siendo ap- 
tas para la cúratela, el Juez podrá nombrar á la que estimare 
mas á propósito para desempeñarla, prefiriendo, si reunieren 
la necesaria capacidad, las que sean parientes ó amigos ínti- 
mos del incapacitado ó de sus padres: aceptado el nombramien- 
to, y dada y probada la fianza, se discernirá el cargo al nom- 
brado (2). 

Hechos de esta manera ^ob nombramientos de tutores y 
curadores, el Juez de Paz les discernirá el cargo, después de 
exigir al nombrado que otorgue obligación de desempeñar bien 
y fielmente los deberes que se le imponen, bajo la responsabi- 
lidad que las leyes tienen establecida. El discernimiento con- 
siste en una diligencia en que el Juez dá facultades al tutor ó 
curador, para representar al menor con arreglo á las prescrip- 
ciones legales, y para cuidar de su persona y biches. 

Todo cuanto dejamos expuesto en orden al nombramiento 
de tutores y curadores, á la exigencia de fianza y ,su aproba- 
ción, y á la concesión del discernimiento,, debe practicarse por 
los Jueces de Paz con la cualidad de ínterin los nombrados 
acuden al Alcalde mayor resjJecttivo, dentro del término que 
se les fijará pai:a la confirmación de sus cargos. 

(1) Artículos 1237 á 1*24 ¿ de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Artículos 1245 á. 1248 de la. misma ley. 
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Muévenos á pensar de esta manera la competencia conce- 
dida por punto general á tales Jueces por la ley de Enjuicia- 
miento, para hacer los nombramientos de tutores y curadores, 
y la imposibilidad en que se verán los Jueces de Paz de oir 
respecto de la fijación del importe de las fianzas á los promoto- 
res Fiscales, asi como sobre la determinación de' si el cargo ha 
«de desempeñarse frutos por pensión, ó con señalamiento de lo 
que el menor debe consumir en bus alimentos y educación, y 
del tanto por ciento que deba abonarse por la administración 
de sus bienes, para todo lo cual, y para otras resoluciones igual- 
mente delicadas que exigen mucha pericia en el derecho y no 
poca práctica, deben preceder justificaciones de la mayor im- 
portancia. 

Solo de esta manera concebimos posible la intervención, 
que la misma ley dá á los Jueces de Paz, en la prevención de 
ab-intestato3 comprendida en el numero 3? que dejamos exa- 
minado. De no seguirse esta práctica, deberían los Jueces abs- 
tenerse de hacer los nombramientos de tutores y curadores, y 
remitir las diligencias, en que hubiesen dispuesto el enterra- 
miento del difunto y la seguridad de sus bienes, á las Alcaldías 
mayores, para que en ellas se ejecutasen. 

Adquirido conocimiento de la muerte de alguno sin testar 
ni dejar descendientes, ascendientes ó colaterales dentro del 
cuarto grado, procederá el Juez de Paz á ocupar sus bienes, 
libros y papeles, y a adoptar las medidas que estime mas con- 
ducentes para averiguar si la persona, de cuya sucesión se tra- 
te, murió con disposición testamentaria ó sin ella, y á falta de 
otros medios, como el de librar mandamiento compulsorio para 
que certifiquen los escribanos del pueblo del fallecimiento, ó 
los del último domicilio, si por sus oficios fué otorgado testa- 
mento, recibiendo información en que sean examinados los pa- 
arientes, amigos ó vecinos y el párroco ó confesor del difunto: 

1. ^ Sobre el hecho de haber muerto ab-iritestato. 

2. ® Sobre si tiene herederos ó parientes dentro del cuarto 
grado- 

Si resultare haber fallecido con efecto sin testar y sin de- 
jar parientes de este grado, procederá el Juez de Paz: 

22 
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1. ^ A nombrar un albacea dativo, que se encargue de dis* 
poner el entierro y lo demás propio de este cargo, con arreglo 
á las leyes. 

2. ^ A inventariar y depositar los bienes en persona que 
ofrezca garantía suficiente, la cual se encargue de su adminis- 
tración, siendo amovible á voluntad del Juez que conozca del 
ab-intestato. 

3. ^ A examinar los libros, papeles y correspondencia del 
difunto. 

El nombramiento de albacea, dice el docto Sr. Zúñiga, de- 
be ser lo primero que el Juez hag^ para que pueda inmedia- 
tamente disponer el entierro y funeral y todo cuanto fuere 
necesario en la parte piadosa, propia del albaceazgo, dándole 
para el desempeño de este las instrucciones que 'juzgue opor- 
tunas, según la idea que pueda formarse del caudal del intere- 
sado, su clase y circunstancias. Acerca de este punto conviene 
recordar la disposición de derecho que prescribe, que cuando 
el comisario no hizo testamento ni dispuso de los bienes del 
testador porque pasó el tiempo, ó porque no quiso, ó porque 
murió sin hacerlo, entren á suceder sus parientes ab-intestato, 
y que estos herederos, no siendo descendientes ni ascendientes 
legítimos, estén obligados á disponer de la quinta parte de los 
bienes del difunto en beneficio de su alma. Conviene tambiea 
tener presente otra disposición legal que previene, que ios- 
bienes y herencias de los que mueren ab-intestato, se entre- 
guen íntegros sin deducción alguna á los parientes que deban 
heredarlos; pero con la obligación en estos de hacer el entier- 
ro, exequias, funeral y demás sufragios que se acostumbwín en 
el país, con arreglo á la calidad, caudal y circunstancias del 
difunto. A estas disposiciones deben, pues, los Jueces suborr 
diñar las instrucciones que comuniquen al albacea, y atenerse 
este para el cumplimiento de su comisión, puramente piadosa. 

Constituido el albaceazgo, debe confeccionarse el inven- 
tario y hacerse el depósito de los bienes. Esta» diligencias son 
muy interesantes para que dejen de practicarse sin demoira. 

El Juez deberá ejecutar por sí mismo el inventario, auxi* 
liado por el Secretario de su juzgado ó por edcribano, .«fcttn(». 
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deberá dar cominíon á éstos para que lo foímen, y en nuestro 
coacepto, cuando hubiere en el pueblo parientes de los que 
pueden<heredar ab-intestato, como el cónyuge y los- colatera- 
les hasta el décimo grado que es el preferente al Estado, debe- 
rán ser citados para que lo presencien si quisieren. 

En el inventario se describirán los bienes por el orden 
iáguiente: 

1. ® Metálico, expresando la cantidad y la clase de monedas. 

2. ^ Alhaja», diciendo cuales y cuántas y de que metales y 
piedras preciosas. 

3. ® Efectos públicos, con equivalente expresión. 

4. ® Semovientes, enumerando las cabezas y clases y aun el 
pelo y las* señales particulares con que se distingan. 

5. ® Frutos, marcando sus clases y medidas ó número y pe- 
so según su naturaleza. 

6. ^ Muebles, con la correspondiente determinación. 

7. ® Raices^ expresando si son rústicos ó urbanos, en el pri- 
mer casoí señalando las plantas que contienen y las afrontado- , 
nes con quo estuvieren rodeados, y en el segundo la población, 
<5alle y número en que estén situados. 

8. ® Derechos y acciones, indicando en qtie consistan. 

Por separado, pero con igual claridad y precisión, se for- 
mará otro inverttario comprensivo de las escrituras, documentos 
j papeles de importancia que se encontraren (1). 

El metálico y las alhajas se depositarán en el estableci- 
miento público señalado al efecto, y cuando no hubiere caja de 
depósitos en el pueblo en que se prevenga el ab-intestato, pa- 
lece regular que el depósito se constituya en el mismo Juez 
xle Paz, acreditándolo en los autos, ó en el depositario ad:minis- 
trador de los bienes todos, colocando las alhajas en cajas cerra- 
das y selladas. 

Sí el depósito se ejecutare en establecimiento público, de- 
berá el Juez conservar en su poder el documento original de 
«u constitución, el cual parece que habrá de remitirlo al Alcal- 
de mayor del distrito cuando le mande las diligencias del ab- 
intestato, poniendo testimonio de dicho documento en los autos. 

{!) Artículos 431 y 432 de la ley de Enjuiciamitínto civil. 



1 I 



—172— 

Guando hubiere frutos almacenados, se sobrellavarán lo» 
almacenes, y si estuvieren pendientes ó recogiéndose, se cons- 
tituirán guardas de vista ó interventores, según mas convenga, 
atendida la naturaleza de los frutos, el estado de la recolección 
y la confianza que inspiren los encarg*ados de practicarla. Las 
nuevas llaves de los almacenes deberá conservarlas el Juez de 
Paz y remitirlas á su tiempo con las diligencias al Alcalde 
mayor del distrito, á no ser que este, por convenir al mejor 
cuidado y conservación de los frutos almacenados, prefiera que. 
aquel las conserve. 

Todo se entregará al depositario administrador que el 
Juez de Paz elija á su voluntad, formalizándose diligencia de 
entrega y dándole copia del inventario de lo que recibiere. 
Pero antes deberá el depositario prestar fianza proporcionada 
á lo que deba administrar, hipotecaria siempre que sea posible, 
á satisfacción y bajo la responsabilidad del Juez de Paz, el cual 
por esta razón deberá ser muy cauto no admitiéndola sino 
cuando esté otorgada por testimonio de Esci:ibano público y 
pasada por el oficio de hipotecas del distrito. Estas fianzas de- 
berán admitirse por el Juez de Paz, con la reserva de que el 
Alcalde mayor las apruebe ó amplíe, porque" como las diligen- 
cias han de pasar á él para la continuación del juicio de ab~ 
intestato, se trasmitirá al mismo la responsabilidad del afian- 
zamiento, y para salvarla, si este no le satisface, podrá exi- 
gir que el administrador preste otra fianza ó robustezca con 
nuevas y mas eficaces garantías la otorgada ante el Juez 
de Paz. 

Para evitar el retraimiento de algunas personas tímida^,, 
ignorantes ó demasiado suspicaces á encargarse del depósito y 
administración de los bienes del. ab-intestato con el compro- 
miso del afianzamiento, será oportuno que los Jueces les hagan 
entender que la recompensa concedida por la ley al adminis- 
trador es: . 

1. ® Sobre el producto líquido de la venta de frutos, bienes 
muebles ó semovientes, el dos por ciento. 

2. ® Sobre el producto líquido de la venta de bienes raíces, 
el uno por ciento. 
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3. ® Sobre la cobranza de valores de cualquiera especie, el 
medio por ciento. 

4. ® Sobre el producto liquido de la venta de efectos públi- 
cos, el medio por ciento. 

5. ^ Sobre el importe liquido de los demás ingresos que hu- 
biere en la administración por conceptos diversos de los ex- 
presa(l,os en los números anteriores, el cinco por ciento (1). 

En presencia del administrador nombrado y del Secreta- 
rio, abrirá el Juez la correspondencia y adoptará en su. conse- 
cuencia las medidas que su resultado exija para la seguridad 
de los bienes. De este examen, as¿ como del de los libros y pa- 
peles del finado se hará expresión, marcando lo que sé advir- 
tiere digno de notarse, en una acta ó diligencia que al efecto 
se extenderá. La correspondencia se colocará con los papeles 
examinados y se adicionará el inventario de estos con la enu- 
meración de aquella. 

Practicadas estas diligencias, únicas que les están enco- 
mendadas por la ley, los Jueces de Paz las remitirán á los de 
primera instancia respectivos, con la debida seguridad, ponien- 
do á su disposición los bienes, libros, papeles y corresponden- 
cia intervenidos (2). 

CAPITUL.O Itf • 

Be la prevención del Juicio de testamentaria. 

La ley de Enjuiciamiento dispone en su articulo 412 que 
el Juez del lugar en que ocurriere el fallecimiento de una 
persona que dejare bienes y deudas, debe prevenir el juicio 
de testamentaria y remitir al del domicilio los autos que hu- 
biere formado para que los continúe con arreglo á derecho.^ 
El Juez único del lugar del fallecimiento puede ser el de Paz, 
y aunque no. está llamado expresamente á prevenir el juicio, 
creemos que obrará bien si prudentemente lo previene y re- 
mite al Alcalde mayor del domicilio del finado. 

(1) Artículo 401 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Artículos 351 al 365 de la propia lej. 
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Sugiéreno» esta idea, In^ consideración de que la preven- 
ción de estos juicios, cuando es iaescusable como en el nece- 
sario, urge y se recomienda tanto como la da los ab-intestatos^ 
y ya que con la de estos guarda tanta semejanza y en ellos se 
ha concedido directa intervención á los Jueces, ¿por qué se ha 
de entender tan restrictivamente el precepto legal, que se les 
niegue la que tan necesaria y provechosa puede ser en las tes- 
tamentarias? La ley al usar la voz genérica de Juez, no ha te- 
nido ánimo de excluir al de Paz, que cabe dentro de esa deno- 
minación, como cabe el de primera instancia. 

La prevención del juicio de testamentaria será necesaria: 

1. ® Cuando los herederos estén ausentes y no haya quien 
los represente legitimamepte. 

2. ^ Cuando los herederos sean menores ó estén incapaci- 
tados, bien se hallen ausentes ó presentes, si el testador no hu- 
biere dispuesto lo contrario. 

3. ® Cuando uno ó varios acreedores lo soliciten; pero para 
que la prevención se verifique, será necesaiuo que presenten 
títulos que justifiquen cumplidamente sus créditos, y aun asi 
caducará este derecho si por los herederos se les diere fianza 
bastante á responder de sus créditos, independientemente de 
los bienes del finado. 

La prevención del juicio de testamentaría ha de limitarse 
á la ocupación de los bienes y de los papeles del difunto, y á 
la adopción de las providencias urgentes y de las precaucio- 
nes necesarias para evitar abusos (1). 

Parece que la ocupación de bienes y papeles del finado 
deberá hacerse colocándolos en' determinadas localidades de la 
casa mortuoria, cuyas puertas sé sobrellavarán dejando á pre- 
vención guardas de vista; mas respecto de los bienes semo- 
^dentes, encomendándolos á persona de confianza que afiance 
su custodia y cuidado. 

Podrá ocurrir que el testamento del finado sea cerrado y 
que el estado del cadáver, por razón de la enfermedad de que 
proceda ó del rigor de la estación, deba enterrarse antes de. la 



(1) Artículos 407 á 409, 412 y 413 de la ley de Enjuiciami«nto ciril. 
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apertura de aquel y por consiguiente cuando no sean conoci- 
dos ni los albaceaS) ni las disposiciones relativas al modo con 
que la inhumación deba ejecutarse. Una de las medidas de 
urgencia que en tal caso deben practicar los Jueces de Paz, es 
el depósito de aquel fuera de la casa mortuoria y su enterra- 
miento, no siendo posible demorarlo, á reserva de que después 
se cumpla la voluntad del testador de la ufanera que se pueda. 
Otra de las diligencias urgentes deberá ser la de dar aviso 
á los herederos ausentes del fallecimiento y de la existencia 
del testamento, á fin de que con su presencia se eviten los con- 
flictos en que puede verce el Juez de la prevención, que siem- 
pre debe hacer evacuar y cerrar la casa ó habitación ^el difun- 
to, conservando en su poder las llaves, sobrellavando las puer- 
tas caso necesario, y col9cando en su exterior guardas de vista, 
como se ha manifestado debió hacerse en el interior, mientras 
no se verificase la extracción ó trasbcion del cadáver. 

CAPITUIiO IV. 

I>e varias i^misionest relativas A la JiHistfccIon 
contenciosa. 

Los Alcaldes mayores pueden cometer á los de Paz la 
recepción de declaraciones y otras diligencias, cuando deban 
practicarse en pueblo que no sea el -de su residencia (1). 

Esta disposicipn está en armonía con las consignadas en el 
artículo 10 de la Real cédula de 30 de Enero de 1855, que re- 
viste á los Jueces locales de la consideración de delegados y 
auxiliares de los Alcaldes mayores, en la formación de las dili- 
gencias que practiquen en virtud de despachos que los mismos 
les dirijan. 

Librado que sea un despacho con comisión para diligen- 
cias á un Juez de Paz, debe enterarse de su contenido, acordar 
su inmediato cumplimiento y prestado, sin extralimitar los tér- 
minos de la comisión, devolverlo á la Alcaldía mayor con las 
diligencias practicadas. 

(2) Artículo 33 de la ley de Enjuicirjniento cítíI. 
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Aquel despacho puede tener por objeto: 

1. ® Diligencias que deban evacuarse por un solo funcio- 
nario, como el emplazamiento para comparecer enjuicio ú otra 
do igual naturaleza. 

2. ^ La ejecución de otras en que sea precisa su asistencia 
ó intervención, pero no el auxilio de conocimientos especiales, 
como el cotejo de un documento, la celebración de un remate, 
y la instrucción de informaciones. 

3. ^ La práctica de otras que requieran la instrucción de 
que acaso carezcan los Jueces de Paz, especialmente cuanda 
no fueren letrados. 

En el primer caso, se limitarán á mandar practicar las dili- 
gencias encargadas al Secretario ó Escribano, si asi se previniere, 
y á cuidar de la pronta evacuación y devolución del despacho. 

En el segundo, obrarán los Jueces por si mismos sin im- 
petrar la cooperación de personas entendidas ó facultativas 
que les dirijan, fuera de las necesarias para la extensión y au- 
torización de las diligencias que practiquen. 

En el tercero, se valdrán de asesores que les guien, toda 
vez que un Juez imperito en el derecho no podrá ejecutar 
convenientemente ciertos actos que esencialmente requieran 
conocimientos doctrinales ó legales de imprescindible aplica- 
ción. Con estas indica'biones y teniendo en cuenta que la 
manera de practicarlas diligencias probatorias, la dejamos 
expuesta al tratar de las deljuicio verbal, comprenderán per- 
fectamente los Jueces de Paz el modo de cumplir cuantas co- 
misiones les confien los de distrito. 

Creemos oportuno, sin embargo, hacerles algunas indica- 
ciones relativas á las comisiones que mas frecuentemente se 
les confiarán, á saber: 

1. ^ Informaciones de pobreza, 

2. ^ Diligencias del juicio de deshaucio. 

3. ® Actuaciones de los interdictos de adquirir, de retener, 
de recobrar la posesión y de nueva y de vieja obra. 

Informaciones de pobreza, — Los que soliciten la defensa 
por pobre, tratarán de justificar, ^n la información que ofrez- 
can, uno de estos extremos: 
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1. ® Que viven de un jornal ó salario eventual. 

2. ^ Que viven solo de un salario permanente, ó de un suel- 
do, cualquiera que sea su procedencia, que no exceda del do- 
ble jornal de un bracero en cada localidad. 

3. ® Que viven solo de rentas, cultivo de tierras ó cria de 
ganados, cuyos productos estén graduados en una suma menor 
que la equivalente al jornal de dos braceros en cada localidad. 

4. ^ Que viven solo del ejercicio de cualquiera industria, ó 
de los productos de cualquier comercio, por los cuales paguen 
de contribución una suma inferior á la fijada en la siguiente 

^ escala: J 

1. ® En las capitales de provincia de primerajclase, de cin- 
cuenta escudos. 

2. ® En las de segunda, de cuarenta. 

3. ® En las de tercera y cuarta, de treinta, 

4. ^ En las cabezas de partido judicial, de veinticinco. 

5. ^ En los demás pueblos, de veinte (1). 
Entendiéndose por localidad para los efectos de las infir- 
maciones de que tratamos, Ja cabeza del distrito judicial en 
que habite el que pida la defensa por pobre, los Jueces de Paz 
cuidarán muy particularmente de que los testigos á quienes 
examinen fijen, en sus respectivos casos, la cantidad diaria á 
que ascienden los jornales ó salarios eventuales ó permanen- 
tes, los sueldos, rentas, productos del cultivo de tierras, cria 
de ganados ó ejercicio industrial de que dependa el que solici- 
tó el tratamiento de pobre, como asi bien las contingencias ó 
vicisitudes de la eventualidad de jornales y salarios, y si á pe- 
sar de ellas puede fijarse el rendimiento anual de los mismos. 

Los litigantes propenden porque se les administre gratui- 
tamente la justicia y suelen procurar que las informaciones se 
evacúen con la generalidad bastante á encubrir ficticios su- 
puestos, que tanto daño pueden producir á los intereses de la 
Hacienda pública y á los alimenticios de los curiales. Justo es 



(1) Esta es la disposición legal, pero debe tenerse presente que lft««gan- 
da de las transitorias de la Beal Instrucción de 9 de Diciembre último, la deja 
en suspenso mientras no se lleve ¿cabo la reforma del sistema económico, esta- 
bltíciéndose el impuesto directo. 

23 
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que se ayude como pobre al que realmente lo sea, pero no al 
que tenga fortuna ó rendimientos suficientes á satisfacer el 
importe del papel sellado y los derechos de los subalternos de 
los Tribunales y Juzgados. 

No será inoportuno prevenir á los Jueces de Paz, gue su 
jurisdicción no alcanza á decretar el tratamiento de pobreza, 
ni aun para provocar juicios verbales, pues aunque la ley ha 
omitido expresar que el ministerio fiscal tenga intervención en 
tales expedientes, por otras disposiciones se ha autorizado esta 
intervención que no puede ejercitarse en los Juzgados de 
Paz (1). • 

El beneficio legal de la pobreza para litigar, debe decla- 
rarse por las Alcaldías mayores, y una vez obtenido, podrán 
provocarse por el pol^re los juicios civiles que tenga por con- 
veniente, exhibiendo el documento que acredite la concesión de 
aquel (2). 

Juicio de deshaudo. — En los juicios de deshaucio, como 
corresponden exclusivamente á la jurisdicción ordinaria (3), se 
cometerá comunmente á los Jueces de Paz la ejecución de la 
providencia en que se declare, y el consiguiente lanzamiento 
del demandado. 

Para que este tenga efecto se conceden los términos si- 
guientes: 

1. ® El de ocho dias, si se trata de una casa de habitación 
que habiten con efecto el demandado y su familia. 

2. ® El de quince dias, si de un establecimiento mercantil ó 
de tráfico. 

3. ® El de veinte dias, si de una hacienda, sitio, ingenio ü 
otra cualquiera finca rústica que tenga caserío, y en la cual 
haya constantemente gufirdas, capataces t otros sirvientes. 

Cuando el deshaucio se haga de una finca rústica, que no 
tenga ninguna de las circunstancias expresadas en el número 
tercero, el lanzamiento se ejecutará en el acto de su estimación^ 

Lo mas corriente será en estas diligencias que se encar- 

(1) Real órdeu de 30 de Febrero de 18é8. 

{2) Artículos 182 y 185 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

(3) Decisión del Tribunal Supremo núm. 9, primer semestre de 1864. 
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gue á los Jueces de Paz la notificación de la providencia de 
deshaucio, especialmente cuando el demandado no concurrió 
al juicio verbal para que fué citado por el Alcalde mayor, y el 
apercibimiento de ser lanzado de la finca si no la desaloja den- 
tro de loa términos expresados, y también que por el lapso de 
«stos términos, el mismo Alcalde mayor decrete el lanzamien- 
to y libre nuevo despacho para su ejecución. Ocurrirá, sin em- 
bargo, que á fin de evitar gastos y dilaciones, toda vez que 
aquellos son improrogables, en un solo despacbo se encomien- 
de la práctica de una y otra diligencia. 

De todos modos el Juez de Paz acordará el cumplimiento 
de la comisión, y cuidará de que se haga la notificación y aper- 
cibimiento referidos, expresándose con indudable claridad^ el 
dia en que se verifiquen. Al siguiente de espirados los térmi- 
nos marcados para desalojar las fincas, se hará constar por dí- 
lififencia si se han desalojado efectivamente, y siendo afirmativa 
se devolverá el despacho al Juez comisionante. 

Si el resultado de tal diligencia fuere negativo, se proce- 
derá á lanzar al inquilino ó colono, sin consideración de nin- 
gún género y á su costa. Para ello el Juez de Paz deberá cons- 
tituirse con el Secretario ó Escribano y el portero en la finca > 
y hará salir de ella al inquilino ó colono, obligándole á extraer 
todos los objetos, muebles ó semovientes que en la misma tu- 
viere, mandándolos aquel sacar por su dependiente, si á ello se 
negare, y recojiendo las llaves de los predios urbanos que en- 
tregará al den;iandante,. si se hallare en el lugar de su residen- 
cia, ó remitirá á la Alcaldía mayor en otro caso. 

Podrá suceder que en la finca rustica hubiere labores ó 
plantío que el colono reclamase como de su propiedad al eje- 
cutarse el lanzamiento. En este caso, el Juez de Paz extenderá 
diligencia expresiva de la clase, extensión y estado de las cosas 
reclamadas, sin permitir que se atente á ellas, ni que por vir- 
tud de semejante reclamación, se suspenda ni demore el lanza- 
miento. Al reclamante hará firmar la diligencia y prevendrá 
que acuda á formalizar su pretensión, si le conviniere, á la Al- 
caldía mayor. 

Otro particular de las comisiones que examinamos consis- 
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tira en la exacción de las costas de que debiere responder el 
deshauciado. A fin de asegurarlas el Juez de Paz retendrá y 
constituirá en depósito, al ejecutar el lanzamiento, los bienes 
mas realizables que encuentre y sean suficientes á cubrir la 
cantidad á que aquellas asciendan. 

Después de ejecutado el lanzamiento, requerirá al deudor 
al pago de las costas y no verificándolo en el acto, previa tasa- 
ción de los bienes depositados por peritos que nombre el Juez 
de Paz, procederá éste á su venta en la forma prevenida para 
el procedimiento de apremio, que dejamos expuesta al tratar de 
la ejecución del convenio de conciliación consistente en el pa- 
go de cantidades liquidas. 

Guando en la finca no se hallaren bienes que retener, pro- 
cederá á embargar otros del deshauciado y á enagenarlos en 
igual forma breve y sumaria (1). 

Interdictos, — En el interdicto de adquirir, se confiará á los 
Jueces de Paz la posesión de los bienes concedida al que pro- 
vocó el juicio ó al tercero que probó mejor derecho. 

La posesión se dará en cualquiera de los bienes de que se 
trate, en voz y nombre de los demás, por el portero á quien se 
conferirá comisión al efecto y ante Escribano. También se ha- 
rán laa intimaciones necesarias á los inquilinos y colonos de 
los bienes, ó á los que puedan tener algunos bajo su custodia 
ó administración, para quQ reconozcan al nuevo poseedor (2). 

En el interdicto de retener, versará la información qíie se 
ofrezca por el recurrente sobre los extremos siguientes: 

1. ^ Que stí hallaba en posesión de determinados bienes. 

2. ® Que se le trató de inquietar en ella, con expresión del 
acto que lo hubiere hecho temer (3). 

El Juez cuidará de que los testigos al afirmar estos extre- 
mos, expliquen bien los hechos á qu^ se refieran y manifiestan 
la razón de su conocimiento, esto es, si loa vieron ejecutar ó 
los oyeron referir á otras personas. 

La información en el interdicto de recobrar, antes llamado 



(1) Artículos 647 al 655 de la ley de Enjairiamiento civil. 

(2) Articulo 698 de la misma ley, 

(3) Artículo 710 de la citada ley. 
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de despojo, se practicará con igual esmero y tendrá por objeto 
demostrar: 

1. ® Que el que la promueve ó su causante se hallaban 
en posesión ó tenencia de la cosa, de que hubieren sido despa- 
jados, f 

2. ® Que fueron despojados de esta posesión ó tenencia, de- 
signando al autor del despojo. 

Esta información deberá ser por lo menos de tres testi- 
gos (1). . , 

En los interdictos de nueva obra, cuando estaño se ejecu- 
te en el pueblo de la residencia del Alcalde mayor, podrán en- 
comendarse al de Paz correspondiente: 

1.® La ejecución de la suspensión provisional que se de- 
crete á la presentación de la demanda. 

2. ® La inspección de la obra, cuando el Alcalde mayor no 
estime necesario practicarla por si mismo. 

3. ^ La ejecución de la suspensión definitiva de la obra. 
La primera de estas diligencias se practicará haciéndose 

saber la suspensión al dueño de la obra, al cual no se permitirá 
hacer en ella mas que lo que sea absolutamente indispensable 
para que no se destruya lo edificado, y esto con autorización 
del Jtiez que conozca del negocio. El de Paz colocará en el 
sitio de la obra un portero para que cuide de que sea cumplida 
la suspensión: el portero podrá ser relevado con guardas de 
vista que no tengan su carácter oficial, porque el Juez lo ne- 
cesitará para otros servicios y porque será materialmente im- 
posible que pueda ejercer constantemente su vigilancia sobre 
la obra, en los diversos dias que habrán de trascurrir hasta la 
suspensión definitiva. 

La segunda diligencia consistirá en examinar la obra y 
hacer constar su estado, y las particularidades que se en- 
carguen en el despacho de comisión, consignando en ella el 
dictamen del perito de que creyese conveniente el Juez de 
Paz acompañarse. 

La tercera diligencia se evacuará ante Escribano por el 



(1) Artículos 724 y 725 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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portero del Juzgado comisionado al efecto, extendiéndose la 
relativa al estado, altura y circunstancias de la obra, y aperci- 
biendo al que la estuviere ejecutando con la demolición á su 
costa de lo que de allí en adelante se edificare (1). 

El interdicto de obra vieja puede tener dos objetos: 

1. ® La adopción de medidas urgentes, para evitar los ries- 
gos qué el mal estado de cualquier construcción pueda ofrecer. 

2. ® Obtener su demolición. 

Cuando para adoptar las medidas del primer caso se en- • 
cargue á los Jueces de Paz la inspección de la obra, deberán 
trasladarse á ella, acompañados de perito de su nombramiento, 
la reconocerán por si y extenderán diligencia comprensiva del 
concepto que hubieren formado por su propia observación y 
el dictamen del perito, que expresará qué medidas de pre- 
caución conviene adoptar. Estimadas éstas por el Alcalde ma- 
yor y librado nuevo despacho para su ejecución, procederá, á 
ella el de Paz compeliendo al dueño, su administrador ó apo- 
derado, al inquilino por cuenta de alquileres y en defacto de 
todos estos, se ejecutará á costa del actor, á quien quedará re- 
servado su derecho para reclamar del dueño de la obra los 
gastos que se le ocasionen. 

La inspección á que puede dar lugar el segundo caso, se 
practicará en igual forma que la del primero, pero además del 
perito que el Juez hubiere nombrado, podrán concurrir los in- 
teresados con sus defensores y con otros peritos de su nombra- 
miento. La inspección será objeto de una acta que suscribirán 
todos los concurrentes. 

Si por sentencia ejecutoria se oi'denase la demolición de 
la obra vieja y se encargase su cumplimiento á los Jueces de 
Paz, se acomodarán éstos á su tenor en la forma que la misma 
señale (1). 

Hemos expuesto en este y en los precedentes títulos todo 
lo que se refiere á la jurisdicción conte^iciosa de los Jueces de 
Paz, y respecto de ella solo nos resta advertir: 

1. ® Que las diferentes actuaciones que abrazan han- de 

(1) Artículos 738 al 743 de la ley de Enjuiciamieato civil. 
(3) Artículos 748, 751 y 755 de la propia ley. 
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practicarse en dias y horas hábiles, bajo pena de nulidad, en- 
tendiéndose por dias hábiles todos los del año, menos los do- 
mingos, fiestas enteras, religiosas ó civiles, y los en que esté 
mandado ó se mandare que vaquen los Juzgados, y por horas 
hábiles las que median desde la salida hasta la puesta del sol. 

En el embarazo que causa la designación de las fiestas ci- 
viles, por no hallarse marcadas en la ley, será prudente obser- 
var las siguientes indicaciones de un escritor muy autorizado. 

Los dias de fiesta civil, dice, son también feriados para los 
procedimientos judiciales; pero nos parece muy vaga esta 
enunciación de la ley, y que ía de ocasionar también graves 
cuestiones, por no distinguirse si se han de considerar feriados 
solamente los de fiesta nacional, y de corte ó besamanos por el 
cumpleaños del monarca ó por otro fausto acontecimiento; ó si 
se han de tener también por tales, los que en una provincia ó 
comarca se reputan por de fiesta civil, y no lo son en las demás 
del reino. Es preciso que la jurisprudencia autorizada evite 
con feus declaraciones toda vacilación, en este punto; pero entre 
tanto creemos que las fiestas civiles deben entenderse en el 
sentido mas restrictivo. 

2. ® Que los términos judiciales empiezan á correr desde 
el dia siguiente al que se hubieren hecho la citación ó notifi- 
cación, y se cuenta en ellos el dia del vencimiento, pero no los 
en que no puedan tener lugar actuaciones judiciales. 

3. ® Que son improrogables los términos concedidos para 
comparecer en juicio, proponer excepciones dilatorias, pedir 
aclaración de sentencias, apelar y cualesquiera otros respecto 
á los cuales haya prevención expresa y terminante. Estos tér- 
minos no pueden suspenderse ni abrirse después de cumplidos, 
por via de restitución ni por otro motivo alguno. 

4. ® Que todos los demás términos son prorogables por 
igual tiempo al de aquel que se prorogue, y para otorgar la 
prorogacion deberá pedirse antes de vencer el término y ale- 
garse justa causa á juicio del Juez (1). 



(1 ) Artículos 8 «1 10, 25 al 28 y 30 al 32 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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TITULO VIH. 

ACTOS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. 

CAPITUL.O I. 
Del depósito de mujer casada. 

La ley no concede á los Jueces de Paz la facultad de de- 
cretar y ejecutar los depósitos de personas. Estos son de la 
exclusiva competencia de los Alcaldes mayores, en los casos y 
en la forma que aquella expresa (1). 

Será muy frecuente, sin embargo, que los Jueces de Paz 
de los pueblos en que residan las personas que hayan de ser 
depositadas, tengan que ejecutar los depósitos por comisión ó 
encargo de los de distrito, que no podrán at)andonar otras aten- 
ciones mas preferentes del servicio público para dejar su or- 
dinaria y oficial residencia en cada caso que ocurra, y trasla- 
darse al en que convenga hacer el depósito. 

Por esta consideración, al paso que se ha reservado á loa 
Alcaldes mayores el derecho de constituir por si mismos los 
depósitos en todos los casos en que lo creyeren necesario, se 
les ha autorizado, en el de mujer casada expresamente, y de 
un modo virtual é implícito en los demás, para comisionar al 
de Paz correspondiente (2). 

Creemos por lo mismo necesario exponer todo lo que á 
depósitos de personas hallamos establecido, en los diferentes 
capítulos en que dividimos este titulo, advirtiendo á los Jue- 
ces de Paz, para que comprendan la extensión de tales actos, 
que estos se limitan á proveer al desvalido de la cama y ropa 
de su uso diario, á señalarle alimentos provisionales y á nom- 
brarle en su caso curador para pleitos. Cualesquiera reclama- 

(1) Varias decisiones del Tribunal Supremo de Justicia y especialmente 
la señalada con el número 26 de 1861. 

(2) Artículo 1291 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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-ciones sobre él derecho á percibir los alimentos ó sobre su en- 
tidad que, por no ser de naturaleza urgente, han de sustanciar- 
se en juicio ordinario, son de la competencia del Jue^ propio 
del domicilio (1). 

Puede decretarse el depósito: 

1. ® De mujer casada que se proponga intentar ó haya in- 
tentado demanda de divorcio ó querella de adulterio. 

2. ® De mujer casada contra la cual haya intentado su ma- 
ridó demanda de divorcio ó acusación de adulterio. 

3. ® De mujer soltera que trate de contraer matrimonio con- 
tra la voluntad de sus padres ó curadores. 

4. ® De hijo ó hija de familias, pupilo ó pupila, que sean 
maltratados por sus .padres, tutor ó curador, ú obligados por 
los mismos á actos reprobados por las leyes. 

5. ® De huérfano ó incapacitado que queden en abandono, 
por la muerte de la persona á cuyo cargo estuvieran (1). 

En el momento en que un Juez de Paz reciba del Akalde 
mayor de su distrito despacho de comisión para el depósito de 
mujer casada, que haya de intentar ó intentado demanda de 
divorcio ó querella de adulterio, dictará auto de cumplimiento, 
pasará acompañado del Secretario á la casa del marido, y cui- 
dando de que éste no se halle presente, hará comparecer á la 
^mujer, para que manifieste si se ratifica ó nó en el escrito en 
que haya pedido el depósito. 

La ratificación, aunque la ley no lo expresa, deberá ha- 
*cerse en declaración jurada, previa lectura íntegra del escrito 
y manifestación de la firma de la ratificada si la contuviere. 
Esta diligencia se extenderá á continuación del auto de cumpli- 
miento y se firmará por el Juez, la declarante y el Secretario. 

Al constituirse el Juez de Paz en la casa del marido, será 
oportuno que pregunte por éste, y si se hallare en ella le haga 
comprender que su presentación tiene por objeto la práctica 
de una diligencia judicial, que ha de entenderse exclusivamen- 
:tQ con su consorte, ordenándole acto continuo que se retire. 

Sucederá en estas diligencias: 

(1) Decisión del Tríbonal Sapremo de Jastícia, nám. 23 de 1860. 
(9) Artículo 1277 de la lej de Ejry'uioiamiento civil. 
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1. ® Que la solicitante se ratifique en su escrito. 

2. ® Que no se ratifique. 

Cuando la ratificación tenga efecto, el Jue2 de Paz hará 
comparecer al marido y procurará se ponga de acuerdo con 
su mujer, sobre la persona que haya de encargarse del depó- 
sito, cuidando con su prudencia y sensatez de qiie'esta conferen- 
cia no se' convierta en palenque de reconvenciones y escánda- 
los á que, el estado de desacuerdo de los consortes ó de irrita- 
bilidad de alguno de ellos, puede ^conducir. 

Si no convinieren en la designación de depositario, el Juez 
eleo^irá la persona que crea mas á propósito, bien de las de- 
«Ignadas por los interesados, si estimare infundada la oposición 
qije se hubiere hecho, bien cualquiera otra de su confianza, 
que en todo caso será la que á su honradez y buen concepto 
publico, reúna las circunstancias de ser casada y no tener ín- 
tima almistad que presuma parcialidad con el marido, ni eñe- 
mistad COTÍ el mismo ó con su mujer. 

También creemos que deberá hacer la elección el Juez en 
la persona que designe la mujer 6 en la dé su confianza, si éísta 
no lo fuere, cuando el marido estuviere ausente de su casa al 
tiempo de practicar la diligencia, cuando llamado no se pre- 
sentare, y cuando presentándose noi quisiere designar. 

La elección de de]^sitario, cualquiera que sea la forma 
en que se haga, se hará constar por diligencia, ya continua- 
ción de ella se diptará por el Juez auto mandando que el ma- 
rido entregue á la mujer la cama y la ropa de su uso diario, y 
sisobre este punto se promoviese cuestión, el Juez sin ulterior 
recurso, y teniendo en cuenta las circunstaticias de las perso- 
nas, determinará las ropas que deban considerarse como' de uso 
diaa'io y entregarse de consiguiente. 

La ley ha obrado con acertada discreción dejando al juicio 
del Juez este señalamiento, habida consideración á las circuns- 
tancias de las personas, sus facultades y uso del país en que 
los depósitos x)currañ, pues no es posible qiié enumerara con 
acierto los vestidos que habían de entregarse á las personas en 
quienes aquello^ se cauísaren. 

Por punto general se considerarán como de uso diario los 
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vestidos con que la mujer acostumbra á salir á la calle ordihJt- 
r lamente, incluyéndose ó excluyéndose de ellos, según las cir- 
cuufitancias expresadas, loa vestidos preciosos de uso poco fre- 
cuente ó extraordinario. 

En cuanto. ¿ la cama no deberá entenderse el lecho con- 
yugal, cuando fuere común á marido y mujer, sino una cama 
correspondiente á su clase, con cuatro sábanas y otras tantas 
almohadas cuando juenos, mant:i, colcha, colgadura y colcho- 
nes si los usaren. 

De todo cuanto se entregue á la mujer se formará inven* 
tario que firmará también el marido, de cuya casa se extraerá 
en seguida a aquella y se la conducirá á la del depositario, á 
'quien,, hecho saber su nombramiento y constando su acepta- 
ción, se entregará constituyendo el depósito con la solemnidad 
debida, esto es, extendiendo una diligencia en que se exprese 
^ue la recibe con las ropas y cama de su uso diario que se in- 
ventariaron y que se obliga á conservarla en su casa tratándola 
de la manera correspondiente á su clase, sin sugerirla ni cohi- 
birla, y á devolverla á casa del marido en el momento en que 
se ordene judicialmente. 

De esta diligencia y de la providencia de su nombramien- 
to, se dará al depositario certificación ó testimonio para su res- 
gcrardo. 

Practicado el depósito, el Juez de Paz dictará providen- 
cia, mandando intimar al marido que no moleste á su mujer ni 
al depositario, bajo apercibimiento de procederso contra él á lo 
que hubiere lugar; y á la mujer, que si dentro de un mes no 
acredita haber intentado la demanda de divorcio ó la querella 
de adulterio, quedará sin efecto el depósito, y será, restituida 
á las casas de su morada. Esta providencia se notificará en 
forma legal á la mujer y al marido, por el Secretario 'del Juz- 
gado de Paz. 

Nada dispone la ley para el caso de que la mujer no se ra- 
mifique én él escrito en que pidió el depósito; pero es lo regu- 
lar que significando esta negativa el desistimiento de la solicitud 
hecha, termine con semejante diligencia la comisión del Juez 
wde Paz, que no procederá por tanto á constituir el depósito. 
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Caando este hubiere sido provocado por el marido que* 
demandare de divorcio á su ítiujer, ó se querellase contra ella 
de adulterio, recibido que sea el despacho de <^omision por el 
Juez de Paz, se trasladará con el Secretario á las casas del so- 
licitant^, pírocurará que se ponga de acuerdo con la mujer so- 
bre la persona en quien hubiere de constituirse el depósito, y 
si no convinieren nombrará la que el marido designare, si no 
hubiere razón fundada que lo impida, pues habiéndola, elegirá 
la que estime mas á propósito. Acto continuo constituirá el 
depósito en la misma forma que cuando fuere provocado por* 
la mujer (1). 

Instruidas de este modo las diligencias de depósito de la. 
mujer casada, se devolverán los despachos de comisión cum- 
plimentado» á los Alcaldes mayores respectivos, los cuales pro- 
veerán lo conveniente á la ulterior instrucción de los expe- 
dientes de que procedan, y á las diversas incidencias que en 
ellos puedan promoverse. 

CAPITirL.0 II. 

Del depósito de inajer soltera* 

El depósito de mujer soltera que trate de contraer matri- 
monio contra la voluntad de sus padres ó curadores, puede 
constituirse: 

1.® Precediendo orden déla autoridad á quien compete, 
conocer de los expedientes de disenso. 
2í ® Por la autoridad judicial en casos de suma urgencia. 
La autoridad encargada de suplir el irracional disenso de 
los padres ó curadores, y dar permiso para, la contracción de : 
matrimonios contra su voluntad, es el Gobernador Superior ci- . 
vil de la respectiva Isla.. 

. Después de planteada la ley de Enjuiciamiento civil no 
podrá. precederse por los Alcaldes ordinarios, ni por los Jue- - 
ees de Paz, á ejecutar depósitos de mujeres solteras en virtud 
de órdenes .ó encargos directos de los Gobernadores Supefio-» 

(1) Artículos 1278 aí 1800 dé la ley de Enjuiciamieüto civit 
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res civiles, ni estos valerse para tales diligencias de ningún 
agente de la administración activa, popijue ellas, como todas las 
ralativas á actos de jurisdicción voluntaria, han de practicarlas 
los Alcaldes mayores y por comisión de los mismos los Jueces 
de Paz (1). 

Cuando estos reciban una órdan de está clase, deben abs- ' 
tenerse de cumplimentarla y remitirla á los respectivos Alcal- 
des mayores, á fin de que se cumplimente por ellos, si asi lo 
estimaren, ó les den comisión para su cumplimiento. Solo de 
esta manera evitarán una notoria invasión de atribuciones que 
pudiera irrogarles responsabilidad efectiva. 

Siempre que recibida la orden por el Alcalde mayor en- 
comiende su ejecución al de Paz correspondiente, se trasladará 
éste á las casas de los padres 6 curadores, y hará que sin ha- 
llarse estos presentes, manifieste la hija ó menor si se ratiifica 
6 no en su solicitud. 

Sí no se ratificare, suspenderá el Juez la diligencia, dando 
cuenta al Alcalde mayor con devolución del despacho.* Mas si 
se ratificare procederá á exigir del padre, madre ó curador, 
que designen depositario, oyendo sobre esta designación á la 
hija 6 pupila. 

No oponiéndose esta, ó aun cuando se oponga, si la perso- 
na designada reuniere las condiciones necesarias á juicio del 
Juez, y este considerase la*oposicion infundada, constituirá en 
ella el. depósito; pero si la persona designada no fuere á pro- 
pósito, ó el Juez considerase fundada la oposición hecha por la 
interesada, designará otra y qonstituirá seguidamente el depó- 
sito. Lo mismo hará Cuando los padres ó curadores se negaren 
á designar depositario. 

La ley al prescribir el depósito por casos de suma ur- 
gencia, dándole el carácter de provisional ó preventivo, ha fa- 
cultado genéricamente á los Jueces, y naturalmente ocurrirá 
preguntar si en tal concepto podrán los de Paz decretar y 
constituir tales depósitos. 



(1) Artículo 1208 de la ley de Enjuicmmiento civil, y repetidas declara- 
ciones del Tribunal Supremo de Justicia, especialmente la decisión núm. 131 
de 1863. 
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Las cauB^s de sEnuna urgencia que los bagan necesarios 
exigirán su. inmediata ó instantánea adopción, y en infinitos 
casos no será posible prevenir el mal que con el depósito se 
quiera evitar, si se ha de acudir al Alcalde mayor del distrito 
cuya residencia puede distar muchas leguas del pueblo en que 
ee encuentre la mujer que haya de depositarse. 

Supóngase el caso mas^ urgente y común. Los padres ó 
curadores de la mujer soltera preparan sigilosamente un car- 
ruage para trasladarla á otro punto, con el fin de impedir el 
depósitOj y tal vez, el proyectado casamiento que lo origina. 
Momentos antes de que se emprenda la marcha tiene de ella 
noticia, y acude al Juez de Paz pidiendo el depósito provisio- 
nal. ¿Lo negará éste á titulo de no ser dé sus atribuciones orde- 
narlo y mandará que la interesada aciida al Alcalde mayor del 
distrito? 

El pensamiento de la ley es que no deje de verificarse el 
depósito, y respecto de estos casos urgentes ha prescindido de 
la regla general, que exige la expedición de ói^den de la au- 
toridad civil: no es presumible que de su genérica expresión 
haya excluido á los Jueces de Paz, porque eiab^uces no se lo- 
grarían sus saludables fines, encaminados á asegurar la libré- 
emisión de la voluntad de las hijas ó pupilas respecto de su 
colocación, é impedir las coacciones ó contrariedades infunda- 
das y tiránicas qu'e sobre ellas peseru 

Los Jueces de Paz en los casos urgentes que no deii tiem- 
po para acud¡;r al Alcalde mayor, deben acordar y constituir el 
depósito provisional y remitirle las diligencias que lo acredi- 
ten, para que determine lo que tenga por conveniente. Si la 
proximidad á la capital de la Alcaldía mayor y la distancia de 
la de provincia hicieren que las causas, en que la solicitud de 
depósito se funde, fueren de suma urgencia para esta y no para 
aquella, deberán esperar la orden ó comisión dé la Alcaldía 
ma}''or para ejecutarlo. 

El depósito provisional de que tratamos seguirá los mis- 
mos trámites que el difinitivo que se constituya de orden del 
Gobernador Superior civil, y al ejecutarse se intimará á la que 
lo hubiere solicitado, que dentro de un término, que el Juez 
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señalará pradencialménte^ atendidas las circunstancias del ca- 
so, obtenga y presente á la Alcaldía mayor la orden para el 
depósito, bajo apercibimiento de que no presentándola se la 
hará volver á las casas de sus padres ó curadores. 

Extendidas en forma análoga á las de que hemos tratado 
en el capitulo anterior, las diligencias de depósito provisional 
6 definitivo de mujer soltera, se remitirán al Alcalde mayor 
del distrito para que provea lo que estime oportuno (1). 

CAPITUIiO III. 

Del depósito de hijos de familia, pupilos, huérfanos ó 
incapacitados. 

Los malos tratamientos de los padres, tutores ó curadores^ 
ó la imposición que por ellos se haga á los hijos ó pupilos de 
ejecutar actos reprobados por las leyes, asi como él desampara 
y abandono en que por la muerte de la persona de que depen- 
dían quedaren los huérfanos ó incapacitados, son motivos bas- 
tantes para su depósito. 

El que se refiere á hijos ó pupilos maltratados ü obliga- 
dos á actos punibles, se decretará siempre por los Alcaldes 
mayores, cuya orden aguardarán los de Paz para constituirlo. 
Dirigida que les sea esta orden, depositarán á aquellos en po- 
der de la persona que en el despacho se señale por el Alcalde 
mayor, y en su defecto en la que estimen conveniente, sin per- 
mitir que se haga designación por los padres, tutores ó cu- 
radores, á quienes exigirán faciliten á los hijos ó pupilos las 
camas y ropas de su uso, formándose inventario de todo lo que 
se entregare. ' • 

Inmediatamente que un Juez tenga noticia de qiie algún 
huérfano, menor, si es varón de catorce años, y de doce si es 
hembra ó incapacitado, se hallan abandonados, procederá á de- 
positarlos donde y como estime conveniente, adoptando res- 
pecto á sus bienes las precauciones oportunas para evitar abu- 
sos de todo génerov 

íl) Artículos 1301 á 130D de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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La ley no autori25a para estas diligencias de precaución ^ 
dice un autor muy conocido, á los Jueces de Paz en los pueblos 
que no sean cabeza de partido, pero por lo menos parece que 
debe ser obligación de estos, por no haber persona que recla- 
me en favor del incapacitado ó huérfano, dar parte al de pri- 
mera instancia para que resuelva lo conveniente, el cual debe 
mandar poner al huérfano ó incapacitado, según las circuns- 
tancias de su persona, clase, caudal y demás que concurran, 
ya en un hospicio, hospital ó establecimiento publico, ya en 
colegio ó á cargo de algún maestro, ya en poder de alguna otra 
persona, sobre lo cual deja la ley á la autoridad judicial toda 
la latitud necesaria para que en cada caso determine lo mas 
acertado y conveniente. 

Esto es efectivamente lo que deben hacer los Jueces de 
Paz en el caso de que nos ocupamos, ya que no depositen pro- 
visionalmente en otra forma al huérfano ó incapacitado, según 
parece permitirlo también el llamamiento que hace la ley en 
favor de un Juez, y por consiguiente de cualquier Juez. 

CAPITULO IV. 

De otras comisiones, relativas á la jurisdicción 
voluntarla. 

Otras comisiones, además de las expresadas en los capítu- 
los anteriores, pueden recibir los Jueces de Paz de los Alcal- 
caldes mayores en el ejercicio de la jurisdicción voluntaria. 

Tales son las que tienen por objeto: 

1. ^ £1 deslinde y amojonamiento de terrenos. 

2. ® Recibir informaciones para dispensa de ley. 

3. ® Practicarlas para perpetua memoria. 

4. ^ Instruirlas para la formación de expedientes de suple- 
mentó del consentimiento de los padres ó curadores para con- 
traer matrimonio. 

5. ® Ejecutarlas para obtener licencia judicial á fin de ven- 
der bienes de menores ó incapacitados, y transigir sobre sus 
derechos. 
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Sentamos todos estos negocios á pesar de que solamente 
«n el primero de ellos autoriza la ley expresamente á los Al- 
<ialdes mayores para cometer diligencias á los de Paz, porque, 
no obstante su silencio, podrá en los demás ser necesaria la 
comisión, ya porque asi convenga á las extraordinarias aten- 
ciones de otro género de las Alcaldías mayores, ya porque lo 
soliciten los interesados, á fin de economizar gastos, ü ocurrir 
á la imposibilidad que, por su edad, achaques, padecimientos 
físicos ó circunstancias especiales, tengan los testigos para 
trasladarse á la cabeza de distrito. 

Diligencias de deslinde, — En el despacho cíe. comisión para 
«stas diligencias, se encontrarán expresados la pretensión de 
iieslind^, el señalamiento de dia y hora para practicarlo, la ci- 
tación para que concurran á ese acto, de todos los dueños de 
los terrenos colindantes á los que deban deslindarse, y la fija- 
ción de edictos en los sitios públicos para citar á los que de 
ellos no fueren conocidos, y el encargo de que se ejecute la 
diligencia. 

La comisión se extenderá también á encargar á los Jueces 
la citación de los dueños de los terrenos colindantes, especial- 
mente cuando, siendo conocidos, residan en su mismo pueblo. 

Recibido el despacho por los Jueces de Paz, acordarán su 
cumplimiento y mandarán hacer las citaciones que se les en- 
cargaren, las cuales se ejecutarán por el Secretario. Si resul- 
tare al evacuar esta diligencia que alguno de los dueños .es 
desconocido, lo participarán inmediatamente al Alcalde mayor 
para que disponga su citación por edictos, con la anticipación 
necesaria, á fin de que pueda concurrir el ausente el dia seña* 
lado para el deslinde. Cuando este fuere tan próximo al en 
que se conoció la ausencia del dueño del terreno colindante, 
que no quedase al Juez de Paz tiempo bastante, antes de la 
diligencia de deslinde, para dar á la Alcaldía mayor la noticia 
expresada y recibir su contestación, deberá suspender dicha 
diligencia, que no sería válida faltando alguna de las citacio- 
nes exigidas por la ley, y esperará la resolución del Alcalde 
mayor á quien enterará de la suspensión. 

La citación de las personas conocidas parece que debe ser 

85 
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personal, según la ley. Esto podrá producir dilaciones y per- 
juicios que se evitarían si, ausentes los dueños á quienes de- 
hiera hacerse, fuera licito citar por ellos á sus administradores^ 
procuradores ó apoderados. 

Llegado el dia de la diligencia, se practicará autorizándola 
precisamente un Escribano. A ella podrán asistir: 

1. ® Los interesados y dueños de los terrenos colindantes 
que se presentaren, ó sus apoderados nombrados al efecto. 

2. ® Peritos que conozcan el terreno y puedan dar las no- 
ticias necesarias para su deslinde. Estos podrán ser nombrados 
por el interesado ó interesados que pidieren su asistencia ó ele- 
gidos por el Juez de Paz. 

La diligencia tendrá por objeto en unos casos, el reconoci- 
miento de predios confinantes y su niensuracion, á fin de fijar 
sus respectivos limites por su resultado y por las señales ma- 
teriales antiguas que denoten su línea divisoria: en otros, ade- 
más de esto, fijar en sus linderos los postes ó mojones que se- 
ñalen esa línea. 

Para que la diligencia se instruya debidamente, el Juez 
de Paz empezará por recorrer y reconocer con detenimiento 
los predios que hayan de deslindarse, oir á los peritos cuando 
concurran, las noticias que den sobre sus cabidas y linderos, 
examinar los títulos de las fincas y enterarse de las recla- 
maciones que produzcan y hagan por si ó por medio de su» 
apoderados los que solicitaron el deslinde, y los demás con- 
currentes, y por último, procurar que todos se pongan de acuer- 
do sobre el señalamiento de límitcF. 

Sucederá en estas diligencias: 

1. ® Que antes de practicarse, se haga oposición á ellas por 
el dueño de algún terreno colindante. 

2. ^ Que igual oposición se haga en el acto de practicarse. 

3. ^ Que el interesado y los dueños concurrentes se confor- 
men con ellas. 

4. ° Que no se conformen. 

En el primer caso, se hará constar la oposición uniendo á 
los autos ó despacho de comisión el escrito en que se formule^ 
y sin mas diligen'cia mandará el Juez de Paz suspender la de 
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deslinde acordada, hará saber la suspensión á los interesados y 
dueños citados que residan en su demarcación ó distrito, y de- 
volverá aquel á la Alcaldía mayor para el sobreseimiento del 
expediente. 

En el segundo, hecha la oposición, procurará que el inte- 
resado y dueños concurrentes se avengan sobre el punto en 
que consista, y no lográndolo suspenderá la diligencia, hará 
constar la oposición y suspensión en otra suficientemente ex- 
presiva y dará por terminado su cometido. 

En el tercer caso, hará extender una acta expresiva de lo 
que se hubiere hecho, que suscribirán todos los concurrentes 

al acto. 

Y en el cuarto, habrá de levantarse también acta expresi- 
va de la falta de conformidad, determinando los puntos en que 
consista y lo que se hubiere hecho no obstante ella. Esta acta 
será suscrita como la anterior, é igualmente se remitirá á la 
Alcaldía con el despacho (1). 

Informcüdor\jes 'para dispensa de ley. — Estas informaciones 
tienen por objeto preparar la resolución de instanci^-s sobre 
los extremos siguientes: 

1. ^ Emancipaciones. 

2. ® Lejitimaciones de hijos naturales. 

3. ® Habilitaciones para que los menores de edad adminis- 
tren sus bienes. 

4. ® Permiso para que las viudas que pasan á segundas 
nupcias, conserven la tutela de sus hijos. 

5. ® Exención de examen á los abogados para revalidarse 
de escribanos. 

,6. ® Suplemento de falta de confirmiacion de privilegios. 

7. ^ Dispensa de formalidades en los oficios renunciables. 

8. ^ Facultad de nombrar Teniente á los propietarios de 
oficios públicos enajenados. 

9. ® Facultad para examinarse en lugar distinto del desig- 
nado por las leyes ü ordenanzas. 

10. Facultad para que los clérigos puedan abogar en lo 
civil. 

(1) Artículos 1323 al 1334 de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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11. Facultad para alterar las condiciones reglamentarias de^ 
los oficios y profesiones ü otros semejantes (1). 

Las informaciones que se encomienden á los Jueces de 
Paz por los Alcaldes mayores, serán comunmente las que ver- 
sen sobre loa objetos expresados en'los cuatro primeros núme- 
ros, toda vez que los referidos en los restantes sfe acrieditaráji 
documentalmente ante las mismas Alcaldías mayores. 

En los despachos que éstas dirijan á los Jueces de Paz 
para el examen de los testigos de la información, se conten*^ 
drán los particulares sobre que deban ser examinados y las ci- 
taciones de los Promotores fiscales y de las personas que ten- 
gan interés en el asunto, á no ser que la de éstos se encargue 
también en aquellos despachos. 

Recibidos que sean se acordará su cumplimiento man- 
dando hacer las citaciones que se encarguen y la del repre- 
sentante del ministerio público, que ordinariamente será el re- 
gidor sindico del Ayuntamiento, y señalará dia y hora para 
el juramento y examen de testigos. 

Llegados el dia y hora designados, se. interrogará á éstos 
en la forma que para otros cualesquier actos, y sus declaracio- 
nes se autorizarán precisamente. por Escribano público y no 
por el Secretario. 

Los puntos de la interrogación testifical serán loa siguien- 
tes, que enumeramos para que, ai no se hubieren com'prendida 
todos en los interrogatorios de los que pro\^ocaren las informa- 
cones, puedan suplirlos los Jueces de Paz. 

En las emancipaciones: 
K® Que el padre quiere emancipar y el hijo consiente 6 
acepta libre y expontáneamente la emancipación. 

2, ® Que el hijo ha guardado constantemente el respeto- 
y consideración debidos á su padre, sin serle ingrato ni tratarle 
mal de o'bra ni de palabra. 

3. ® Que el hijo tiene capacidad para ejercer una industria 
ó administrar sus bienes, y que éstos son bastantes á librar su 
subsistencia. 



(1) Ley de 14 de Abril de 1838. ^ 
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4. ® Que con la emancipación no se caus^ la ruina del pa- 
dre, ni perjuicio alguno á los hermanos ó sobrinos del eman- 
cipado. 

5. ® La edad en que éste se encuentre. 
En las lejitimaciones: 

1. '• Que el padre reconoció á los hijos naturales. 

2. ^ Que al tiempo de la concepción de éstos 6 de su naci- 
miento, podia aquel contraer matrimonio sin dispensa con la 
mujer de quien los enjendró. 

En las habilitaciones para la administración de bienes: 

1. ® Si el menor es casado y velado y de mas ó menos edad^ 
de die?: y ocho años. 

2. ® Si tiene capacidad pata administrar sus bienes. ; 

3. ® Si le es útil y conveniente su administración por care- 
cer de padres, ó curadores que le gobiernen diligente y acer- 
tadamente ó por otros motivos que se expresarán. 

En la conservación de la tutela lejitima: 

1. ® Sobre la conducta moral, capacidad, profesión ó. condi- 
ción civil de la madre y del sugeto con quien se hubiere casado 
últimamente, ó tratare de casarse. 

2. ® Sobre la edad de estos mismos sugetos y la de los pu- 
pilos ó menores. 

3. ® Sobre el importe, clase y naturaleza de los bienes, asi 
de éstos como los de su madre y de su nuevo ó futuro cón- 
yuge. 

4. ® Sobre la utilidad y conveniencia que resultará Á los 
pupilos de la concesión de la dispensa. 

Examinados los testigos y extendidas y firmadas sus de- 
claraciones en debida forma, el Escribano arreglará diligencia 
dando fé de conocerlos, y cuando no los conociere, de haber 
exigido que dos testigos respondan del conocimiento de cada 
uno de ellos, suscribiendo las declaraciones de los que se en- 
cuentren en este caso, después de lo cual se dará por evacuado 
y se devolverá el despacho (1). 

En la clase de gracias al sacar ó dispensaciones de ley 



(2) Artículos 1338 y 1 339 de la ley de Enjuiciamiento civii. 
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debe considerarse comprendida la abrogación qiie tiene por 
objeto prohijar al que está fuera de la patria potestad . 

En las informaciones para instruir el expediente de conce- 
sión real, deben constar estos requisitos: 

1. ® La edad del abrogador y abi'ogado y tiempo interme- 
dio de una á otra, mayor ó menor de diez y ocho años. 

2. ® Si el abrogador salió de la patria potestad. 

3. ® Si tiene hijos lejitimos que deban heredarle. . 

4. ® Si consiente y también el abrogado el prohijamiento. 
6. ® Que bienes poseen uno y otro. 

6. ® Si es útil y porqué rázon la abrogación al abrogado. 

Informackmes para perpétiui memoria. — El examen de tes- 
tigos en estas informaciones se Contraerá á los puntos coiísig- 
nados en la comisión. Sus declaraciones se autorizarán también 
por Escribano y este dará fé de su conocimiento, y si no los 
conociere, se les exigirá que presenten un documento bastante 
á comprobar la identidad de sus personas ó dos testigos que 
aseguren conocerlos (1). 

IjiformaGiones de suplermnto de consentimiento para contraer 
mxitrimonio. — Los hijos é hijas de familia necesitan para con- 
traer matrimonio, obtener en defecto de sus padres, abuelos ó 
curadores, el consentimiento de la autoridad judicial, cuando 
no cuenten los varones mas de veintitrés y las hembras mas 
de veinte años. 

En la información para conseguir esta autorización ó su- 
plemento ha de resultar: 

1. ^ Que los menores no tienen padre, madre ni curador. 

2. ® Que estos se hallan en paises, con los cuales sea preciso 
invertir mas de un año para comunicarse y obtener respuesta. 

3. ^ Que se ignora el paradero del pad>e, madre ó curador. 

4. ® Que no existe obstáculo que legalmente pueda impedir 
el matrimonio (2). 

Informa/nones para la venta de bienes de menores, ó tran- 
sacción sobre sus derechos. — Los testigos de estas informaciones 
deben dar razón: 



(1) Artículos 1363 y 13fi4 de la ley de KDJuiciamiento civil, 

(2) Artículos 1367 y 1368 da la misma ley. 
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1. ^ Del motivo de la pretendida enagenacion y del objeto 

á que deba aplicarse la suma que se obtenga. 

2. ® De las consideraciones de necesidad y ut'Iidad de la 
enagenacion. 

Estos mismos extremos comprenderán las declaraciones 
testificales, cuando la autorización solicitada sea para transigir 
derechos de menores ó incapacitados. 

Aunque la ley nada previene, parece que en estas infor- 
maciones y en las que les preceden, deben intervenir escriba- 
nos que den fé de su conocimiento (1). 

Prevenimos por conclusión, que para todas las actuaciones 
judiciales de que nos hemos acupado en los capítulos de este 
titulo, son hábiles todos los días y horas sin excepción alguna; 
pero que aquellas deben consignarse en el papel sellado cor- 
respondiente (2). 



TITULO IX. 

CAPlTlJIiO ÚNICO. 
De la Jurisdicción disciplinaria. 

Además de las atribuciones hasta aquí descritas, compete 
á los Jueces de Paz el ejercicio de la jurisdicción llamada dis- 
ciplinaria, que consiste en la corrección de las faltas que se 
cometan contra el respeto y consideración detidos á los Jueces. 

En estas faltas pue<len incurrir: 

1. ® Los particulares que concurran á la presencia judicial 
en los actos propios de los Jueces. 

2. ® Los dependientes de los mismos Jueces de Paz. 

Las de los primeros se corregirán en el acto de cometerse, 
con multa que no podrá pasar de cincuenta escudos cuando 
no constituyan delito. Si lo constituyeren, se procederá crimi- 

(1) Artículos 1402 y 1411 de la ley d© Enjuiciamiento civil. 

(2) Artículo 1208 de la misma ley. 
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nalmente contra los que lo cometieren, haciéndose constar por 
medio de dilio^encia autorizada por el Secretario, la cual se 
pasará al Alcalde ordinario para que instruya el oportuno su- 
mario, y lo remita al Alcalde mayor del distrito ó á este direc- 
tamente. 

Las faltas de esta especie que constituyen delito son las 
siguientes: 

1* El atentado contra la autoridad, consistente en acometer 
ó resistir con violencia, ó emplear fuerza ó intimidación contra 
la autoridad pública ó sus agentes, cuando aquella ó estos ejer- 
■cieren las funciones de su cargo, y también cuando no las ejer- 
■cieren, siempre que sean conocidos ó se anuncien como tales. 
2* El desacato producido por calumnia, injuria, insulto ó 
amenaza dirigidos contra la autoridad en el ejercicio de su 
* -cargo. 

3* La producción de tumulto ó turbación grave del orden 
en la audiencia del Juzgado, ó en los actos públicos propios de 
los Jueces de Paz. 

Las faltas de los Secretarios y porteros de los Juzgados 
deben reprimirse, usando equitativa y oportunamente de los 
diferentes medios que forman la corrección disciplinaria. 
Son cuatro, á saber: 
L ® El apercibimiento ó prevención. 

2. ® La reprensión. 

3. ® La multa que no pase de cincuenta escudos. 

4. ® La suspensión que no esceda de un mes. 

Es de suponer que cuando estos medios no sean suficien- 
tes para corregir á los dependientes de los Juzgados de Paz, 
deben los Jueces separarlos y nombrar otros, toda vez que 
son amovibles á su voluntad, y asi lo exige además el presti- 
gio y decoro de su autoridad. 

Contra cualquiera providencia en que se imponga alguna 
■de las cuatro correcciones expresada^, se oirá en justicia al in- 
teresado, si lo solicitare, dentro de los tres dias siguientes al 
en que se le hubiere hecho saber, por el mismo Juzgado que 
la dictó. 

La audiencia en justicia consistirá en la admisión del es^ 
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crito en que el interesado pida el alzamiento de la corrección, 
-exponiendo las razones ó fundamentos que lo apoyen, y solo 
cuando sea absolutamente necesario, y únicamente en lo que 
baste, se admitirá alguna justificación que se ofrezca. 

La providencia que se dicte será apelable para ante la 
Audiencia del territorio, si fuere de un Juez. Asi lo dispone 
la ley, pero en el orden gerárquico establecido entre todos los 
funcionarios del ministerio judicial, entendemos que de la pro- 
videncia dictada por un Juez de Paz, deberá admitirse apela- 
ción para ante el Alcalde mayor del distrito, que es el llamado 
á conocer de los recursos de nulidad que se promuevan contra 
lo convenido en el acto de conciliación, y de las apelaciones 
que se interpongan en las sentencias dictadas en los juicios 
verbales. 

De todos modos los autos se remitirán, previa citación del 
apelante (1). 



TITULO X. 

DEL PAPEL EN QUE DEBEN ESCEIBIRSE LAS ACTUACIONES DE LOS 

JUZGADOS DE PAZ, Y DE LOS DERECHOS DE LOS SECRETARIOS 

Y PORTEROS. 

CAPITUL.O I. 
vUel papel que debe usarse en las actuaciones Judiciales. 

Todas las actuaciones judiciales deben escribirse en el pa- 
pel sellado que prevengan las leyes y Reglamentos (2). 

El estudio de la Real cédula de 12 de Febrero de 1830 y 
de otras disposiciones referentes á esta materia, nos ha hecho 
formar la convicción de que las actuaciones de los Juzgados 
de Paz, han de extenderse en el papel que según su diversa 
naturaleza pasamos á exponer. 

(1) Artículos 43 al 47 de U ley de Enjuiciamiento ciril. 
j(2) Artículo 79 de la misma ley, 

26 
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Actos de condUacion, — Se escribirán en papel del sello tei- 
cero: 

1. ° La papeleta original de citación, el oficio que se libre 
para la del ausente y la providencia de señalamiento para la 
comparecencia. 

2. ® La acta de conciliación y por consiguiente el libro en 
que se extienda, y las diligencias de haberse dado por termi- 
nado el acto (1). • 

3. ® Las certificaciones que se libren de las actas de conci- 
liación, y de las diligencias en que se diere por terminado este 
acto. 

4. ® El mandamiento de ejecución y el de. posesión de los 
bienes rematados, cuando por no exceder de 400 escudos, cor- 
respondan estas diligencias á los Jueces de Paz, y todas las 
demás que se practiquen para el pago de cantidades menores 
de dicha suma (2). 

Juibios verbales. — Se escribirán en •'papel del sello tercero: 

1. '^ La papeleta original de citación y el oficio ü oficios que 
se libren para la del ausente (3). 

2. ® El mandamiento de ejecución y todas las demás dili- 
gencias de estos juicios, en sus accidentes y ejecución (4). 

Se extenderán en papel del sello segundo: 
1. ^ La acta del juicio, las órdenes de apremios y embar- 
gos (5) y las probanzas que se hicieren para el juicio (6). 

2.® La sentencia definitiva y el auto admitiendo la apela- 
ción, y las compulsas que se den á las partes para acudir al 
superior, en virtud de esta ó para guarda de su derecho (7). 

(1) Artículo 10 del Reglamento de juicios verbales y 6? del de coDcilia- 
Clones de 21 de Febrero de 1853. 

(2) Artículo 27 de la Real cédula de 12 de Febrero de .1830. 

(3) Autos acordados de 10 de Marzo de 1851, 12 de Abril de 1855 y 18 de 
Mayo del mismo año, aprobado en Real orden de 23 de Mayo de 1858. 

(4) Artículo 27 de la Real cédula de 12 de Febrero de 1830. 

(5) Los citados autos acordados, aprobados por la Real órdeu de 23 de 
Mayo de 1858, que reformó el artículo 10 del Reglamento de 21 de Febrero d» 
1853, el cual dispuso que el libro de juicios yerbales se firmase con papel d«l< . 
sello tercero. 

(6) Artículo 24 de la Real cédula de 12 de Febrero de 18(30^ 

(7) Artículo 25 de la misma Real \:édu]a. 
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Juicios preventivos y informadorves é interdictos. — Se exten- 
derán en papel del sello de ilustres: 

1. ® Las escrituras de fianza que otorguen los tutores, cu- 
radores; administradores, interventores ó cualquiera otra per- 
sona para asegurar la responsabilidad y el fiel desempeño de 
su encargo, siendo sobre cantidades de seis mil escudos ó mas. 
Cuando no lleguen á esta cantidad, pero pasen de la de cuatro 
rail escudos, se usará papel del sello primero: cuando no as- 
ciendan á esta última, se empleará del sello segundo (1). 

2. ® Los poderes para administrar bienes y rentas y para 
cobrar cantidades, y las escrituras públicas de toda clase de 
contratos y obligaciones que tengan por objeto una cosa ó can- 
-tidad, siguiendo la graduación establecida en el número an- 
terior. 

3. ® Las escrituras de particiones, hijuelas, tasaciones, ad- 
judicaciones y almonedas, con la propia graduación. 

4. ® Los testamentos en que haya mejoras de tercio y quin- 
to ó legados, y los mandamientos de ejecución ó de pago por 
la misma cantidad de seis mil escudos (2). 

En papel del sello primero se escribirán: 

Los informes de limpieza de sangre, méritos, servicios, 
vida y costumbres, y los autos definitivos que sobre ello se 
dicten (3). 

En papel del sello segundo se redactarán: 

Las provisiones que se expidan por las Reales Audiencias 
á instancia de parte (4). 

En papel del sello tercero se extenderán: 

1. ® Todos los autos ó providencias, consultas, informes y 
oficios dictados por los Jueces de Paz, que no se hallen com- 
prendidos en las enumeraciones anteriores. 

2. ® Los pedimentos, instancias, escritos en derecho, com- 
pulsas, certificados y cualesquiera otras actuaciones y docu- 
mentos que se resuelvan, autoricen ó libren por los mismos 

(1) Artículos 4, 14 y 20 de la Real cédula de 12 de Febrero de 1830. 

(2) Artículos 4, 6, 7, 8 y 9 de la citada Real cédula. 

(3) Artículo 19 de la propia Real cédula. 
(i) Artículo 26 de la misma Real cédula. 
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Jueces ó por sus Secretarías, como exhortos y suplicatorio» ^ 
en el propio caso del número anterior. 

3. ® Los pliegos intermedios de fianzas ó cualquiera otro 
instrumento, ó su copia, que deban llevar un sello superior en 
los pliego? primero y último. 

4. ^ Todos los memoriales ó solicitudes sueltas que se pre- 
senten á los Jueces de Paz. 

5. ® Las certificaciones que por los mismos se libren á ins- 
tancia de parte (1). 

En papel del sello de pobres se escribirán: 

1. ^ Todos los instrumentos cuyo coste sea de pobres de so- 
lemnidad. , 

2. ® Todos los autos, diligencias y escritos á que den lugar 
los actos de los Juzgados de Paz, cuando su pago haya de ser 
de cargo de cualquiera persona que judicialmente hubiere sido 
declarada pobre para litigar, ó de alguna de las corporaciones 
que para este efecto deban considerarse pobres, en virtud de 
declaraciones expresas hechas por la ley. 

3. ® Las actuaciones que fueren comunes á pobres y ricos^ 
pero á calidad de exigir al finalizar el juicio la parte propor- 
cional del rico por medio del oportuno reintegro. 

El papel de oficio servirá para los escritos, autos y dili- 
gencias, cuando su pago deba hacerse por cuenta del Estado. 

En el uso y aplicación del papel sellado, debe tenerse pre- 
sente la disposición de la ley recopilada de Indias, en cuanto á 
la nulidad é insubsistencia que declara de todo instrumento 
que se escriba en papel no correspondiente, y que además de 
esta nulidad y de la obligación de resarcir los daños y perjui- 
cios que de ello sé originen, incurrirán los infractores en las 
multas de 100 escudos por la primera vez, de 200 por la se- 
gunda, y de 400 por la tercera, sin perjuicio de las penas pro- 
porcionadas á que dé lugar el exceso, hasta la de suspensión 
y privación de oficio, según los grados de malicia que resulta- 
ren (2). 

(1) Artículos 27, ¿8, 30, 31 y 33 de la Real cédula de 1*^ de Febrero de 
1830. 

(2) Artículos 42 y 43 de la miBma Beal cédula. 
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Cuando las partes entre quienes se celebren los actos de 
conciliación, juicios verbales ó cualesquier otros actos propio» 
de los Juzgados deTaz, no sean pobres de solemnidad, ni hayan 
obtenido en su virtud el beneficio de litigar como tales, abona- 
rán el papel que se invierta; pero cuando sean pobres, los 
Jueces obrarán según las circunstancias de las personas y las 
declaraciones judiciales que hubieren obtenido, considerando 
que, por punto general, no puede recibirse como pobre á quien 
no esté expresamente declarado en auto de Juez competente (1). 

Ha ocurrido alguna vez que, por parecer de índole crimi- 
nal un juicio verbal civil, se ha empleado >en la .redacción de 
la acta y en su preparación papel del sello de oficio. Para este 
caso, poco frecuente, se ha prevenido que cuando hubiere con- 
denación de coatas y estas se hicieren efectivas, sé satisfagan 
por la parte condenada, entregando el papel del sello corres- 
pondiente en un número de pliegos igual al consumido, y rein- 
tegrando al Escribano el valor del papel de oficio invertido (2) . 

Los Alcaldes mayores son los únicos que deben reribir el 
papel de este sello y distribuirlo entre todos los funcionarios 
que residan en sus respectivas jurisdicciones y tengan dere- 
cho á usarlo gratuitamente. A este fin deben formar cada tres 
meses un presupuesto del papel necesario, que remitirán á las 
Administraciones de Rentas de sus residencias, con expre- 
sión de las personas que hayan de recibirlo. De la inversión 
de este papel rendirán los Alcaldes anualmente cuenta justi- 
ficada, por medio de certificaciones expedidas por los Escriba- 
nos. A los mismos incumbe cuidar con esmero y bajo su mas 
estrecha responsabilidad, de que no se cometa abuso alguno y 
de que se invierta el citado papel exclusivamente en asuntos 
que sean de oficio (3). 

De estas disposiciones se desprende que los Jueces de 
Paz deben recibir el papel de oficio que necesiten para los ac- 



(1) Autos acordados de 18 de Mayo de 1855 y 28 de Febrero^e 1856. 

(2) Aato acordado de 18 da Mayo de 1855, aprobado en Real ór^en d» 
23 de Mayo de 1858. 

(3) Autos acordados de 2 de Octubre de 1S55, 4 de Noviembre y 2 de 
IMciembre de 1856. 
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tos que les son propios, de' las Alcaldías mayores, cuidar d^ 
que se invierta en los asuntos á que está destinado, y rendir ¿ 
las mismas Alcaldías la cuenta anual de su inversión, sienda 
consiguiente que lo pidan por medio de presupuestos parcia- 
les en que se precise, de la manera mas aproximada posible, eL 
número de pliegos que necesitarán cada trimestre, y que la 
cuenta de inversión se justifique con certificaciones expedidas 
por los Secretarios ó por los Escribanos de que sp valgan para 
las actuaciones en que el papel expresado se emplee. 

Aunque no parece propio de este lugar, advertimos á loa 
Jueces de Paz que en el mes de Enero de cada año, deben re- 
mitir á las Alcaldías mayores, un índice, relación ó estado de 
todos los actos de conciliación y juicios verbale^ celebrados 
durante el mismo, con expresión del número de los primeros 
terminados por avenencia de las partes (1). 

Concluiremos este capítulo previniendo á los Jueces de 
Paz que en los casos no previstos en él, deben regular el papel 
sellado que haya de usarse para cualquier instrumento, por su 
analogía con otros actos; y que no es permitido habilitar el pa- 
pel común ó de un sello por otro, á pretexto de faltar el sellado 
en los diferentes usos que tiene y se requieren para cada do- 
cumento ó actuación. 



CAPITULO II. 
De los derechos de los Secretarios y porteros. 

Los Secretarios y porteros de los Juzgados de Paz, percibi- 
rán los derechos de arancel vigentes, ó los que se establezcan 
en lo sucesivo, para los actos en que funcionan como tales (2). 

Sensible es la necesidad de que se forme un arancel par- 
ticular de derechos pajra los Juzgados de Paz, ya que no se 
consiga organizar los Juzgados todos y los Tribunales de ma- 
nera que los subalternos y dependientes de los mismos dejen 

(1) Reglamento de 21 de Febrero de 1853. 

(2) Dlspuaicion 26 de la Real orden de 9 de Diciembre último. 
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de percibir derechos, asignándose á cada uno el sueldo deco- 
roso que corresponda, atendidas sus funciones y la importan- 
cia gerárquica en que se ejerzan. 

Esta misma necesidad se sintió en la Península cuando, 
por virtud del planteamiento de la ley de Enjuiciamiento civil, 
se crearon los Juzgados de Paz, y después de consultadas to- 
das las Audiencias del Reino en cuyos territorios se habian es- 
tablecido, se reformaron los aranceles generales y se formó el 
particular de dichos Juzgados, por Real decreto de 28 de Abril 
de 1860. 

Hasta que igual reforma se verifique en los territorios de 
Cuba y Puerto-Rico, preciso será que los Secretarios y porte- 
ros se acomoden, fuera de los casos expresamente comprendi- 
dos en los aranceles de 14 de Julio de 1863 y 2 de Marzo de 
1865 y en otras disposiciones referentes á regulación de dere- 
chos, á los señalados á los escribanos y alguaciles de las Alcal- 
días mayores, con las limitaciones y prevenciones siguientes: 

1* Que en las diligencias de ejecución de lo convenido en 
los actos de conciliación y de las sentencias en los juicios ver- 
bales, asi como en los embargos preventivos, testamentarías y 
demás actos en que entienden los Jueces de Paz por delega- 
ción, solo podrán percibir los Secretarios las dos terceras par- 
tes de los derechos asignados á los Escribanos de las Alcaldías 
mayores, y los porteros las dos terceras partes de los corres- 
pondientes á los alguaciles (1). 

2* Que los derechos que en la práctica de las diligencias 
de ejecución de lo convenido en el juicio de Paz se devenguen 
por los Secretarios, se regularán por los Tasadores de costas, 
graduándolos por diligencias legítimas y no por ocupaciones, 
sin que en ningún caso, cualquiera que sea el número de di- 
chas diligencias, puedan exceder de 50 escudos (2). 

3* Que los derechos señalados á los Secretarios y porteros 
y á las demás personas que intervienen en los juicios, se en- 



(1) Artículo 38 del Real decreto de 28 de Abril de 1830. 

(2) Auto acordado de la Audiencia de la Habana de 29 de Febrero 
^el859 
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tenderán siempre con exclusión del papel sellado, que satisfa- 
rán separadamente los interesados (1). 

4* Que en ningún caso se exigirán derechos dobles, ni para, 
su exacción se atenderá nunca al numero de litigantes, sino al 
délas partes, entendiéndose por una sola todas las que litiguen 
unidas bajo un contesto (2). 

En los casos no comprendidos en los aranceles, no se co- 
brarán derechos por que tengan analogía con otros actos ex- 
presados, debiendo acudir en este caso los interesados á las 
Beales Audiencias (3). . 

Con presencia de estas reglas y de los aranceles vigentes 
en las Islas de Cuba y Puerto-Rico, hemos formado el que se 
inserta á continuación, en el cual se señalan, con separación de 
territorios y en escudos y céntimos de escudo, los derechos que 
en cada uno de ellos deben percibir los Secretarios y porteros. 



(1) Artículos 386 del arancel de la Isla de Gaba de 14 de Julio de 186S 
7 669 del de Puerto-Rico de 2 Marzo de 1865. 

(2) Artículos 387 del arancel de Cuba y 672 del de Puerto-Rico. 

(3) Artículos 388 del primero y 670 del segundo de dichos aranceles. 
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ARANCEL DE LOS JUZGADOS DE PAZ. 

ACTOS DE CONCIUACION. 



El Secretario llevará: 

Por la providencia, señalando dia y 
hora para el acto de conciliación y 
notificación al interesado 

Por la citación dentro de la población. 

Si hubiere de expedirse oficio por es- 
tar el demandado fuera de la pobla- 
ción 

Por cédula, inclusos los derechos de 
haberla dejado 

Por el requerimiento á testigos que fir- 
men por el que se niegue 

Extensión de respuestas, cuando se 
manden admitir, ó cuando se den ex- 
poniendo justa causa para no concur- 
rir al acto 

Por la comparecencia y extensión en el 
libro déla acta de conciliación y la 
certificación de la misma 

Por el auto en que se mande despachar 
ó mejorar la ejecución al llevarse á 
efecto los convenios 
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]bC8« 



so- 
so 



.. 60 

1 66(2) 

1 32 

.. 66 

1 :.(6) 

. . 50 (8) 



PDimuco. 



In8. Coito. 



50 
50 



.. 50(1) 

2 66(3) 

1 32(4) 

. . 66 (5) 

1 ..(7) 

1 . . (9) 



(1) Artículo 38 del Real decreto de 28 de Abril de 1860 que contiene el 
arancel de los Juzgados de Paz de la Península, al cual hemos recurrido, en 

.falta de disposiciones expresas de esta j de la Isla de ^erto-Rico. 

(2) Artículos 289 7 291 del arancel de Cuba. 

(3) Artículo 342 del arancel de Puerto-Rico. 

(4) Artículo 346 del mismo. 

(5) Artículo 345 del mismo. 

(6) Artículo 378 del arancel de Cuba. 

(7) Artículo 662 del arancel de Puerto-Rico. 
.<8) Articule 283 del arancel de Cuba. 

^9) Artíeulo 409 del arancel de Puerto-Rico. 

2T 
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ISLADIGDBA. 



Pop el mandamiento 

Por el requerimiento de pago 

Por el emoargo j desembarco de bie- 
nes y su depósito, en la población . . 

En la bahía, Gasa Blanca, Cabana, 
Morro, el Horcón y hasta lesnia y 
media de este y en los demás distri- 
tos 

Hasta la distancia de dos leguas 

Hasta la distancia de tres leguas 

T por cada legua de exceso 

Por el embarfi^o y desembargo de bie- 
nes Y su depósito, no pasando de 
una ñora 

Y por cada hora de exceso 

Por cada certificación de embargo y 
desembarco de bienes que dé a las 
partes ó al depositario, llevará por 
cada hoja 

Por los certificados ó testimonios para 
el asiento ó registro en la Contadu- 
ría de hipotecas 

Por los mismos testimonios, cada hoja 
hasta un pliego completo 

Por cadahoja de exceso. * . . 

Por cada requerimiento al deudor, al 
depositario, ó á las partes para que 



bes. (¡éiiifl. 



32 
• . (2) 



1 66 



4 .. 

8 .. 

10 66 

1 32 (4) 



1 32(7) 



66 
66(10) 



PDKRTt-BICO. 



Kms. Céits. 



1 32 (1) 
1 (3) 



3 '32(5) 
2 32(6) 



. . 52 (8) 
2 32(9) 



(1) Artículos 295 del arancel de Cuba y 410 del de Paerto-Rico. 

(2) Articulo 303 del arancel de Cuba. 

(3) Articulo 411 del de Pnerto-Bico. 

(4) Artículos 329 á 333 del arancel de Cuba. 

(5) Artículo 412 del arancel de Puerto-Rico. 

(6) Artículo 413 del mismo. 

(7) Artículo 296 del arancel de Cuba. 

(8) Artículo 415 del de Puerto-Rico. 

(9) Articulo 4:38 del mismo. 

(10) Artículos 311 7 312 del de Cuba. 
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I8MDIGDBÍ. 



nombren tasadores 

Por la notificación, aceptación y jura- 
mento de los peritos tasadores, lle- 
vará por todos sus derechos 

Por el edicto Original, que debe que- 
dar en autos, anunciando al público 
la subasta 

Por cada copia del mismo, no excedien- 
do de medio pliego 

Por la diligencia de haberse fijado el 
edicto 

Por un edicto ó emplazamiento, po- 
nerlo, quitarlo y certificarlo 

Por el anuncio de fincas ó de otra cla- 
se y el pase para su inserción en los 
periódicos oficiales 

Por la asistencia al remate de bienes, 
muebles ó raices, no excediendo de 
una hora de ocupación 

Por cada hora de exceso 

Por el cuarto pregón y el remate in- 
clusa la acta 

Por la extensión del acta de remate . . 



Ibes. Cáifl. 



(1) 
66(8) 



66(8) 
66(9) 



5 32(11) 



püimuco. 



Ibes. Cnk 



1 32(2) 

2 32(4) 

1 32(5) 

. . 52 (6) 

. 52(7) 

1 32(10) 



3 62 (U) 
2 66(11) 



4 ,.(14) 



O) 
(2) 
(3) 
(4) 
(5) 
(6) 
(7) 
(8) 
(9> 



Artículo 
Artícalo 
Artículo 
Artículo 
Artículo 
Artículo 
Artículo 
Artículo 
Artículo 

(10) Artículo 

(11) Artículo 

(12) Artículo 

(13) Artículo 

(14) Artícalo 



303 del arancel de Cuba. 

424 del arancel de Puerto-Rico. 
306 del arancel de Cuba. 

425 del de Puerto Rico. 

426 del mismo. 

427 del mismo. 

428 del mismo. 
326 del arancel de Cuba. 
291 del mismo. 

429 del arancel de Puerto-Rico. 
431 del mismo. 
431 del mismo, 
308 del arancel de Cuba. 
433 del arancel de Puerto-Rico. 
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Por la liquidación de cargas de la fin- 
ca, llevará por hoja 

Por cada tres hojas de liquidación que 
ponga en limpio 

Por el reconocimiento de .documentos 

Sara ella, cada hoja útil , expresan- 
do por nota 

Por pasar á hacer las entregas del di- 
nero del remate y recoger las car- 
tas de pago, cuando se lo encarguen 
las partes, no excediendo de una 
hora 

Por cada hora de exceso 

Por la misma diligencia en la ciudad . 

Si fuere en extramuros; 

Por el auto mandando dar la posesión 
de los bienes vendidos ó adjudica- 
dos ' 

Por el mandamiento de posesión 

Por la asistencia y diligencia de pose- 
sión de toda clase de bienes 
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6 32(2) 
. . 32 (3) 



1 

2 



1 50 
1 50 



(8) 
(11) 



punfonco. 



1 

3 



(1) 



12(4) 



66(5) 
32(6) 



66(10) 
• (18) 

66 (IS) 



(1) Artícalo 436 del arancel de Paerto-Kico. 

(2) Aitículo 218 del arancel de Cnba. 

(3) Artículo 317 del mismo, 

(4) Articulo 434 del arancel de Pnertu-Rico. 

(5) Artículo 440 del mismo. 

(6) Artícul» 441 del mismo. 

(7) Artículo 303 del arancel de Cuba. - 

(8) Artículo 304 del mismo. 

(9) Artículo 384 del mismo. 

(10) Artículo 443 del de Puerto-Rico. 

(11 ) Artícalo 393 del arancel de Cuba. 
(13) Artículo 443 del de Puerto-Rico. 

(13) Artículo 444 del mismo. En Cuba deberán cobrarse los derechos que- 
■e señalan para el embarga y desembargo de bienes. 
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ISLA 1)1 COBA. 




El portero llevará: 

Por el embargo y depósito de bienes 
y su desembargo, no pasando de 
una hora 

Y por cada; hora de exceso 

Por la diligencia de embargo y depó- 
sito de bienes 

Si excediere de un dia la ocupación 
en esta diligencia, por cada dia 

JUICIOS VERBAUES. 

El Secretario devengará por las cita- 
ciones personales y por (íédula, con 
respuesta ó sin ella, los mismos de- 
recno&que en las diligencias de igual 
clase en él acto de conciliación .... 

Por la extensión y autorización de las 
comparecencias y juicios verbales 
por cantidad que no pase de 100 es- 
cudos. 

Si el juicio durase mas de dos horas . . 

En los que, excedan de dicha cantidad 
hasta la de 400 escudos, percibirá 
por todoá sus derechos, incluso» los 
de llevar á efecto la sentencia 

Si la^comparecencia fuere extraordi- 
naria y su duración excediere de 
dos horas, bien por el examen de 
testigos 6 por otra causa, percibirá 
por todos su» derechos, inclusos los 
del examen de testigos y los de lle- 
var á efecto la providencia, sin que 



2 66 

5 32(3) 



(1) Artículo 540 del arancel de Puerto-Rico. 

(2) Artículo 541 del mismo. 

(3) Artículos 111 y 112 del arancel de Cuba. 



PDEBT0RI60. 



1 32(1) 
. . 80 (2) 



1 
2 
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ISIADEODBA. 




4 
1 



50 

50 
50 
50 



en ningún caso y bajo ningún pre- 
texto pueda exigir mas 

Por cada certificación que diere, sin el 

papel 

El portero devengará: 

Por la citación en la ciudad 

Guando hubiere de salir de ella lleva- 
rá además, por cada le]?ua 

Por el embargo en la ciudad 

Fuera de ella, por cada legua además. 

Por las demás diligencias, de ejecu- 
ción de la sentencia, los mismos de- 
rechos marcados para la ejecución 
del convenio de conciliación 

ElflEBAROOS PRETENTITOS, 

testamentarlas y demás actos de 
los Juzgados de Paz* 



El Secretario llevará: 

Por el acto de embargo, ó retención 
preventiva y demás diligencias su- 
marias, hasta dejar los bienes en po- 
der del depositario, los mismos de- 
rechos que para la ejecucípn de con- 
venios de conciliación 

Por el auto para prevenir el ab-ínstes- 
tato ó testamentaría 

Por las tutelas ó curadurías de perso- 
nas y bienes, su aceptación, jura- 
mento, obligación y discernimiento. | 2 66 (5) 



puimuce. 



4 .. 

1 .. (1) 

.. 50 

.. 50 

.. 50 

. . 50 (2) 



1 32(3) 



1 ..(4) 

5 82(6) 

(1) Artícnlos 368 á 371 del arancel de Cnba, Zi9á, 333 del de Poerto-Bico 
art. 15 del Reglamento de 21 de Febrero de 1853. 

(3) Artículo 15 del Reglamento de 31 de Febrero d« 1853. 

(3) Articulo 384 del arancel de Cnba. 

(4) Articulo 452 del de Puerto-Rico. 
(5; Articules 335 7 338 del de Cuba. 
(6) Articulo 454 del de Puerto-Rico. 
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Por las diligencias de formación de in- 
ventarios, tasación de bienes; poner 
estos en custodia en los ab-intesta- 
tos y testamentarias, no excediendo 
de una hora .*,... 

Y por cada hora de excesó 

Por las mismas diligencias reguladas 

por asistencias, cada una de estas. . 

Cuando estos actos se verifiquen fuera 
de la secretaria ó escribanía, la pri- 
mera asistencia será 

Por el certificado del nombramiento de 
administrador de bienes raices, ren- 
tas ó derechos de cualquiera clase . . 

Cuando acompañe al Juez al sitio del 
interdicto, inclusa la diligencia, no 
excediendo de una hora 

Y por cada hora de exceso 

Por el depósito de una joven para su- 
plir el consentimiento paterno, ó por 
el de otra persona con cualquier 
obieto 

Por las diligencias de los tres periodos 
que anteceden se pagarán asisten- 
cias, cada una 

Si estos actos se verificasen fuera de 
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ha. Cnts. 



2 66(3) 



3 66(4) 



1 32(6) 



2 66(10) 



PDIKNSIGO. 



las. Cata. 



3 66(1) 
2 32(2) 



(6) 



3 66(7) 
2 66(8) 



9 32(9) 



(1) 

(8) 
(3) 
W 
(5) 
(6) 
(7) 
(8) 
(9) 



Artictilo 457 del anmcel de Puerco-Rico. 

Artículo 458 del mumo. 

Artículos 161 y 800 del arancel de Cnb». 

Artículo 301 del mismo. 

Artículo 296 del arancel de Cuba. 

Artículo 460 del de Pnerto-Rico. 

Artículo 448 del mismo. 

Artículo 449 del nñsmo. 

Artículo 406 del arancel de Puerto-Rico. 



(10) Artículos 161 y 300 del de Cuba. 
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la secretaria ó escribanía, la primera 

asistencia será de 

Por toda clase de autos de sustancia- 



cion 



Por la diligencia de juramento de las 
partes ó testigos, por cada uno de los 
que lo hayan prestado 

En las declaraciones de los testigos ó 
de las partes, por cada hoja aunque 
no llegue 

Por las ratificaciones simples de testi- 
gos, de escritos ó pretensiones de las 
partes, por cada una 

Haciéndose variaciones, ampliaciones 
6 modificaciones , cobrará los dere 
chos señalados á las declaraciones: . 

Si las declaraciones ó ratificaciones se 
recibieren por tnedio de intérprete, 
llevará no pasando de una hora ... 

Y por cada media hora de exceso .... 
Por la asistencia á los cotejos y compul- 
sas de documentos, reconocimientos 

Í vistas oculares, no pasando de una 
ora 

Y por cada hora de exceso (9) 
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Cents. 



3 66(1) 
.. 50 



PUIITOKICII. 



Eses. Céitg. 



. . 40 (2) 

.. 8(3) 

1 32(4) 

. . 52 (5) 



2 66(6) 
1 32(7) 



2 66(8) 
2 ..(10) 



(1) Artículo 301 del arancel de Cuba. 
(«) Artículo 359 del de Puerto-Rico. 

(3) Artículo 363 del propio arancel. 

(4) Artículo 364 del mismo. 

(5) Artículo 365 del mismo. 

(6) Artículo 367 del mismo. 

(7) Artículo 368 del mismo. 

(8) Artículo 872 del mismo. 

(9) Por este j p6r los siete conceptos precedentes, se cobraron en Cuba 
asistencias, siguiendo el señalamiento de derechos que, para li^Jpríin^a y sucesi- 
yas, dejamos sentados en otros actos. 

(10) Artículo 373 del arancel de Puerto^R^co. 
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PDEKTO-BICO. 



Por la extensión de notas de presen- 
tación de escritos, cuando las par- 
tes lo soliciten ó lo exija el estado y 
clase de los negocios, las de expe- 
dición de certificaciones, exhortos, 
oficios y demás de esta clase 

Por las diligencias de desglose de do- 
cumentos y su entrega, y demás que 
acrediten la ejecución oe lo manda- 
do por el Juez 

Por los oficios que comprendan cual- 
quiera determinación del Juez, los 
de remisión de autos al superior ó 
á otro Juzgado 6 Tribunal, con ex- 
presión del número de piezas y ho- 
jas de que se componen, no pasando 
de medio pliego 

Y por cada medio pliego de exceso . . 

Por los oficios sencillos, contestando 
el recibo de autos ó diligencias, por 
los de recuerdo de comunicaciones 
anteriores, remisión de despachos y 
partes, y otros de esta clase, llevará 
por cada uno 

Por un oficio sencillo de dos llanas . , . 

Por cada una que exceda 

Por el auto de cumplimiento de eje- 
cutorias' y despachos que se libren 




66 

32(8) 



80(5) 
40(6) 



52(7) 



(1) Articulo 290 del arancel de Cuba. 

(2) Artículo 378 del de Puerto-Rico. 

(3) Articulo 309 del arancel de Cuba. 

(4) Artículo 379 del de Puerto-Rico. 

(5) Artículo 330 del mismo. 

(6) Articulo 381 del mismo. 

(7) Artículo 382 del mismo. 

(8) Artículos 313 y 314 del de Cuba. 



28 
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por otros Juzs^ados 

El portero devengará: 

Por cada requerimiento á inquilinos 
para la retención de alquileres .... 

Por cada nota que ponga en los reci- 
bos de inquilinato, donde sea cos- 
tumbre 

Por cada dia de guarda de vista 

Por cada noche de guarda de vista. . . 

Por la asistencia á inventarios, tasacio- 
nes y venta de bienes muebles ó 
raices, no excediendo de una hora. . 

Y por cada una que pase 

Por la asistencia á dar posesión de 
bienes raices, no pasando de irna 
hora 

Por cada hora de exceso 

Por la asistencia al depósito de una 
joven, en el expediente para suplir 
el consentimiento paterno ó para 
otra persona con cualquier objeto, ó 
por el alzamiento de dicho depósito. 

Por las diligencias comi)rendiaas en 
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Eses. Ckk 



(1) Artículo 284 del arancel de Cuba. 

(2) Artículo 390 del de Puerto-Rico. 

(3) Articulo 116 del de Cuba. 

(4) Artículo 543 del de Puerto Rico. 

(5) Articulo 544 del mismo. 

(6) Artículo 113 del de Cuba. 

(7) Artículo 546 del de Puerto-Rico. 

(8) Artículo 114 del de Cuba. 

(9) Artculo 547 del de Puerto-Rico. 

(10) Artículo 549 del mismo. 

(11) Artículo 550 del misma. 

(12) Artículo 551 del mismo. 
^13) Articulo 552 del Aismo. 
(14) Articulo 553 del mismo. 



1 32(1) 



1 16(3) 



5 32(6) 

6 66(8) 



PUlílíTO-KICO. 



Eses. Oiite. 



1 



(2) 



48(4) 



. . 20 (6) 
4 32(7) 
9 40(9) 



1 20 (10) 
. . 80 (11) 



2 40(1!) 
. . 80(11) 



2 40(14) 
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ISLA MACUBA. 


PDim-KICO. 


- 


I8C8, Cato. 


ks. Céiis. 


los períodos precedentes no exce- 
diendo de un dia 

Si excediere de un dia, por cada uno. 

Por cada citación ó requerimiento . . . 


2 66(1) 
5 32(2) 
1 . . (3) 


: ; 80 (4) 



A pesar de la desproporción que se advierte entre los de- 
rechos que deben percibir los Secretarios en los juicios irer- 
bales, inclusa la ejecución de las sentencias que en ellos se 
dicten, y los que les corresponden en los actos conciliatorios 
y en las diligencias para llevar á efecto los convenios, espe- 
cialmente si sp atiende á que en estas solo tienen los Jueces 
competencia cuando por su cuantía no exceden los límites de 
aquellos juicios, y no obstante la desigualdad que resulta en- 
tre los derechos marcados para uno y otro territorio, hemos 
acomodado las disposiciones legales de la materia según las 
hemos encontrado, en la confianza de que se modificará y uni- 
formará muy pronto el señalamiento de derechos de dichos 
juicios. 

En esta materia resta prevenir: 

1. ® Que en los juicios verbales el Secretario debe expresar 
por diligencia, lo que cada parte pague por razón de costas (5). ^ 

2. ® Que todo el que devengue derechos ü honorarios, de- 
be anotarlos al pié de su firma, en letra y no en guarismos 
ni abreviatura, expresando si están ó no satisfechos, sin cuya 
circunstancia los perderá el que hubiere de percibirlos (6). 

3. ^ Que la duración de los actos y diligencias, cuyos dere- 
chos se gradúan por horas, se acreditará firmando los interesa- 

(1] Artículo 111 del arancel de Cuba. 

(2) Artículo 112 del mismo. 

(3) Artículo 115 del mismo. 

(4) Artículo 557 del arancel de Puerto-Rico. 

(5) Auto acordado de la Audiencia de la Habana de 25 de Febrero de 1859. 

(6) Artículos 376 del arancel de Cuba y 678 del de Puerto-Rico. 
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dos la nota que se extienda, si asistieren al acto, y en otro caso 
extendiéndola y autorizándola el Secretario ó Escribano (1). 

4. ® Que cuando alguno de los litigantes sea defendido por 
pobre, no satisfará derechos algunos, ni su parte se cargará á 
los demás colitigantes. Si hubiere condenación de costas, los 
subalternos percibirán los derechos correspondientes al pobre, 
de la parte á quien se hubieren impuesto (2). Si no hubiere 
condenación de costas, quedará responsable al pago de ellas la 
cuarta parte de la cantidad que el pobre perciba ó que se hu- 
biere adjudicado al mismo en la sentencia (3). 

5. ^ Que las costas que se devenguen en la prevención de 
los juicios de testamentaría y de abintestato, no se abonarán 
hasta que estos estén conclusos, no pudiendo exceder de la 
décima parte del caudal líquido hereditario (4). 



(1) Artículo 674 del arancel de Puerto-Rico. 

(2) Artículos 394 del arancel de Cuba y 680 del de Puerto-Rico. 
• (3) Artículo 395 del arancel de Cuba. 

(4) Artículos 428 del arancel de Cuba y 679 del de Puerto-Rico. 
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FORMULARIO 

I>E MJk» DIUOENCIAS MAH FRECUENTES EN 
PRÁCTICA DE I.08 JUZGADOS DE PAZ. 



Papeleta de conciliación. 

Sr. Juez de Paz: 

D. N. N., farmacéutico, vecino de esta ciudad, calle .... 
número , ruega á V. se sirva mandar citar á D. N. N., ha- 
cendado de la propia ciudad, que habita en la calle de ... . nú- 
mero , á fin de que en el día que V. tenga á bien señalar, se 

presente á celebrar acto de conciliación para reclamarle el 
pago de tres mil escudos, que le es en deber, procedentes de 
la venta dfe un caballo, ejecutada tal dia de tal mes y año, en 
tal punto. — ^Habana 18 de Enero de 186. . . dia de la presenta- 
ción de esta cédula y su copia. 

Firma del interesado. 

. Providencia de citación. 

Cítese á D. N. N., para que á las once del dia tantos de 
tal mes y año, [comparezca en este Juzgado á celebrar acto de 
conciliación con D. N. N., cuya diligencia se practicará tam- 
bién con este. — Juzgado de Paz de tal distrito de la Habana á 
tantos de tal. mes y tal año. 

Firmas del Jnez de Paz y su Secretario. 

Esta providencia se extenderá en la papeleta original. 
En la copia se pondrá por el Secretario lo siguiente: 
Certifico: que por el Sr. Juez de Paz de este distrito, D. 
N. N., se ha señalado la horade la una del dia tantos de tal 
mes y tal año, para celebrar el acto de conciliación solicitado 
por D. N. N., el cual tendrá efecto en la sala de Audiencias del 
Juzgado, sita en tal parte. Y para que conste extiendo la pre- 
sente en tal lugar á tal fecha. 

Firma del Secretario. 
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Citación ai. demandado. 

Acto continuo, yo el infrascrito Secretario notifiqué por 
lectura íntegra, la .anterior providencia de señalamiento á D. 
N. N., hacendado, vecino de esta ciudad, habitante de t(d casa de 
tal calle, á quien hice entrega de la copia de la cédula presen- 
tada por D. N. N., citándole para que á la hora del dia que en 
aquella se señala, comparezca en el Juzgado á celebrar acto 
conciliatorio con D. N. N., acompañado de hombre bueno, y 
provisto de los documentos de que intente hacer presenta- 
ción. — Se dio por notificado y citado y firma [ó á su ruego el 
testigo N. N.], conmigo el Secretario de que certifico. 

Firmas del citado ó testigo y del Secretario. 

Otra al demandante. 

Sin dilación notifiqué á D. N. N., leyéndole íntegramente 
la providencia de señalamiento que antecede de la cual le en- 
tregué copia literal. Quedó enterado y firma, de que certifico. 
Firmas del demandante y Secretario. 

Estas notificaciones se extenderán también en la papeleta 
original, en la que se añadirá la diligencia de 

Becilio de la copia. 

Certifico: que D. N. N., ha recibido la cédula que por co- 
pia presentó al Sr. Juez de Paz de este distrito D. N. N., con 
nota expresiva del dia, hora y lugar de la comparecencia, cuyo 
recibo firma aquel á continuación, en tal parte á tal fecha. 

Firmas del citado y Secretario. 

Cuando el citado tuviere su domicilio en punto diferente 
del de la residencia del Juez de Paz, se dirigirá á este el si- 
guiente 

Oficio de citación* 

Juzgado de Paz de ... . Por D. N. N., farmacéutico, vecino 
de esta ciudad, se me ha presentado una papeleta para conci- 
liación que dice así: 
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[Aquí se insertará íntegramente el contenido de la pa- 
peleta.] 

Y resultando que D. N. N. reside en ese pueblo, he acor- 
dado oficiar á V., incluyendo copia de la papeleta inserta con 
la nota de señalamiento, á fin de que sea citado en forma D. 
N. N., para su comparecencia en este Juzgado, el dia y hora 
que la misma exprés^; hecho lo cual, se servirá V. devolver- 
me este oficio, con las diligencias de su cumplimiento. — Dios 
guarde á V. muchos anos. — Habana tcd fecha. 

Firma del Juez de Paz. 

El Juez oficiado dictará auto, mandando citar al demanda- 
do, y hecha la citación en lá forma expuesta y recogido el re- 
cibo de la copia, se devolverá el oficio. Llegado el dia del 
señalamiento, se celebrará el acto y extenderá el acta de esta 

manera: 

t 

Acta de conciliación con avenencia en cantidad liquida. 

« 

En la ciudad de .... á ¿aZ fecha, ante el Sr. D. N. N., Juez 
de Paz de tal distrito de la misma, comparecieron, de una par- 
te, D. N. N., farmacéutico, vecino de! . . ., acompañado de su 
hombre bueno D. N. N., y de otra D. N. N., hacendado, de 
igual vecindad, con el suyo D. N. N., y dijo el demandante: 
que en tal fecha, y en calidad de préstamo gracioso, entregó á 
D. N. N. mil quinientos escudos, que le pidió para atender á 
sus urgencias, según lo demostraba el vale firmado por el mis- 
mo que exhibía, obligándose á devolverlos, en buena moneda 
de oro ó plata, usual y corriente, el dia tantos de tal mes y tal 
año, y por haber trascurrido éste sin efectuarlo, pidió que di- 
cho D. N. N. lo verificara inmediatamente, con los intereses 
devengados desde el dia de su vencimiento, al respecto de un 
seis por ciento anual, y con los derechos del juicio: enterado 
D. N. N. de la demanda, contestó ser cierto su contenido, pero 
que no le era posible satisfacer los mil quinientos escudos re-'' 
clamados, por falta de medios. El Sr. Juez y hombres buenos 
excitaron á las partes á una avenencia, haciéndoles presentes 
los perjuicios de un, litigio, y efectivamente convinieron en 
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que D. N, N. abonaría al demandante los mil quinientos escu- 
dos reclamados, en esta forma: quinientos el dia tantos^ otros 
quinientos el dia tantos de tal mes, y los quinientos restantes 
el dia taritos de tcil mes y tcd año, obligándose el demandante á 
na pedir intereses y á satisfacer la mitad de las costas de este 
acto, que se dio por terminado, firmando el Sr. Juez, los inte- 
resados y hombres buenos, de que certifico. 

Firmas de estos y del Secretario. 

En el caso de que las partes no cediesen á las excitaciones 
del Juez de Paz y hombres buenos, se terminará el acta de 
este modo: 

Acta de conciliación sin avenencia. 

El Sr. Juez de Paz y hombrea buenos, excitaron á las par- 
tes á una avenencia, haciéndoles presentes los perjuicios de 
un litigio, y habiéndose negado á ella, se dio por terminado el 
acto que firmaron, &c. 

• 
Acta de conciliación con compromiso. 

En la ciudad de .... á íoZ fecha, ante el Sr. D. N. N., Juez 
de Paz de la misma, comparecieron D. N. N., farmacéutico, 
asociado de D. N. N., por hombre bueno, y D. N. N.^ hacenda- 
do, con el suyo D. N. rí., todos de esta vecindad, y dijo el de- 
mandante: que al fallecimiento de su padre D. N., ocurrido 
en esta ciudad el dia tcd^ le correspondieron en pleno dominio 
diferentes bienes, y entre ellos un potrero en tal parte, com- 
puesto de casa y ocho caballerías de tierra, una de ^ las que, de 
tcd situación y afrontaciones detentaba el demandado desde tal 
época, y en su virtud pidió, que vista la escritura de adquisi- 
ción de dicha caballería que exhibía, se la dejase libre y des- 
embarazada, y le abonara tantos miles de escudos, que impor- 
taban las rentas que por espacio de tantos años había dejado 
de percibir, á razón de tantos escudos cada una, por efecto de 
aquella detentación. D. N. N. respondió, que si bien reconocía 
en D. N. N. la cualidad de heredero de su difunto padre, y la 
certeza de la adquisición hecha por este del potrero, cuya ca- 
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l>alleria de tierra reclamaba, habia liquidado con su dicho pa- 
-^re en tal época, cuentas de varios negocios que mediaron 
•entre ambos, y para satisfacerle un saldo de tarUos miles de 
escudos, que resultaba en su favor, le babia adjudicado la ca- 
ballería expresada, que se valuó en tanta cantidad, abonándole 
lo restante en metálico: que por efecto de las continuas dolen- 
cias de D. N. N., no llegó á otorgarse escritura de trasmisión, 
pero que por los infinitos recados justificativos que obraban en 
su poder, y por el testimonio de personas idóneas que seña- 
iaria caso necesario, podia el demandante cerciorarse de la 
-exactitud de su excepción. El Sr. Juez y los hombres buenos 
exhortaron á las partes á una avenencia y por sus persuasio- 
nes lograroiv que se aviniesen á un compromiso, y que nom- 
brasen en concepto de amigables componedores' como es el 
demandante D. N, N,, á D. N. N., y el demandado D. N, N,; i 
D. N. N., ambos propietarios, vecinos de esta ciudad, á los cua" 
les concedieron cuantas facultades necesitasen, para que, sin 
forma de juicio ni sujeción á las reglas del derecho, proce- 
diendo de buena fé y como creyesen mas conveniente, resol- 
viesen el negocio en el término de tanto tiempo que empezará 
'á correr desde tal dia, obligándose á estar y pasar por lo que 
dichos D. N. N., y D. N. N. hiciesen y resolviesen, y en su 
discordia por D, N. N., que de común acuerdo eligieron como 
tercero con iguales facultades, sin que de su determinación 
pudiesen apelar, agraviarse, ni entablar ningún recurso, renun- 
ciando á este fin el auxilio de las leyes que pudieran favorecer- 
les, y conviniendo por último en que el nombramiento expre- 
^sado se hiciese constar por medio de escritura pública. Con lo 
«que se terminó la acta que firmaron el Sr. Juez, interesados y 
hombres buenos. ^ 

Firmas del Juez de Paz, de los interesados, hombres bue- 
nos y Secretario. 

Guando las partes convinieren en resignar la decisión del 
negocio en arbitros y no en amigables componedores, se ter- 
minará la acta en esta forma: 

El Sr* Juez de Paz y los hombres buenos, hicieron cono- 
cer á las partes la conveniencia de avenirse y lograron que se^ 

29 
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decidiesen á otorgar eiacritura de coinpnomtBO, nombrando en 
concepto de jueces arbitros como es^ el demandante D. N. N., á 
D. N. N., y el demandado D. N. N., á D. N. N., ambos veci- 
nos de esta ciudad,, abogados con estudio abierto, á los cuales 
dieron facultad cumplida para que oyendo á las partes en cuan- 
to quisieren exponer, haciéndose cargo, de cuantos documen- 
tos y papeles produjeren, examinando testigos, y practicando 
cuantas otras diligencias creyesen conducentes, resolviesen el 
negocio con arreglo á las prescripciones del derecho en tcd tér- 
mino, obligándose á pasar por su resolución siendo justa y ar- 
reglada, ó por la de D. N. N., también abogado y vecino de 
dicha ciudad, á quien de igual manera noml^raron para el caso 
de discordia de los anteriores, renunciando í interponer recur^ 
so alguno de apelación ó nulidad y al efecto el beneficio de Ism 
leyes que les favoreciesen, estipulando la multa de mil escu^ . 
dos que deberá pagar el que deje de cumplir con los .actos 
indispensables para la realización del compromiso, y otra de 
igual cantidad, abonable por el que se alzare del ifallo de. los 
arbitros, según lo dispuesto en el artículo 774 de la ley de En- 
juiciamiento civil. Con lo que se concluyó esta acta <fcc. 

Cuando las partes convinieren en comprometer sus dife- 
rencias en arbitros á amigables componedores, pero no quisie- 
ren hiucer en el juicio el nombramiento, reservándose el eje^ 
cutarlo ante Escribano y por escritura formal, se terminará la 
acta diciendo: 

Excitadas las partes por el Juez de Paz y hombres buenos, 
á una avenencia ó amigable composición, conformaron en so- 
meter la resolución del negocio á jueces arbitros ó amigables 
componedores, cuyo nombramiento y facultades se reservaron 
hacer al otorgamiento de la correspondiente escritura, dentro 
de ¿oZ término. Con lo que se concluyó esta acta que firman &c. 

Acta con avenencia en cantidad iliqulda. 

En la ciudad de &c. Expuso el demandante, que el de- 
mandado le debia tres mil escudos, procedenteib de liquidación 
practicada. El demandado manifestó que no se allanaba á su 
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pago porque tales partidas las tachaba y desconocía, y tales otras 
debían reducirse en tanta cantidad, por tal razón, proponiendo 
al demandante conviniese en practicar nueva liquidación bajo 
las bases siguientes: [se expresarán las que fueren] á lo cual 
accedió D. N. N., demandante, cediendo á las excitaciones de 
los hombres b]ienos y Juez de Paz quien dio por terminado 
el acto, firmando con los concurrentes de que certifico. 

Firmas. 

En igual forma, aunque con las variaciones naturales, se 
redactarán las actas en que se convenga el pago de cantidades 
Kquídas é ilíquidas, y hacer ó no hacer, ó entregar cosa deter- 
minada. 

Diligencias de ejecución por cantidad liquida. 

Pasado el término prefijado en el convenio para efectuar 
el pago sin que tenga efecto, el acf eedor presentará al Juez 
copia de la acta, con un escrito en que solicite mande llevar 
aquel á puro y debido efecto, librando contra los bienes del 
deudor el mandamiento de ejecución necesario á hacerle pago 
de la cantidad principal y costas. El Juez dictará la providen- 
cia siguiente: 

AUTO. — Líbrese á favor de D. N. N. el mandamiento de 
ejecución que solicita por la cantidad de tantos escudos y las 
costas que se causen hasta su efectivo íntegro pago, y hecho 
el requerimiento, y no pagándose en el acto dichas sumas, em- 
bargúense bienes de D. N. N., en cantidad suficientCr Verifi- 
cado, procédase á su tasación por dos peritos nombrados uno 
por cada parte y tercero por las mismas en caso de discordia. 
Así lo mandó el Sr. D. N. N., Juez de Paz de esta ciudad á 
tantos de .... , firma de que certifico. 

Firmas del Juez y del Secretario. 
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JUandamlenfo de ejecución* 

D. N. N., Juez (le Paz de esta ciadad &c. 

A D. N. N., portero de este Juzgado, mando que, asii^tida - 
del Secretario del mismo ó de Escribano público, proceda á 
requerir áD. N. N., haga pago á D. N. N. de tantos escudos de 
principal y tantos de costas, por haberse asi ordenado en auta 
de esta fecha, á virtud del acto conciliatorio convenido, cele- 
brado el dia ^71^ de. . . ., á instancia de dicho D. N. N., y 
no verificándolo en el acto, haga embargo de bienes muebles^ 
semovientes y raices de la pertíenencia del referido D. N. N., 
en lo suficiente á cubrir dichas cantidades, pues para ello y pa- 
ra la cobranza de justos y legítimos derechos se le otorga la. 
facultad necesaria. — Dado en tal parte á tarUos^áe. . . 

Firma del Juez. 

Por su mandado N. N., Secretario. 

BeauerimienCo y embargo* 

En tal parte á tantos de . . . , N. N., portero del Juzgado de 
Paz de. . ., asociado de mi el Secretario, se constituyó en la 
casa habitación de D. N. N., y le requirió abonase en el acta 
la cantidad principal de tantos escudos y las costas en tal suma, 
ó en otro caso manifestara bienes suficientes de su pertenen- 
cia en que hacer embargo, y enterado dijo: que no tenia me- 
dios para satisfacer desde luego las cantidades expresadas, y 
que señalaba para el embargo, como suyos propios, lo» bienes 
siguientes: [aquí se expecifícarán los que sean, señalándolos 
uno por uno, primero los muebles y semovientes, y después 
los raices], en cuyos bienes el referido portero hizo embargo 
sin perjuicio de extenderlo á otros, caso necesario, depositán- 
dolos en N. N., de esta ciudad, el cual, habiendo comparecido, 
aceptó el depósito y se obligó con su persona y bienes habidos 
y por haber, bajo las penas del derecho, á tenerlos en su po- 
der, hasta que otra cosa se determine por el Sr. Juez de Paz» 
que conoce de estas diligencias, ü otro Juez competente, otor-- 
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gando depósito en forma, con renuncia de las leyes y fueros 
que puedan favorecerle: firma con el portero y los testigos N* 
y N., á todos los que conozco, de lo cual y de haber provisto 
del oportuno documento al depositario, certifico. 

Firmas. 

IVotificacion al ejecutante. 

Acto continuo yo el Secretario, hice sabe;r por lectura in- 
tegra y entrega de copia la anterior diligencia y auto que la 
produce á D. N. N;, y enterado dijo: que nombra para la tasa- 
ción de los bienes embargados, como es, para los muebles á N. 
y para los semovientes y raices á N., vecinos de tal parte y 
áe t(de8 oficios ó artes, firma de que certifico. 

Otra igual al ejecutado y su nombramiento. 

Otra á los peritos y su aceptación. 

En tal fecha yo el Secretario leí integramente, notifiqué y 
di copia literal de los nombramientos y auto anteriores en la 
parte que les concierne, en sus personas, á N. y N., y á N. 
y N., vecinos de tal parte, de tales artes ü oficios, y enterados 
dijeron: se dan por notificados, aceptan los nombramientos he- 
chos en su favor, y se obligan á cumplir bien y fielmente su 
cometido: firman, de que certifico. 

Tasación de bienes. 

En tal parte, á tantos de . . . , el Sr. Juez de Paz Dw N. N., 
hizo comparecer ante sí á los peritos N. y N., vecino^ de tcd 
parte, de tales oficios y edades, á quienes recibió juramento en 
forma legal, y habiéndolo absuelto dijeron: que han visto y re- 
conocido detenidamente los bienes que pasan á expresar, los 
cuales tasan ó aprecian en las cantidades siguientes: 

Una mesa de nogal, de tales medida y color, eja dos escu- 
dos (seguirán en esta forma todos los bienes que sean objeto 
de h, tasación, y se concluirá): Esto declararon, y afirmándose 
y ratificándose previa lectura, firman con el Sr. Juez, de que 
«ertifico. 

Firmas. 
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Después de estas diligencias se dará cuenta al Juez, el 
cual dictará la providencia siguiente: 

«AUTO. — Se señala para el remate de los bienes embarga- 
dos, el dia ixívJtoa de , en ioil parte, anunciándose en debida 

forma, y no resultando postor, retásense los mismos y saqúense 
á nuevo remate, adjudicándose al acreedor en el caso de no 
haber licitador, si lo solicitare. Lo mandó y firmó el Sr. Juez 
de Paz &c. 

£4lct0 anuiteiando el remate. 

D. N. N., Juez de Paz de ... . 

Hago saber: que celebrado acto de conciliación entre D, 
N. y D. N., de toH vecindad, sobre pago de escudos, se avino 
este á satisfacer al primero tarda cantidad, y no habiéndolo ve- 
rificado se procedió por este Juzgado al embargo de los bienes 
siguientes, que han sido tasados por peritos que las partes 
nombraron, en las cantidades que también se dirán: 

Una mesa de cedro, tasada en cuatro escudos. 

(Se enumerarán los demás bienes.) 

Cuyos bienes he mandado en providencia de este dia, sa- 
car á subasta pública, la cual tendrá efecto el dia tantos del cor- 
riente, á las once de la mañana, en la sala de audiencias de este 
Juzgado, sita en tal parte. — Habana tal fecha. — Siguen las fir- 
mas del Juez y del Secretario. 

También puede concebirse el edicto en forma de certifica- 
ción autorizándola solamente el Secretario. El original que ha 
de quedar unido á los autos se extenderá de la manera expre- 
sada. La certificación dirá: 

D. N. N., Secretario del Juzgado de Paz de.. . . , certifico: 
que en los autos de cumplimiento de convenio conciliatorio, 
celebrado entre D. N. y D. N., á tales folios, se lee un edicto 
que dice: 

(Aquí se insertará integramente el edicto original.) 

Y para que llegue á noticia del público, expido y fijo en 
el sitio de costumbre esta certificación, en la Habana á tal fe- 
cha.— ^gue la firma del Secretario, 
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Remate. 

En tal parte á tantos de ... , constituido el Sr. D. N., Juez 
de Paf^de . . , . , como dia señalado pai^ el remate de los bienes 
embargados á D. N., con el Secretario infrascrito, en la sala de 
audiencias de dicho Juzgado y siendo la hora designada, se de- 
claró abierto el acto. En seguida por mandato del Sr. Juez de 
Paz, di cuenta de este expediente, leyenda á la letra la diligeur 
cia de embargo y valoración pericial dada á los bienes que 
comprende, después de lo cual dicho Sr. Juez hizo comparecer 
al pregonero alguacil N. N., á quien encargó el anuncio cor-., 
respondiente, y en voz alta é inteligible dio un pregón, dicien* 
do: "quien quisiere comprar tales bienes (se expresarán los 
que fueren), acuda ante el Sr. Juez en este acto, á hacer pos» 
tura, que se le admitirá siendo arreglada;" cuyo pregón repitió 
diferentes veces, anuoci^ndjc) asi mismo que se iba á dar la pri- 
mera palmada: pasados quince minutos sin que se hubiese pre- 
sentado postor alguno á los bienes que se remataban, se dio la 
primera palmada y pasados otros quince con igudl resultado se 
dio la segunda. Dado nuevo pregón, por D. N. N., se ofreció 
tal cantidad por tales bienes (los que fueren), y no. habiéndose 
ofrecido por otra persona cantidad alguna y siendo arreglada 
dicha postura, la admitió el Sr. Juez, declarando el remate á 
favor del expresado D. N. N., el cual aceptó este y se obligó 
con sus bienes de toda especie presentes y futuros á entregar, 
en el momento en que se le ordene, la cantidad ofrecida de 
tantos escudos, ó á depositarla, facultando ampliamente á dicho 
Sr. Juez para que pueda compelerle en forma de sentencia 
pasada en autoridad de cosa juzgada, con expresa renunciación 
de las leyes y fueros que puedan favorecerle. Así lo otorgó, 
siendo testigos á quienes conozco como al rematante, N. N. y 
N., de esta vecindad, todos los que firman con el Sr. Juez y 
conmigo el Secretario de que certifico. 

Después del remate el Juez proveerá este auto: 
Entregúense al rematante D. N. los bienes muebles ó se- 
movientes rematados, previa la consignación de su precio en 
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la Secretaria de este Juzgado, 7 verificado practiquese la con* 
Teniente liquidación y apliqúese dicho precio al acreedor, 7 al 
pago de costas, 7 el resto déjese á disposición del deudor— Si* 
guen las firmas del Juez 7 del Secretario. 

Billgencla de entrega de bienes 7 eonalviiaeloB 
del precio. 

Acto continuo 70 el Secretario, hice entrega al comprador 
D. N., de tcHea bienes que son los rematados por el mismo en 
la subasta de este dia, CU70 sujeto, que firmará en demostra- 
ción de recibo esta diligencia, consignó en mi poder tantos es- 
cudos, precio ofrecido 7 aceptado de aquellos bienes. Fueron 
testigos de este acto, N. 7 N., que firman con el comprador y 
conmigo el Secretario de que certifico.— Siguen las firmas del 
comprador, testigos 7 Secretario. 

Uquidaclon de costas. 

Cumpliendo con lo mandado en el auto anterior, arreglo 
la liquidación de costas en la forma siguiente: 

Por el auto mandando despachar la ejecución, ) ^ ^/v 

el Secretario del Juzgado ) 

Por el mandamiento, el Secretario 1-32 

El portero por el embargo 7 depósito de bienes. . 2-66 

Se seguirán sentando de este modo todos los derechos, in- 
clusos los de esta liquidívcion, 7 adjudicaciones que siguen, y 
se concluirá de este modo: 

Importan las costas de este diligenciado tantos escudos, 
salvo error 6 omisión. — Habana tal fecha. 

Firma del Secretario. 



XJqaMacioii y acUadlcaciom del precio del remate. 

Para la distribución del precio consignado por D..N., en 
la forma prevenida en el auto anterior, practico la Ifquidacion 
siguiente : 

Ese, Cent. 



Importa la suma principal porque sie despachó 
la ejecución 300 

ídem las costas devengadas en el acto de con- 
ciliación, satisfechas por D. N., é inclusas ^ 324r48 
en dicha ejecución 20 

ídem las costas liquidadas, en la precedente di~ 

ligencia 4-48 . 

Importa la cantidad consignada, 925 



1.249-48 



En su virtud, de esta última cantidad, deben formarse tres 
partidas djB adjudicación, una de tardos escudos para entregar 
al acreedor D. N., otra de tarUos escudos para satisfacer las cos- 
tas devengadas por el portero de este Juzgado, voz pública, 
y Secretario infrascrito y la restante de tantos escudos para 
devolver al deudor D. N. — Habana. . . . fecha y firma del Se- 
cretario. 

A continuación se extenderán las diligencias de entrega 
de las cantidades adjudicadas, firmándose por los interesados; 
y el Secretario abonará á los que devengaron costas las que 
les correspondan, haciendo que firmen el recibo á continuación 
de sus respectivas partidas, insertas . en la liquidación ó en 
diligencias separadas. 

Cuando los bienes rematados fueren raices, antes de otor- 
garse la escritura y precederse á dar la posesión y á consig- 
narse el precio, podrá ser necesario practicar 
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Uaui^aclon de cargas. 

Certifico: que examinados detenidamente los titalos de 
propiedad de los bienes rematados, que me han sido entrega- 
dos por D. N., á virtud de lo mandado por el Sr. Juez de Paz^ 
resulta: primeramente que sobre la casa de tabla y guano, si*^ 
tuada en tal calle número tcd, gravita un capital de censo debi- 
do al Cabildo parroquial de .... de tanta cantidad, con rédito» 
de tres por ciento anual. En segundo lugar que (se seguirán 
notando los gravámenes que afecten á loe bienes vendidos j 
que no se hubieren tenido presentes al tiempo de la tasación j 
del remate, y se concluirá.) 

El precio ofrecido por los bienes referidos, en 
el acto de la subasta, por D. N., asciende á 500 

Son baja de esta suma: 

Por el censo tal 80 ) 

Por tal otro concepto 90 ^ 

m 

Y deducida de la primera, la segunda canti- 
dad, resulta un líquido de 330 

-^ 

Cuyos trescientos treinta escudo9 forman la cantidad que^ 

como precio del remate, debe consignar D. N. — Habana.... 

fecha y firma del Secretarlo. 

Presentada la escritura de venta, y vista por el Juez, este 
proveerá: 

Se aprueba la escritura presentada, y hecha por D, ,N., 
consignación en la Secretaría del precio liquidado, póngasele 
en posesión de los bienes vendidos y distribuyase dicho precio 

en forma legal. Lo mandó el Sr, Juez de Paz de en tal 

parte á tal fecha. 

Firmas del Juez y Secretario, 
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Posesión de bienes inmuebles* 

En la ciudad de i tal fecha, el Sr. Juez de Paz, acom- 
pañado del infrascrito Secretario y portero de su Juzgado, se 

constituyó en la casa calle de número , rematada por 

D. N., y teniendo á este presente le introdujo en ella y le po- 
sesionó en forma legal, permitiéndole ejercer actos de dominio, 
y dándole á reconocer como propietario á los inquilinos, todo lo 
cual tuvo efecto quieta y pacíficamente, sin iiontradiccion de 
persona alguna. Y para que conste extiendo esta diligencia 
^ue firman los concurrentes y los testigos N. y N., que presen- 
ciaron el posesorio, de cuyo conocimiento certifico. — ^Siguen 
las firmas. 

Diliirencia de acto intentado. 

En la ciudad de .... á tantos de ante el Sr. D. N., Juez 

de Paz de este distrito, se presentó D. N., de esta vecindad, 
asociado de N. N., en clase de hombre bueno á efecto de cele- 
brar la conciliación á que fué citado D. N., y no habiéndose 
este presentado, no obstante ser pasada la hora señalada al in- 
tento, el Sr. Juez dio por terminado este acto, condenando á 
D. N. en la multa de seis escudos y en las. costas, por no haber 
expuesto causa justa para no concurrir. Y para que conste se 
extiende esta diligencia, que .firman el Sr, Juez y concurren- 
tes, conmigo el Secretario de que certifico. — Siguen las firmas. 

Mandadas hacer efectivas la multa y costas impuestas, y 
liquidadas estas, se requerirá de pago al condenado, y presen- 
tado el papel, se cortará en dos mitades, poniéndose en cada 
una de las de más valor esta nota: 

Multa de seis escudos, impuesta á D. N. N., por el Juzga- 
do de Paz del distrito de . . . . , en providencia de tal fecha dic- 
tada á consecuencia de no haberse presentado á celebrar la 
conciliación intentada por D. N., ni manifestado causa justa de 
inconcurrencia, según lo prevenido en tal articulo de la ley de 
Enjuiciamiento civil. Queda registrada bajo el número tal. — 
Fecha y firma del Juez de Paz. 
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Los pliegos que acompañen al que contenga la nota ante- 
rior, llevarán esta otra: 

Corresponde al pliego de tanta cantidad, multa de tal otra, 
numero tal impuesta á D. N. N., por el Juzgado de Paz del 
distrito de . . . . , en providencia de acto de conciliación intenta- 
do á instancia de D. N., en tal fecha. — Sigue la de esta nota y 
la firma del Juez de Paz. 

La mitad de los pliegos se entregará al interesado y la 
otra mitad se unirá al libro de actas, poniendo al margen del 
que corresponda ó á su continuación esta diligencia: 

, Certifico: que en este diase ha satisfecho la multa de seis 
escudos, impuesta á D. N. N., en tantos pliegos de papel, de 
ta/nto valor cada uno, correspondientes á la serie A, señalados 
con tales números. — Fecha y firma del Secretario. 

Certiflcacioii de acta. 

D. N. N., Secretario del Juzgado de Paz de ... . 

Certifico: que en el libro de actas de conciliación de esta 
ciudad, correspondiente al año actual, al folio tantos^ se halla 
inserta una cuyo tenor es el siguiente: (aquí se copiará ínte- 
gramente la acta). 

T para que conste y á instancia de D. N., expido la pre- 
sente, en la Habana á tal fecha. — ^Sigue la firma del Secretarles 
y el sello del Juzgado. 

Juicios verbales* 

Las papeletas de citación, la convocación á comparecencia 
y las notificaciones y citaciones, se harán en igual forma que 
las de los actos de conciliación. 

A continuación del auto de convocatoria, se extenderá en 
la papeleta original la notificación del demandante. 

Para que pueda hacerse debidamente la del demandado,, 
en la copia de la demanda se pondrá por el Secretario esta di- 
ligencia: 

Certifico: que á continuación de la demanda de que es 
copia la presente, se ha dictado por el Sr. Juez de Paz deioL 
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distrito, de tcd población, k providencia siguiente: (aquí se in- 
sertará la providencia de convocación). 

Y" á los efectos oportunos extiendo esta diligencia en UiH 
fecha. — Sigue la firma del Secretario. 

Después de esta certificación y en la misma copia de la 
demanda, se hará la citación del demandado de este modo: 

Acto continuo (ó en la fecha que fuere)^ siendo teí hora 
de la mañana ó tarde, 70 el Secretario me constituí en la casa 
habitación de D. N. N., sita en tal calle, señalada con toH núme- 
ro, 7 presente en el mismo le leí íntegramente la providencia, 
anterior, citándole, para que el dia y á la hora que en la' mis- 
ma se señalan comparezca ante el Sr. Juez de Paz de tal dis- 
trito, en toí parte, por si ó por persona que legítimamente le 
represente, asociado si quisiere de la persona que para hablar 
en su nombre eligiere y provisto de todos los medios de pro- 
bar su intención. Dióse por citado y firma, á reserva de reci- 
bir esta copia, con el infrascrito Secretario de que certifico. — 
Siguen las firmas del interesado y Secretario. 

Y por no saber firmar ó por no poder hacerla firma á su 
ruego el testigo N. N., de que certifico. 

A ruego de N. N. que no puede firmar. — N. N. 

Firma del Secretario. 

O, y por no querer firmar, lo hacen como testigos re- 
queridos por el infrascrito Secretario N. N. y N. N., de que 
certifico. 

Firmas. 

Inmediatamente se entregará la copia en que se contenga 
la citación al demandado, y este firmará la siguiente diligencian' 
de recibo, extendida á continuación de la última que contenga 
la papeleta original ó demanda: 

El Secretario del Juzgado de Paz de tal distrito de tal po- 
blación, me ha entregado copia de la demanda presentada con- 
tra mi, por D. N. N.,de esta vecindad, en reclamación de tanla' 
cantidad, por toí concepto. — ^Habana to¿> fecha. — Sigue la fintíft- 
del interesado. 
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Y sí no pudiere firmar lo hará el testigo á sa ruego que 
eligiere. 

No Riendo hallado el demandado^ se le citará por cédula 
en esta forma: 

Citación por cédula. 

Me constituí en la casa habitación de N. N. para citarle^ 
según se dispone en la precedente providencia, y habiéndome 
manifestado su consorte D* N. N. (hijo, criíído ó vecino), que 
no se hallaba en ella, ignorando cuando regresaría, hice á di- 
cha señora la citación, encargándole previniese á su marido D. 
N. N., compareciese á la presencia del Sr. Juez de Paz, el dia 
y á la hora señalados en aquella providencia y le entregase al 
efecto la copia de ia demand$i en que se extiende esta diligen- 
cia, que firma después de enterada (ó un testigo á ruego si no 
pudiere, ó dos requeridos por el Secretario si no quisiere), 
conmigo el Secretario de que certifico. — Siguen las firmas de 
la notificada ó testigos y del Secretario. 

El recibo de la copia se acreditará del mismo modo que 
cuando la citación se hiciere personalmente. 

Cuando no quiera recibirse la copia, el Secretario la deja- 
rá en la casa ó vecindad del citado, á presencia de dos testigos, 
requeridos al efecto y se extenderá en lugar del recibo esta 
diligencia: 

Certifico: que habiendo tratado de entregar á D. N. N. 
(ó á su consorte, hijos, parientes, criados ó vecinos), la copia 
de la demanda presentada por D. N. N., después de hecha la 
citación, se negó á admitirla y darme recibo, por lo cual re- 
querí á los testigos que abajo firman, N. N. y N. N., para que 
presenciaran esta resistencia, y^ que dejé dicha copia en el za- 
guán (úotro lugar de la habitación deleitado vecino). Y para 
que conste y sirva de recibo, extiendo la presente en tcd parte, 
tcd fecha. — Siguen las firmas de los testigos y Secretario. 

Para la citación en otro lugar, se dirigirá al Juez de Paz 
correspondiente un oficio, igual en sus formas al extendido 
para la citación del acto conciliatorio. 
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Acta de Juicio verbal* 

En la ciadad de , á tantos de tal mes y tal año¿ ante el 

Sr. D. N. N., Juez de Paz de tal distrito, comparecieron de una 
parte D. N. N.,. vecino de . . . . , y su mujer D* N. N., y de otra 
D. N. N., de la propia vecindad, y dijeron los demandantes: 
que son dueñoS|de una tienda mixta, sita en esta ciudad, y de 
ella tomó al fiado D. N. N., diferentes artículos que constan de 
la nota que exhiben, sacada con exactitud del libro, no autori- 
zado mercantilmente, en que llevan los asientos de cuanto dan 
en igual forma, importante á una suma 224 escudos, y pidie- 
ron se condene áD. N. N. á su pago inmediato, con los réditos 
devengados desde tal á tal din, en que conformaron los satisfa- 
ría al respecto de un seis por ciento anual y las costas de este 
juicio. El demandado D. N. N., contestó ser cierta la deuda, 
aunque le parecia que en tal articulo se habian cargado sobre 
su precio ordinario y corriente, tantos escudos, razón por la 
que se resistió á su abono, y concluyó suplicando que se le 
concediera el término de un mes para la satisfacción de aque- 
lla, con la deducción expresada, y sin réditos, por no habérsele 
señalado anteriormente dia cierto para el pago. Los deman- 
dantes expresaron allanarse á la deducción dicha, y al otorga- 
miento de una moratoria de ocho dias. Y no teniendo laa par* 
tes mas que alegar, se dio el acto por concluido, firmando esta 
acta con el Sr. Juez de Paz, y conmigo el Secretario de que 
certifico. — Siguen las firmas. 

SENTENCIA.— En la ciudad Ae,,.,ital fecha, el Sr. D. 
N. N., Juez de Paz de tal distrito: visto lo alegado por las 
partes en la comparecencia anterior. 

Resultando de ella que D. N. N. y su consorte D* N. N., 
dieron tales artículos de primera necesidad á D. N. N., el cual 
se obligó á satisfacer su importe en tal forma: 

Considerando que reconocida por D. N. N. la obligación 
de pagar la cantidad reclamada, no puede dudarse de la legi- 
timidad de la petición de los demandantes: 

Vista la ley tal: 

Dicho Sr. Juez de Paz dijo: que debia condenar y conde- 
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naba á D. N. N. á que dé y pague á D. N. N. y D* N. N., ea 
el preciso é improrogable término de ocho dias, la cantidad de 
tantos escudos, á que redujeron su demanda, ordenando que 
las ooátas de este juicio se abonen con igualdad por ambas par- 
tes. Así lo proveyó el referido Sr. Juez de que certiñco. — Si-' 
. gueii las firmas. 

Acta de Jálelo verlrail eon reeonvemclom. 

En la ciudad de á tantos de de tal año, ante D. N, 

N., Juez de Paz de , fueron presentes de una parte D. N. 

N., de esta vecindad labrador, y de otra D. N. N., maestro de 
instrucción primaria, de igual domicilio, y por el primero se 
expuso: que en tcd fecha dio á D. N. N. una yegua de tal edad, 
tal alzada y tal pelo, en permuta de un caballo, de tales otras 
éeñas, cuyas bestias se tasaron previamente por peritos nom- 
brados de conformidad, y en razón de haber sido estimada la 
yegua en 149 escudos mas que el caballo, se obligó el deman- 
dado á satisfacerle dicha cantidad en dos soluciones iguales, á 
tales plazos, y por ser pasados estos sin verificarlo, solicitó 
que se le condenase á que lo ejecutara inmediatamente, con 
las costas del juicio. Enterado de la demanda D. N. N., con- 
testó ser cierto debia al demandante la. cantidad solicitada, pe- 
ro que no la habla satisfecho á los plazos estipulados, porque 
adeudándole 285 escudos, en que ajustó la instrucción de un 
niño, hijo legitimo suyo, se habia negado á su pago, bajo fri- 
volos pretextos, y en su virtud pidió que se desestimase la 
demanda con costas. El reconvenido D. N. N. confesó la cer- 
teza del ajuste de la instrucción elemental del niño, en la su- 
ma marcada por D. N. N.; pero añadió no estar obligado á su 
solución, porque su hijo, carecía de los conocimientos que este 
se comprometió á trasmitirle, lo cual justificarla concluy ente- 
mente. En este estado, el Sr. Juez de Paz dio por terminada 
la comparecencia, de la cual se extendió esta acta que firman 
.los concurrentes, conmigo el Secretario de que certifico. — Si- 
guen las firmas. 

PROVIDENCIA.— Acto continuo (ó en el dia siguiente), 
el Sr* Juez de Pa^, habiendo visto el juicio que precede y 
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Resaltando que la demanda consiste en la suma de 149 
«sendos. 

Resultando que la reconvención del demandado asciende 
en cantidad liquida á 285 escudos. 

Considerando que el articulo ¿a? de la ley de Enjuicia- 
miento dispone, que la reconvención se ha de resolver al mis- 
mo tiempo que la demanda principal. 

Considerando que según el articulo tcd de dicha ley, loa. 
Jueces de Paz no son competentes para conocer en juicio ver- 
bal de cuestiones, cuya entidad exceda de cuatrocientos es- 
cudos. Dicho Sr. Juez dijo: que declarándose incompetente, 
dehia inhibirse y se inhibia en favor del Sr. Alcalde mayor 
de este distrito, ante quien podian las partes acudir á exponer 
y ventilar sus respectivas acciones, ordenando que ambas sa- 
tisfagan con igualdad las costas devengadas en este juicio. Asi 
lo proveyó el referido Sr. Juez, en la Habana á tal fecha, fir- 
mando conmigo el Secretario de que certifico. — Siguen las 
firmas. 

Si la reconvención consistiera, por ejemplo, en cantidad 
<le ciento ochenta escudos, se seguirá y terminará el acta de 
este modo: 

El reconviniente N. N„ respondió á su vez que el com- 
promiso que contrajo consistió en ensenar al niño á leer y es- 
cribir correctamente, y los primeros rudimentos de religión y 
moral cristiana, y conforme en este extremo el reconvenido, 
el Sr. Juez hizo comparecerá su presencia á N. N., hijo legí- 
timo de N, N., de edad de once años, á quien por no ser de la 
competente para prestar juramento, hizo entender y encargó 
la obligación en que se hallaba de decir verdad, y habiendo 
prometido no faltar á ella, le dirigió diferentes preguntas de 
religión y moral, que absolvió con inteligencia, le puso en las 
manos tcd libro 6 escrito y le hizo leer en voz clara é inteligi- 
ble, y lo ejecutó correctamente, y en igual forma escribió en 
un papel diversos vocablos que al efecto le dictó. 

Y no ofreciéndose mas pruebas por las partes, se dio por 
terminada la comparecencia, extendiéndose á sü virtud esta 

acta que firman, &c. 

31 
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Por separado se extenderá la sentencia en la forma ya 
descrita. 

Guando se ofreciere prueba de testigos ó se exigiere con- 
fesión judicial, se concebirá el acta diciendo: 

Por parte de Ñ. N., se propuso que el demandado D. N. 
N., baje juramento indecisorio, declarase al tenor de los partir 
culares siguientes. 

Primero: como es cierto que (se sentará el particular qu«- 
fuere): segundo, como lo es igualmente que (lo que se ar- 
ticulare y asi todos los dpmás extremos). A su vez I>. N. N^ 
propuso el examen de seis testigos, en orden á los siguientes 
capítulos: primero, si saben que (la articulación que se hiciere 
de la misma manera que la confesional). El Sr. Juez estimS la 
práctica de las pruebas propuestas y á su yirtud recibió jura- 
mento en forma legal á D. N. N., y á los testigos N., N., tT.^ 
N., N. y N., todos los que manifestaron no comprenderles nin.- 
^una de las generales de la ley y ser de tales edades y vecin- 
dades. Retirados los testigos y preguntado D. N. N-. por el 
primer particular que le es respectivo dijo ser cierto, asi como 
I09 segundo, tercero y restantes, por los cuales fué igualmente 
interrogado. Introducido en la sala acto continuo el testigo N., 
y preguntado por los capítulos propuestos porD. N. N., dijo al 
primero (lo que conteste), al segundo tal cosa (y asi de los de- 
más, examiuándose del propio modo los restantes testigos. Con 
lo cual se dio por terminada la comparecencia, extendiéndose 
•sta acta que fírman el Sr. Juez, las partes y testigos, conmigo 
«1 Secretario de que certifico. — Siguen las firmas. 

Acta de |ulclo en rebeldía* 

En la ciudad de. . . ., á tantos de. . . ., ante el Sr. D. N.^ 
Juez de Paz de la misma, compareció D. N., propietario, de 
esta vecindad, y dijo: que en tal época dio á N., de tal domi- 
cilio, en arrendamiento una casa de su pertenencia, sita en tal 
punto, por la renta mensual de noventa escudos, pagaderos en 
tal dia, los cuales no le habia satisfecho, no obstante su tras- 
curso y los diferentes recados amistosos que particularmente 
le dirigió, por lo que, haciendo exhibición del correspondiente^ 
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<;ontrato que acreditaba su acción, pidió se condenase al refe- 
rido N. al pago de aquella cantidad con costas. No habiendo 
■comparecido el demandado, á pesar de habérsele citado para 
esta hora, seguu resulta de autos, el Sr. Juez le declaró rebel- 
de y contumaz, mandando seguir el juicio adelante. Mas como 
el demandante no propuso prueba alguna, se dio por terminada 
la comparecencia, extendiéndose de ella esta acta que firma el 
Sr. Juez con D. N., de que certifico. — Firmas. 

Sigue la sentencia, como las demás de su clase. 

fimbargos preventivos. 

AUTO DECRETÁNDOLO.— Siendo ejecutivo el titulo 
presentado por D. N,, embargúense preventivamente bienes de 
D. N« hasta en tal cantidad, á cuyo efecto expidas^ el oportuno 
mandamiento cometido al portero de este Juzgado. Asi lo man- 
dó el Sr. Juez D. N., en tal parte, á tal fecha. — ^Firmas. 

Expedido el mandamiento, se procederá en la forma ordi- 
naria á hacer el 

Beqiierliiiieíito. 

Acto continuo el portero de este Juzgado, N. N., con asis- 
tencia del Secretario infrascrito, se constituyó en la casa ha- 
bitación de D. N., á quien requirió pagase ó consignase tal 
cantidad, ó diese fianza bastante á responder de la misma suma, 
ó que de lo contrario manifestase bienes en que ejecutar el 
embargo preventivo decretado por el Sr. Juez de Paz. El re- 
querido D, N. expresó estar pronto á afianzar, para lo cual 
necesitaba el término de una hora. En su vista, el referido 
portero acordó suspender el embargo y quedar de guarda de 
vista, Ínterin por dicho Sr. Juez, á quien el infrascrito Secretario 
pasaba á dar cuenta, se resolvia lo conveniente. Con Jo que se 
concluyó esta diligencia que firma el portero D. N., con el 
Secretario de que certifico. — Siguen las firmas. 

Dada cuenta al Juez y presentada la fianza, proveerá lo 
siguiente: 

Dése vista de la fianza otorgada á D. N., para que apud 
xuia manifieste si es de su satisfacción. — Pecha y firmas. ' 
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Ttota, notlflcaclon y respuesta* 

Inmediatamente yo el Secretario hice saber el contenido 
de la anterior providencia, por lectura integra y entrega de 
copia literal á D. N., el cual, después de haber examinado la 
escritura de fianza otorgada por D. N., dijo: quedar enterado 
y ser de su completa satisfacción. Esto respondió y firma de 
que certifico. 

Firmas. 

Dada cuenta al Juez, dirá: 

Vista la fianza prestada por D. N., y la conformidad de 
D. N., se declara aquella bastante á impedir el embargo decre- 
tado, el cual se deja sin efecto retirándose el guarda de vista. 
— Fecha y firmas. 

No afianzando, pagando ó consignando la cantidad, objetoi 
del embargo, se hará este por el orden y en la forma preveni- 
da para cualquiera otra ejecución. 

Ab-intestatos. 

En la ciudad de. . .(. , á tal fecha, el Sr. D. N., Juez de Paz 
de la misma, por certificación del Secretario infrascrito, dijo: 
que en esta hora de las cuatro de la tarde ha llegado á su no- ^ 
ticia el fallecimiento de D. N., vecino de esta ciudad, y tenien- 
do entendido que no ha dejado disposición testamentaria, ni 
parientes dentro del cuarto grado, dispuso pasar á la casa mor- 
tuoria y ocupar los bienes, libros y papeles del finado, á los 
efectos legales; mandando asi bien expedir el oportuno com- 
pulsorio á los Escribanos de esta poblacibn, á fin de que den fé 
de si por sus respectivos oficios se ha otorgado testamento por 
el D. N. Asi lo dijo el Sr. Juez con acuerdo de su asesor el 
Licenciado D. N. N., de que «certifico. 

Diligencia de haberse despachado el compulsorio. 

Certifico: que inmediatamente después de dictada la an- 
terior providencia, he extendido el mandamiento compulsorio 
que en la misma se expresa, el cual, después de firmado por el 
Sr. Juez, lo he entregado al portero N. N., que firma en señal 
de recibo. — Siguen las firmas. 
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Compulsorio. 

D. N. N., Juez de Paz de 

A los Escribanos públicos de esta población, hago saber: 
que conviene á la Adminifitracion de justicia, que en nombre 
de S. M. (Q. D. G.) ejerzo, acreditar si D. N. ha fallecido con 
ó sin disposición testamentaria, y á efecto de que á continuar 
cion den fé y testimonio de esta circunstancia, con relación á 
los datos obrantes en sus respectivas escribanías, expido el 
presente, en ixd parte á tol fecha. * 

Firma del Juez. 

Por mandado del Sr. Juez. — Firma del Secretario. 

Constitución en la casa mortuoria. . 

Acto continuo el Sr. Juez que conoce de estas diligencias, 
asistido de su asesor el Licenciado D. N., del portero de su Juz- 
gado, y del Secretario infrascrito, se constituyó en la casa de 
D. N., á quien encontró tendido en su lecho y cadáver al pare-, 
cer, y junto á él á D. N., profesor de medicina y cirugía, de 
esta población, á quien previo juramento que exigió y prestó 
en forma legal, expresando serde^oZ edad, interrogó por el es- 
tado de dicho D. N., y respondió que hacia dos horas habia 
fallecido, á consecuencia de una apoplegía fulminante. Inme- 
diatamente dispuso dicho Sr. Juez que el portero quedase á la 
puerta de la casa sin permitir la entrada á persona alguna, que 
se retirase el facultativo y que se llamasen dos testigos de pro- 
bidad, para proceder con su presencia á la intervención acor- 
dada. De todo lo cual se extendió esta diligencia, que firmaron 
el Sr. Juez, asesor y facultativp, de que certifico. — Siguen las 
firmas. 

Después se dictará este auto. 

Se nombra por testigos para presenciar la intervención, á 
N. y N., á quienes se examine acerca de la identidad del ca- 
dáver y sobre los parti<;ulares expresados en el artículo 358 
de la ley de Enjuiciamiento civil. Lo maridó el Sr. Juez de 
Paz de tal distrito, con acuerdo de su asesor D. N., en toí fe- 
cha, de que certifico. 

Firmas. 
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Seguidamente compareció ante el Sr. Juez de Paz j ase- 
sor nombrado, N. N., labradot, vecino de esta ciudad, á quien 
el primero de aquellos recibió juramento que prestó en forma 
legal y habiendo sido interrogado al tenor de lo mandado en el 
auto precedente dijo: que el cadáver que acababa de ver en el 
lecho de tal estancia, es el de D. 'N., á quien conoció y trató 
intimamente: que presume ha fallecido sin disposición testamen- 
taria^ porque el finado le manifestó dos dias ha que no la tenia 
hecha, y que entiende no ha dejado descendientes, ascendien- 
tes ni colaterales, dentro del cuarto ^rado. Leida que fué al 
testigo esta declaración se afirmó y ratificó en su contenido, 
sin alterarlo, diciendo »er de tal edad. — Firma con el Sr. Juez 
y asesor de que certifico. — Siguen las firmas. 

En igual forma declarará el otro testigo. 

Unido á los autos el compulsorio devuelto por los Escri- 
banos con fé negativa, dictará el Juez esta providencia: 

Resultando dé estas diligencias que D. N. ha fallecido sin 
, disposición testamentaría, ni parientes dentro del cuarto gra- 
do, precédase á inventariar y depositar todos sus bienes, en 
poder de D. N., vecino de esta ciudad, á quien se nombra de- 
positario administrador de los mismos. Hágasele saber para 
su aceptación y otorgamiento de la oportuna fianza, que pre- 
sentará á la mayor brevedad. Se confiere el cargo de albacea 
á D. N., de la propia vecindad, el cual procederá á disponer el 
depósito y entierro del difunto D. N., dándosele para los demás 
fines propios de su investidura las instrucciones convenientes; 
y examínense los libros, papeles y correspondencia de aquel, 
haciendo constar su resultado en formal acta. — Lo mandó &c. 

Inventario. 

En el mismo dia tal el Sr. Juez de Paz, asistido de su ase- 
sor, de los testigos nombrados, y del infrascrito Secretario, 
procedió á la apertura de cuartos y efectos, á la ordenada cla- 
sificación de bienes, al examen minucioso y detenido de cada 
uno de ellos y eñ su virtud á su descripción en la forma si- 
guiente: 
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MUEBLES. 

Primeramente unadocena de sillas de caoba, en t(d estado, 
ün sofá de igaal madera^ asiento de bejuco, de tal medida. 

VAGILLA. 

» • 

una sopera de porcelana blanca, lisa, con cubierta, de tal 
hechura y tamaño. 

Dos docenas de platos soperos ó llanos, de tal color ó di- 
bujo, de tal fábrica. 

ROPAS. 

ün mantel y doce servilletas de lino blanco, con franja 
encarnada de tal medida y de tal dibujo. 

ün vestido de oían, fondo de tal y tales colores. 

FRUTOS. 

Dos barriles de café de tal calidad, 
ün saco de maiz de la tierra. 

CABALLERÍAS. 

ün caballo de tal alzada, pelo y edad, con ó sin defecto, 
una yegua idem. 

^ GANADO. 

Cuarenta parejas de bueyes. ^ 

FINCAS. 

ün sitió en tal término, con tales afrontaciones y tantas 
plantas, en tal estado. 

una hacienda de crianza, con la expresión marcada en el 
anterior señalamiento. 

Y no teniendo noticia de la existencia de mas bienes, se 
dio por concluida esta diligencia que firman los concurrentes, 
conmigo el Secretario de que certifico. 

Firmas. 
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Aprobada la fianza prestada por el depositario nombrado, 
se le entregarán los bienes inventariados. 

Cuando resaltaren parientes del finado menores de edad, 
sin capacidad para nombrar carador, se les nombrará por el 
Juez de este modo: 

Careciendo N. N. de la edad necesaria para el nombra- 
miento de curador, se le dá por tal á D. N., vecino de. . . . á 
quien se le hará saber para su aceptación, otorgamiento de fian- 
za y discernimiento. — Lo mandó &c. 

Aprobada la fianza se pasará al 

Discernimiento* 

En tal parte, átoí fecha el Sr. D. N., Juez de Paz, habien- 
do visto la aceptación y fianza que anteceden, dijo: que debía 
discernir y discernía a N. N., dé eatti vecindad, el cargo de 
curador que le confirió J)or auto de tfjd fecha, facultándole para 
que, en nombre y representación del menor N. N., practique 
cuantas diligencias judiciales y extrajudicialea convengan á la 
mejor defensa de los derechos é intereses del mismo, asi en la 
incautación de los bienes quedados al fallecimiento de su pa- 
dre N. N., como en las demás á que este di?re lugar, hasta 
dejarlos clara y definitivamente deslindados y asegurados, 
practicando al efecto cuantas gestiones fueren necesarias en 
cualquier sentido y contra todo linaje de personas ó corpora- 
ciones, tomando parecer y consejo de^ letrados 6 personas de 
ciencia y prudencia, administrándolos con el mayor celo, inte- 
gridad y diligencia, y cuidando de su fomento, confiriendo po- 
deres para lo que no pudiere hacer por sí con las facultades 
que estimare oportunas, pues el mas amplio y general le con- 
cedía para todo lo relacionado y lo demás omitido de aprove- 
chamiento al menor interesado, interponiendo para que tenga 
mayor validación su autoridad y decreto judicial cuanto ha 
lugar en derecho, y previniendo que este discernimiento es y 
se entiende ínterin el Sr. Alcalde mayor del distrito, á quien 
han de remitirse estas actuaciones para su continuación, dis- 
pone lo que estime mas conforme á justicia. Asi lo dijo el Sr. 
Juez que firma con su asesor y coi^migo el Secretario de que 
certifico. — Siguen las firmas. 
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Desaucio. 

DILIGENCIA DE LANZAMIENTO. -En la ciudad de.... 
á tal fecha, el Sr. D. N., Juez de Paz de la misma, con mi asis- 
tencia y la del portero del Juzgado, se constituyó en la casa 
que habita N. N., y habiéndole hecho comparecer á sii presen- 
cia, le intimó inmediatamente desalojase dicha casa, extrayendo 
de ella todos los* objetos de su pertenencia y pagara tantos 
escudos, importe de las costas causadas en estas actuaciones. 
El intimado hizo entrega al Secretario infrascrito de la expre- 
sada cantidad, recibiendo resguardo, y extrajo de la casa todas 
sus pertenencias, evacuándola con su familia y dejando las lla- 
ves al Sr. Juez que firma esta diligencia con el portero y con- 
migo el Secretario de que certifico. 

Firmas. 

Si no pagase las costas se dirá: 

El Sr. Juez, vista su negativa al pago de costas, dispuso 
retener, para con su producto hacerlas efectivas, tales efectgs 
de N. N., el cual inmediatamente extrajo los demás de su per- 
tenencia, y evacuó el edificio, entregando las llaves al Sr. Juez 
que firma &c. 

Si el desaucio fuere de un predio rustico, que tuviere 
labores ó plantíos' qué el demandado reclamare, se expresará: 

El demandado dijo que estaba pronto á cumplir la orden 
del Sr. Juez y á desalojar la finca; pero que en ella tenia prac- 
ticadas tales labores ó hechos tarjes plantios, que el demandan' 
te debia abonarle. El Sr. Juez le previno, que respecto de tales 
particulares debia formalizar reclamación ante el Sr. Alcalde 
mayor del distrito, oido lo cual, N. abandonó el predio entre- 
gando al dicho Sr. Juez las llaves de la casita construida en él 
mismo <&c. 

Oepósitos de personas. 

AUTO DE CUMPLIMIENTO DEL DESPACHO.— 

Guárdese y cúmplase lo ordenado por el Sr. Alcalde mayor 
del distrito, y trasládese el Juzgado á la casa habitación de D* 
N., á quien se ratifique en el escrito inserto en el despacho 
precedente y por su resultado se proveerá. — Lo mandó <fec. 

32 
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Ratificación» 

• Acto continuo el Sr. Juez de Paz, acompañado del porte- 
ro N. y del infrascrito Secretario (ó Escribano cuando se man- 
de que este autorice), se constituyó en la casa habitación de 
D. N., á quien hizo entender, que ^ misión judicial tenia por 
objeto la práctica de una diligencia con su <?onsorte. Retirado 
aquel y presente esta, recibió á la misma juramento que prestó 
en forma legal, ofreciendo decir verdad en cuanto supiere y 
fuere preguntada, y siéndolo acerca de si se ratificaba en el es- 
crito inserto en el despacho de comisión después de su lectura* 
Integra, hecha por mí el Secretario, dijo dicha señora, que se 
afirmaba y ratificaba en el contenido del escrito leido, sin que 
le ocurriese nada que añadir, quitar ni enmendar, reconociendo 
por suya y de su puño y letra la firma con que aparece sus- 
crito (esto cuando acompañe al despacho el escrito original). 
Así lo dijo, añadiendo ser de edad de treinta y cuatro años. — 
Firma con el Sr. Juez, de que certifico. — ^Siguen las firmas. 

Designación de depositario. 

Sin dilación el Sr. Juez hizo comparecer á D. N., marido 
de D* N., á quien enteró del objeto de su presentación, previ- 
niéndole que iba á ejecutar el depósito de su consorte, á cuyo 
efecto le invitaba se pusiera de acuerdo con ella, acerca de la 
persona en quien habia de constitutírse. El nombrado D. N., 
designó á D. N., de tal vecindad, y D* N., á D. N„ dé la pío- 
pia vetíindad, expresando que la persona própiíesta por su 
maridó era un joven soltero, de malas costumbres. I). N, re- 
sistió esta calificación de su mujer y se negó á que el depósito 
se efectuara en la persona designada por la misma; pero cons- 
tando al Sr. Juez que esta era de honradez y á propósito para 
el caso, la designó por depositario. Acto continuo requirió á 
D. N. entregase á su mujer la cama y ropas de su uso diario 
y habiéndolo verificado, resultaron ser 'los efectos siguiefntés: 

(Aquí se inventariarán los que fueren, designándolos ñno 
por uno). 

Cuyos efectos recibió D* N., sin hacer recl&raacion de 
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ningunos otros. Con lo cual se concluyó esta diligencia que 
firman el Sr. Juez de Paz y los referidos consortes, de que 
certifico. 

Depósito. 

Sin dilación el Sr. Juez de Paz extrajo de la casa conyu- 
gal á D* N., y la condujo á la del depositario nombrado, quien 
enterado de su nombramiento y de las obligaciones que le im- 
pone, ofreció desempeñar bien y fielmente su cometido, conser- 
vando en su morada ^ D* N., hasta que otra cosa se le ordene 
por Juez competente, tratándola con el respeto y considera- 
ción debidos á su clase, sexo y estado. Y dejando á D* N. en 
dicha casa, con la cama y ropas inventariadas, acordá el Sr. 
Juez retirarse y que se facilitara al depositario certificación 
<5omprensiva de la providencia en que fué nombrado y de esta 
diligencia para su resguardo.-^Firman dicho Sr. Juez, depo- 
sitario y depositada, conmigo el Secretario, de que certifico. 

Firmas. 

Acreditada por nota la entrega de la certificación al depo- 
sitario, se dÍQtará por el Juez esta providencia: 

Intímese á D, N. no moleste á su consorte D* N., per ra- 
^ou de su depósito, ni al depositario en el ejercicio de su car- 
go, bajo apercibimiento de precederse contra él á lo que hu- 
biere lugar en justicia; y prevéngase á aquella que si dentro 
de un mes no acredita en la Alcaldía mayor del distrito, haber 
intentado la demanda de divorcio (ó la querella de adulterio), 
quedará sin efecto el depósito y será restituida á las casas de 
su morada. — Lo mandó y firma &c. 

• Hechas las notificaciones en forma legal á marido y mu- 
jer, se dirá: 

. Estando cumplimentado el despacho de comisión, devuél- 
vase al Sr. Alcalde mayor. — Lo mandó &c. 

Asi be ejecutará poniéndose previamente por el Secreta- 
río en el libro de su razón la nota siguiente: 

En tal fecha se devolvió al Sr. Alcalde mayor del distrito, 
un despacho librado en tal dia, recibido en tal otro y cumplí- 
anent^do en ¿oí, á instancia de . . . , para tal cosa. Se compone 
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de tantas hojas de tcd pape). Y para que conste extiendo la 
presente en tcd fecha. 

Los demás depósitos de que hemos tratado en su oportu- 
no lugar, podrán ordenarse por el formulario anterior, hacien- 
do las variaciones que exija su naturaleza respectiva. 

Deslinde y amojonamiento. 

AUTO DE CUMPLIMIENTO.- Guárdese y cúmplase 
lo ordenado por el Sr. Alcalde mayor del distrito, en el pre- 
cedente despacho: háganse las citaciones que en el mismo se 
encargan, y llegado el dia prefijado, practiquese la diligencia 
de deslinde, con asistencia de los interesados ó sus apoderados, 
ó sin ella. — Lo mandó &c. 

Acta de deslinde. 

En la ciudad de . . . . , á ¿a¿ fecha, como dia señalado paru 
practicar la diligencia de deslinde, encargada por el Sr. Alcal - 
de mayor del distrito, en el despacho de comisión que vá por 
principio de estas actuaciones, el Sr. Juez de Paz acompañado 
de los peritos N. y N., del portero de su Juzgado y del infras- 
crito Escribano, se constituyó en tales terreno^, de tales térmi- 
nos, y en ellos encontró á D. N., á cuya instancia se iba á 
practicar el deslinde, y á N. y N. dueños diQ tales terrenos co- 
lindantes (ó á N. N. sus apoderados, cuya personalidad acre- 
ditaron con los correspondientes poderes, de que hicieron ex- 
hibición), y siendo la hora señalada, se dio principio al acto de 
deslinde, recorriendo y reconociendo detenidamente el terre- 
no tal y los colindantes, observándose entre aquel y estos toles 
señales antiguas que parecian denotar la existencia de límites: 
para mejor venir en conocimiento de los correspondientes á ¿ízÍ 
heredad, se oyeron las noticias dadas por los peritos que ma- 
nifestaron tal cosa, y por los mismos se procedió á la mensura- 
cion de toda la comprensión de aquellas señales, resultando tal 
medida que, comparada con la que arrojaba la escritura ial 
exhibida por D. N., se vio ser de exacta correspondencia. En 
su virtud y no habiéndose hecho oposición ni reclamación al- 
guna por parte de los interesados, se señaló la línea diviso- 
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ría de t-cd heredad ó terreno, colocando en tcdea pontos tardos 
postes ó mojones. Con lo cual se concluyó la diligencia exten- 
diéndose esta acta que firmaron con el Sr. Juez los concur- 
rentes y en fé de ello yo el Escribano. — Siguen las firmas. 
Si no hubiere ni se lograre conformidad, se dirá: 
Por D. N. se presentó otra escritura de compra de tal ha- 
cienda en que aparecía que su terminación por tcd punto se 
extendía hasta tal otro, y por consiguiente que de colocarse 
los postes en iale$ partes quedaban, estos dentro de su propie- 
dad, perjudicándose en tanta porción de terreno y tantas plan- 
tas. Nó habiendo podido lograrse que los interesados conforma- 
ran en esta diferencia, el Sr. Juez de Paz mandó suspender 
elacto y levantar esta acta para que en su vista el Sr. Alcalde 
mayor del distrito acuerde lo que estime mas arreglado, fir- 
mando con todos los concurrentes, de que doy fé. — Siguen las 
firmas. 

Omitimos los modelos de informaciones, porque versando 
Bobre el examen de testigos, podrán fácilmente ordenarse con 
los que dejamos extendidos. 
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